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R E L A C I Ó N 
d e l o s d e b a t e s s o b r e el p r o y e c t o q u e p r e c e d e 
en el C o n s e j o INacional C o n s t i t u y e n t e . 
(SESIÓN DEL 14 DE MAYO DE 1886) 
I 
Se puso en discusión el artículo i.° que dice: 
« La Nación Colombiana se reconstituye en forma de 
República unitaria.» 
E L SEÑOR CALDERÓN R E Y E S : 
«He formado parte de la Comisión que elaboró el 
proyecto de Constitución, desde el día en que ella fue 
primeramente establecida. Esto me coloca en la. facili-
dad -de conocer el espíritu que ha predominado en la 
formación del proyecto, a pesar de haber variado con 
mucha frecuencia el personal de la Comisión; pero 
como en ésta no era posible obtener unanimidad en el 
desarrollo de las bases, quedaron las diferencias apla-
zadas para hacerlas valer en una especie de segunda 
instancia ante este Consejo y presentar en el debate 
los motivos de uiaa divergencia que, justo es recono-
cerlo, no miró jamás sino los intereses de la República. 
«El artículo i.'^  que se discute no puede, en 
verdad, incluirse en el número de las diferencias: él 
es, seguramente, la síntesis del contenido del proyec-
to, cosa que no podemos saber ahora sino los que 
asistimos a los debates de la Comisión, porque a los 
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demás es desconocida la obra, en su conjunto y sus 
detalles. Puede quizá estar calculada sobre el tecni-
cismo político la declaración del artículo; puede ser 
la forma unitaria la que el proyecto consagra. ¿ Se 
discute ahora sobre si es ella o nó lo que a la Nación 
conviene y la que la Nación reclama? Estoy por la 
afirmativa; porque ha sido un voto, más que expreso, 
elocuente el que ha aceptado las bases de la reforma, 
y porque hay algo como arrepentimiento de la for-
ma federativa después de un ensayo que data desde 
ocho años antes de la Constitución de Rionegro. 
«No se trata ahora, por tanto, de discutir sobre 
un régimen que está desechado. Lo que debemos es-
tudiar es cómo damos a la obra que nos ha enco-
mendado la República la posible perfección, adaptán-
dola a la naturaleza, la historia, las costumbres, las 
necesidades y aun los nervios del pueblo que va a 
regir; porque, en definitiva, será esa adaptación la 
que le dará profunda práctica y larga vida y asegu-
rará el orden como una aspiración general. Y en esa 
perfección entran como parte indispensable la consa-
gración de principios y de términos que, sin ser ne-
cesarios, pueden merecer una interpretación falsa en el 
sentido más adverso y hacer odioso lo que sólo es 
lógico. 
« Nuestro país es esencialmente susceptible de dejar-
se guiar con palabras. La federación despertó aquí tal 
furor de popularidad, que bastó desplegar uno de los 
rizos de la bandera para que pronto estuvieran todos 
flotando por los vientos. Con dolor debe recordarse la 
bandera de Rosas : ' Viva la Federación! Mueran los sal-
vajes unitarios! ' Dondequiera una palabra, bien o mal 
aplicada, pero en el fondo significativa, ha servido para 
agrupar a los hombres, para formar partidos, o para cavar 
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abismos entre los intereses y las opiniones. Nosotfos de-
bemos contarnos, como pueblo incipiente, en el número de 
los que dan influencia a las palabras o se impresionan por 
ellas. Bastó decir en la Constitución de Rionegro que 
había libertades absolutas, para que se dijese que aquel 
documento era la obra más perfecta de una Nación: 
aun se recordaba que Víctor Hugo así lo había dicho, 
y esto parecía concluyente. 
«Aplicando estas consideraciones al caso presen-
te, creo que convendría variar el título con estas o 
semejantes palabras : 
«' La Nación se organiza en los términos de la 
presente Constitución.'» 
«Someto el asunto a la discreta consideración del 
Consejo». 
Procedióse a votar, negóse la modificación y apro-
bóse el artículo primitivo. 
I I 
Al discutirse el artículo 4.°, el H. señor Calderón pi-
dió la discusión y votación por partes y señaló como cada 
una de ellas los párrafos de que consta. 
El artículo dice así: 
«Art. 4.° El territorio, con los bienes públicos que de 
él forman parte, pertenece únicamente a la Nación. 
« Las Secciones que componían la Unión Colpmbiana, 
denominadas Estados y Territorios nacionales, continúan 
siendo partes territoriales de la República de Colombia, 
conservando los mismos límites actuales y bajo la deno-
minación de Departamentos. 
«Las líneas divisorias dudosas serán determinadas 
por comisiones demarcadoras nombradas por el Senado. 
«Los antiguos Territorios nacionales quedan reincor-
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porados en las Secciones a que primitivamente pertene-
cieron.» 
La parte primera fue aprobada, y diose debate a la 
segunda. 
E L SEÑOR R E Y E S : 
«Estoy de acuerdo con el H. señor Calderón en que 
las palabras hacen papel principal en nuestra política: 
acaso no sea bien aceptada la denominación de Departa-
mentos, dada a los Estados que hasta hoy forman la Na-
ción; y se crea que con el cambio de nombres, queda re-
bajada la categoría que hoy conservan. No se pueden des-
conocer los intereses vinculados en las Secciones existentes, 
por razón de tradiciones, glorias, trabajo, etc. En el Cauca, 
en Santander y en Antioquia, con especialidad, el cam-
bio no seria acaso bien aceptado, porque son Secciones 
habituadas a una vida política que pudiéramos llamar au-
tonómica, por la homogeneidad de costumbres entre las 
poblaciones que las constituyen. Me permito modificar, 
pues, el artículo, en el sentido de cambiar la palabra De-
partamento por la de Estados.^ 
E L SEÑOR C A R O : 
«Primitivamente el articulo del proyecto dividía el 
territorio en siete Estados y dos Departamentos. Se ob-
servó luego que la denominación de las partes territoria-
les de la República debía ser uniforme, y la Comisión 
adoptó el nombre de Departamento, por razones muy aten-
dibles. 
«El concepto de Estado es sinónimo de Nación, y 
sólo se aplica ese nombre a Naciones independientes, o a 
aquellos cuerpos políticos que forman una federación, se 
rigen por leyes propias y en rigor son Repúblicas aliadas. 
Los Estados colombianos eran soberanos. Hoy se ha reco-
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nocido que la República es unitaria, o ^ e otro modo, que 
la soberanía reside únicamente en la Nación. El nombre 
de Estado, por lo tanto, en esta nueva Constitución, nada 
significaría en hecho de verdad, porque él solo nada podría 
valer contra los principios y preceptos que en ella se contie-
nen, pero sería una impropiedad en lenguaje, una contra-
dicción en los términos respecto de todas las partes terri-
toriales de la Nación, y especialmente de las dos que por 
ahora quedan sometidas a la autoridad directa de la Ad-
ministración central. 
«Los HH. señores Calderón y Reyes insisten en el 
prestigio que llevan consigo ciertos nombres, con los cua-
les creen ellos que está como encariñado el pueblo, y que-
rrían que conservásemos el nombre de Estados como un 
homenaje a esa preocupación popular. 
«Yo reconozco, señor Presidente, la magia de ciertas 
palabras; pero esa magia no es virtud propia del sonido 
vacío, sino de las ideas o sentimientos que expresan. Los 
nombres, como los colores de una divisa, son signos, son 
emblemas. Amamos el nombre o signo de las cosas que 
nos son queridas; aborrecemos aquellos que nos recuer-
dan lo que odiamos. 
« No sé si la federación haya sido verdaderamente po-
pular. Sé que hay nombres que despertaron el entusiasmo 
de los partidarios ardientes de un sistema de gobierno, 
cuyos frutos amargos hemos cosechado después. Hoy no 
expresan esperanzas, sino desengaños. Hay aún en Co-
lombia dispersos partidarios de la federación, pero ni esos 
son Colombia, ni tienen el valor de sus opiniones, porque 
su voz desmaya sin resonancia, porque el espíritu de la 
época les es adverso. 
«La cuestión se ha sometido en términos perentorios 
al voto popular. Los pueblos de la República, por una in-
mensa mayoría, han votado la soberanía nacional. Si hubo 
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algunos votantes que vacilasen, porque 'no se abandona 
sin dolor lo que se poseyó con amor,' no lo sé; pero estoy 
cierto de que, en quien tuvo valor de renunciar a la cosa 
misma, no ha de temerse que larsupresión del nombre de 
ella haya de causar la dolorosa impresión que aquí se 
teme que produzca. Y tengo confianza en el buen sentido 
del pueblo colombiano: él ha votado el festablecimiento 
de la unidad nacional con sus naturales consecuencias. Si 
él acepta el cambio de instituciones, ¿porqué habría de 
quejarse del cambio de nomenclatura? 
«¿A quién, pues, vamos a complacer con la conserva-
ción de este nombre de Estados? 
«¿Será por ventura a los que con su voto han supri-
mido no el nombre, sino la entidad misma?—No hemos 
de suponerlo—¿A los enemigos de esta transformación 
política?—No tenemos que consultarlos para elegir nues-
tras fórmulas; pero aun dado que quisiéramos halagarlos, 
deberíamos darles un Código anárquico como el de Rio-
negro, y no una Constitución que funda el orden, e incrus-
tada en ella una palabra antifrástica e irrisoria. 
«La Comisión adoptó para la división territorial 
la denominación de las Constituciones de 1824 y 1830. J ^ 
antigua República de Colombia se dividía en ocho Depar-
mentos. ¡ Ojalá que en la nueva Colombia renazcan nom-
bres, hombres y glorias de la antigua! Venezuela, regida 
por el gran Páez, era un Departamento. ¿Quién podrá de-
cir que la nueva denominación es depresiva? Al contra-
rio, es un nombre histórico de honrosa recordación.» 
E L H . SEÑOR R E Y E S : 
«Las palabras de mi H. colega el señor Caro en la 
discusión anterior son concluyentes, pero insisto en que 
debemos ver las cosas como son y no como debieran ser, 
al tratarse de la índole de nuestro pueblo, a las veces apa-
/ / 
sionada. No quiero que vamos a engañar al país con pa-
labras, lo cual no sería concebible, porque hay en él hom-
bres inteligentes, para quienes esto no pasaría de ser una 
pretensión y que verían claramente las cosas. Yo soy par-
tidario del centralismo, pero no veo ningún inconveniente 
en dejar a las Secciones su anterior denominación de Es-
tados, que es la más simpática para ellos, porque, como he 
dicho, todos tienen sus tradiciones y sus costumbres pe-
culiares. Deseo que el Consejo medite bien el asunto y 
que concilie las buenas disposiciones del proyecto con las 
preocupaciones de nuestros pueblos, que quieren, más que 
todo, conservar los nombres de sus localidades, porque-
vincula el recuerdo de esfuerzos hechos en todos los cam-
pos por más de dos generaciones. Histórico es el nombre 
de Departamentos, si se recuerdan los días de la antigua 
Colombia, cuando Páez era el Jefe del de Venezuela; en 
las guerras civiles, si es cierto que se v i e r t e sangre 
preciosa de hermanos, también se aseguran derechos y 
reformas que reclama el país, perfeccionándose así la obra 
de emancipación que realizaron nuestros padres. El Ge-
neral Payan, sin recursos de ningún género y sólo al favor 
de su valor y de su carácter, dio gloria imperecedera al 
Estado del Cauca, y aunque en situación y épocas dife-
rentes, sus servicios al actual movimiento han sido tan 
eficaces, como lo fueron al dé la Independencia las homé-
ricas hazañas de Páez,» 
E L SEÑOR CARO : 
« Estoy de acuerdo, en algunas de las apreciaciones, 
con el H. Consejero que acaba de hablar. 
« Creo que deben conservarse los nombres históricos. 
Si yo hubiese votado cuando el nombre de Nueva Grana-
da se cambió con el de Colombia, mí voto habría sido ne-
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gativo. Pero debemos hacer una distinción profunda entre 
el nombre propio y la denominación genérica. Yo no he 
hablado de los unos sino de las otras. El nombre propio 
es una propiedad, y como una parte del individuo que lo 
lleva. La denominación genérica siendo común a muchos, 
no pertenece a nadie, se adquiere y se pierde con los cam-
bios de situación. La denominación Estado es común al 
Cauca con los demás Estados de Colombia, de Venezue-
la, de Méjico y de otros países semejantemente organiza-
dos. ¿Por qué ha de reclamarlo como suyo propio? Lo que 
le es propio y característico es el nombre Cauca. Sea el 
Cauca Estado o Departamento, los hijos de aquella región 
no se envanecerán por ser naturales de un Estado, o de 
un Departamento, sino por ser caucanos. El Departamen-
to del Cauca recobrará la denominación que tuvo en la an-
tigua Colombia, sin perder su glorioso nombre histórico. 
«Cité el Departamento de Venezuela, y al inmortal 
Páez, sin ánimo de deprimir glorias nuestras. Sé muy 
bien que el General Payan, por su talento militar y sus 
hazañas no es inferior al héroe llanero. Pero esto nada 
prueba en relación con mis afirmaciones. Siempre repe-
tiré que la historia de nuestros Estados soberanos ha sido 
bien triste, y que la división de la República en Departa-
mentos es una restauración enlazada con honrosos recuer-i 
dos y con gratas esperanzas. » 
Se negó" la modificación del H . señor Reyes y se 
aprobó el artículo original tal como se ha trascrito. 
I I I 
En seguida se consideró el siguiente artículo : 
Art. 5.° La ley puede decretar la formación de nue-
vos Departamentos desmembrando los existentes, siempre 
que se llenen estas condiciones : 
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« I." Que el nuevo Departamento tenga por lo menos 
cien mil habitantes; 
«2,* Que aquél o aquéllos de que fuere segregado, 
queden cada uno con una población de ciento curenta mil 
almas cuando menos; 
«3.* Que la creación sea decretada por una ley apro-
bada en tercer debate por dos tercios de los votos en am-
bas Cámaras.» 
E L H . SEÑOR R E Y E S : 
«Es muy delicado el asunto a que se refiere el artí-
culo leído, y a primera vista, como tiene que ser para los 
que no éramos miembros de la Comisión de Constitución, 
no ha dejado de sorprendernos. 
« Las entidades llamadas Estados han renunciado a su 
antigua soberanía por medio de sus Delegatarios, pero no 
han manifestado su voluntad de que su territorio sea des-
membrado ; con esta disposición la cosa más fácil es que 
las actuales Secciones sean divididas en dos o más De-
partamentos, una vez que todos los Estados, con excepción 
del Magdalena, tiene una población que excede de 250,000 
habitantes; y no sería tampoco nada difícil conseguir en 
las Cámaras una mayoría de las dos terceras partes entre 
los miembros de las Diputaciones distintas de las "que re-
presenta el Estado o Departamento que se quiera dividir, 
cuando no hay en aquéllas el mismo interés y el pleno co-
nocimiento de las cosas, que el que pueden tener los hijos 
del territorio de que se trate. 
« Este artículo es una amenaza para la existencia de 
las actuales secciones, que tienen ya su división territo-
rial perfectamente deslindada y que no querrían sirbsístir 
de otra manera.» 
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E L SEÑOR CASAS ROJAS : 
«Aprobados como están los artículos primeros del 
proyecto presentado por la Comisión, decidido está ya el 
punto cardinal del asunto, a saber: en cambio de un régi-
men tan amplio de Gobierno como el que ayer teníamos, 
el régimen federativo, vamos a adoptar una forma de Go-
bierno unitario y central. 
« Habiendo las Municipalidades de Colombia aproba-
do casi unánimemente las bases acordadas por el Consejo 
el i.° de diciembre último, y siendo dicho cambio el pen-
samiento cardinal de ellas, nosotros no podemos tener en 
cuanto a esto vacilación de ninguna clase. 
«Así, pues, esta fundamental reforma, este tránsito 
grave y trascendental de la federación al centralismo, 
debe mirarse como acto consumado, como cosa juzgada 
por el tribunal de la opinión pública, ante la cual nosotros 
no podemos retroceder. 
«Mas ¿ se deduce de ahí que no debamos nosotros 
creernos obligados a buscar y establecer en la Constitu-
ción que vamos a dictar, ciertos correctivos que hagan 
aquel cambio menos grave y sensible ? 
« En manera alguna : muy al contrario, la prudencia 
nos aconseja emplear dichos correctivos ; y hé aquí que 
es éste uno de los fundamentos en que se apoyan el ar-
tículo 5.° del proyecto. 
«Una de las principales ventajas que se han 
atribuido al régimen federativo, consiste en colocar la 
administración pública cerca de las necesidades que 
la reclaman, de tal modo que éstas sean oportunamen-
te satisfechas por aquélla. Suprimido dicho régimen, 
desaparecerán las ventajas que le son inherentes, a no 
ser que se reemplacen por medios indirectos. Paré-
ceme que uno de dichos medios es el contenido en el 
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artículo que discutimos, por medio del cual se per-
mite y autoriza la subdivisión de los Departamentos 
en que queda demarcada la República en otros De-
partamentos, cuando se verifiquen ciertas condiciones 
referentes al número de habitantes y a las necesidades 
peculiares de las comarcas en que deba tener lugar esa 
subdivisión. Así habrá allí cámaras provinciales o de-
partamentales encargadas de estudiar las necesidades res-
pectivas de cada localidad, y de atender a ellas del modo 
más conveniente. 
« Por tanto, el artículo en discusión me ha parecido 
armónico con las demás disposiciones del proyecto de 
Constitución, y me ha parecido a todas luces acorde con 
la conveniencia y el progreso de la República. Por eso 
le daré mi voto a él y no a la modificación introducida por 
el H. señor General Reyes. 
E L H . SEÑOR R E Y E S : 
« Soy, como el que más, partidario de la Reforma 
Constitucional, y en ese camino he venido y persevero 
hasta que se corone la obra de la Regeneración. No creo, 
como el jurisconsulto doctor Casas Rojas, que es funda-
mental la doctrina contenida en este artículo, y por eso es 
por lo que he insistido en que no se vote como está conce-
bido. Podemos preguntar a cuál de los Estados existentes 
le conviene la desmembración, y estoy seguro de que nin-
guno la quiere. En estos asuntos juega principal papel la 
intriga eleccionaria, lo que se ha visto en pequeño con 
las divisiones de círculos electorales y judiciales en los 
Estados. 
« Si esta posibilidad de desmembración se sancio-
na, tendríamos que echar mano de la fuerza para implantar 
disposiciones que su cumplimiento demande. En cuestión 
6 
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de reformas, quiero que se hagan las necesarias, las que 
piden los pueblos, pero ya que evitamos los escollos de 
la federación, no vamos a caer en los del absolutismo; 
busquemos cuerdamente el término medio.» 
Se aprobó la proposición de suspensión de los ar-
tículos 5.°, 6.° y 7.°, hecha por el señor Calderón. 
Terminó la sesión a las cuatro de la tarde. 
El Relator, 
JULIO A Ñ E Z 
(Sesión del 15 de mayo de 1886) 
I 
El artículo 8.° dice : 
« Son nacionales colombianos : 
« i.° Por nacimiento: los naturales de Colombia, con 
cualquiera de estas dos condiciones: que el padre o la ma-
dre también lo hayan sido, o que ellos mismos se hallen 
domiciliados en la República. 
«Los hijos de colombianos, que hubieren nacido en 
tierra extranjera hallándose el padre al servicio de la Re -
pública, se considerarán colombianos de nacimiento para 
los efectos de las leyes que exijan esta calidad. 
«2.° Por origen y vecindad: los que siendo hijos de 
madre o padre naturales de Colombia, y habiendo nacido 
en el extranjero se domiciliaren en la República; y cuales-
quiera hispanoamericanos que ante la Municipalidad del 
lugar donde se establecieren pidan ser inscritos como co-
lombianos. 
« 3.° Por adopción: los extranjeros que soliciten y 
obtengan carta de ciudadanía. 
« La mujer casada sigue la nacionalidad del marido.» 
£1 H. señor Calderón pide que se discuta y vote por 
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partes, señalando como cada una de éstas, los párrafos de 
que consta. 
Al discutirse la i . ' parte, el H. señor Paúl la modificó 
del modo que sigue : 
« Son nacionales colombianos: 
« Los naturales de Colombia con una de dos condi-
ciones: que el padre o la madre también lo hayan sido, o 
que ellos, siendo hijos de extranjeros, se hallen domicilia-
dos en la República. » 
E l mismo señor Paúl explica su modificación en estos 
o semejantes términos : 
« La modificación propuesta es meramente de redac-
ción para dar mayor claridad al artículo; éste, como está 
en el proyecto, podría inducir a duda respecto de los que 
se hallen domiciliados en la República, pues no se ve cla-
ramente si esto se refiere a los padres o a los hijos. Las 
variaciones introducidas al principio del artículo que se 
discute, tienden, como se ve, solamente a la precisión que 
debe buscarse en la redacción de las leyes. » 
Esta modificación fue aprobada, y al adoptarse, el 
H. señor Calderón la submodificó así: 
«Los hijos de colombianos que hubieren nacido en 
tierra extranjera y luego se domiciliaren en la República, 
se considerarán colombianos de nacimiento para los efec-
tos de las leyes que exijan esta calidad.» 
E L H . SEÑOR CALDERÓN R E Y E S : 
« Tiene por objeto esta modificación reparar la injus-
ticia que se cometerla en declarar inhábiles para ciertos 
puestos públicos a los hijos de colombianos nacidos en el 
extranjero, cuando sus padres no se hallaban al servicio 
de la República, y declararlos hábiles si sus padres se ha-
llaban en este servicio. 
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«Sin duda quiere consultarse el más intenso senti-
miento de amor a la Patria, para discernir una confianza 
que no pertenece sino al que lo siente. Y yo creo que el 
hecho del nacimiento, así aislado, nada consulta. El na-
cimiento, hecho fatal, no es en sí mismo un vínculo, por-
que nadie nace donde quiere; al paso que el hijo de un 
extranjero, colombiano por nacimiento, habría podido re-
cibir en el hogar la inspiración de un sentimiento más 
cariñoso por la patria de sus padres que por la tierra de 
su nacimiento. 
«Son muchos, por tanto, los elementos que deben 
consultarse. El nacimiento y el domicilio habitual, uni-
dos, sí establecen vínculos, porque habitualmente nadie 
vive sino en el país que le agrada, y en éste trata de ser 
ciudadano en el sentido político de la palabra. 
«Muchos colombianos, además, emigran en busca de 
fortuna ; nuestro pueblo tiene hábitos de emigrante; co-
lombianos se encuentran en muchos paises en que no po-
dría creerse que los hubiera: y si se examinara la cifra de 
emigración, podría hallarse quizá que nuestro malestar 
político y económico arroja a numerosos compatriotas a 
tierra extranjera. ¿ Por qué los hijos de éstos, no menos 
patriotas que los otros, pero movidos a la emigración 
por la necesidad, habrían de quedar inhábiles para ciertos 
puestos públicos ?» 
E L H . SEÑOR CARO : 
« La clasificación de los nacionales se hace necesaria, 
para definir los que lo son por nacimiento, porque la Cons-
titución exige esta calidad específica, como requisito para 
ser Senador o Presidente de la República, y las leyes pue-
den también aprovechar, para otros efectos, la bien funda-
da distinción trimembre de este artículo. 
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«Respetando la ficción de extraterritorialidad consa-
grada por el Derecho de gentes, deben asimilarse a colom-
bianos de nacimiento los hijos de Ministros públicos naci-
dos en el extranjero. La Comisión siguiendo (si mal no 
recuerdo) el ejemplo de la Constitución de Chile, extiende 
este privilegio a todos los servidores de la República, pero 
no en toda la latitud que implica la exención de jurisdic-
ción local, que sólo corresponde a los Ministros públicos, 
sino con el único objeto de asimilar sus hijos a colombia-
nos de nacimiento, para los fines indicados. El Legislador 
tiene derecho a favorecer con esta ficción así restringida 
en sus efectos, a todos los servidores d é l a República: 
tal vez sea una irregularidad darle la extensión que se 
propone en la modificación, porque los privilegios de esta 
naturaleza no deben fundarse en consideraciones vagas, 
sino en alguna asimilación o ficción legal, a su vez fun-
dada en algo real que la justifique.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO : 
«La clasificación que se hace de colombianos por 
nacimiento, por origen y por adopción origina, en mí con-
cepto, la mayor dificultad para la justa solución de este 
asunto: el que nace en país extraño, aunque hijo legítimo 
de padres colombianos y domiciliado luego en Colombia, 
no es colombiano por nacimiento sino por origen; pero si 
suprimimos la clasificación,que es hasta cierto punto inútil, 
desde que conforme a la Constitución sólo el nacimiento 
confiere derechos especiales y las condiciones de origen y 
adopción no producen efectos especiales, y nos concreta-
mos a reconocer solamente el nacimiento y la adopción 
como fuente de la nacionalidad, los individuos designados 
en este artículo como colombianos por origen, pasarán sin 
dificultad unos al primer grupo y otros al segundo. 
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« Si, como ha querido la Comisión, al exigirse el na-
cimiento como condición esencial para el ejercicio de cier-
tos elevados puestos, se ha tenido en cuenta con justicia 
la mayor fuerza de los vínculos que liguen al individuo con 
el país y buscádose por este camino un mayor interés en 
favor de la ventura y prosperidad de él, me parecen incon-
testables las observaciones del H. señor Calderón; porque 
a la verdad esos lazos son mucho más apretados en el que, 
aunque nacido en tierra extraña, ha aprendido desde tem-
prano al calor del hogar a amar ese pedazo de suelo al 
cual están vinculados los recuerdos y los afectos de sus 
padres, y a considerar como propias la gloria y las des-
gracias del país de donde no se aparta el pensamiento de 
los suyos, que en el que, hijo de padres extranjeros, vio la 
luz en Colombia quizás por un mero capricho de la suer-
te. Agregúese a esto que en las desgraciadas Repúblicas 
Sudamericanas- vivimos en continuada guerra civil y que 
el sucesivo triunfo y derrota de las diversas facciones, 
arroja fuera del país, ora en virtud de decretos de pros-
cripción, ora por temores de persecuciones personales, a 
nmltitud de familias que toman el camino del destierro 
impulsadas por la fuerza o la necesidad. El Ecuador ha 
sido y es constante refugio de familias colombianas que 
emigran en busca de la seguridad que les falta en la Pa-
tria. Y yo pregunto: ¿será justo, será conveniente que a 
individuos que en nada han delinquido y que han nacido 
fuera de Colombia, sólo por causa de desastrosas guerras 
civiles, se les aplique una pena y la más grave de las pe-
nas, declarándolos indignos de la confianza-nacional e in-
capaces de consagrar sus esfuerzos al servicio de la Pa-
t r ia? No, señor Presidente, eso seria una monstruosidad, 
y si para los hijos de los Agentes diplomáticos se acude 
a la ficción de la extraterritorialidad, para los hijos de los 
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ciudadanos víctimas de nuestras desbordadas pasiones 
políticas no necesitamos de la ficción: basta simplemente 
que les hagamos justicia.» 
E L H . SEÑOR CALDERÓN: 
«Antes de introducir el artículo olvidé averiguar si 
se pretendía exceptuar a los hijos de los Agentes diplomá-
ticos solamente, o en general a los hijos de colombianos 
en servicio de la República. Respecto de los primeros 
nada habia que decir por ser ese un principio consagrado 
por el Derecho de gentes. 
« La extraterritorialidad es ese principio, pero ella no 
alcanza a los empleados que no tengan carácter diplomáti-
co. Como ficción que es, admitida para asegurar la inde 
pendencia del enviado en el país para que fue acreditado, 
no introduce alteración alguna en los hechos de orden mo-
ral que sirven de norma a la nacionalidad. El hijo de un 
Agente diplomático es ciudadano del país a que el agente 
pertenece, no porque tenga más intensos afectos por su 
patria, sino por ese principio; y es esto tan cierto, que 
el Derecho internacional no reconoce la misma nacionali-
dad a los hijos de los Cónsules. 
« Los hijos de colombianos no investidos de carácter 
diplomático pueden ser más patriotas; y el H. señor Os-
pina ha hecho notar, muy oportunamjnte, que una expa-
triación impuesta por las conmociones políticas pudiera 
dar origen a la irregularidad que hago notar. Son más 
amantes de la República tal vez los que viven fuera de 
ella contra su voluntad, que los que voluntariamente se 
expatrian, acaso para vivir con más holgura. El senti-
miento patrio se acrisola en los sufrimientos de un destie-
tierro impuesto por haber servido a una causa política;» 
El H. señor Sa7itamaria manifiesta en breves palabras 
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que está en un todo de acuerdo con la modificación del 
señor Calderón, y aduce como razón principal la desigual-
dad que entraña el que, mientras los hijos de extranjeros, 
nacidos en Colombia, conservan la nacionalidad de sus 
padres, los hijos de colombianos nacidos en el extranjero 
quedan en cierto modo desamparados de su Patria. 
La modificación del H. señor Calderón se aprobó, y 
al adoptarse, el H. señor Caro hizo esta nueva submodifi-
cación que sostenida por su autor en breves razones, fué 
luego aprobada y adoptada: 
« Los hijos legítimos de padre y madre colombianos, 
que hubieren nacido en tierra extranjera y luego se domi-
ciliaren en la República, se considerarán colombianos de 
nacimiento para los efectos de las leyes que exijan esta 
calidad.» 
La 2.* y 3.* partes del artículo fueron aprobadas sin 
alteración alguna, así como los artículos 9.° y io.° del 
proyecto. 
I I 
Púsose en discución el artículo 11 que dice así: 
«Los extranjeros disfrutarán en Colombia de los 
mismos derechos que se concedan a los colombianos por 
los tratados de la Nación a que el extranjero pertenezca.» 
E L H . SEÑOR CALDERÓN : 
«La doctrina de este artículo es inconveniente, por-
que deja sólo a los tratados el fijar las condiciones con que 
recibimos en Colombia a los extranjeros. Parece justa, 
como que envuelve reciprocidad; pero creo que ésta, de-
ferida a las estipulaciones de los pactos internacionales, 
no quedaría bien en la Constitución, porque tales pactos 
harán parte de nuestro derecho público. 
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. «La condición de los extranjeros está definida por el 
Derecho de gentes, y si a veces ocurrieren dudas sobre 
esto, se refieren a la aplicación del principio más bien que 
a la claridad con que está expuesto y aceptado. Los tra-
tados, si algo dicen sobre esto, no será otra cosa que lo 
'que el principio general admite; y cuando se presenten 
dificultades, como las que hemos en ocasiones tenido, se 
debe atribuir esto a las debilidades de práctica que consti-
tuyen luego precedente. 
«Al aprobar este artículo, quedaría cerrada la puerta 
de la inmigración,-que necesitamos, a los ciudadanos de 
países que no tienen convenios con nosotros. Yo no sé 
que esto constituya ventaja, porque si por una parte mira-
mos por la inmigración, debemos, por otra, observar que 
a los colombianos que salen se les impondrá la regla que 
nosotros aplicamos. 
« Los tratados no son, en mi sentir, una conveniencia 
permanente; sin ellos todos los pueblos son amigos para 
el efecto de recibir a los ciudadanos de otros; sin ellos ya 
se sabe qué derechos y obligaciones tienen los extranje-
ros. Entre nosotros la mayor parte de las dificultades pro-
vienen de la existencia de los tratados, que nos han obli-
gado a conceder a los extranjeros garantías que nuestro 
modo de ser político no permite, y que otros países más 
bien regidos no tienen impedimento para otorgar. Creo 
que nuestro actual conflicto con Italia viene, en gran par-
te, de haber aplicado las estipulaciones de un tratado con 
el Rey de Cerdeña a nuestras relaciones con aquél pais.» 
E L H , SEÑOR OSPINA CAMACHO : 
«No me satisface el artículo en los términos en que 
está redactado: porque sí los extranjeros en Colombia no 
han de tener otros derechos que los que se les concedan 
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por los tratados públicos, los colombianos a su turno, y 
por la ley de la reciprocidad, quedarán fuera de Colombia 
en análoga situación a la de aquéllos en nuestro suelo, lo 
que vale tanto como quedar obligados o a celebrar conve-
nios internacionales con todas las Naciones del globo, cosa 
inconveniente, o a colocar a nuestros compatriotas al solo 
amparo del Derecho de gentes, amparo que habrá de ser 
muy débil, una vez que Colombia carece de los medios de 
acción necesarios para hacerlo eficaz en muchas ocasio-
nes. El artículo quedaría mejor redactado sustituyendo la 
voz tratados por la palabra leyes; pero aun así no sería 
aceptable. Los Estados Unidos de América y algunas 
naciones del viejo continente, niegan a los extranjeros el 
derecho de adquirir bienes raíces; y es claro que con el 
artículo así concebido muchos nacionales extranjeros que-
darían incapacitados para comprar y poseer inmuebles 
en Colombia. Esta absoluta prohibición sería inconvenien-
te, porque nuestro porvenir se halla en el adelanto de 
la industria minera, y en nuestra pobreza el desarrollo de 
esa industria será imposible sin el auxilio de capitales 
traídos de fuera. Pero si los extranjeros no pueden ser 
dueños de minas, ni accionistas en esas empresas, vamos 
a privarnos deliberadamente de alimentos indispensables 
para el incremento de nuestra riqueza pública y de los 
medios de aumentar nuestros productos exportables. Los 
países de las condiciones del nuestro no pueden poner 
trabas a la entrada de capitales extranjeros, sin causarse 
graves dciños; y de consiguiente lejos de tratar de alejar-
los, su deber es abrirles ancho campo para que vengan a 
ser agentes de nuevas industrias y auxilio de las antiguas 
que, faltas de recursos, decaen o desfallecen. 
« Por estas razones me atrevo a proponer la siguiente 
modificación, que establece el equitativo principio de la 
reciprocidad, y que al mismo tiempo promete atender, en 
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ciertos casos, a las conveniencias generales. Tal vez no 
esté redactada en términos precisos y convenientes, mas 
estos defectos pueden ser remediados por los H. H. De-
legatarios. » 
«El mismo H. señor Ospina Camacho modificó el ar-
tículo del modo siguiente: 
«Art. II Los extranjeros disfrutarán en Colombia 
de los mismos derechos que se concedan a los colombia-
nos por las leyes de la Nación a que el extranjero per-
tenezca, salvo lo que se estipule en los tratados públicos.» 
Esta modificación fué aprobada por unanimidad, cir-
cunstancia que se hace constar a propuesta del H. señor 
Caro. 
Se aprobaron en seguida los artículos 12,«13, 14 y 
15 del proyecto. 
I I I 
El artículo 16 dice as i : 
«La ciudadanía se pierde de hecho cuando se ha 
perdido la nacionalidad. 
«También se pierde la calidad de ciudadano por 
cualquiera de estas causas: 
«I .* Haberse comprometido al servicio de una Na-
ción enemiga de Colombia; 
«2." Haber pertenecido a una facción alzada contra 
el Gobierno de una Nación amiga; 
«3.* Haber sido condenado en juicio a pena aflictiva; 
«4.* Haber sido destituido del ejercicio de funcio-
nes públicas por sentencia judicial; 
« 5.* Haber ejecutado actos comprobados de violen-
cia, falsedad o corrupción en elecciones. 
«Los que hayan perdido la ciudadanía podrán so-, 
licitar rehabilitación del Senado.» 
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«El H. señor Calderón pidió la votación por partes 
y designó como cada una éstas los incisos en que na-
turalmente está dividido el artículo. 
La I." se aprobó, y abrióse discusión sobre la 2.* 
El H. señor Calderón, manifestó que desearía se me-
ditase más en dicha 2. ' parte del artículo, pues debido 
en primer lugar a que el carácter de los colombianos 
se distingue, entre otras cosas, por la tendencia a la 
emigración, tendencia vigorizada todavía más por las re-
voluciones y las guerras civiles que han azotado las Re-
pública, hay muchos en los demás países de Hispano 
América, donde han fundado industrias y adquirido fuer-
tes capitales; y si aparecen algunas veces como revolucio-
narios, lo hacen obligados por defender su propiedad y 
aun su vida. Es cierto que la mayor parte dé los que 
entran en esas revoluciones son vagabundos y aventu-
reros, pero también lo es que algunas veces figuran en 
ellas hombres de riqueza / de posición distinguida, 
a quienes no sería justo que la República desamparase. 
E l H. señor Paúl sostuvo la doctrina consignada en 
la z.*- parte del artículo, apoyándose en que «a nuestro 
Gobierno no le toca examinar los títulos de los otros 
Gobiernos, ni la justicia o injusticia de las revoluciones, 
sino únicamente reconocer al que manda 'como Repre-
sentante de la soberanía, y que si nosotros fuéramos a 
amparar a los compatriotas que se mezclan en los nego-
cios-ajenos, no tendríamos derecho para quejarnos, y mucho 
menos para castigar, a los nihilistas y a los carbonarios 
que quieran establecer tales sociedadee en nuestra tierra.» 
Agregó que «los colombianos que quieran meterse a 
redentores en suelo extraño, tienen que resignarse a 
cargar con la cruz de tales.» 
E l H. señor Caro. Insiste en que, como lo ha dicho el 
señor Paúl, esta es una disposición moralizadora. .Si todas 
— 93 — 
las Repúblicas consagraran el mismo principio, tendría-
mos firmada una santa aliaza contra la revolución que 
devora estos países. La disposición por lo demás no es 
tan rigurosa como supone el señor Calderón. La pérdida 
de derechos políticos no implica la de los civiles. El que 
pierde aquellos puede ser rehabilitado, y en todo caso 
queda bajo la protección del derecho común. 
Se aprobó el artículo en discusión. 
Los artículos 17, 18 y I9 fueron aprobados sin dis-
cusión. El 20 fué modificado por el H. señor Ospina 
Camacho en esta forma; 
«Art. 20 Los particulares no son responsables ante 
las autoridades sino por infracción de la Constitución o 
de las leyes. Los funcionarios públicos lo son por la 
misma causa y por extralimitación de funciones.» 
IV 
«Art. 21. La potestad reglamentaria no constituye 
derecho contra las leyes, ni las leyes contra la Consti-
tución. En consecuencia, los Tribunales que hayan de 
actuar en asuntos contencioso-administrativos presta.rán 
defensa a los particulares agraviados por providencias 
de la administración; y la autoridad judicial protejerá a 
las personas contra los abusos de cualquiera de los Po-
deres públicos.» 
E L H . SE.ÑOR CARO : 
«Propuse a la Comisión la parte principal de este 
artículo, y la Comisión lo adoptó, viendo seguramente 
en él la declaración de un principio justo y previsor 
que concilia la autoridad con la libertad, y se practica 
en Naciones donde este feliz equilibrio es norma de la 
legislación y administración. 
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«Si el Soberano dicta una ley inconstitucional, esta 
ley sancionda y promulgada debe ser obedecidaj mientras 
no haya, como no lo hay, un Poder superior que tenga 
la facultad de anularla. No puede dejarse al ciudadano 
la facultad de desobedecer una ley por cuanto la juzga 
contraria a la Constitución. Tal principio sería anárqui-
co. Pero sí debe tener el derecho de exigir que no se 
cumpla en su daño, y los Tribunales no deben aplicarla 
cuando lesiona derechos civiles garantidos por la Cons-
titución. Nadie anula ley: así se salva el principio de 
autoridad; pero el ciudadano tiene el derecho de defen-
sa, ejercitada pos las vías legales, y el Poder Judicial 
le dispensa protección: así se salva la libertad bien en-
tendida, y ambos principios quedan conciliados. 
Sin embargo, más adelante en las deliberaciones de 
la Comisión, tuve también el honor de proponer otro 
artículo, por el cual se dispone que cuando el Gobierno 
objeta una ley por razón de inconstitucionalidad, no basta 
la insistencia del Congreso para obligar al Jefe del Go-
bierno a sancionarla. 
« En ese caso, el proyecto pasa a la Suprema Corte, 
la cual decide el punto, y es en efecto quien debe de-
cidirlo, porque no se trata ya, como en otros casos, de 
conflicto de opiniones o voluntades entre Poderes cole-
gisladores, sino de una cuestión de derecho, 
«Si el Consejo adopta esta regla, aprobada, después 
de maduro examen, por la Comisión, no habrá probabi-
lidad, no habrá posibilidad moral de que se expidan leyes 
inconstitucionales; y si puede ofrecer inconvenientes dejar 
a los Jueces la facultad de aplicar, aunque en esos casos 
particulares siempre, la Constitución contra las leyes, 
sobre todo tratándose de aquellas que llevan el pase de 
la Corte Suprema. Un Tribunal inferior no puede re-
visar lo que aprobó el Tribunal Supremo. 
— 95 — 
«Por estas razones creo que este artículo no debe 
aprobarse, si hay ánimo de aprobar luego las disposi-
ciones a que he aludido, relativas a la objeción de leyes 
inconstitucionales. 
«Por lo que h a c e a reglamentos administrativos 
inconstitucionales o ¡ l e g a l e s , la parte del artículo que 
a ellos se refiere es justa, pero innecesaria. Los particu-
lares agraviados por providencias administrativas podrán 
siempre ocurrir a los Tribunales ordinarios, según la 
práctica anterior, o a los especiales contencioso-adminis-
trativos, que por la ley podrán crearse conforme a lo dis-
puesto en el artículo 162 del Proyecto,» 
El H. señor Ospina Camacho. Apoya en breves razo-
nes el artículo, manifestando que equivale sustancialmen-
te a la declaración del orden en que han de aplicarse 
las leyes, consignada en otras Constituciones, y confor-
me con un principio de derecho generalmente reconocido. 
El artículo fué aprobado en todas sus partes. 
Fueron también aprobados los artículos 22 a 26 del 
proyecto. 
E l H. señor Calderón propuso lo s iguiente: ' 
«Revócase la aprobabión dada al artículo 26 y re-
considérese.» 
El mismo señor Delegatario manifestó que en su 
concepto debía modificarse el artículo en la parte que se 
refería a los Capitanes de los buques, porque la facultad 
que se les daba por este artículo no puede concedérse-
les cuando sus embarcaciones están ancladas en los puer-
tos de la República, pues entonces es a la autoridad 
respectiva a quien toca asumir el conocimiento de la 
causa; y que respecto del inciso i.° debe limitarse la fa-
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cuitad únicamente a los funcionarios judiciales y de po-
licía, pues tal como está redactado el artículo es dema-
siado lato y de seguro daría lugar a la comisión de 
frecuentes abusos por las demás autorídades. 
Aprobada la reconsideración del artículo, el mismo 
señor Calderón y el H. señor Ospina Camacho lo mo-
dificaron del modo siguiente: 
«Art. 26. La anterior disposición no obsta para que 
puedan castigar, sin juicio previo, en los casos y "dentro 
de los precisos términos que determine la ley: 
« i." Los funcionarios del orden judicial que podrán 
penar con multas o arresto a cualquiera que los injurie 
o les falte al respeto en el acto en que estén desempe-
ñando las funciones de su cargo; 
«2.° (Como está en el proyecto). 
«3.° Los Capitanes de buques, -^z^ if no estando e7ipuertos, 
tienen la misma facultad para reprimir delitos a bordo.» 
Esta modificación sostenida por el primero de sus 
autores y apoyada por el H. señor Paúl, fué negada. 
Seguidamente el H. señor Cuervo fijó esta moción, 
que fué aprobada y adoptada: 
«Revócase la aprobación dada al inciso 3.° del artí-
culo 26^ y reconsidérese para sustituirlo con éste: 
« 3.° Los Capitanes de buques que tienen, no estando 
en puerto, las mismas facultades para reprimir delitos 
cometidos a bordo.» 
Así se aprobó y adopto. 
A las cuatro de la tarde terminó la sesión. 
Los Relatores, 
A. González Toledo—Julio Añez. 
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{Sesión del dia 17 de mayo de 1886) 
I 
Texto. 
Artículo 28. 
« En los delitos comunes la pena de muerte estará li-
mitada al traidor a la Patria en guerra extranjera, al parri-
cida, al asesino, al incendiario, al salteador en cuadrilla de 
malhechores, al pirata y a los que cometan ciertos delitos 
militares definidos por las leyes del Ejército.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR S.ANTAMARÍA 
«En los delitos comunes la ley sólo podrá imponer •pena. 
de muerte al traidor a la Patria en guerra extranjera, al 
parricida, al salteador en cuadrilla de malhechores, al in-
cendiario con circunstancias notoriamente agravantes, al asesi-
no, al pirata, y a los que cometan determinados delitos mi-
litares definidos por las leyes del Ejército. » 
Negada. 
MODIFICACIÓN DE LOS SEÑORES CARO Y ROBLES 
' «Art. 28 En los delitos comunes sólo impondrá el 
legislador la pena capital para castigar, en los casos que 
se definan como más graves, los siguientes delitos, jurídica-
mente comprobados, a saber: traición a la Patria en guerra 
extranjera, asesinato, parricidio, asalto en cuadrilla de mal-
hechores, piratería, incendio, y ciertos delitos militares 
definidos por las leyes del Ejército». 
Así quedó definitivamente aprobado y adoptado. 
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D e b a t e . 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL SEÑOR SANTAMARÍA 
El H. señor Sayitamaria. Manifestó la necesidad de 
tener en cuenta las circunstancias notoriamente agravan-
tes, sobre todo en los casos de incendio, por cuanto éstos 
son frecuentes en los predios"y haciendas de nuestro climas 
cálidos, debido más a lo ardiente de la temperatura que a 
la mala voluntad del sindicado. 
El H. señor Paúl. Observó la necesidad que existe 
de fijar previamente los términos y de definir los delitos. 
Está en el ánimo de todos los H. H. Delegatarios la nece-
sidad de castigar con la pena de muerte la perpetración 
de crímenes atroces, por desgracia no raros ya entre noso-
tros, y así la Comisión, teniendo esto en cuenta, lo que 
quiso fué que la ley aplicara la pena capital por virtud de 
la misma Constitución. 
El H. señor Calderón Reyes. Apoyó la modificación del 
señor Santamaría, fundado en que el artículo, tal como 
está redactado en el proyecto, fija, sin excepción, la pena 
de muerte para los casos allí expresados. «Las circuns-
tancias, dijo, que agravan o atenúan la culpa del delincuen-
te son numerosas y variadas; y si se conviniera, por ejem-
plo, en que el incendiarío o el parricida, cualquiera que 
sea el grado de su criminalidad, merecen la pena capital, 
el legislador quedará obligado a sancionarla sin atender a 
las circunstancias. Parricida es el que da muerte a su 
padre; pero un niño, en el manejo de un arma de fuego, 
tiene la desgracia de dar muerte al suyo. Tal es el hecho 
sencillo sin las clasificaciones y calificaciones que da la 
ley; y ésta, para obedecerá la Constitución, impondría 
aquella pena a un inocente. El delito es tal porque la ley 
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lo define: sus caracteres morales son la fuente de esa defi-
nición; y yo no creo que debamos nosotros tender el nivel 
sobre un género determinado de delitos, y nivelar precisa-
mente con el más grave de los castigos. 
«Aprobando la modificación, daremos libertad al le-
gislador para que los delitos de que se trata tengan esa 
pena cuando los rodeen circunstancias determinadas.» 
El H. señor Caro. «Si delito, como lo definen nuestros 
Códigos, es la voluntaria y maliciosa infracción de las 
leyes, faltando voluntad y conocimiento no habrá delito. 
Por eso eU homicidio en muchos casos no es delito, y la 
muerte causada por un hijo a su padre, puede no constituir 
delito de parricidio. El ejemplo propuesto por el H. señor 
Calderón, no es, por lo mismo, pertinente. 
« La modificación del señor Santamaría tiene el in-
conveniente de que deja al legislador la facultad de decre-
tar o nó la pena de muerte para delitos que siempre la me-
recen, sin perjuicio de las circunstancias atenuantes que el 
legislador ha de determinar, y de los casos especiales que 
demanden justa conmutación. 
«En otros términos: el Constituyente debe señalar 
en globo los delitos que merecen pena capital. Al legis-
lador toca definirlos, y descender a todas las delicadas 
distinciones del Derecho Penal.» 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DE LOS SEÑORES CARO 
Y ROBLES 
El H. señor Robles. Manifestó que había dado su 
voto negativo a la modificación del H. señor Santamaría, 
por no estar de acuerdo con la primera parte de ella; 
pero que sí está de acuerdo con la segunda, porque hay 
que tener en cuenta las consecuencias producidas por el 
delito, para según ellas aplicar al autor o autores la pena 
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de muerte. Así, por ejemplo, no sería justo castigar con 
ella igualmente al culpado de un incendio que haya dado 
una pérdida insignificante, que a otro que por virtud 
del mismo delito ocasionara la ruina de una familia y la 
muerte de algunas personas. 
I I 
Tex to . 
« Art. 5," La ley puede decretar la formación de nuevos 
Departamentos desmembrando los existentes, siempre que 
se llenen estas condiciones: 
« I .* Que el nuevo Departamento tenga por lo menos 
cíen mil habitantes; 
«2.* Que aquér o aquéllos de que fuere segregado, 
queden cada uno con una población de ciento cincuenta 
mil almas por lo menos; 
«3.= Que la creación sea decretada por una ley apro-
bada en tercer debate por dos tercios de los votos en ambas 
Cámaras.» 
Modijicación del H. señor Reyes (que había quedado 
pendiente en la sesión del 14 de Mayo) : 
«Art. 5.° Sólo podrán crearse nuevos Departamentos, 
desmembrando los existentes, por un acto de reforma 
constitucional.» 
Retirada por su autor, con permiso del Consejo. 
MODIFICACIÓN DEL H, SEÑOR OSPINA CAMACHO 
« La ley puede decretar la formación de nuevos De-
partamentos, desmembrando los existentes siempre que 
se llenen las siguientes condiciones: 
«I .* Que el nuevo Departamento tenga por lo menos 
200,000 almas; 
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« 2.* Que aquél o aquéllos de que fuere segregado, 
queden cada uno con una población no menor de 250,000 
habitantes; y 
« 3 . ' Que la creación sea decretada por una ley apro-
bada en tercer debate por dos tercios de los votantes en 
ambas Cámaras, y ratificada por la misma mayoría en la 
subsiguiente legislatura.» 
Negada. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
«Art. 5.° La ley puede decretar la formación de nue-
vos Departamentos desmembrando los existentes, cuando 
esta formación haya sido solicitada por las cuatro quintas 
partes de los Consejeros municipales de la comarca que ha 
de formar el nuevo Departamento, siempre que se llenen 
estas condiciones: 
« I .* Que el nuevo Departamento tenga por lo menos 
200,000 a lmas; 
«2.° Que aquél o aquéllos de que fuere segregado, 
queden cada uno con una población no menor de 250,000 
habitantes; 
«3.* Que la creación sea decretada por una ley apro-
bada en tres debates, en ambas Cámaras en dos legislatu-
ras ordinarias sucesivas.» 
Aprobada. 
SUBMODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR OSPINA CAMACHO 
Consiste en cambiar las palabras: cuatro quintas partes 
por estas otras: dos terceras partes y en la suprensión de la 
frase «en tres debates en ambas Cámaras en dos legislaturas 
ordinarias sucesivas» para poner en su reemplazo esta: e?i 
la forma ordinaria. » 
Negada. 
Se aprobó y adoptó definitivamente la modificación 
del H. señor Calderón. 
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D e b a t e , 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR REYES 
FJ señor Caro. Observa que la modificación es irregu-
lar en su forma, y que en ningún caso puede votarla el 
Consejo. Sobre el pensamiento del señor General Reyes 
debe deliberarse discutiendo directamente el artículo ori-
ginal. Si éste se niega, la moción del señor General 
quedará implícitamente aprobada; porque el artículo pre-
cedente dispone que los Departamentos «conservarán sus 
actuales límites.» Es claro que no habiendo otra disposi-
ción que limite o restrinja ésta, lo que en ella se determina 
no podrá alterarse sino por un acto reformatorio de la 
Constitución. 
El H. señor Reyes, después da manifestar que su único 
objeto, al hacer la modificación aludida, era el de que los 
Departamentos conservaran los límites de los antiguos 
Estados, lo que está consagrado ya en el arttículo 4.°, pidió 
permiso para retirar dicha modificación, confiado en que 
se negará el articulo 5.° original. 
SOBRE EL ARTÍCULO PRIMITIVO 
El H, señor Casas Rojas. Manifestó que, en su concep-
to, era de suma conveniencia el que se conservase el artí-
culo, para que a medida que fuesen aumentando tanto las 
necesidades como el progreso del país, se pudiesen crear 
nuevas secciones para facilitar de este modo la marcha 
eficaz y rápida de la administración; y al efecto hizo la 
comparación con la República de Chile, la cual, con un 
territorio más pequeño y con menos habitantes que Co-
lombia, está dividida en más provincias, a lo cual sin duda 
debe en gran parte el progreso que ha alcanzado, porque 
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cuando la administración está más cerca de los pueblos, 
palpa mejor las necesidades y puede atender más pronta-
mente a remediarlas; que, sin embargo, para obviar las 
dificultades que puedan presentarse, a las que ha aludido 
el H. General Reyes, pueden agregarse otros requisitos 
como necesarios para la subdivisión de los Departamentos. 
SOBRE LA MODIFIC.\ClÓN DEL H. SEÑOR 
OSPINA CAMACHO 
E l H . señoi Reyes. «Tomo la palabra para manifestar 
que al retirar mi modificación, lo hice confiado únicamente 
en que se negaría el artículo 5.° y quedarían por el 4.°, los 
Departamentos con los mismos límites que hoy tienen los 
Estados, de manera que sólo por medio de una reforma 
constitucional pudiesen alterarse. Con una plumada no 
pueden echarse abajo demarcaciones consentidas ya por 
más de un cuarto de siglo; y no es el caso de comparar 
nuestra situación y costumbres políticas con las de países 
que tienen sus tradicionos y hábitos de pequeñas divisio-
nes territoriales, con las nuestras; éso también serviría 
como argumento en favor de la negativa de esta modifica-
ción y del artículo original, pues que ni pueden fácilmente 
amalgamarse elementos en alguna manera distintos, como 
sucedería en Chile si se tratara de reunir en uno, dos o 
más Departamentos; ni pueden dividirse de un golpe sec-
ciones que han vivido vida de familia y cuyos intereses 
son los mismos, que es lo que se intenta facilitar con esta 
modificación.» 
El H. señor Ulloa. Apoyando las ideas del H. señor 
Reyes, hizo presente la situación dificil en que se ponía a 
los futuros Cuerpos legislativos, con las pretensiones de 
de gentes interesadas en convertir en feudos propios a 
pequeñas porciones de territorio para gobernarlas a su 
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antojo; y que, siendo el Cauca la sección de la República 
más a propósito para esto por la extensión de su territorio 
y su numerosa población repartida en toda ella, él, como 
representante de esa entidad, se creía en el deber de ma-
nifestar al Consejo que la renta de '^ 400,000 anuales que 
forma el activo de su Presupuesto, apenas alcanza a sub-
venir a sus premiosas necesidades; de manera que dividi-
do en dos o más secciones, con un tren de Gobierno para 
cada una, o serían entidades ridiculas por su falta de me-
dios de existencia propia, o tendrían que gravar a los 
pueblos con impuestos exhorbitantes, lo que naturalmente 
haría imposible su vida política e industrial. Por otra parte, 
si la gran masa de la población del Cauca repugna la di-
visión de su territorio, no faltarán personajes que, siguien-
do las huellas de alguno de nuestros hombres públicos, 
quieran desmembrar ese Departamento, con el fin de divi-
dir para rei7iar. 
Con el planteamiento y consolidación de las nuevas 
instituciones, de seguro vendrán días más serenos en los 
cuales las mismas poblaciones, impulsadas por sus nece-
sidades, pedirán como más conveniente a sus intereses, lo 
que hoy consideran como lo más antieconómico. 
El H. señor Ospina. Replicó que, aun cuando no de-
seaba hablar sobre el asunto, se veía en la necesidad de 
hacerlo, por cuanto se había tomado el artículo en cuestión 
como redactado especialmente para el Cauca, lo cual era 
lo que menos se había pensado por la Comisión, cuyos 
miembro^, viendo que el país estaba cansado de tantos 
años de anarquía y de desgobierno, por la preponderancia 
de algunos Estados soberanos sobre el Gobierno gene-
ral, había creído que era este el medio mas apropiado de 
poner coto a un mal cuyas proporciones hubieran amena-
zado la existencia misma de la Nación. El mal no provie-
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ne precisamente de la soberanía, pues Estados ha habido 
que, como el Tolima, Magdalena y Panamá, han vivido 
casi siempre bajo la presión del Gobierno nacional, a pesar 
de llamarse soberanos; al paso que otros, por circunstan-
cias que todos conocen, se han encarado con éste y han 
tratado de imponérsele. Fresco aún está el recuerdo de la 
campaña, digámoslo así, del General Wilches, cuando al 
frente del Ejército del Estado de Santander quiso impo-
nerse a la Administración Otálora, después de las eleccio-
nes de 1883; y no se ha olvidado tampoco la actitud que 
tomó el Estado de Antioquia en el año de 1875, cuando 
arrojó al Gobierno presidido por el señor Pérez el guante 
que desgraciadamente recogió luego, trocando como Esaú, 
su primogenitura por un plato de lentejas. 
El articulo no tiene nombre propio: está hecho para 
cualquiera sección que venga a ser una remora para la-
marcha de la República; y si vacilamos al adoptarlo, co-
rremos el riesgo de aparecer tan reaccionarios como los 
mismos radicales. 
Debe tenerse presente, que de lo que se trata es, no 
sólo de quitar a los Estados la soberanía de derecho, 
sino principalmente la de hecho, pues lo contrario haría 
completamente estéril e infructuosa la tarea de que nos 
ocupamos. Ahora bien: si es que en el país no ha cam-
b iado la opinión federalista vale más que nos quedemos 
con la Constitución de 1863. 
El H. Sr. Ulloa. Replicó al áeñor Ospina que por 
lo que hacía al Cauca, nunca había tratado de imponerse 
al Gobierno general, y que, por el contrario, siempre había 
sido víctima tanto de éste, como en 1875 cuando se le 
dejó sin voto para Presidente de la República, como del 
Estado de Antioquia en 1876, y del mismo Estado y del 
Tolima en 1885. Que aquel pueblo de sentido práctico y 
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patríota por naturaleza, sólo se ha levantado o para repe-
ler esas invasiones o para echar abajo Magistrados usur-
padores, como sucedió con el señor Garcés. No hay que 
temer, pues, por este respecto, del Cauca, ni por sus an-
tecedentes ni por el espíritu que anima a su pueblo; ahora, 
en cuanto a los demás Estados, una vez que han resig-
nado su soberanía, no tienen posibilidad de lanzarse en 
en revueltas de ningún género. 
E L H . SEÑOR CASAS ROJAS : 
Señor Presidente: He oído con mucha atención el 
discurso del H . señor doctor Ulloa y me adhiero sincera-
mente y con mucho gusto a cuanto en él se ha expresado 
con referencia a los merecimientos del Cauca, como Es-
tado que en todas ocasiones ha prestado importantísimos 
servicios a la República, que tiene una historia heroica 
y tradiciones gloriosas, y que es digno de todo respeto y 
de todo elogio. 
Mas la disposición constitucional que se discute no 
sanciona la subdivisión de aquel notable Departamento 
de la República en otros Departamentos, sino, simple-
mente, permite la creación de nuevos Departamentos, en 
la República siempre que, verificadas ciertas condiciones, 
el Congreso, oídas y examinadas las razones que en pro 
de ello se aleguen, la decrete con conocimiento de causa. 
Si pues algún día el Cauca solicitare su desmembración 
en varios Departamentos, entonces cuando, bien represen-
tada en el Congreso aquella sección de Colombia, como 
lo está hoy por los H H . señores doctor Ulloa y General 
Reyes, venga dicha solicitud, sera muy oportuno expre-
sar alli las muy buenas razones que el primero de ellos 
acaba de exponernos, razones en virtud de las cuales es 
muy probable que el Congreso, como juez recto y respe-
table, no decrete dicha desmembración. 
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Mas no sería lógico ni conveniente que porque en 
en el Cauca haya hoy razones que se oponen a su actual 
subdivisión, se suprimiera en la Constitución un artículo 
que se refiere a todos los Departamentos en que va a que-
dar dividida la República, que se dicta para lo futuro, 
y que sin duda alguna es una necesidad que reclama el 
progreso natural que han de ir alcanzando con los años 
los pueblos de Colombia. 
Una simple ojeada sobre la historia de los pueblos 
cultos, bastaría para probar cómo el desarrollo de la 
civilización y de la riqueza trae consigo en todas partes 
la necesidad de la subdivisión en las secciones en que 
se dividen las naciones. 
Por tal motivo y por otros que tengo expuestos en 
una ocasión anterior, insisto en sostener que se debe apro-
bar el artículo que se discute. 
El H. Sr. Reyes, Estoy de acuerdo con mis HH. co-
legas, en que el interés primordial que debe guiarnos es 
el de la República entera y nó el de las Secciones, por-
que esto nos haría aparecer raquíticos. Pero se trata úni-
camente de ver si la medida consulta o no la conveniencia 
de la generalidad de las Secciones a las que debemos dar 
robustez y vigor, lo cual no es convertirlas en amenaza 
para el Gobierno general. Lo que resulta de las peque-
ñas divisiones es que se despierta el espíritu de los cova-
chuelistas y tinterillos lo que hace imposible que ellas 
administren bien sus intereses locales. Por otra parte, es-
tableciéndose en esta misma Constitución que los Gober-
nadores serán de nombramiento del Poder Ejecutivo, des-
aparecen de hecho los temores manifestados por el H. 
señor Ospina. No se olvide que los Departamentos no re-
cibirán bien una Constitución que tiende a debilitarlos: 
si ellos han resignado su soberanía y demás prerrogati-
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vas, ha sido en la seguridad de que al menos los dejarán 
vivir tranquilos en su casa. 
El H. Sr. Paúl. Me complazco en reconocer el espí-
ritu patriótico que se revela en las palabras del señor Ge-
neral Reyes, pero me permito rectificar alguno de sus 
conceptos. No se trata de dividir para reinar, sino de 
dividir para administrar mejor. Si aquí se tratara de re-
presentar los intereses seccionales y no los de la Nación, 
el señor Caro y yo deberíamos habernos opuesto a la crea-
ción del"Departamento de Panamá; perb veinticinco años 
de anarquíay de zambra especialmente allí, proveniente 
de la soberanía de los Estados que eran autónomos para 
crear dificultades, e hijos menores para su subsistencia, 
han convencido a todo el mundo de la necesidad impe-
riosa de volver a una Constitución unitaria y precisa, 
como lo prueba la aprobación de las bases dada por las 
nuevas Municipalidades. Esta discusión proviene en gran 
parte de que todavía tenemos entre ceja y ceja la idea de 
los Estados, y es preciso que nos desprendamos de ella 
si no queremos mezclar de bilis el debate. ¿Cuál es el 
temor de la desmembración, cuando el territorio pertenece 
a la Nación como lo hemos dicho ya en el artículo 4.°? 
Lo que se trata de averiguar es si conviene dividirlo para 
administrarlo bien, cosa que no tiene nada de nuevo 'y 
mucho menos de alarmante. Lo qué hoy es territorio de 
Casanare fue en otro tiempo una Sección importantísima, 
debido a su feracidad, a sus vías fluviales y a los nume-
rosos hatos de ganado que fundaron los jesuítas en las 
misiones ; en 18ig fue el refugio de los patriotas, y puede 
decirse que allí renació la Independencia; bajo el gobier-
no de la Nueva Granada se hizo de él una provincia que 
contaba con rentas propias y mandaba a los Congresos 
hombres importantes: luego se la redujo a Territorio y 
hoy no cuenta con qué pagar un correo que la ponga en 
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comunicación con la capital de la República. Yo pregunto: 
¿ habrá justicia en que continúe en semejante abandono ? 
Pues lo mismo puede decirse.de las demás Secciones. 
Contrayéndome ahora al Cauca, tan caucanos son los del 
Norte como los del Sur, para que el día que las nece-
sidades lo exijan no le pongan trabas a una medida que 
consultará mejor la administración de sus intereses; y 
auri este recurso vendrá menos tarde, pues como es sa-
bido, el primer Congreso no se reunirá sino en i88S, 
de manera que durante 4 años, por lo menos, ni se ha-
blará siquiera del asunto,. 
SOBRE EL ARTÍCULO ORIGINAL 
El H. Sr. Reyes. Refiriéndose al discurso del H. se-
ñor Paúl, el que calificó de moderado y oportuno, mani-
festó que una vez que los municipios del sur del Cauca 
quisieran separarse para formar nuevo Departamento, con-
sultando sus intereses, podían hacer su petición al Con-
greso, y éste accedería a ella si la consideraba fundada; 
que esos municipios tenían el mismo derecho que cual-
quiera otra sección colombiana y que representaba indus-
tria y fuerza; pero que encarecía a los HH. Consejeros 
meditasen bien el asunto, porque se rozaba con cuestio-
nes de alta política que no se ocultarían por cierto a la 
penetración de los HH. Delegatarios. 
E L H . SEÑOR CARO: 
I.^ facultad de modificar la división civil del terri-
torio, es en todas partes y ha sido siempre atribución que 
ejerce la Representación nacional por medio de una ley 
expedida y sancionada en la forma ordinaria. En el es-
tado normal de la sodedad yo votaría una proposición 
que dijese sencillamente eso. Pero en esta vez no votaré 
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atendiendo a lo que en tesis general dicta la sana razón, 
sino a lo que, a mi juicio, aconsejan el estado de transi-
ción y las circunstancias en que nos hallamos. Por ma-
nera que mí voto es ahora, en este punto, una concesión, 
una contemporización. Pero quisiera yo que se entienda 
bien que ni yo estoy dispuesto a estas concesiones, ni 
nadie en esta Asamblea puede tampoco hacerlas, así 
como quiera, sino dentro de la esfera de los principios 
fundamentales de la consecuencia y del deber. Y este mis-
mo acomodamiento en lo que no es esencial a la reforma 
política, será prenda segura, cuando lleguemos mas ade-
lante a cuestiones en que no es dado ceder un ápice, de 
que no es el espíritu de intransigencia, sino la voz del 
más riguroso e ineludible deber, lo que en esos puntos 
habrá de determinar una inquebrantable insistencia. 
Nuestro deber, en globo, se finca en mantenernos fieles 
al espíritu de esta transformación social. ¿A qué se re-
duce esta gran transformación? Es, señor Presidente, el 
paso esforzado y glorioso de la anarquía a la legalidad; 
tránsito que dentro de una nación corresponde a lo que en 
el concierto de las naciones significa la sustitución del 
principio del arbitraje al derecho de conquista con todos 
sus horrores. Es, señor Presidente, la condenación solem-
ne que vamos a hacer, con los labios y con el corazón, 
de la vida revolucionaria, de todo principio generador de 
desorden. 
Acaso no ha habido una Nación más sistemática-
mente anarquizada que Colombia bajo el régimen de la 
Constitución de Rionegro. Aquel Código impío y absurdo 
después de negar la Suprema autoridad divina, pulverizó 
la soberanía nacional, creando tres soberanos absolutos, 
la Nación, la Provincia, el individuo. De aquí nacieron 
las disensiones civiles, y aquel estado social, más deplo-
rable que la tiranía y la revolución material, en que los 
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signos de la legitimidad se borran, y se pierde el respeto 
a la autoridad por los mismos que en principio la procla-
man y en hecho no aciertan a descubrirla. 
En nuestras guerras civiles no se ha sabido muchas 
veces dónde está la Revolución y dónde la Autoridad, 
porque ha habido violación recíproca de derechos reco-
nocidos por la Constitución, y de ahí ha surgido el con-
flicto entre Potencias soberanas; nuestras guerras han 
sido, en lo malo, a un mismo tiempo domésticas e inter-
nacionales. De aquí que los depositarios de la autoridad 
-se hayan declarado muchas veces enemigos de la socie-
dad ; que en los que en principio condenan las revolu-
ciones se hayan lanzado en ellas: y que con la confusión, 
de las nociones de lo justo y de lo injusto, haya sobreve-
nido el caos. 
La proclamación de la soberanía nacional es la prí-
mera muestra de la resurreción*de este cuerpo político 
que se llama la Patria. Ya no hay República diseminada; 
ya no hay soberanos coexistentes; la Nación es una, y 
una es la Autoridad. 
Tal es el principio a que estamos obligados a obede-
cer todos los amigos u operarios de esta reconstrucción 
política, y por lo que hace a los miembros de este Conse-
jo, no será inoportuno que fijemos de una vez, ya que la 
ocasión de tratar este punto se ofrece, al principio del de-
bate la nueva Constitución, nuestro criterio y juntamente 
nuestro deber, porque de esta manera habremos también 
circunscrito y escombrado el campo de la discusión, ale-
jando de él los pensamientos retrospectivos, las alegacio-
nes exóticas. 
En primer lugar, convinimos en someter las Bases 
de la Reforma a un plebiscito municipal. El voto de la 
Nación, solicitado en esa forma, se ha pronunciado uni-
forme y solemne. Nuestro primer deber es inclinamos 
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ante el mandato imperativo que la Nación nos ha confe-
rido. Estamos obligados a edificar sobre las Bases esta-
blecidas; a respetar su espíritu, su verdadera y genuina 
significación. 
Yo distingo, señor Presideute, entre los puntos que 
aquí debemos tratar, aquellos que se enlazan íntimamente 
con las Bases, como concomitantes o corolarios suyos legí-
timos, y los que nada tienen que ver con aquellos princi-
pios: doctrinales los primeros, opinables los segundos. 
Y por lo que mira a las materias doctrinales o ínti-
mamente conexionadas con las bases, sólo debemos ave-
riguar lo que a ellas es contrario, para desecharlo sin más 
examen, y lo que con ellos lógica y necesariamente se 
conforma, para sancionarlo luego, sin temor ni vacilación. 
En materia doctrinal no podemos admitir, debemos 
guardarnos cuidadosamente de admitir, nada que ofrezca 
contradicciones con lo acordado porque cualquiera incon-
secuencia nuestra en lo que es sustancial, implicaría una 
infidelidad al voto de confianza que hemos recibido, y 
nosotros, que venimos aquí a condenar, a matar, si fuese 
posible, la hidra de la revolución, faltaríamos al deber de 
la obediencia, quebrantaríamos la disciplina, revolviéndo-
nos contra la primera fuente de autoridad que hemos re-
conocido, y seríamos así, al abrir la era de la legalidad, 
los primeros revolucionarios. 
Ni sólo hemos de respetar las Bases por deber de 
fidelidad, sino también por razón de conveniencia; que la 
virtud es fecunda en bien, y el error engendra males de 
todo linaje. Peor aún que un mal sistema es la falta de 
todo sistema; nada es tan funesto en las instituciones de 
un pueblo, como la contradicción. Porque así como el 
trastorno del juicio, el error del entendimiento tuerce la 
voluntad, y ocasiona una conducta viciosa y funesta, la 
contradicción en las leyes fundarnentales de una nación. 
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se traduce luego en hechos, y la discordia de los princi-
pios sembrada en las leyes no tarda en germinar y apare-
ce al fin en forma de discordia civil efectiva. ¿Cuál fue, 
si no, el defecto característico de la Constitución de 1863, 
sino el reconocer soberanías que recíprocamente se ex-
cluyen, el ser anticientífica, el ser absurda? Por manera 
que la contradicción fundamental, el principio de Hegel 
aplicado a la política, la afirmación de que una cosa puede 
ser y no ser a un mismo tiempo, es lo primero de que de> 
bemos huir como del mayor, del más pernicioso de todos 
los errores. Y ante esta consideración nada deben pesar en 
nuestro ánimo consideraciones de ningún género. .Si se 
demuestra que una disposición es esencialmente contraria 
a las Bases ya sancionadas, en vano será buscar argu-
mentos especiosos que la justifiquen. Yo he oído decir 
aquí: aceptemos esto, desechemos aquello para evitar tal peli-
gro, para conjurar tal protesta. Buen argumento, y yo soy 
el primero en aceptarlo tratándose de materias opinables. 
Pero guardémonos de darle oídos cuando se trate de ma-
teria doctrinal, porque en ese caso, señor Presidente, val-
dría tanto como ésa esta otra fórmula más clara y exacta: 
«Para no provocar UNA revolución sembremos de una 
vez en las instituciones la semilla de LA Revolución.» 
Tal sería el caso si tratáramos de dar a las Asambleas 
departamentales el carácter de legislativas, renovando 
así la dualidad de soberanías, o 's i , en el caso presente, 
quisiéramos dejar a esas Corporaciones la iniciativa para 
variar la división general del territorio. Pero como ya se 
haga esta variación por medio de una ley sujeta a ciertas 
precauciones, ya por medio de una reforma constitucio-
nal, todos estamos aquí de acuerdo en que al Congreso, y 
sólo al Congreso, como representante de la soberanía na-, 
cional, corresponde decretar tal variación, bien podemos 
8 
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votar en esta cuestión con el señor General Reyes sin de-
trimento de los principios. Bien es verdad que el medio 
que él propone no es, considerado en si mismo, el más 
natural y conveniente; pero como la forma adoptada en 
la disposición que se discute ha dado materia a interpre-
taciones que, aunque fundadísimas, pueden a su vez en-
gendrar males, creo que estamos en el caso de hacer en 
este punto una prudente concesión a las circunstancias, y 
yo por mi parte la haré negando mi voto al artículo. 
Para terminar, señor Presidente. No basta nuestra 
fidelidad a lo pasado; también ha de mirarse a lo futuro. 
Hemos convenido en reconocer a este Cuerpo como legí-
timo poder constituyente, y estamos obligados en concien-
cia a sostener y defender en todo terreno sus resolucio-
nes definitivas, aunque no hayan tenido nuestro voto. 
Es para nosotros y debe ser para todos los miembros 
del partido nacional en la República, dogma indiscutible 
que contra esta Constitución no habrá más recursos lí-
citos que los que ella deje para su reforma. Así no sólo 
habremos consignado en ella el principio de la autori-
dad y del orden, sino que sabremos todos confirmarlo 
con el ejemplo de un horror invencible a la anarquía, 
de una sumisión incondicicnal a la legalidad. 
El H. señor Reyes. Manifestó que estaba de acuerdo 
con el señor Caro en la necesidad de guardar completa 
armonía en las instituciones; y que si él había hecho 
algunas observaciones en el debate, éstas sólo se referían 
a motivos de conveniencia local, pero no porque descono-
ciese que el único soberano es la Nación. El discurso 
del señor Caro, agregó, ha sido severamente lógico, pero 
él no podrá desconocer que el país se encuentra hoy en 
un estado semejante al del enfermo a quien hay que apli-
car las medicinas poco a poco para no obtener un resul-
tado contrario al que se busca. Veinte y cinco años de 
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federación han creado hábitos que no pueden extirparse 
en un momento; a lo que se agrega que países pobres 
como son nuestros Departamentos, vendrán a serlo más 
con el aumento de gastos que trae consigo el tren guber-
nativo si todavía se subdividen. 
Los Relatores, 
Julio Añez—A. González Toledo. 
(Sesión del dia 18 de mayo de 1886) 
I 
Texto . 
Artículo 6.^ 
1 Sólo por una ley aprobada en la forma expresada 
en la parte final del artículo anterior, podran variarse 
los actuales limites de los Departamentos. 
«Por medio de una ley aprobada en la forma or-
dinaria y sin las condiciones antedichas, podrá el Con-
greso separar de los Departamentos a que ahora se rein-
corporan, o a que han pertenecido, los Territorios a que 
se refiere el artículo 4.°, o las islas, y disponer respecto 
de unos u otras lo más conveniente.» 
Aprobado sin discusión. 
I I 
Texto . 
Artículo 7." 
«Fuera de la división general del territorio habrá 
otras que podrán no coincidir cou ella, para la admi-
nistración de justicia, la de hacienda, elecciones, edu-
cación y otros servicios públicos.» 
Se suspendió la discusión de este y el anterior ar-
tículo en la sesión del 14 de los corrientes. 
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MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR REYES 
«Fuera de la división general del territorio podrá 
haber otras dentro de los límites de cada Departamen-
to, que sean necesarias para la buena administración pú-
blica.» 
Aprobada y no adoptada. 
SUBMODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
«Fuera de la división general del territorio habrá 
otras dentro de los límites de cada Departamento, para 
arreglar el servicio público. 
Las divisiones relativas a lo fiscal, lo militar y la 
instrucción pública podrán no coincidir con la división 
general.» 
Así fué definitivamente aprobada y adoptada. 
D e b a t e 
SOBRE EL ARTÍCULO ORIGINAL 
El H. señor Mendoza Pérez: 
« Seguramente se ha creido necesario consignar este 
articulo en la Constitución, porque establece que las di-
visiones para la administración de justicia, la de ha-
cienda, elecciones etc. puedan no coincidir con la divi-
sión general. De otro modo era inútil, porque las leyes, 
al hacer los circuios o circuitos que exija la adminis-
tración pública tendrían presentes los límites de cada 
Departamento, y la demarcación general del territorio. 
¿Es conveniente que se establezca el principio con-
signado en el artículo que se discute? Creo que nó, 
porque lógico es que todas las divisiones o subdivíones 
estén de acuerdo con la primera división general. 
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Ya se dijo que las Secciones que componían la 
Unión Colombiana, denominadas Estados y Territorios 
nacionales, continúan siendo partes territoriales de la 
República de Colombia, conservando los mismos limi-
tes actuales y bajo la denominación de Departamentos, 
Esta es la división general. 
Esos Departamentos tendrán un Gobernador que 
ejerza las funciones del Poder Ejecutivo, y una Corpo- • 
ración administrativa denominada Asamblea; luego es 
natural que dentro de los mismos Departamentos estén 
los distritos judiciales, círculos electorales etc. 
Veamos algunos de los inconvenientes que pueden 
encontrarse si se aprueba este artículo en la forma en 
que está redactado. 
Las Asambleas Departamentales pueden votar el 
Presupuesto de rentas y gastos. Constituyen las rentas, 
principalmente, las contribuciones que se imponen a 
los particulares; y sí las demarcaciones para formar 
las Agencias encargadas de la recaudación de los im-
puestos pueden comprender distritos de dos Departamen-
tos, resultará la anomalía de que un distrito tenga que 
atender al pago de servicios públicos prestados en un 
Departamento distinto de aquél a que pertenece. 
«Un representante electo por un círculo en que 
estén comprendidos distritos de dos Departamentos, no 
podrá decirse a cuál de esos Departomentos corres-
ponde. 
«No debe olvidarse que en los Estados, por haber 
tenido Gobierno propio y por otras causas, se han for-
mado intereses opuestos a los de los Estados vecinos, 
y aún existen rivalidades peligrosas. Esto no debiera 
ser así, pero es lo cierto que existen esos intereses y 
rivalidades. Pues bien, si llegare a suceder que los ha-
bitantes de un Departamento tengan que ocurrir a otro 
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para que se les administre justicia, temerán que no ha-
ya en los Jueces la imparcialidad necesaria, lo que será 
un grave mal, porque el Poder Judicial debe inspirar 
completa seguridad respecto de la rectitud de sus fallos. 
Ahora, ¿ qué mal resulta de formar los distritos judicia-
les dentro de los limites de cada Departamento? 
«El Poder Ejecutivo tiene necesidad de prestar 
auxilio al Poder Judicial para que se cumplan las pro-
videncias que éste dicte; y ese auxilio por razones fá-
ciles de comprender, no es pronto y eficaz sino cuando 
ambos Poderes ejercen sus funciones en un mismo terri-
torio.» 
El H. señor Ospina. Manifestó la conveniencia de 
conservar este artículo para atender mejor y más eficaz-
mente a la buena administración de la República, «La 
menor ^Jariación, dijo, en la redacción del articulo ori-
ginal, puede traer dificultades graves en asuntos de vital 
importancia para la marcha regular de la cosa pública, 
y para demostrar la verdad de este aserto, me tomo la 
libertad de apuntar someramente algunos de los tropie-
zos que pudieran encontrarse más tarde. Es evidente 
que hoy la mitad del Estado del Cauca es tributaria 
del Ecuador por causa de las diferencias que existen en 
las tarifas aduaneras de las dos Repúblicas, y como 
esta situación no puede tener el carácter de permanen-
te, hoy o mañana el Congreso habrá de disminuir los 
derechos de importación de las mercaderías que se in-
troduzcan por Tumaco, y entonces por razones obvias 
será necesario que el territorio de Pasto se erija en un 
Departamento especial de Hacienda. En caso de guerra 
interna o externa puede ser no sólo conveniente sino 
de necesidad absoluta que dos o más Departamentos 
se pongan bajo la autoridad de un solo Jefe militar. 
Igual conveniencia puede haber en materia de instruc-
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ción y de elecciones; y por consiguiente las fronteras 
de los nuevos Departamentos no deben constituirse en 
barreras insuperables para la acción del Gobierno de la 
República; ellas deben sólo ser limites que señalen la 
extensión del territorio hasta donde deba ejercerse la 
autoridad municipal que en virtud de las nuevas institu-
ciones quedan a las diversas secciones en que se divide 
el suelo nacional.» 
E l H. señor Ulloa. Expresó su opinión en favor del 
artículo eri cuanto se refería a la Hacienda, por ser un 
ramo enteramente nacional; pero no asi en lo relativo a la 
administración de justicia, pues que la división traería por 
resultado inmediato la confusión en los negocios judiciales 
y el retardo en el despacho, y por consecuencia el que 
viniesen a ser poco .menos que nugatorias, las provi-
dencias dictadas por las autoridades del ramo. 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR REYES 
Su autor manifestó que creía que su modificación 
reunía las condiciones de que habló el H. señor Ospina, 
y con ella se facilita mucho la buena marcha de la ad-
ministración pública. 
E l H. señor Caro. «El articulo primitivo reconoce un 
principió de derecho administrativo universalmente re-
conocido, que consta de dos puntos: i." Que además de 
la división civil o general del Estado, ha de haber otras 
divisiones que arreglan servicios particulares. La distri-
bución de la esfera administrativa en diferentes esferas 
particulares, no es una hipótesis, es una necesidad impe-
riosa de buena administración. Fuera de la división ge-
neral del territorio hay divisiones indispensables como la 
electoral, la judicial, la militar, la fiscal, etc. La modifi-
cación dice que podrá haber tales divisiones, lo cual su-
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pone que podrá no haberlas; hipótesis inaceptable, redac-
ción impropia de una ley que siendo fundamental ha de 
ser por lo mismo eminentemente previsora. 
«Segundo punto: estas di visiones ;*?ÍÍ¿'Í'« no coinci-
dir con la división general. El articulo primitivo no esta-
blece la incompatibilidad, sino la posibilidad de coincidir, 
y por lo consiafuiente la de no coincidir. Se deja al legis-
lador la necesaria libertad para determinar respecto de 
cada división particular lo más conveniente. 
«Hay dos modos de no coincidir la división estable-
cida para arreglar servicios particulares, con la división 
civil. Uno es, si la primera es más amplia que la segunda, 
como sucedería si el territorio compuesto de nueve De-
partamentos, se divide en lo militar, en dos o tres coman-
dancias generales. Otro modo de no coincidir consiste en 
la falta de uniformidad, como si en un Departamento se 
establecen tres o dos Tribunales de distrito, y en otros 
dos o uno solamente. La modificación establece que toda 
división ha de. efectuarse dentrp de los límites de cada 
Departamento, y hay muchos casos en que este amolda-
miento es inconveniente y aun imposible. Por ejemplo: 
se trata de dividir el territorio en distritos universitarios. 
El Gobierno se verá obligado a establecer universidades 
en todos les Departamentos o en ninguno: disyuntiva 
que embaraza el buen servicio público en el ramo de edu-
cación. 
«Lo mismo puede decirse de la división fiscal, que 
regulariza la imposición y cobranza de las rentas; de la 
que arregle el servicio de obras públicas, y de la que se 
establezca, si fuere necesario, para el servicio de inspec-
ción de minería, 
«Pero un ejemplo aún más decisivo tenemos en la 
división militar. El nombre del Ejército del Atlántico, 
que dignamente comanda es señor General Reyes, queda 
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condenado por esta modificación, porque Atlántico es 
una región vasta que no está dentro de los límites de nin-
gún Departamento. Lo relativo al servicio electoral está 
previsto en el proyecto que se discute. La elección de 
Representantes se hace por distritos electorales: cada 
Departamento se divide en tantos distritos cuantos corres-
pondan a su población. Ests división respeta los límites 
de cada Departamento, pero sin coincidir con ellos. Por 
lo mismo que los términos de la división general son 
demasiado desiguales, y se ha dificultado su reforma, 
conviene dejar al Congreso y al Gobierno la facultad de 
acomodar las otras divisiones territoriales a las necesida-
des de los pueblos, que es a lo que más se debe atender, 
y no a exigencias de entidades ficticias.» 
III 
Texto 
Articulo 29. 
«No habrá pena de muerte por delitos políticos. Pero 
no se reputarán tales, aunque se amparen con un fin polí-
tico, la traición, el asesinato, el incendio y el saqueo. 
«En ningún tiempo podrá aplicarse la pena capital 
fuera de los casos anteriormente previstos.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
« No habrá pena de muerte por delitos políticos; pero 
no se reputarán tales, aunque se amparen con un fin polí-
tico, los delitos enunciados en el artículo anterior. 
«En ningún caso podrá aplicarse la pena capital 
fuera de los casos anteriormente previstos.» 
Asi fue definitivamente aprobada y adoptada. 
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D e b a t e 
SOBRE EL ARTÍCULO ORIGINAL 
El H, señor Calderó?i. Manifestó la necesidad de ar-
monizar en el artículo que se discute con el anterior, por-
que en el primero se especifican claramente íos delitos 
que merecen ser castigados con la pena de muerte, mien-
tras que en el segundo está incluido el saqueo, del que 
no habla el articulo 28. Me permito, agregó, modificar 
este artíclo en el sentido expresado. 
IV 
Texto 
Artículo 30. 
«Sólo en tiempo de guerra o cuando haya funda-
dos motivos de perturbación del orden, y mediante las 
formalidades legales, será permitido el reclutamiento for-
zoso. 
«La ley determinará las condiciones que en todo 
tiempo eximen del servicio militar.» 
Adoptado sin discusión. 
Artículo 31. 
«Nadie podrá ser privado de su propiedad en todo 
ni en parte, sino por vía de contribución general o de 
apremio o pena según las leyes, o por enajenación forzosa 
judicialmente decretada por motivo de utilidad pública y 
previa indemnización. 
«En caso de guerra y para fines de la misma, podrá 
no ser previa la indemnización, y la necesidad de la ad-
quisición ser decretada por autoridades que no pertenez-
can al orden judicial. 
« Sólo en tiempo de guerra podrán imponerse emprés-
titos forzosos.» 
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El H. señor Santamaría propuso que se discutiera y 
votara por partes, y designó como tales los tres párrafos 
del artículo. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CASAS ROJAS 
Suprime en el segundo párrafo las palabras y para 
fines de la tnisma. 
Retirada por su autor con permiso del Consejo. 
2.' Modificación del H. señor Casas Rojas : a la segunda 
par te : 
« En caso de guerra y sólo para atender al restable-
cimiento del orden público, podrá no ser previa la indem-
nización, y la necesidad de la adquisición decretada por 
autorídades que no pertenezcan al orden judicial.» 
Aprobada. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
«Nadie podrá ser privado de su propiedad en todo 
ni en parte, sino por vía de contribución general o de 
apremio ó pena según las leyes, o por enajenación for-
zosa judicialmente decretada y previa indemnización. 
«En caso de guerra y sólo pars atender al restable-
cimiento del orden público, podrá no ser previa la indem-
nización, y la necesidad de la adquisieión decretada por 
autoridades que no pertenezcan al orden judicial, 
«En tal caso la propiedad inmueble sólo podrá ser 
temporalmente ocupada, ya para atender a las necesi-
dades de la guerra, ya para destinar a ella sus productos, 
como pena pecuniaria impuesta a sus dueños.» 
Así fue definitivamente aprobada y adoptada, toda 
vez que la tercera parte del artículo del proyectó fue 
negada. • 
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D e b a t e 
SOBRE LA I.» MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CASAS 
ROJAS 
Su autor expresó la inconveniencia de adoptar en 
el articulo las palabras y para fines de la misma, pues en 
su concepto se prestan a ser interpretadas en el sentido 
de que pueda no ser previa la indemnización en dos casos 
a saber: primero en caso de guerra, y segundo para fines 
de la misma guerra. 
Cree el H. señor Casas Rojas que esto se remedia 
con la supresión propuesta. 
E l H. señor Ospina. Replicó al señor Casas Rojas 
que precisamente el artículo tal como estaba redactado 
restringía la esfera de acción del Gobierno en tiempo de 
guerra, en lo que se refería a expropiaciones: que si se 
adoptaba la modificación propuesta podrá entonces expro-
piarse para todo, porque era muy amplia la autorización 
que por ella se daba. Al tratarse de un camino, un edifi-
cis o cualquiera otra obra de ornato o utilidad pública, 
puede ser expropiado constitucionalmente, al adoptarse 
la modificación del señor Casas Rojas; al paso que por 
el artículo original se prohibe toda expropiación que no 
tenga por objeto atender a las necesidades de la guerra, 
y esta es la interpretación que se le ha dado por los 
miembros de la Comisión. 
El H. señor Paúl. Los motivos que tuvo la Comisión 
para introducir este articulo fueron los de poner a la 
sociedad al abrigo de la arbitrariedad del Gobierno, que 
sí bien puede hacer uso de las amplias autorizaciones 
de que se*le reviste, adoptando medidas como la de la 
expropiación del Teatro Maldonado, que ha sido unánime-
mente aplaudida, también puede tomarlas de un carácter 
odioso y quizá por espíritu de venganza. No podemos 
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presumir si el sucesor del señor Núñez esté animado de 
su mismo espíritu de benevolencia y conciliación. Las 
disposiciones que se consagren en una Carta fundamen-
tal deben ser previsoras ante todo. 
E l H. señor Casas Rojas. Manifestó que estaba con-
vencido de que la intención de los miembros de la Comi-
sión había sido buena, pero que una vez que el artículo 
daba lugar e otras interpretaciones, había que variarlo. 
Pidió permiso para retirar su modificación, el que le fue 
concedido, y propuso la otra que queda transcrita 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
Su autor manifestó la necesidad que había de con-
signar en la Constitución el principio de que la propiedad 
raíz no puede* ser tomada definitiva sino temporalmente. 
Los pueblos civilizados, agregó, han desechado en abso-
luto la confiscación de la propiedad raíz, y nosotros iriis-
mos tenemos ejemplo de haber sido condenada la práctica 
de adjudicar a los Gobiernos la propiedad inmueble de 
los rebeldes. Tan grave es ello, que si para el tiempo de 
paz se prohibe la expropiación, salvo indemnización pre-
via y necesidad evidente, judicialmente declarada, para 
las épocas de guerra no puede dejarse desamparada la 
propiedad, porque es entonces cuando la violencia y la 
injusticia anulan o pueden anular todo derecho. 
E l H. señor Paúl. Observó que se hacia preciso acla-
rar este punto; porque muy bien podía ocurrir la necesi-
dad de volar un edificio o destruir un puente para facilitar 
las operaciones militares; y en este caso la propiedad 
quedaba ocupada definitivamente. 
E l H. Señor Cdilderón Replicó que el caso propuesto 
por el señor Paúl, lejos de infirmar, ratificaba el principio. 
« No se trata entonces, dijo, de expropiar biene raíces. 
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sino de destruir; y la destrucción, en tiempo de guerra, 
tiene, como la expropiación en tiempo de paz, sus reglas. 
El caso puede presentarse más gráfico cuando los defen-
sores de una ciudad, que necesitan dominar el campa-
mento enemigo desde la fortaleza que ocupan, tienen que 
destruir los muros o edificio que se lo impiden, o cuando 
para tomar una fortaleza es preciso derribar cuanto im-
pida el acceso. El Derecho de Gentes, o más bien, la 
práctica general de las Naciones civilizadas autoriza actos 
de este género, en los cuales el supremo interés de la 
defensa; o del ataque, y aun el éxito definitivo de. una 
campaña, son decisivos. 
«Pero cuando las circunstancias son otras, y la ne-
cesidad de destruir no existe, entonces la destrucción es 
ilícita, y al Jefe militar que la permite o efectúa debe 
juzgársele, porque la riqueza es un interés social que 
debe salvarse y la guerra tiene leyes que obligan a los 
beligerantes, y que, si se trata de guerra civil, ligan mas 
al Gobierno, porque a él toca dar ejemplo para merecer 
obediencia. 
«La destrucción sistemática de la propiedad es un 
gran delito. Este artículo, pues, se refiere a la expropia-
ción en caso de guerra, que si se tratara de destrucción, 
no habria para qué aprobarlo. Los gobiernos han procla-
mado y sostenido su derecho a destruir cuando lo nece-
siten. En la guerra con Chile, la ciudad peruana de Cho-
rrillos sufrió por la fuerza chilena: los neutrales agravia-
dos han reclamado indemnización, y Chile al reconocerla 
no ha prescindido do la facultad con que procedió. 
«ESe, o semejante, sería el caso que presenta el H . 
señor Paúl.» 
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SOBRE LA T E R C E R A P A R T E DEL ARTÍCULO ORIGINAL 
El señor Ospina Comacho manifestó que era innece-
saria, porque sabido es que en caso de guerra siempre 
es el enemigo quien paga los gastos que ella ocasione. 
V 
Texto . 
Artículo 32. 
« No podrá imponerse pena de confiscación. Salvo 
lo que decrete el Legislador sobre la aplicación propor-
cional de los bienes de los cabecillas de rebeldes, para 
indemnización de gastos de guerra.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
«Artículo 32. No podrá imponerse la pena de con-
fiscación ; pero no se considerará tál la pena pecuniaria 
que conforme a leyes preexistentes se impongan a los 
cabecillas de rebeldes.» 
Retirada por su autor. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CASAS ROJAS 
«Art. 32. No podrá imponerse pena de confisca-
ción.» 
Así fué definitivamente aprobada y adoptada. 
D e b a t e 
, SOBRE EL ARTÍCULO PRIMITIVO 
El H. señor Calderón: 
«Este artículo envuelve contradicción, y contra la 
declaración de que no podrá imponerse la pena de con-
fiscación, encierra la idea de que sí podrá el legislador 
imponerla en casos determinados y de un modo personal. 
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«Si creyéramos nosotros que las Constituciones 
tienen la virtud de cerrar la era de las guerras civiles; 
si nuestro país, como casi todos los de Sur-América, 
no estuviera aun atravesando por la edad de la discor-
dia intestina, pudiera consagrarse este artículo en la 
esperanza de que jamás llegara el caso durísimo de em-
plearlo. Desgraciadamente no es así: son acaso condi-
ciones de raza las que nos hacen confiar el resultado 
de todas las diferencias al azar de las armas, y una 
disposición como ésta tendrá seguramente aplicación 
frecuente. 
No debe olvidarse que el vencedor de ayer es el 
vencido de hoy, y las leyes de circunstancias que se 
expiden para castigar hombres o partidos, tienen la pro-
piedad de fomentar la reacción: son tan perjudiciales 
para el que las impone, como malas para el que las su-
fre. No sé que las medidas de esta clase hayan produ-
cido jamás buenos resultados; porque los Congresos 
irresponsables y compuestos de hombres de partido, son 
los menos imparciales jueces. Nada habrá más criminal 
para un Magistrado que el desconocimiento de su auto-
ridad. Nosotros mismos no estaríamos hoy dictando la 
Constitución de la República, si el radicalismo al,ven-
cer no hubiera decretado medidas como las que com-
bato; cuyos caracteres fueron tan odiosos, que pronto 
produjeron la transformación política. 
Los castigos ad libitum son un gran peligro; pre-
servémonos nosotros de facultar el que sa impongan, 
cuando la experiencia nos enseña que no siempre se im-
ponen al culpable, y cuando el criterio que domina en 
tales casas es tan arbitrario. 
Creo, pues, que el artículo admite una modificación, 
que tengo el honor de proponer. 
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SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CASAS ROJAS 
El H. señor Casas Rojas dijo más o menos lo si-
guiente : 
«Señor Presidente: Me he atrevido a proponer que 
se suprima en el artículo que está en discusión la parte 
comprendida desde la voz salvo en adelante, porque me 
parece que entre dicha parte y la anterior existe una opo-
sición manifiesta. 
«Prohibe, en efecto, la primera parte la pena de 
confiscación; y la segunda, la restablece; de tal modo 
que ella queda siempre vigente. Ahora bien, la pena 
de confiscación es una pena bárbara y cruel que está 
hoy abolida en todos los países civilizados. 
«¿ Qué es en realidad la pena de confiscación ? Pues 
es la aplicación al fisco de los bienes de un reo. Ella 
tiene, entre otros inconvenientes gravísimos, el de que, 
por regla general, sirve para castigar a los inocentes, 
privando a los herederos del reo, generalmente su viuda 
e hijos, de los bienes a que tenían derecho. 
«Yo creo, por tanto, que ya que aceptamos el prin-
cipio civilizador de que no se puede aplicar dicha pena, 
no debemos luego restringirlo con aditamentos que lo des-
virtúan completamente. 
«Otra cosa, sustancialmente diversa, es la indemni-
zación de perjuicios, a que está obligado el que los cau-
sa, y a este respecto los Códigos Civil y Judicial esta-
tuyen lo conveniente; y por su parte la Constitución 
ya dijo lo* bastante en el articulo precedente. Espero, 
en consecuencia, que, si el Consejo hallare justas mis 
presentes razones, no vacile en votar esta modificación.» 
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E L H . SEÑOR CARO : 
«En el artículo anterior que acabamos de aprobar, 
se dice que 'nadie podra ser privado en todo ni en 
parte de su propiedad' sino en los casos que allí se enu-
meran y especifican. Por manera que el articulo 31 pro-
hibe terminantemente la pena de confiscación, y si en 
el artículo 32 vuelve a hablarse de confiscación, es 
sólo para definir el término, ampliando o restringiendo 
su significación, o de otro modo: para condenar ciertas 
penas pecuniarias asimilándolas a la confiscación, o al 
contrario, para autorizar en ciertos casos la confiscación, 
determinando que no se entienda por tal la que presen-
te ciertos caracteres. Así que este artículo 32 podría 
parafrearse así: «Aunque en el anterior artículo se ha 
prohibido la pena de confiscación, sin embargo debe 
entenderse o no entenderse por tal confiscación esto o 
aquéllo.» 
« En sentido ampliativo de la prohibición de confis-
car propuse yo, pero la Comisión no aceptó, esta mo-
ción, que se asimilase a confiscación, y por tanto que-
dase prohibida, toda pena pecuniaria adicional a la pena 
capital, o a las corporales más graves. Podría suceder 
que un cabecilla de rebeldes incurriese en la pena de 
muerte, por delitos comunes cometidos bajo pretexto 
político, o en la inmediatamente inferior, previa conmu-
tación, y que al mismo tiempo quedase incurso, con-
forme a este articulo, en penas pecuniarias que recae-
rían sobre su familia, y eso envolvería un rigor de pe-
nalidad odioso, una iniquidad manifiesta. 
«El artículo se redactó en sentido* restrictivo d é l a 
prohibición de confiscar, y fué tomado de uno de los 
proyectos que tuvo a la vista la Comisión, pero con una 
modificación importante. En el proyecto a que aludo se 
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establece, como caso que no ha de considerarse de con-
fiscación, y en forma preceptiva, que los bienes de los 
rebeldes quedarán sujetos a responder a prorrata, por 
los gastos de la guerra. La Comisión limita esta con-
minación a los cabecillas, y no la consigna imperativa-
mente, sino como autorización al legislador, el cuál podrá 
establecer o no dicha penalidad, según lo estime justo 
y prudente. 
«En último análisis, el artículo podría reformarse 
si se quiere prohibir la injusta acumulación de penas. 
Pero si de esto no se trata, en la forma que está, debe, 
a mi juicio, negarse totalmente. Ya he observado que 
en el anterior está prohibida la pena de confiscación, 
en el sentido general, y autorizadas además ciertas pe-
nas pecuniarias, que no pueden considerarse, ni en le-
gislación alguna se consideran, como confiscación y eso 
basta,» 
E L H . SEÑOR CASAS ROJAS: 
« Señor Presidente: Las objeciones presentadas con-
tra la modificación que se discute y que tuve el honor 
de proponer al Consejo, no me satisfacen. Insisto en 
consecuencia en sostener tal modificación. 
«Desde que, por la parte primera del artículo 31 
se ha declarado que por vía de pena, se puede privar 
a los colombianos de su propiedad o de parte de ella, 
necesario se ha hecho el agregar que esa pena no pue-
de en ningún caso ser la conocida con el nombre de 
confiscación; pues si no se agregara esto, muy bien 
podría el legislador decretar la confiscación. 
«Ahora bien, yo pregunto al Consejo: ¿ No es ver-
dad que el Consejo no quiere autorizar dicha pena, por-
que es ella por extremo bárbara y a todas luces incon-
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veniente ? Imaginémonos hasta qué grado llegaría el ri-
gor del sistema penal que nosotros iríamos en tal caso 
a fundar, si después de haber autorizado la pena de 
muerte para castigar ciertos delitos atroces resolviera-
ramos ahora permitir que se agregara la pena de con-
fiscación. E imaginémonos que estas dos penas pudie-
sen en casos excepcionales acumularse en un solo in-
dividuo, tal vez en un padre de familia, a quien la ce-
guedad de que solemos a veces adolecer todos los hom-
bres, hubiese conducido, por el camino de la guerra, de 
un abismo a otro abismo. ¿No serían en tal caso la 
viuda y los huérfanos las verdaderas victimas de tal 
confiscación? Señor Presidente; yo no sé qué misteriosa 
ley será la que impera en el coraz.ón del hombre en 
cuanto al amor a la propiedad; de tal manera, que muy 
bien se puede afirmar que es para el hombre más pre-
ciosa la propiedad que la vida. Y qué es lo que todos 
los días hacen tantos padres de familia pobres sino con-
sumir y gastar lentamente su vida en el trabajo nece-
sario para conseguir el pan de sus hijos? 
«Por otra parte, no se diga que yo me opongo a 
la pena de indemnización. Yo bien sé que la indemni-
zación es una ley moral y una ley jurídica dé la cual 
no podemos sustraernos. Todo el que causa un daño debe 
repararlo en la forma que pueda y hasta donde le al-
cancen los medios; esto exige la justicia. Más hay, en 
mi sentir, entre la confiscación y la indemnización dos 
diferencias notables que las especifico, a saber: i."* el 
objeto, y 2.* la cuantía. Con efecto, la confiscación va a 
terminar en el Fisco, mientras que la indemnización se 
diVige a la persona a quien se ha causado la lesión; la 
confiscación, por regla general, abraza todos los bienes 
del culpado, mientras que la indemnización es propor-
cional al daño que por medio de ella se trata de repa-
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rar, y no se lleva a efecto sino mediante ciertos trámites 
establecidos por las leyes. 
«En conclusión, señor Presidente, el articulo 32 al 
permitir que se aplique como pena la privación de la 
propiedad o de una parte de ella, hace indispensable el 
que se agregue luego, en el artículo siguiente, que no 
se ha de entender que se autoriza la pena de confisca-
ción, si, como yo lo creo, tal es el pensamiento del 
Consejo, como es el mío, y al propio tiempo dicho ar-
ticulo 31 al permitir dicha privación de propiedad' «por 
vía de contribución general, o de apremio o pena,» 
hace innecesario agregar nada a lo expuesto en el ar-
tículo siguiente sobre no confiscación. En otros térmi-
nos: la no confiscación de que habla el artículo 32, es 
excepción que se hace a la regla general contenida en 
el artículo 31, regla en virtud de la cual se permite la 
pena pecuniaria o de privación de propiedad; y como 
en esta regla general queda comprendida la indemniza-
ción, no hay para qué incluirla de nuevo en el artículo 
32. Si en éste se incluyera se daría a entender que ;5Í 
se podia imponer en algunos casos la pena de confis-
cación, pena que por bárbara se ha desechado de todas 
las naciones cultas. 
«Espero del Consejo un voto favorable a mi modi-
ficación, que se halla defendida por razones decisivas.» 
VI 
Texto . 
Art.culo 33. 
«Será protegida la propiedad literaria y artística 
como propiedad trasferible, por el tiempo de la vida 
del autor y cincuenta años más, mediante las formali-
dades que prescribe la ley. 
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«Ofrécese la misma garantía a los propietarios de 
obras publicadas en países de lengua española, siempre 
que la Nación respectiva consigne en su legislación el 
príncipio de reciprocidad: y sin que haya necesidad de 
celebrar al efecto convenios internacionales.» 
Aprobado. 
Deba te 
E L H . SEÑOR CARO : 
«Ha sido mi ánimo no sustentar ninguno de los 
artículos del proyecto mientras no haya sido impugna-
do. Pero el H. señor Calderón, que acepta en el fondo 
el artículo, me estimula, por lo bajo, a explicar la for-
ma en que está redactado; y yo, accediendo a su invi-
tación, y confiando en la benevolencia del Consejo, diré 
pocas palabras sobre una cuestión largamente debatida 
en nuestros tiempos, en Congresos y Academias. 
«Esta cuestión, como muchas otras, tiene dos as-
pectos, el del derecho, y el de las conveniencias. En 
este artículo, dentro de los limites del derecho, se han 
consultado especialmente las conveniencias de la nación 
para la cual legislamos. 
«El artículo tiene dos partes. En la primera se con-
sagra, bien que limitado, el principio de la propiedad 
literaria en favor de nuestros nacionales. 
«Fuera de las ruines pasiones que miran de reojo 
o con encono manifiesto a todo género de propiedad, 
derívase la proposición que a este principio se hace, de 
una preocupación que a su vez nace de un error. 
«Imaginan muchos que la propiedad literaria es 
un monopolio intelectual que trae consigo el estanca-
miento de las ciencias, la paralización de las ideas. 
« Esta es la preocupación. El error que la engendra. 
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consiste en confundir el orden científico con el orden 
literario. Los conocimientos científicos pertenecen al do-
minio público: las ideas se esparcen y propagan sin 
restricción alguna. Las formas literarias, que compren-
den el método, el estilo y el lenguaje, son, por el con-
trano, esencialmente psrsonales, y a éstas, y sólo a éstas 
se refiere la propiedad literaria, 
«Un ejemplo pondrá de manifiesto esta diferencia. 
Supongamos que un profesor expone una doctrina nueva 
a un auditorio numerosísimo. .Si antes de que su lección 
sea reproducida por la taquigrafía, se pide a cada uno 
de los oyentes que la exponga y desenvuelva, habrá tan-
tas exposiciones distintas, unas claras y luminosas, os-
curas y confusas otras, cuantos oyentes hubo. La doc-
trina como semilla esparcida a los vientos, es de todos; 
su germinación, desenvolvimiento y manifestación lite-
raria, es propia de cada uno. .Si todos ellos publican un 
folleto, un libro, sobre la materia^ cada cual será dueño 
del suyo: tendrá mejor acogida aquel que presentó la 
idea en mejores condiciones literarias; entre tanto la 
idea cunde, y se divulga y a todo el mundo pertenece, 
como el aire o el agua. La propiedad nace de la ela-
boración ; si el alma tuviera manos diríamos de la ma-
nufactura; la materia prima no es objeto de monopolio. 
«Tal es, en la teoría y en la práctica, el verdade-
ro concepto de la propiedad literaria. Por esta razón, 
apartándome del término modernamente adoptado, de 
propiedad intelectual, paréceme preferible, por más exac-
to, el de propiedad literaria y artística que consagra el 
artículo. ¿Por qué? Porque la región intelectual, la ju-
risdicción del entendimiento, abraza lo científico y lo 
literario; y la propiedad literaria y artística no se refie-
re a los conocimientos, a las nociones cientificas, sino 
a aquella infinita variedad de formas y matices que co-
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munican a sus producciones el escritor, el poeta, el artis-
ta. I^a propiedad literaria y artística no es prerrogativa 
de la ilustración o de la erudición; es sólo inheren-
te a la novedad en la exposición. 
« Llámese enhorabuena monopolio a este género de 
propiedad; pero reconózcase en seguida, y esto es lo 
esencial y decisivo en el asunto, que ese monopolio no 
tiene los caracteres que hacen odiosos a los privilegios. 
No es exclusivo o prohibitivo. Si un maestro de aritmé-
tica, de gramática o de geografía publica sus lecciones, 
y éstas son su propiedad, no por eso es dueño de la cien-
cia de los números, de la del lenguaje ni de la descrip-
ción del globo. Nadie podrá reproducir sus lecciones ¿ y 
qué resulta de aqui ? Que se combate la pereza de los ser-
viles copiantes, que se estimula la actividad mental, que 
todo el que quiera dar lecciones de aquellas ciencias se 
verá forzado a buscar nuevos ejemplos, nuevas ilustracio-
nes y de aqui resulta la perfección de los métodos y de las 
enseñanzas. Ese monopolio, pues, tiene caracteres excep-
cionales, opuestos a los de todo monopolio inconveniente 
o injusto: no estanca, sino propaga; no esteriliza, sino fe-
cunda ; no mata, antes despierta la competencia del tra-
bajo y la variedad de los productos. 
« La experiencia confirma estas observaciones. Si la 
propiedad literaria fuese perjudicial al desenvolvimiento 
de las ciencias, las naciones que reconocen este principio 
serían-las rnás atrasadas, las de más inerte intelectualidad, 
Sucede todo lo contrario. Mientras más se protege en 
un pais la propiedad literaria, mayor acrecentamiento ad-
quiere la producción intelectual. 
«Por lo dicho se comprende que, prescindiendo de 
la cuestión de derecho, la propiedad literaria, llámesela o 
no monopolio, es un principio quo debe consagrar el 
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legislador, porque favoreciendo a muchos directamente, 
a nadie daña, y a todos beneficia indirectamente. 
« La segunda parte del articulo se refiere al derecho 
de propiedad literaria bajo el aspecto internacional. En 
este terreno la propiedad literaria, recíprocamente recono-
cida por las naciones, afecta a dos clases de intereses, los 
intereses de autor y los de editor o impresor. 
« Los Estados Unidos de América no han querido 
firmar convenios de propiedad literaria con Inglaterra, 
La producción literaria americana es muy inferior en cali-
dad y en cantidad a la inglesa. Un convenio de propiedad 
literaria entre aquellas dos naciones favorecería a muchos 
autores ingleses y relativamente a pocos americanos. En 
cambio, no habiendo.tales convenios, los impresores ame-
ricanos pueden especular libremente con la reproducción 
y expendición de obras inglesas, sin tener que pagar de-^  
rechos de autor. En el terreno del derecho natural la 
conducta de los Estados Unidos es insostenible, porque 
la propiedad literaria, fundada en los principios esencia-
les y característicos de toda propiedad legitima, es mil 
veces más respetable que el derecho de conquista ejercido 
por los editores. Pero en el terreno del derecho positivo 
y de las conveniencias nacionales, el legislador americano 
lo acierta, porque al fin y al cabo, negándose a pactar, la 
nación sale ganando. 
«Enteramente distinta es nuestra situación con res-
pecto a los países de lengua castellana, y especialmente 
en lo que tnira a España. 
«La falta de convenios perjudica a nuestros autores, 
y no favorece a nuestros editores. La imprenta colom-
biana no pUede, ni podrá en muchísimos años, compe-
tir con la imprenta europea. No tenemos fundiciones 
de tipos ni fábricas de papel: todos los elementos de 
producción se introducen de fuera, y faltan además las 
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industrias auxiliares. Impreso un libro aquí, sale de las 
prenáas mismas más caro que en Europa: y luego no 
tiene radio de consumo, por dos motivos: por lo escaso 
de la población diseminada en vasto territorio, y por 
falta de medios de transporte. Sale el producto caro y 
queda estancado. Resultados: que el autor y editor espa-
ñol (salvo las reproducciones de poemillas, que nada pe-
san en esta cuestión extensa) están de hecho protegidos 
en nuestro país, y en general en la América Española, 
contra la usurpación industrial; y nuestros autores, y 
todos los autores de hispano-americanos no sólo quedan 
expuestos a la falta de cortesía de les editores peninsu-
lares, sino a la rapacidad de los especuladores sin patria 
ni lengua, que con este tráfico negocian en países que 
tienen imprenta barata y medios fáciles de publicidad y 
expendio, 
«En suma: la falta de convenios con España sobre 
propiedad literaria perjudica a los autores colombianos 
sin favorecer en manera alguna los intereses de los edi-
tores. 
«Ofrécese, por el artículo la misma garantía que a 
los nacionales, siempre que haya reciprocidad, a los pro-
pietarios de obras publicadas en países de lengua caste-
llana, y únicamente a ellos, porque ningún interés tenemos 
en estipular nada sobre la materia con los Gobiernos de 
otros países. Entre dos naciones que no tienen una misma 
lengua, un convenio sobre propiedad literaria se reduce a 
la reserva del derecho de traducción, reserva que implica 
un privilegio adicional al derecho de autor, y este privile-
gio, que la ley puede conceder o negar, o limitar, sin vio-
lar la propiedad bien entendida, puede ser inconveniente. 
Tomemos por ejemplo a Francia. Mediante un convenio 
con ella, nosotros no podríamos traducir sus libros, y no 
tendríamos en cambio ninguna ventaja, porque en Francia, 
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por razones que no hay que explicar, no se tradticen nues-
tras producciones. Es verdad que en Francia se reprodu-
cen nuestros libros en castellano, pero no para venderlos 
allí, sino para expenderlos en América, como ha sucedido 
con varios que pudiera citar, con perjuicio de autores co-
lombianos. Pero el medio de impedir tal abuso no es hacer 
convenios con Francia, sino con los paises de lengua es-
pañola, y cerrar de esta suerte nuestros mercados todos 
a aquellas reproducciones mercenarias.» 
E L H . SEÑOR C A L D E R Ó N : 
«Estoy en un todo de acurdo con mi ilustrado colega 
el señor Caro en esta materia, y aun tuve ocasión en la 
Cámara de Representantes en 1880, ó 1881, de emitir mis 
mis ideas en el particular y de proponer a la Cámara 
un proyecto de ley en amparo de la propiedad literaria, 
«Me ocurre, sí, una observación que hago respetuo-
samente al Consejo sobre la duración del privilegio para 
las obras literarias y •científicas. Noto una desigualdad 
en la duración de dicho privilegio, desde luego que la 
vida de los autores no es igualmente larga: así, uno que 
muera a los sesenta años, tendrá cincuenta de privilegio 
después de su muerte y treinta o cuarenta desde que 
hubiera publicado su libro ; y el que viviera apenas treinta 
años tendría, naturalmente, menos término de privilegio 
para su obra. Acaso sería más equitativo fijar un número 
determinado de años para garantizar las producciones 
literarias y científicas.» 
El H. señor Caro. «Cuando la ley limita el derecho 
de dominio debe apoyarse en consideraciones que jus-
tifiquen la limitación. O la propiedad literaria tiene, el 
carácter (^ perpetua, o nó. En el segundo caso la limi-
tación temporal, para que no sea arbritaría, ha de apo-
yarse en algún principio. Este no es otro sino el reco-
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nocimiento de la propiedad como derecho personal — el 
tiempo de la vida del autor; — y la ampliación que hace 
la ley a los inmediatos descendientes. Se calcula cierto 
número de años para que la viuda o hijos disfruten de 
aquel beneficio. 
«Y esta ampliación, en la práctica, en la mayor 
parte de los casos, equivale a reconocer la perpetuidad, 
porque las obras de los hombres son perecederas. En 
materia de obras cientificas hay una constante renova-
ción : pasan unas y otras las subrogan con mejor crédi-
to. Solo las obras poéticas y literarias de mérito excep-
cional sobreviven siglos, lo cual, dicho sea de paso, 
confirma la observación que hice al principio cuando dije 
que la esencia de la propiedad literaria está en la forma 
o sello personal que le imprime el autor. 
«En la generalidad de los casos los libros morirán 
de muerte natural dentro del término de la garantía. 
Las obras literarias de mérito excepcional después de 
haber rendido beneficio a la familia de los autores, en 
vez de pasar a nuevas manos extrañas, como de ordi-
nario sucede, con el transcurso del tiempo entrarán en 
el dominio común. Paréceme este justo temperamento 
entre la propiedad literaria a perpetuidad, que muchos 
sostienen y que Guatemala ha consagrado en su Cons-
titución, y la limitación excesiva e irregular en forma 
de privilegio, que aqui hemos tenido, casi equivalente 
a la negación de este principio civilizador y fecundo». 
Los Relatores, 
Jtdio Añez—A. González Toledo. 
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(Sesión del dia 18 de mayo de 18861 
Texto . 
Art. 35. 
La Religión, católica, apostólica, romana, es la de 
la Nación; los Poderes públicos la protegerán y harán 
que sea respetada como esencial elemento del orden so-
cial.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
«T^ Nación reconoce que la Relig.ón Católica es 
la de la casi totalidad de los colombianos, para los efec-
tos siguientes : 
« i.° Estatuir que la Iglesia Católica gozará de per-
sonería jurídica; 
«2.° Organizar y dirigir la instrucción pública en 
consonancia con el sentimtento religioso del país; y 
3.° Celebrar convenios con la Sede Apostólica, a fin 
de arreglar las cuestiones pendientes entre la potestad 
civil y la eclesiástica. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR REYES 
La Religión católica, apostólica, romana, es la de 
la Nación, sin ser oficial, los Poderes públicos la prote-
gerán y harán que sea respetada como esencial elemen-
to del orden social. 
Negada. 
SEGUNDA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
«La Religión, católica, apostólica, romana, es la dé 
la Nación y tendrá las preeminencias que esta Consti-
tución determina.» 
Negada. 
Quedó definitivamentu aprobado el articulo original 
del proyecto. 
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D e b a t e 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
El H. señor Cuervo: 
«No es la primera vez que en este recinto hago oír 
mi voz para tratar de este asunto: en 1884, cuando mu-
chos de los bancos de este salón, donde se reunían los 
Senadores de la República, estaban ocupados por los 
más conspicuos personajes del partido radical, me tocó, 
a mí sólo, la honra de defender los principios que vale-
rosamente proclamó el General Payan, relacionadas con 
la instrucción pública religiosa; no es hoy el mismo caso 
el que se presenta, y por fortuna para la República, no 
son las mismas circunstancias políticas las que rodean 
la discusión; pero quiero que en todo caso haya cons-
tancia de mis ¡deas a este respecto, que son el resul-
tado, no de una intolerancia naturalmente intransigente, 
sino del conocimiento del país y de profundas convic-
ciones. 
«Un amigo mío, persona eminente en la política, 
me hizo alguna vez la observación de que mi carácter 
era intransigente y no toleraba contradicciones de nin-
guna clase: tal advertencia hizo que yo procurara corre-
girme, porque comprendí que su indicación no era in-
motivada ; por desgracia, al paso que yo me he aprove-
chado del consejo, la persona que me lo daba ha quedado 
con el defecto. Para corroborar esta enseñanza, tuve 
luego la ocasión de vivir en países protestantes, y en 
ellos aprendí prácticamente que la tolerancia es el pri-
mero de los deberes, por lo mismo que no hay nada 
tan respetable como los fueros de la conciencia. Por 
esto, en la política militante del pais no he querido dis-
tingiairme como miembro exaltado de un partido, y al 
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contrario, las veces en que me ha tocado luchar en los 
campos de batalla, vencido, he soportado con dignidad 
la desgracia, y vencedor, he tendido la mano al adver-
sario. 
«No comprendo absolutamente la modificación que 
acaba de hacerse, pues si por una parte peca por con-
tradictoria con el preámbulo de la Constitución que se 
discute, que empieza por invocar el nombre del Ser Su-
premo, por otra, raya en el absurdo cuando dice que la 
religión católica es la de la casi totalidad de los colom-
bianos. ¿Por ventura en un asunto de tanta magnitud 
como éste se ha de tener en cuenta una docena de in-
dividuos que es a cuanto puede ascender el número de 
los incrédulos en nuestra tierra, cuando se trata de cua-
tro millones de colombianos? O es que nó tenemos el 
carácter suficiente para confesar nuestras creencias en 
público? Y la prueba perentoria de que nuestro pueblo 
es enteramente católico, es que las bases de la Consti-
tución que estamos discutiendo han recibido la unáni-
me aprobación del país, que espera sin duda que se des-
arrollen por el Consejo de una manera clara y terminante. 
«No creo que el H. Delegatario autor de la modi-
ficación pretenda que volvamos al antiguo régimen, 
para ver otra vez la desmoralización en ancho cauce ame-
nazar la sociedad hasta por sus cimientos: es necesario 
inculcar el sentimiento religioso en las masas y sobre 
todo en las generaciones que se levantan; y si se quie-
re una prueba de ello, ocúrrase a la estadística crimi-
nal de la República y se verá cómo han aumentado los 
crímenes desde que se desterró a Dios de las escuelas 1 
« Yo espero que el Consejo dará sn voto afirmativo al 
artículo del del proyecto.» 
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E L H. SEÑOR CALDERÓN : 
«Cuando introduje la modificación que se discute, 
lo hice únicamente con el propósito de que, en una cues-
tión tan delicada, procediera el Consejo de acuerdo con 
lo que ofreció al pais en las Bases que sometió a su 
aprobación. Una vez que esas bases obtuvieron asenti-
miento unánime, nosotros no podemos hacer otra cosa 
que ser fieles a la palabra empeñada a la República, y 
no ir más allá del límite que nos trazamos en las pro-
posiciones fundamentales de esta Constitución. No te-
nemos facultades ilimitadas ni se trata hoy de princi-
pios absolutos que podamos declarar: tiempo hubo para 
pensar detenidamente esta materia y no es hoy cuando 
podemos variar de rumbo. 
«¿La Base 6.^  es mala, o es buena? Si le primero, 
necesario es que a todos nosotros hubiéramos estado 
ciegos al adoptarla, y mucho más que el país entero 
hubiera sido un insensato para darle su aceptación; 
más en el seno del clero católico se han oído voces tan 
autorizadas como entusiastas, que proclaman la excelen-
cia de esa disposición; y si algún ministro del culto 
protestó contra ella, no tardó sn retirar su protesta. 
«Si la Base es buena, ¿porqué no se adopta defini-
tivamente en la Constitución? Lejos de mi el deseo de 
que volvamos al antiguo régimen, cuando se hacía os-
tentación de desterrar toda idea de religión de las es-
cuelas, chocando así con el sentimiento católico del 
país. Lo que quiero es que no se proclame nada con-
trario a lo que dijeron las Bases; que no sean casti-
gados los actos contrarios a la Religión admitida, ni 
perseguidos los periodistas que nieguen alguno de los 
dogmas de la Religión de la Nación: que sea la Reli-
gión una verdad reconocida por el amor y el conven-
— 14,5 — 
cimiento, y nunca erigida en ley por la imposición de 
la fuerza; quiero, en fin, que no volvamos atrás, con el 
fanatismo de la incredulidad, pero que tampoco echemos 
a un lado la tolerancia religiosa. 
«Recuerda el H. señor Cuervo el apoyo dado a las 
ideas del General Payan en el Congreso de 1884 por él, 
como Senador de Cundinamarca: en esa misma época y 
en esa misma cuestión sosteníamos, entre otros, en la 
Cámara de Representantes, al Presidente del Cauca, 
el nunca bien sentido Ulloa, el doctor Julio Corredor 
que presencia este debate y yo. Siempre he sido con-
secuente en estas materias, y soy de la escuela del H. 
señor Cuervo, en todo lo qiie se relaciona con la tole-
rancia. Pero ahora no discutimos principios abstractos, 
que fueron materia de controversia cuando fijamos las 
Bases de la Constitución: ahora se trata solamente de 
ceñir el Proyectó de Constitución a los limites que las 
Bases trazaron. Si entonces se dijo que la República 
reconoce que la Religión católica es la de la mayoría 
de los colombianos para determinados efectos (que allí 
se señalaron) ¿por qué ahora se reconoce como incom-
pleta esa fórmula ¿ Si esa fórmula expresa lo mismo que 
el artículo del proyecto, por qué se le combate? .Si no 
entraña lo^ mismo ¿podemos falsear las Bases y faltar a 
la fidelidad de la promesa que hicimos a la República ? 
«La declaración del proyecto es en absoluto vaga; 
porque si da origen a ciertos actos oficiales, y éstos son 
distintos de los que expone la 6." Base, el articulo es inad-
misible ; y si no lo son, entonces, en lugar de una enu-
meración en términos generales, debemos expresar esos 
efectos detalladamente y ponernos a salvo de un abuso de 
nuestros poderes constituyentes.» 
1 0 
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E L H . SEÑOR OSPINA : 
«Por lo que acabo de oír al H. señor Calderón, veo 
que él no acepta el artículo que se halla en discusión, ora 
porque toma las palabras «Religión de la Nación» como 
sinónimas de Religión oficial, ora porque no cree que la 
Religión católica tenga la universalidad que la fórmula 
adoptada por la-Comisión le concede. 
«Lo primero es una extensión de significado que 
debo rechazar, porque la frase misma no admite se-
mejante interpretación, y porque los católicos desechamos 
como innecesario y hasta inconveniente el dar al catoli-
cismo el carácter de Religión oficial en Colombia. Nos-
otros creemos que la Religión católica es en sus dogmas 
y en su moral verdad absoluta, y que, dé consiguiente, 
tiene en sus mismas doctrinas fuerza suficiente para im-
ponerse por medio del convencimiento y de la persuasión 
a todos los espíritus. Ella no necesita de la violencia, ni 
necesita apoyo de agentes extraños, y menos de los Gobier-
nos, para extender su imperio sobre las almas y las con-
ciencias. Lo que los Gobiernos con los nombres de apoyo 
o protección, han dado a la Iglesia, ha sido dependencia 
o esclavitud, y los católicos de Colombia negamos la 
conveniencia de esos contubernios que con el nombre de 
concordatos perjudican a la Iglesia en su libertad, y en su 
moralidad a los encargados de gobernarla. Bástanos que 
la Iglesia y el Estado no estén desacordes y que por 
medio de convenios especiales las dos potestades esta-
blezcan sus relaciones y arreglen su modus vivetidi, evi-
tando de esta manera colisiones perjudiciales a la marcha 
tranquila de la sociedad: en una palabra, queremos unión, 
porque no es posible sin daño común de todos que los 
elementos de orden vivan disociados. Por lo que respecta 
a la Iglesia ella sólo pide libertad de culto y libertad de 
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enseñanza para hacer mas fructuosa su labor de instruir 
y moralizar. 
«Lo segundo es inexacto, porque dígase lo que se 
quiera, la Religión católica es la de todos los colombia-
nos : en el país sólo están separados de ella unos cuantos 
extranjeros que pertenecen a varias sectas cristianas, y 
unas pocas inteligencias extraviadas que no profesan 
ninguna religión positiva y cuyo criterio religioso con-
siste en negar todas, o casi todas, las verdades del orden 
sobrenatural. Los primeros no hacen parte de la Nación 
y los segundos no tienen religión. De donde se deduce 
que la Religión católica es la única religión de los co-
lombianos, y que tiene la universalidad que quiere dispu-
társele. El error cardinal del radicalismo estuvo en des-
conocer esa verdad, y sú yerro en la persecución a las 
creencias de los ciudadanos. De aquí nació ese movi-
miento de saludable reacción que estamos presenciando 
y que apartando a Colombia de la vía de perdición que 
llevaba, le comunica nueva y vigorosa vida. Vacilar en 
la senda por la cual vamos caminando, sería reaccionar 
contra nuestros principios y nuestras convicciones, des-
atendiendo la verdad histórica y las necesidades del país 
y descontentando el sentimiento popular que en todas 
las formas de manifestación se presenta imponente para 
reclamar un cambio absoluto en esta materia. 
«El otro argumento del H. señor Calderón se reduce 
a aseverar que esta declaración no guarda fidelidad a las 
Bases acordadas, y fácil me seria demostrar que la fór-
mula propuesta cabe en el espíritu y en la letra de ellas; 
pero teniendo conocimiento de que el H. señor Caro va a 
tomar parte en esta discusión, prefiero que este asunto se 
trate por él cuya fácil palabra y claro talento sabrán, 
mejor, que yo, poner esta verdad en evidencia. 
«Querer como pide el H. señor Calderón que en 
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materia tan importante nos limitemos a consignar la Base 
acordada, es deseo inaceptable, porque con el mismo cri-
terio deberíamos concretarnos a copiar textualmente las 
otras, y así reproducidas tendríamos hecha la Constitu-
ción. Pero esto seria una burla a los pueblos: ellos, lo 
mismo que el Consejo, .saben que esas Bases son meras 
piedras fundamentales del edificio, y que tenemos el deber 
de darles el desarrollo que necesitan los principios allí 
consignados. Mis opiniones en esta cuestión se reducen 
a estas pocas palabras: asi como tenemos obligación de 
permitir a los no católicos la profesión de sus creencias, 
de la misma manera estamos obligados, ya que la sanción 
social sólo alcanza a los hombres de cierta educación y 
que la penal no es siempre efectiva ni eficaz, a vigorizar la 
religiosa que es la única capaz de garantizar la seguri-
dad pública y privada y de cooperar con las autoridades 
a la tranquilidad general.» 
E L H . SEÑOR C A R O : 
«No haría yo uso de la palabra, señor Presiderite, si 
se tratara de arrancar aplausos o de exaltar las pasiones 
de numeroso auditorio, porque no recibí de la naturaleza 
el poder de la elocuencia. Tampoco hablaría (si no iuese 
ya para dejar consignada una protesta) en medio de aque-
llas Corporaciones, donde alguna vez me he encontrado, 
cuyos miembros se presentan regimentados y juramen-
tados para votar por sí o nó, sistema de violencia por 
medio del cual las Asambleas, abusando de la facultad de 
hacer leyes, ejercieron muchas veces un despotismo colec-
tivo e irresponsable, más odioso que el de los Césares. 
Hablo delante de una reunión respetabilísima, que ya me 
ha dispensado muestras de su generosa iDenevolencia, y 
cuyos miembros vienen todos dispuestos siempre a votar 
las soluciones que a la luz de pacífico debate, aparezcan 
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como las más justas y patrióticas. De rectitud de inten-
ción yo también he dado aquí pruebas, votando negativa-
mente sobre alguna proposición que sostuve al principio y 
cuya inconveniencia reconocí luego en fuerza de razones 
que otros presentaron. 
«En la cuestión que se debate estoy enteramente 
conforme con el H. señor Calderón en las premisas de su 
discurso; ¿y cómo no había de estar de acuerdo con él si 
yo he sido el primero en sostener aquí la obligación que 
nos corre de mantenernos fieles al espíritu, a la genuina 
y verdadera significación de la^ Bases aprobadas por los 
pueblos? Pero concediendo, no digo concediendo, afir-
mando el antecedente, niego la consecuencia. El H. señor 
Calderón y yo partimos de un mismo principio, que son 
las Bases de Reforma, pero en el punto en cuestión, en lo 
que hace a la Base 6.^ , mi Honorable e ilustrado compa-
ñero la entiende erróneamente, a mi juicio, por ajustarse 
demasiado a la letra, que mata, mientras yo indago el 
espíritu, que es vida; y para dirimir esta competencia de 
interpretación, es forzoso acudir a la historia de esta 
Base, y poner de manifiesto lo que el Consejo quiso que 
contuviese, y lo que los pueblos que la aprobaron han 
entendido que en ella se contiene. 
«El preámbulo de esta Base, según estaba al princi-
pio redactada, reconocía que ' la Religión católica es la 
de la casi totalidad de los colombianos para los efectos 
siguientes'. . . . esto es, para los efectos que literalmente 
hemos reproducido en otro lugar de este proyecto de 
Constitución. Pero en el curso del debate se advirtió que 
estos efectos no eran los únicos que podían manar de tal 
reconocimiento, y el H, señor Samper, con mucho acierto, 
introdujo un adverbio oportunísimo: ' Reconócese que la 
Religión católica es la de la casi totalidad de los colom-
bianos, PRINCIPALMENTE para los siguientes efectos.' Y 
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esta modificación, si la memoria no me engaña, fue apro-
bada por voto unánime. Registrando ahora mismo las 
actas razonadas de aquellos debates hallo que en la sesión 
del 23 de enero el señor General Reyes pidió la reconsi-
deración de la Base religiosa por parecerle deficiente, y 
retiró su proposición cuando observó que en una sesión 
anterior se había adoptado la modificación a que aludo, 
reconociendo que daba margen a las ampliaciones conve-
nientes. Si nosotros creemos hoy conveniente ampliar la 
Base en virtud de la autorización que del adverbio P R I N -
CIPALMENTE se deriva, nadie puede llamarse a engaño: 
aquellas deliberaciones se publicaron en el periódico ofi-
cial y de ellas, en esta parte, tomaron nota los que tuvie-
ron oídos y oyeron. No ha habido, pues, aquí, misterio ni 
disimulación de ninguna especie. 
«Veamos ahora cómo entendieron la Base 6.* los que 
la aprobaron y hablaron de ella. Si respecto de otras par-
tes de la República faltan datos, respecto del Cauca los 
hay abundantes, y valen mucho, porque si bien es cierto 
que en toda la República se Inchó por ideas, e ideas son 
las que han triunfado, la opinión regeneradora se os-
tentó en el Cauca más viva, franca y explícita que en 
ninguna otra región de Colombia. El General Payan tuvo 
la gloria de iniciar la santa cruzada de la enseñanza reli-
giosa, aun antes de que el señor Núzez publicase el her-
moso programa general, donde ese principio ha tenido la 
debida colocación. 
«Respecto de las Bases, y luego que se publicaron, 
la opinión cancana se dividió. A la cabeza de los disiden-
tes, que fueron por dicha pocos, apareció en Popayán, 
como todos saben, el señor doctor Manuel D. Camacho, 
apartándose así por manera muy deplorable, del movi-
miento a que él mismo había noblemente cooperado. 
«El doctor Camacho impugnó las Bases en el terreno 
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político y en el religioso. Como federalista atacó la uni-
dad legislativa en ellas proclamada. Como católico dijo 
que el prámbulo de la Base 6.*, el reconocimiento de que 
la Religión católica es la de la casi totalidad de los colom-
bianos, quedaba mejor como apunte en la cartera de un 
viajero o como dato en un geografía, que como artículo en 
una Constitución. En esta parte el señor Camacho pudo 
tener razón y no la tuvo; La hubiera tenido, y la tendría 
hoy, si tal proposición —la Religión católica es la de la casi 
totalidad de los colombianos — hubiese de aprobarse en la 
forma de artículo constitucional que propone el H. señor 
Calderón. Pero el señor Camacho no advirtió entonces, y 
el H. señor Calderón no advierte en este momento, que 
en aquel preámbulo sólo se dice que se reconoce un hecho 
(que también reconocen para otros fines los viajeros y los 
geógrafos) para ciertos efectos legales que son los que 
deben formar parte de la Constitución. Creíble es que la 
oposición del señor Camacho fuese principalmente polí-
tica, y no religiosa ; o que no prestó la atención debida a 
la redacción de !a Base 6.", puesto que también interpretó 
torcidamente el artículo que restringe la libertad de im-
prenta, entendiendo que la de palabra, de la cual nada se 
dice, habia quedado igualmente restringida, y, lo que es 
mas aberrante, que podía estarlo para los predicadores 
del Evangelio! 
« Y comoquiera que el señor Camacho excitaba a los 
votantes a que desaprobasen las Bases, planteada por él 
la cuestión, los que aconsejaban el voto afirmativo hu-
bieron de dar concepto sobre uno y otro punto. No tengo 
noticia de que ninguno por escrito ajxiyase sus opiniones 
federalistas, hecho negativo de mucha significación en 
ese particular. Le siguieron algunos en lo religioso, en-
tendiendo mal las cosas, y aun dieron voto negativo a las 
Bases, como sucedió con dos de los veinte y más Regido-
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res de Popayán. Entre tanto, los que siendo favorables a 
las Bases impugnaron la oposición del señor Camacho, le 
negaron la razón en la parte política, y negándosela en 
tesis en la parte religiosa, concediéronsela hipotéticamen-
te en el sentido en que yo se la he concedido. Entre otros 
documentos que pudiera presentar, tengo aqui, señor Pre-
sidente, una publicación que, aunque breve, es una de las 
más precisas y luminosas que se han hecho en los últi-
mos meses y de las que mejor dan la medida del espíritu 
de la reforma. Las firmas que lleva añaden la mayor gra-
vedad e importancia a este documento. Es una hoja vo-
lante rotulada La Reforma, impresa en Cali, población 
en donde está la mayor fuerza y nervio de la región can-
cana, y suscrita por los vecinos de aquella ciudad, entre 
los cuales figuran personas tales, como mi antiguo y res-
petable amigo don Elias Reyes, hermano de nuestro H. 
y distinguido compañero el señor General Reyes, y el se-
ñor don Gonzalo Córdoba, hermano del actual digno Go-
bernador de Cundinamarca. Perdóneseme que entre en 
estos pormenores, y de estas conexiones haga mérito; 
creo que no de otra suerte debe pulsarse la opinión pú-
blica, en todas sus legitimas manifestaciones, en materia 
tan grave como la que aquí tratamos. Por esta razón 
espero que el Consejo me conceda permiso para hacer leer 
la publicación de los vecinos de Cali. 
( E l Secretario lee la Manifestación ). 
E L H . SEÑOR CARO : 
«El Consejo se habrá penetrado de la gravedad y 
alcance que tiene bajo todos aspectos el documento que 
acaba de leerse. Contiene dos partes. La primera es una 
impugnación vigorosa del régimen federal, en la cual 'se 
rechaza ese sistema no a modo de sacrificio generoso de 
la soberanía, sino como repudiación cordial de un modo 
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de gobierno a un tiempo inconvenientísimo y absoluta-
mente funesto para los enlazados e inseparables intereses 
de la República y de los miembros de ella. Y de paso ob-
servaré que los autores de esta publicación, anticipándose 
a los redactores del proyecto de Constitución, proponen 
ya la nomenclatura de Departamentos en vez de Estados, 
la misma que aquí tuve yo el honor de defender en otra 
discusión. Cuanto a la cuestión religiosa, los discretos 
autores de la manifestación reparan que la Base reconoce 
un hecho que sirve como de argumento para ciertos efec-
tos PRINCIPALMENTE; que uno de los efectos que no se 
enumeran puede ser el reconocimiento explícito de la reli-
gión católica, y que ellos esperan fundadamente en que 
así se consignará en la ley fundamental, (i). Si este docu-
mento, señor Presidente, es, como yo lo creo, expresión 
auténtica de la opinión cancana, complázcome en creer 
que yo he sido aquí, y soy en este momento, fiel eco 
de esa opinión, en cuanto aspiro a interpretar la opinión 
nacional, confundiéndose ambas, como veo que se confun-
den, en un solo sentimiento, en una sola esperanza, bajo 
el lema de Regeneración. 
( I ) El pasaje de la publicación caleña de que el H. señor Caro 
pidió que se tomase especial nota, es e! sig-uiente: 
" Aun cuando un párrafo semejante a la Base 6.* pueda escri-
birse, como lo indica el señor doctor Caraacho, en un tratado de Geo-
frrada ; aun cuando puede anotar la misma cosa en sus apuntamientos 
de cartera el extranjero que viaje por Colombia, sea turco, birmán o 
malayo, no por esto debe decirse que sea impertinente en el acuerdo 
sobre reforma constitucional. Para muchos fines puede hacerse el reco-
nocimiento en cuestión, puesto que no se e.xpresan en el Acuerdo sino 
aquellos para los cuales se hace principalmente. Por otra parte, a l 
declarar an Gobierno democrático representativo, que la única reli-
gión de sas gol>ernados es la católica, reconoce de hecho la obliga-
ción en quese encuentra de acatar y proteger esa religión. Y NO 
DUDAMOS QUE ASÍ SE PRESCRIBIRÁ EN LA CARTA FUN-
DAMENTAL.'' 
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«¿Qué más, señor Presidente? No solamente se han 
hecho tales públicas declaraciones: también han venido al 
Consejo (y pasaron a la Comisión de Reforma constitucio-
nal) por vía de petición, en numerosos memoriales, proce-
dentes de diversos pueblos. Por mi conducto vinieron 
dos representaciones, una de Buga y otra de Pasto, y en 
esta última, publicada en el Diario Oficial (a que me re-
mito en comprobación de mi aserto) se pide que el reco-
nocimiento solemne de la religión católica, como reli-
gión de la República, se consigne en la Constitución como 
consecuencia y legítimo desarrollo de las Bases apro-
badas. 
«De todo lo expuesto dedúcese claramente que el 
preámbulo de la base 6.^  ha sido materia de interpreta-
ción por parte de muchos pueblos, y por lo mismo, nos-
otros debemos confirmar o ractificar la interpretación que 
se ha hecho; y adviértese asimismo que todos los que de 
la Base 6.* han hablado, la entendieron de un mismo 
modo, siendo esta uniformidad, junto con el silencio de 
otros, que significa asentimiento o inercia, presunción 
fundada de que la interpretación constitucional habrá de 
coincidir con la interpretación popular. 
«¿Y tiene este Consejo derecho a interpretar las Ba-
ses ? Sí, porque él las expidió, y sólo el que hace la ley 
puede por vía de autoridad interpretarla, según el princi-
pio de todos conocido — ejtis est interpretare leges cujus con-
dere. Más digo, tiene este Consejo el deber de interpretar 
las Bases de reforma aprobadas por los pueblos de la Re-
pública, porque está en la obligación de desenvolverlas y 
complementarlas, y todo desenvolvimiento y complemen-
tación razonable implica forzosamente la operación de 
interpretar. Dígase — y yo el primero lo he afirmado — 
que tenemos la obligación moral de ejercer con ánimo im-
parcial e intención recta y sana, la facultad interpretativa. 
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pero no se niegue este derecho al Consejo, si ya no es que 
se pretende condenarlo a la impotencia y al silencio. 
« Ahora bien, la fidelidad de la interpretación legisla-
tiva no consiste en la reproducción literal: al contrario, 
si la letra es la que ofrece en algún punto oscuridad o 
ambigüedad, el intérprete tiene que variar forzosamente la 
letra en ese punto, sin lo cual la ambigüedad u obscuri-
dad subsisten, y no hay interpretación. Hay casos en 
que, como se ha dicho discretamente de la interpretación 
literaria — «wa extrema fidelidad es una infidelidad extrema. 
Nuestra tarea, según la doctrina del H. señor Calderón, 
debiera reducirse, como lo observa el H. señor Ospina, a 
reproducir las Bases: sería la tarea mecánica del copiante 
o el impresor. En las Bases hay articulos que la Comisión 
ha reproducido literalmente en el proyecto, porque venían 
redactados en forma legal; y esto sucede con algunas, 
pero no con todas las cláusulas que componen la Base 6.*, 
la cual no podría trasladarse aquí de un golpe y sin alte-
ración alguna, como pretende el H. señor Calderón, sino 
faltando a la consecuencia debida y al espíritu mismo que 
presidió a su redacción. 
« El mismo señor Calderón ha omitido en su proposi-
ción el adverbio principalmente, que tanta importancia ha 
tenido en este negocio, y no dudo que para ello le asisten 
razones; baste decir que tal adverbio, propio en las Ba-
ses, sería impropio en la Constitución. Pero yo llamo la 
atención del Consejo a esta circunstancia, y la alego como 
una prueba de que el H. señor Calderón no practica, sino 
a medias, el principio que profesa de la reproducción 
literal. Me place que haya omitido ese adverbio ; pero no 
es justo que se haya limitado a esa alteración única, me-
diante la cual se diría en la Constitución menos de lo 
que en las Bases se dijo. 
« La Base no puede incrustarse íntegra en este lugar 
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porque contiene disposiciones que han ¡do a diversas par-
tes del proyecto con arreglo al plan adoptado por la Comi-
sión. En este titulo se trata de derechos civiles y garantías 
sociales : en él se han dejado oportunamente colocadas las 
disposiciones congruentes con la materia, y otras han ido, 
como debían ir, al título de relaciones entre la Iglesia y 
el Estado; pues la Comisión ha hecho distinción entre la 
religión que profesan los colombianos y que, como sacra-
tísima propiedad de todos, constituye un derecho, y de-
manda especial garantía, y la Iglesia, como Sociedad per-
fecta, con la cual ha de entenderse el Gobierno para arre-
glar las cuestiones pendientes y definir y establecer recí-
procas relaciones ordenadas al bien común. 
« Yo distingo entre las cláusulas contenidas en las 
Bases, unas que pueden o deben trascribirse literalmente, 
por venir ya redactadas en forma legal; otras que son 
como reglas u órdenes dictadas al Constituyente; y otras 
en fin, que son motivos o considerandos que s¡rven de 
base a la doctrina. Ni las reglas que nos hemos dictado 
ni los motivos o fundamentos de doctrina, son suscepti-
bles de reproducción literal en el cuerpo de la Consti-
tución. 
«Así, por ejemplo, cuando se dice en las Bases que 
se reconoce el hecho de ser la religión católica la general-
mente profesada para el efecto — entre otros — de estatuir 
que la Iglesia tendrá tal prerrogativa, es claro que aquí se 
impone al Constituyente la obligación de hacer eso — es-
t a tu i r ;—y nosotros aquí y ahora en vez de _ repetir el 
precepto como si otros y nó el Consejo hubieran de 
cumplirlo, debemos cumplirlo ya por medio de una dispo-
sición expresa y terminante. La reproducción literal de la 
Base 6.*, implica la repetic¡ón de lo preceptuado, y nó su 
cumplimiento, y por lo tanto falsea evidentemente el es-
píritu de la Base misma. 
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« Otro ejemplo análogo nos ofrece la Base relativa a 
la composición de las Cámaras. En ella se lee esta frase 
que fue precisamente redactada por el H. señor Calderón: 
' El Senado será constituido de modo que asegure la esta-
bilidad de las instituciones'; lo cual quiere decir que el 
Constituyente ha de discurrir los medios prácticos que co-
rrespondan a ese pensamiento, nó que ha de reproducirle 
textualmente. Y yo creo que el H. señor Calderón, á pe-
sar de estar esa cláusula en las Bases, y de ser suya, no 
la propondrá, no la votará como artículo constitucional, 
porque ni él ni nadie ha de pensar en imponer al Senado 
la extraña obligación de asegurar la estabilidad de las ins-
tituciones. En vez de eso se ha dispuesto que la elección 
de Senadores se haga en determinada forma, y que se se-
ñalen requisitos para ser Senador, forma y requisitos de 
que no hablan las Bases; prueba evidente de que aqui es-
tamos autorizados a decir más y menos de lo que las Ba-
ses expresan, pero sin alterar el pensamiento que contie-
nen, antes bien desenvolviéndolo y coiífirmándolo. 
«¿Qué carácter, qué significación tiene el preámbulo 
de la Base 6.*? ¿Está redactado como artículo constitucio-
nal? Nó. ¿Qué es, pues,? Un motivo, un cojisiderando. Si 
las disposiciones constitucionales se fundamentasen, le 
incorporaríamos en esta forma; ' E l Consejo Nacional, 
CONSIDERANDO que casi todos los colombianos profesan 
la religión católica, DECRETA: Reconócese la expresada 
Religión católica como Religión de la República, ' etc. 
No puede redactarse el articulo constitucional en esta for-
ma porque los títulos y articulos de la ley fundamental no 
se motivan. Y si se motivasen, como cualquiera otra ley, 
deberíamos reproducir el motivo en la Base 6.* consigna-
do, pero no estaríamos obligados a colocarlo solo, puesto 
que no es ese el único en que se fundan las disposiciones 
que de las Bases deben trasladarse a la Constitución, y 
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cuando se trata de dar razones buenas adúcense las prin-
cipales o las más poderosas, sin que esto altere en mane-
ra alguna la esencia de la ley. El catolicismo es la Reli-
gión de Colombia, no sólo porque los colombianos la 
profesan, sino por ser una religión benemérita de la 
Patria y elemento histórico de la nacionalidad, y tam-
bién porque no puede ser sustituida por otra. La Re-
ligión católica fue la que trajo la civilización a nues-
tro suelo, educó a la raza criolla, y acompañó a nuestro 
pueblo como maestra y amiga en todos tiempos, en prós-
pera y adversa fortuna. Por otra parte la Religión cató-
lica es hoy la única que tiene fuerza expansiva en el mun-
do, signo visible de la verdad que encierra, demostrado 
por la experiencia y principalmente por la estadística re-
ligiosa de los Estados Unidos. Si Colombia dejase de ser 
católica, no sería para adoptar otra Religión, sino para 
caer en la incredulidad, para volver a la vida salvaje. La 
Religión católica fue la religión de nuestros padres, es la 
nuestra", y sera la única posible Religión de nuestros hijos. 
O ella o ninguna; y puesto que es dilema inevitable, nin-
gún hombre que experimente la necesidad del sentimiento 
religioso, vacilará en aceptar el primer término. 
«Debemos confirmar las Bases; contrariarlas en nin-
gún caso. El artículo primitivo del proyecto sería contra-
rio a las Bases si produjese efectos opuestos a los que en 
ellas se previeron. Abro las Constituciones de diversos 
países y encuentro en casi todas el reconocimiento formal 
de una religión, pero los efectos con que se hacen varían 
mucho. En unas partes se la considera como ley funda-
mental del Estado, en otras se sostiene el culto y clero, y 
el poder civil se reserva la prerrogativa de la alta inspec-
ción y vigilancia; y hay mayor o menor tolerancia res-
pecto de los disidentes. Los principales efectos que la Base 
religiosa va a producir en Colombia están detallados y se 
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han trasladado fielmente; se reconoce la independencia y 
libertad de la Iglesia; se acepta su doctrina como base de 
la enseñanza pública; se autoriza al Gobierno para tratar 
y afianzar con ella la debida amistad y concordia; y res-
pecto de otras creencias, se sanciona claramente el prin-
cipio de la tolerancia. Los que profesan otras creencias 
podran practicarlas libremente dentro del respeto debido 
a las leyes y a la moral cristiana. Este sistema merece la 
aprobación de todo no católico sensato, y sólo podrá pa-
recer malo a los enemigos rabiosos de la paz religiosa, 
del bienestar social y de la tranquilidad doméstica. Eso 
fue lo que dijeron las Bases, y eso se ha reproducido en 
el proyecto de Constitución. 
«Pero si el reconocimiento de la Religión católica, 
en cualquiera forma, impone virtualmente unas mismas 
obligaciones al Gobierno colombiano, por qué, — pregunta 
el H. señor Calderón —por qué se insiste en la fórmula del 
proyecto y no se acepta la frase copiada de las Bases? 
Señor Presidente, el Consejo Nacional Constituyente no 
tiene que ver nada con minorías, con mayorías ni con casi 
totalidades — término, por lo demás, impropísimo como lo 
ha hecho notar el H. señor Cuervo; — el Consejo Nacio-
nal no puede hacer mérito de opiniones particulares, ni 
menos de opiniones excepcionales por respetables que 
sean; él solo debe examinar los caracteres históricos, les 
atributos propios de una colectividad que se llama Na-
ción ; en nombre de la Nación, y nó de la casi totalidad 
de sus habitantes, dictan sus sentencias los Tribunales; 
en nombre de la Nación, de este Cuerpo político indivisi-
ble, expide leyes el Cuerpo que representa su soberanía. 
« Los efectos del artículo del proyecto son principal-
mente morales; los legales están especificados en otras 
disposiciones más precisas. Una declaración tímida o tor-
tuosa desdeciría de la gravedad del asunto y de la serie-
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dad de esta corporación. La confesión pública de Jesucristo 
debe llevar cierto sello de majestad. En esta materia las 
Constituciones hablan en la forma del artículo del pro-
yecto, o guardan silencio. Yo no veo término medio que 
consulte la dignidad y el decoro nacional. 
«Si procuramos ajustamos a las Bases, es porque 
ellas fueron aprobadas por los pueblos, es porque así que-
remos acomodarnos a la opinión gerteral. Y en esta mate-
ria, más que en ninguna otra, la opinión popular es de 
pública notoriedad. No debemos temer la desaprobación 
de nadie que profese alguna fe religiosa, cualquiera que 
sea, porque la tolerancia queda establecida con franqueza 
y claridad. Sería, por lo demás, absurdo que esa casi tota-
lidad de colombianos, que según las Bases y la modifica-
ción del H. señor Calderón, es de católicos, haya de que-
jarse de que la tratamos aquí con mayor consideración y 
respeto. Votemos el articulo del proyecto sin alteración 
alguna, seguros de merecer el aplauso de la Nación: 
E L H . SEÑOR R E Y E S : 
«He oído con toda la atención que merecen, los im-
portantes discursos de mis H H . colegas Cuervo, Calde-
ron, Ospina y Caro; y no hubiera tomado parte en esta 
cuestión tan luminosamente debatida, si no se hubiera 
hecho aqui alguna referencia personal; por otra parte, cum-
plo con un deber de conciencia al expresar mis ideas en 
este debate, profundamente arraigadas en mí por la expe-
riencia. 
« La Base 6.^  es apenas una declaración que hace el 
Consejo, por la cual reconoce que la Religión católica, 
apostólica, romana es la de la gran mayoría de los colom-
bianos ; pero de este reconocimiento a que se declare en 
la Constitución que hay en el país una religión oficial, la 
diferencia es bastante notable. El artículo tal como está 
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concebido no se presta a una inteligencia clara. Estoy de 
acuerdo con mis HH. colegas en que proclamemos sin 
embozo la religión que todos nosotros profesamos y que 
fue la de nuestros mayores; pero no soy partidario de que 
incurramos en el mismo error del círculo caído pecando 
por intolerancia. Precisamente en favor de la Base tal 
como está redactada dieron sus votos de aprobación las 
Municipalidades de ja República, y para apoyar ese mis-
mo principio los vecinos de Cali, y entre ellos mi herma-
no, firmaron la manifestación que ha hecho leer el señor 
Caro. En ese documento nada se "dice de la amplitud y 
desarrollo que se pretende dar a la Base aludida, la cual 
ciertamente no consulta por su redacción la forma y el 
lenguaje constitucionales; pero con una ligera modifica-
ción satisfaría estás exigencias. 
«Por lo demás, quiero la religión completamente 
libre, pues ella prospera por su propia esencia y nó por 
el amparo que puedan prestarle los gobiemos. Ejemplos 
hay, por el contrario, de la influencia perniciosa que pue-
da tener la intervención oficial en los asuntos religiosos 
en el desprestigio que ha traído a la-religión la práctica 
de este principio en el Ecuador y el Brasil, países en los 
cuales el Estado protege y paga la Religión católica, 
apostólica romana, y bien se sabe que, en su lugar, ha 
cundido allí el indiferentismo religioso.» 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR REYES 
E L H . SEÑOR C A R O : 
«No votaré la modificación. 
«El término oficial adolece de vaguedad, es ambi-
guo, y en este lugar inconveniente. ¿ Qué se quiere decir 
cuando se dice que la Religión católica no será oficial ? O 
I I 
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significa esta frase que la Religión católica no tendrá las 
debidas preeminencias, que no será norma fundamental 
del Estado en lo tocante a la enseñanza religiosa y demás 
efectos legales que las bases determinan, y en ese caso 
habría contradicción en los términos; o bien se da a en-
tender, aunque no se expresa, ni hay por qué entenderlo 
así, que la Iglesia católica no quedará sometida y esclavi-
zada al poder civil, y esto no hay para que insinuarlo aquí, 
cuando en el título iv se garantiza claramente la justa 
independencia espiritual de la Sociedad universal fundada 
por Jesucristo, Siendo por ese lado ocioso el aditamento 
que se propone, es por lo demás inconveniente, porque es 
una especie de remiendo que desvirtúa la solemnidad de 
la declaración.» 
E L H . SEÑOR C A L D E R Ó N : 
«Considero innecesario tratar en el fondo la conve-
niencia o inconveniencia del artículo como figura en el 
proyecto. Ya he dicho, y no necesito repetir, que aque-
llos caracteres fueron materia de discusión cuando, reunido 
el Consejo, hubo de darse a la Nación, para fines ulterio-
res, el programa de lo que haría la Corporación una vez 
investida de las facultades de constituyente, particular-
mente en ciertas materias de dudosa solución. Hoy nues-
tro deber y nuestro derecho alcanzan solamente a des-
arrollar en artículos constitucionales lo que las Bases di-
jeron en principio: ese deber tenemos que cumplirlo; y 
ese derecho está de antemano limitado en su ejercicio. 
Somos constituyentes, pero no en el más amplio senti-
do de la palabra: nuestro título nos viene de las Ba-
ses ratificadas por el voto popular; y nuestra legitimi-
dad de la manera como seamos fieles a nuestras pro-
mesas. 
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«El Consejo no puede hoy decir nada distinto de lo 
que dijo en noviembre, y carece de la facultad de inter-
pretar lo que no necesita interpretación. Por tanto, el voto 
que se nos ha dado es un mandato imperativo en todo 
aquello que las Bases fijaron claramente: y nuestro poder 
no es de constituyentes sino en una forma particular. Lo 
somos por la aprobación de las Bases; dejamos de serlo 
cuando adoptemos principios o formas contrarias a lo que 
ellas dijeron; y carecemos del poder ilimitado de reforma 
que a la generalidad de los Cuerpos constituyentes se 
confiere. 
«Bueno será hacer reminiscencia de lo que ocurrió 
después de instalado el Consejo. El país acababa de pasar 
por el horror de una contienda desastrosa, en cuyos inci-
dentes se vio combatir bajo unas mismas banderas, a ciu-
dadanos que tenían orígenes distintos, y a quienes, si ha-
bía separado la tradición política, unía el interés de salvar 
el país en los campamentos y de reorganizarlo luego bajo 
instituciones que asegurasen los beneficios de la paz, la 
libertad y la justicia. El caso era nuevo en la historia de 
nuestras alianzcis de partido; y por eso fué natural que 
aunque la unión y la armonía se mantuvieron en los ejér-
citos, se desconfiase de poder también conservarla en la 
hora más solemne de la reforma constitucional. Esa pa-
triótica desconfianza, reconocida precisamente para dese-
charla, presidió nuestras labores; y como miembro que 
fui de la Comisión encargada de estudiar el proyecto de 
Bases presentado por el H. Sr. Ospina Camacho, puedo 
saber lo que ocurrió en esa Comisión, de que hicieron par-
te también los H. H. Delegatarios Roldan, Campo Se-
rrano, Caro y Samper. Fué el propósito de la Comisión 
determinar de una vez y dejar orillados y resueltos aque-
llos puntos de política que han sido tradicional dificultad 
en la inteligencia de los partidos. Lo primero era la re-
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construcción de la unidad nacional por la limitación del 
poder de los Estados; y de ahi vino la Base i.*, que 
dice: 'La soberanía reside única y exclusivamente en la 
Nación.' La instrucción pública había sido materia de con • 
troversia, y recordábase que en gran parte fué esa uua de 
las causas de la guerra civil de 1876. La necesidad de re-
solver, ese problema trajo por consecuencia esta declara-
ción de las bases: ' La instrucción pública oficial será gra-
tuita, pero no obligatoria.' La organización del poder 
judicial, el sistema electoral, las facultades de las seccio-
nes y otros puntos necesitaban solución semejante, unos 
en términos generales, porque otra cosa exigía detalles, 
y otros en términos tan precisos que por su redacción mis-
ma pudieran luego insertarse literalmente como precepto 
constitucional. Así es que la base 8.^ está literal y exac-
tamente transcrita en el artículo 36 del proyecto. El artí-
culo 39 es copia de la Base 9.*, que definió, y quiso dejar 
definido, en obsequio de la armonía de las opiniones, el 
gravísimo asunto de la libertad de la prensa. El artículo 
2,°, en su parte sustancial, es asimismo copia de la 
Base I." En todo aquello que admitía síntesis, las Bases 
fueron suficientes, como era necesario que lo fuesen a fin 
de impedir que, andando el tiempo, se reprodujesen cues-
tiones difíciles. En lo que no admitía síntesis, o no era ma-
teria de dificultades, las Bases hablaron en general. Prue-
ba de eso es que se dijo entre las garantías individua-
les: «La pena de muerte sólo podrá imponerse en los ca-
sos de delitos militares y delitos comunes atroces ' ; y esto 
otro: 'La prensa será libre en tiempo de paz; pero es-
tará sujeta a responsabilidad cuando atente contra la 
honra de las personas, contra el orden social o contra la 
paz pública.' ¿Por qué no hablar de la propiedad, la li-
bertad de viajar, la libertad de industria y otros derechos 
individuales? ¿Por qué, si se había hablado de la vida 
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y de la prensa? No fué sino porque se creyó, con razón, 
que estos asuntos son, hasta cierto punto, neutrales en 
las tradiciones de los partidos. Pudo, pues, decirse en las 
Bases como se dijo: «Las demás libertades serán consigna-
das eji la Cotistitución con razotiables limitaciones.» Lo que 
equivalía a decir que esas otras de que allí se hablaba no 
podrian consignarse con más ni con menos limitación; es 
decir, que la Constitucióu tendría que preceptuar lo que 
las Bases ofrecieron. 
«Eso que se ha llamado cuestión religiosa impropia-
mente, y que no es tal porque no se refiere a creencias, 
sino a relaciones entre las dos potestades; eso, digo, debía 
quedar, y quedó resuelto: la Base 6." dijo claramente cuá-
les serían las preeminencias de una fe religiosa profesada 
en Colombia por la casi unanimidad de los habitantes. El 
proyecto mismo asi lo demuestra, porque los incisos de 
esa Base están insertos en el proyecto, aunque disemina-
dos, consultando la naturaleza de cada uno de los asuntos 
que sus incisos señalan. La Base 6." dice: ' La Nación re-, 
conoce que la Religión católica es la de la casi totalidad 
de los colombianos, principalmente para los siguientes efec-
tos ' y luego los enuncia. El H. Sr. Caro hace notar 
que suprimí el adverbio pi incipalmente en mi modificación; 
yo debo explicar aquí el motivo de la omisión. Es que ese 
adverbio señalaba en las Bases los efectos principales del 
reconocimiento de una religión preponderante y casi ex-
clusiva ; y como ellos y los secundarios habían de figurar 
luego en la Constitución, no había necesidad de usarlo, 
porque la misma precisión del lenguaje legal lo prohibía. 
En efecto, entre los lesultados de esa declaración de la 
Base 6.* se halla éste: 'Organizar y dirigir la instrucción 
pública en concordancia con el sentimiento religioso del 
p a í s ' ; y esto le encuentro, no en el articulo 35 que decla-
ra una religión nacional, sino en la primera parte del ar-
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tículo 38, copiada tan literalmente como lo hacía posible 
el formar principio de un artículo. Otro de los efectos se-
ñalados en la Base 6." fué el celebrar convenios con la Santa 
Sede para arreglar las ctcestiojies pendientes y defitiir las re-
laciones entre la potestad civil y la eclesiástica; y esto mis-
mo lo encuentro preceptuado con las propias palabras en 
el articulo 53 del proyecto. Se señaló entre tales efectos 
la personería jurídica de la Iglesia, y ella está estatuida 
en el artículo 50. En suma, los principales efectos a que dio 
orígen la declaración de la Base 6.* han sido incluidos en 
el proyecto, y los accesorios están también detallados. Las 
exenciones de .los ministros del culto y de los seminarios 
y casas cúrales, la libre jurisdicción de la Iglesia para ad-
ministrar sus asuntos interiores, detallados en los artícu-
los 50, 51 y 52 del proyecto, y no incluidos en la Base 6.*, 
están demostrando que si el adverbio principalmente pudo 
usarse, ahora no tiene cabida; y que ha tenido práctica 
aplicación en el desarrollo del proyecto. 
«Se trata, pues, de preeminencias de la Iglesia a 
causa de que la Religión católica es la que profesa la casi 
unanimidad de los colombianos; y esas preeminencias 
tienen su lugar en los respectivos títulos del proyecto. 
El enunciado de la Base 6.^  es totalmente distinto de lo 
que el articulo 35 dice; porque allí se reconoce la prepon-
derancia, no para proclamar una religión como elemento 
de todo aquello que se llama Nación, sino para reconocer-
le las preeminencias a que tiene derecho. ¿Qué objeto tie-
ne la consagración del articulo 35 y cuáles son sus alcan-
ces? No sé que él se proponga solamente reconocer a una 
comunión derechos determinados, porque esos derechos 
pueden definirse con precisión, y definidos están, en efec-
to, en el título que trata de las relaciones entre la Iglesia 
y el Estado. No sé que se trate de favorecer dentro de la 
doctrina de la Base 6,' esa misma comunión. El articulo 
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35 incorpora el culto y la fe entre los elementos del Go-
bierno, porque el término Nación no puede en ese caso sig-
nificar sino Gobierno, o no significa nada. 
« Si es esto lo que el articulo original implica, no es 
eso lo que tenemos derecho a decir en desarrollo de las 
Bases. Puede hacerse en los términos más solemnes la 
proclamación de que la República reconoce que es la Igle-
sia católica la que los colombianos, en su gran mayoría, 
profesan. Tendríamos derecho para eso; pero no podría-
mos, validos de esto, establecer la unión intima de dos 
potestades que tenderán a rivalizarse o a someterse recí-
procamente, con grave perjuicio de la potestad eclesiásti-
ca y de la misma Religión. Tal no fué el pensamiento 
de las Bases, que el mismo clero de la República acogió 
con entusiasmo y que dejaba resuelto uno de nuestros 
más arduos problemas. 
«I..a proclamación del artículo 35 tiene consecuencias 
muy extensas; pero siempre determinadas. En Chile, por 
ejemplo, una disposición igual prohibe el culto público de 
cualquiera otra Religión, y la fórmula del juramento ofi-
cial está precisamente calcada sobre dogmas católicos: esa 
fórmula fué modificada cuando fué elegido Presidente el 
señor Pinto, cuyas creencias no se avenían con ella. Si 
esas mismas consecuencias deseamos, determinémoslas, 
para no dejar a los Congresos futuros la facultad de en-
sanchar o restringir, según su arbitrio, los fueros de la 
Iglesia. Fijémonos sí en las Bases, que son nuestra norma. 
«No insisto demasiado en que sea la modificación 
que propuse la que adoptemos; porque aqui no debemos 
tener mayorías ni minorías, vencedores ni vencidos. Pu-
diera aprobarse esta modificación; pero yo no quedaría 
satisfecho, sabiendo que hay opiniones adversas muy res-
petables que serían ahogadas. Creo haber encontrado una 
forma que salva nuestra fidelidad con las Bases y consulta 
— i68 — 
la solemnidad de la proclamación que algunos Delegata-
rios desean y deseo yo también. Tan luego como se de-
cida sobre la modificación del H. señor Reyes, la presen-
taré, y adoptándola, habremos conseguido los mejores 
objetos del artículo 35 sin ninguno de los inconvenientes 
de su vaguedad. El día que tuviéramos un Gobierno he-
terodoxo, de la disposición del artículo 35 se haría una 
burla irritante; porque se quedaría escrito. 
«La Religión católica es, sin duda, un el ementohis-
tórico de nuestra Nación; y por lo mismo, al expedir la 
Constitución de la República debe considerársele como 
lo merece. Pero esto quiere decir que debemos evitar el 
someterla a la contradicción de los intereses políticos. Sé 
muy bien que aquí jamás es cuestión de conciencia lo que 
se ha discutido en ese sentido: sólo se ha disputado sobre 
la manera de conducir relaciones entre dos potestades. 
No ha habido sectas disidentes que le disputen las con-
ciencias ; sino cuestiones relativas a jurisdicción y domi-
nio. Definir una vez por todas esas cuestiones será ha-
cerle un gran bien al país; y yo estoy de acuerdo en todo 
lo que es prerrogativas de la fe religiosa en que se ha for-
mado nuestra sociedad y nuestra historia, pero no en lo 
que es una expresión sin otro sentido práctico que el que 
la misma Constitución determina y que establecerá el 
flujo y el reflujo ds las opiniones.» 
E L H . SEÑOR C A R O : 
«Los efectos de la adopción y reconocimiento pú-
blico de una religión no tienen más extensión ni otro 
limite que los que fije el Soberano. Si en Chile se adoptó 
una fórmula de juramento, aquí hemos propuesto otra, 
y no tenemos por qué cambiarla: cada pueblo se da las 
leyes que le convienen. La profesión particular del cato-
licismo seria condición de elegibilidad si así lo dispusié-
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semos aquí, como se dispuso en otra época en el Ecuador; 
pero esa disposición no rige hoy en ninguna parte, ni va 
a regir aquí. La identidad de las creencias del funciona-
rio y las de la Nación puede establecerse de dos modos: 
o el funcionario para serlo ha de creer lo que la Nación 
cree, o la Nación ha de someterse a los caprichos del go-
bernante. Aquí ha querido practicarse la identificación en 
esta segunda odiosa e injustísima forma: por cuanto cier-
tos hombres públicos eran ateos, habia de negarse la ins-
trucción religiosa al pueblo. Este sistema también se ha 
practicado recientemente en Francia y ha merecido repro-
bación universal. Nosotros no proponemos la identifica-
ción en ninguna forma: queremos que se concilie el de-
recho individual del funcionario con el derecho social. 
El gobernante puede opinar como guste, como particu-
lar, pero está obligado, como tal gobernante, a respetar 
y hacer que sea respetado el sentimiento público. En 
Bélgica se ha visto a un rey protestante presidir a un go-
biemo católico, cuando de la opinión pública ha surgido 
ese gobierno. El sistema de la identificación de creencias 
es una violencia; el respeto que el gobernante debe a 
la religión de los pueblos cuyos intereses rige, es mera-
mente un acto de justicia. En Colombia podrá haber go-
bernantes heterodoxos; esto lo permite la Constitución; 
pero constitucionalmente no podrá haber, como supone el 
H. señor Calderón, Gobiernos heteredoxos; un Gobierno 
heterodoxo, un Gobierno perseguidor como los de triste 
recordación que han pasado, sería, de hoy más, un Go-
bierno que falta a sus deberes y viola sus juramentos.» 
E L H . SEÑOR PAIJL: 
«No veo, señor Presidente, que haya contradicción 
entre las Bases y el artículo del proyecto de Constitución 
que se discute. Este articulo no significa que se dé preemi-
— lyo — 
nencia a la Iglesia sobre el poder público: él es sim-
plemente el reconocimiento de un hecho palmario, cual es 
el de que todos los colombianos somos católicos. Ya que 
lo somos debemos tener el valor de dar de ello testimonio 
público como lo damos en los actos de la vida privada. 
Reconozcamos a Dios en la Constitución como lo reco-
nocemos en el hogar y acometamos franca y abierta-
mente la reforma, pues si seguimos rindiendo culto servil 
a las destronadas ideas de federación y radicalismo, no 
haremos otra cosa que echar vino nuevo en odres viejos. 
Empapémonos bien en el espíritu de la reforma que se 
elabora, y á que nosotros estamos llamados a dar expre-
sión concreta. 
«El argumento que se ha hecho de que debemos 
ceñirnos estrictamente a las Bases aprobadas ya por las 
Municipalidades, no da por consecuencia precisa el que 
nos esté vedado dar a esas Bases su debido desarrollo. 
Estamos en el caso de un propietario que, después de tra-
zado el plano de un edificio, llama a un contratista para 
que se encargue de ejecutar la obra. Nosotros somos con-
tratistas del pueblo: debemos ceñirnos al plano que se 
nos ha dado en las Bases; mas esto no quiere decir que 
no podamos dar la perfección que convenga al edificio. 
« Soy, pues, de concepto que debemos aprobar el ar-
tículo primitivo. 
E L H . SEÑOR CALDERÓN : 
« No he podido hacerme cargo de la argumentación, 
sin duda razonada, del H. señor Paúl, y por eso me abs-
tengo de decir nada sobre el fondo del asunto, que ha sido 
ya extensa y luminosamente debatido. 
«Me limito solamente a observar que en el Consejo 
no se discuten cuestiones de dogma religioso; y por lo 
mismo no hay por qué hacer declaración de fe católica. 
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que es la de los Delegatarios todos. Se discuten cues-
tiones políticas, y como el culto y la fe son intereses de 
la sociedad, es natural que se consid'eren; pero no para 
discutirlos en su esencia, sino para determinar, como he-
chos sociales que son, cuáles deben ser las garantías que 
se les otorguen. La indicación del II . señor Paúl sobre 
cuestiones de conciencia no tiene, pues, cabida en este 
debate, aunque sí pudiera ser oportuna en una corpora-
ción de carácter filosófico o religioso. 
«Creo que todos tenemos aquí el valor de nuestras 
opiniones; y en cuanto a mí, desde que tengo interven-
ción en la política he sido tan neto, que jamás puede ha-
berse dudado de mi opinión. En puesto público o en la 
prensa, siempre he dicho qué soy; y tengo la satisfacción 
de que la regeneración me encontró desde el principio en 
sus filas y en ellas me tiene hoy, sin vacilar un momento. 
No se referirá a mí, en consecuencia, ninguno de loS con-
ceptos ni el llamamiento del señor Delegatario; ni yo 
creo que se me dirige. 
« El hecho de ser católicos no significa, empero, sino 
un modo de ser de la conciencia. Si aquí celebrásemos 
ceremonias religiosas, tendría mucha importancia; pero 
como en nuestro carácter exclusivamente de Delegatarios 
y para votar una Constitución que respete esa misma re-
ligión no necesitamos sino ser sensatos, lo que más nos 
interesa es calcular de qué manera se hace más eficaz la 
garantía de la ley. Si católicos fuésemos constituyentes 
en una nación judía, consultar nuestra conciencia seria 
honrado, pero no sería de hombres de Estado. La creen-
cia en suma, y el voto son cosas separadas, sin que el 
serlo signifique contradicción. Si la religión es un hecho 
palmario, nosotros no definimos sus dogmas ni sus mis-
terios : la aceptamos como hecho palmario y establecemos 
sus preeminencias y sus relaciones con el poder civil. Eso 
es todo.» 
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Texto 
Art. 36. Nadie será molestado por razón de sus opi-
niones religiosas o del ejercicio del culto que profese, 
salvo el respeto debido a la moral cristiana y a las leyes; 
ni compelido por las autoridades a profesar creencias ni 
a observar prácticas contrarias a su conciencia. 
«Art. 37. Los actos que se ejecuten con ocasión o 
pretexto del ejercicio de un culto quedan sometidos al de-
recho común.» 
Aprobado sin discusión. 
Artículo 38. 
«La instrucción pública será organizada y dirigida 
en concordancia con la religión de la República. 
« La instrucción primaria costeada con fondos públi-
cos, será gratuita y no obligatoria.» 
MODIFICACIÓN ADITIVA D E I Í H . SEÑOR MOLANO 
AL ARTÍCULO 38 
« siempre que esto no dé motivo para que se 
clausuren las escuelas, pues en este caso se hará efectiva 
la concurrencia da los alumnos.» 
Fué aprobada y adoptada. (Posteriormente reconsi-
derada y negada). 
Deba te 
SOBRE LA ANTERIOR JIODIFICACIÓN 
E L H . SEÑOR MOLANO: 
« Al aprobar el artículo tal como está en el proyecto, 
se da el golpe de gracia a la instrucción pública. En los 
centros poblados, el roce social y las relaciones de toda 
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especie son un estímulo para que todas las clases propen-
dan por la educación y la instrucción pública; en este caso 
la tarea es fácil. Pero en las pequeñas poblaciones, en las 
que no hay aliciente ninguno en el campo intelectual, es 
necesario que la ley ejercite su autoridad para sacar de 
la barbarie a clases sociales que con el cultivo del espíri-
tu dejarán de dar rienda suelta a'sus pasiones; allí hay ne-
cesidad de compeler con los recursos de la ley a los pa-
dres para que manden a sus hijos a la escuela: este es el 
mejor correctivo social y el medio más efectivo para 
que nuestros labriegos ignorantes no llenen los presidios. 
«Además, estando hoy la instrucción arnparada por 
el cristianismo, lo más natural es que la corriente regene-
radora arranque de nuestra sociedad las malas raíces, y 
que todos los elementos, conducidos por la moral y la edu-
cación cristianas, lleven la salud y la vida al porvenir de 
la República.» 
Texto . 
«Articulo 39. La prensa es libre en tiempo de paz ; 
pero responsable con arreglo a las leyes, cuando atente a 
la honra de las personas, al orden social o a la tranquili-
dad pública.» 
MODIFICACIÓN ADITIVA DEL SEÑOR CARO 
« Ninguna empresa editorial de periódicos podrá, sin 
permiso del Gobierno, recibir subvenciones de otros Go-
biernos ni de compañías extranjeras.» 
Aprobada, previa una breve explicación que hizo su 
autor sobre la conveniencia de la disposición propuesta. 
Los Relatores,' 
fulio Añez—Aiireliano González Toledo. 
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(Sesión del dia 20 de mayo de 1886)' 
Texto . 
Art. 33 bis. (Nuevo, Propuesto por el H, señot Casas 
Rojas). 
«La ley fijará los casos y la forma en que puedan 
los colombianos disponer libremente de sus bienes, ce-
diéndolos por medio de donación o trasmitiéndolos por 
medio de testamento. Declárase la inviolabilidad de los 
derechos que emanen de donaciones o testamentos he-
chos según la ley.» 
Negado. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR OSPINA CAMACHO 
«Las donaciones, legados y herencias que legalmente 
se hagan o dejen en lo sucesivo en favor de establecimien-
tos de instrucción pública o beneficencia, son irrevocables, 
y además inviolables así por los ciudadanos como por 
los poderes públicos.» 
Negada. (Reproducida posteriormente en otra forma 
y aprobada). 
Deba te 
SOBRE EL ARTÍCULO ORIGINAL 
E L H . SEÑOR CAS.AS ROJAS : 
«Señor Presidente: 
«Respetuosamente propongo al Consejo el artículo 
que se ha leído, porque creo que él corresponde a una ne-
cesidad. 
« Es preciso que la Constitución declare que los elu-
da ianos pueden tener seguridad de que si ellos quisieren 
destinar sus bienes o una parte de ellos para fomentar la 
instrucción o la Ijeneficencia, su voluntad será en todo 
caso respetada y cumplida. 
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«Esta necesidad es tanto mayor, cuanto fácilmente 
se comprueba, con ejemplos innegables, que en lo ante-
rior la voluntad de los testadores o donadores que han 
querido ceder parte de su fortuna en beneficio de estable-
cimientos de instrucción y beneficencia, ha sido frecuen-
temente conculcada por las Legislaturas. Hay por tanto 
que restablecer la confianza perdida en el respeto que me-
recen dichos establecimientos. De otro modo no se puede 
esperar que en lo sucesivo haya personas que se resuel-
van a favorecer con su apoyo y bienes establecimientos 
de esta clase. 
«Señor Presidente: al presentar el mencionado ar-
tículo, yo no abrigo confianza alguna de que él sea la 
fórmula conveniente del principio que en él me propongo 
establecer en la Constitución. Así, pues, sólo lo exhibo 
como una muestra de mi pensamiento, y espero que si el 
Consejo hallare que la idea merece ser acogida, modifique 
y perfeccione la forma en que allí se halla concebida.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Tengo la pena de estar en desacuerdo con el H. 
señor Casas Rojas sobre la necesidad que haya de intro-
ducir en la Constitución el artículo que él propone: 
«Desde luego haré notar que, si la Constitución ga-
rantiza el derecho de propiedad, con esto mismo queda 
garantizado el derecho de hacer donaciones intervivos y 
testamentarias, con las restricciones y formalidades que 
establezcan las leyes civiles sobre la materia, - leyes que, 
a su vez, son garantías para las familias, los acreedores, 
etc. No fiay, por tanto, necesidad de incluir en la Consti-
tución un artículo tan secundario como éste. Con igual 
razón se podrian adoptar otros artículos para garantir el 
derecho de propiedad en sus demás manifestaciones: ver-
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bigracia, en cuanto a contratos de compraventa, permuta, 
mutuo, etc. 
« Otras objeciones me ocurren contra el articulo pro-
puesto. 
«En primer lugar, observo que es inaceptable el 
adverbio libremente, que allí se emplea; porque, si la trans-
misión de propiedad a que se alude, se hace con sujeción 
a las condiciones, restricciones y reglas legales, que exis-
ten y han existido sobre la materia, no será hecha libre-
mente, no será con sujeción a las restricciones y reglas 
legales que siempce son severas respecto de las donacio-
nes, en guarda de los derechos de tercero. 
«En segundo lugar, aunque reconozco la justicia del 
príncipio contenido en el artículo propuesto, — es decir, 
la justicia general, sin violación de las leyes, — éste no 
es asunto de Derecho constitucional, o Derecho Público 
del Pueblo colombiano, sino de mera legislación civil. 
Una cuestión de donaciones intervivos y testamentarias, 
no es de constitución de Poderes públicos, ni derechos 
políticos ni individuales, sino de relaciones puramente 
civiles. Estaría bien el artículo que se discute en un Có-
digo Civil; pero no está en su lugar en la Constitución, 
que es un Código politico o ley fundamental. 
«Además, considero que, tal como se halla conce-
bido el artículo propuesto por el H. señor Casas Rojas, 
tiene otro gravísimo defecto: produce efecto retroactivo. 
La primera parte se refiere a lo futuro, y solamente tiene 
los defectos que he indicado; pero la segunda parte dice : 
'Declárase la inviolabilidad de los derechos que ema-
nen de donaciones o testamentos hechos según la ley.' 
« Este participio hechos abarca todo lo pasado; y asi, 
caemos en un dilema: o los actos aludidos se han eje-
cutado ' según la ley,' y no hay para qué legislar sobre 
esto en la Constitución, pues es asunto de los Tribunales 
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el hacer respetar y cumplir lo hecho conforme a las 
leyes: o hay algún defecto en tales actos, y entonces 
vamos a decidir, con un artículo constitucional, pleitos o 
cuestiones que puedan existir u ocurrir por causa de 
hechos anteríores. De este modo, el artículo constitucio-
nal tendría efecto retroactivo, y sería de todo punto 
inaceptable. 
«Así, todo el artículo propuesto me parece malo; 
pero su segunda parte es pésima. Sí la primera parte con-
tendría una injusticia, por limitarse únicamente a dona-
ciones, y por lo menos sería innecesaria e impropia de la 
Constitución, la segunda sería muy gravemente vitupe-
rable, por su efecto retroactivo, no obstante la buena in-
tención que lo ha~dictado.» 
E L H . SEÑOR CARO: 
«Votaré con mucho gusto el pensamiento contenido 
en el articulo que acaba de proponer el Honorable señor 
Casas Rojas. Las tachas que encuentra a esta disposición 
el H. señor Samper, se reducen, si mal no lo he oído, a 
las de inconveniencia e inoportunidad por parecerle ex-
traña a la materia de que se trata en el título lll, y por-
que tiene efecto retroactivo. 
«El artículo es pertinente a la materia del titulo, 
puesto que protege un derecho civil y envuelve una ga-
rantía social. La propiedad ha sido garantizada en térmi-
nos generales en los artículos 31 y 32 ; pero esto no obsta 
para que se garantice luego en términos especiales; por-
que la propiedad está sujeta a la regulación y limitaciones 
del derecho civil, y si hay casos en que la propiedad, en 
nuestra tierra, no ha sido reconocida, como sucede con la 
intelectual o literaria, o que las emanaciones de. aquel 
derecho han sido frecuentemente violadas, como sucede 
12 
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con las donaciones y legados benéficos, no hay inconve-
niente ninguno en que la Constitución, por medio de fór-
mulas concretas, como son las adoptadas en este título, y 
como lo es la que presenta el H. señor Casas Rojas, impi-
da la continuación del olvido, o la repetición del abuso. 
Revisando ahora casualmente las leyes de 1853 he trope-
zado con una que anula ciertas disposiciones testamenta-
rias, ley expedida a raíz de la Constitución de aquel año, 
que garantizó la propiedad en términos generales y no en 
especial el derecho de traslación de dominio. 
«La observación de que una disposición legal tiene o 
puede tener efecto retroactivo, no es razón para condenar-
la a priori ; puesto que hay materias en que la ley puede 
y debe y otras en que no debe volver sobre lo pasado. Sa-
vigny dedica, en su valiosa obra de Derecho romano, cosa 
de doscientas o trescientas páginas a tratar de esta cues-
tión, y presenta alli una fórmula que comprende y delimi-
ta a su juicio, la especie de derechos adquiridos que siem-
pre han de ser respetados por la ley. Pero otros juriscon-
sultos renuncian a la esperanza de deslindar en firme esta 
materia, y todos convienen en que la regla que prohibe la 
retroactividad de las leyes tiene numerosas excepciones. 
Básteme observar que nadie niega al constituyente el 
derecho de volver sobre lo pasado en algunos puntos. 
Acabamos de aprobar un título sobre nacionales y extran-
jeros, y todos los publicistas reconocen que las reglas 
constitucionales sobre ciudadanía así como las disposi-
ciones civiles sobre mayor edad, modifican el derecho y 
producen efecto retroactivo. • * 
Pero debe observarse, sobre todo, que el artículo pro-
puesto no puede tener efectivo retroactivo para lastimar 
derechos legítimamente adquiridos, con carácter de indi-
viduales e independientes, que siempre deben ser respe-
tados, sino para reivindicar o confirmar los que fueron le-
— 179 — 
galmente constituidos. El decreto del General Mosquera 
sobre desamortización exceptuó expresamente las funda-
ciones hechas en favor de establecimientos de beneficencia 
e instrucción pública, y a éstos únicamente se refiere el 
artículo del H. señor Casas Rojas; por manera que con-
sulta, digámoslo así, el antiguo derecho y el nuevo; fuera 
de que, como ha observado su autor, puede obrar benéfi-
cos efectos morales, sirviendo como de estímulo constitu-
cional para que algunos particulares destinen fondos a 
objetos de educación y caridad. 
Deba te 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL SEÑOR OSPINA 
E l H. señor Ospina. Hace breves indicaciones sobre 
los motivos por que ha propuesto la modificación. 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Vuelvo a hacer uso de la palabra, porque se ha 
dado otro giro al debate con la modificación propuesta 
por el H. señor Ospina Camacho, y con alusiones espe-
ciales que, en su defensa, se han hecho con relación al Co-
legio de Nuestra Señora del Rosario, de Bogotá, y al Co-
legio de Chiquinquirá. 
«Ahora propone el H. señor Ospina que ' las dona-
ciones, legados y herencias que legalmente se hayan he-
cho o dejado, y se hagan o dejen en lo sucesivo, en favor 
de establecimientos de instrucción pública o beneficencia, 
son irrevocables, y además, inviolables, así para los ciu-
dadanos como para los Poderes públicos,' 
«De aquí surge un semillero de objeciones. 
«Desde luego, se quiere resolver con un artículo 
constitucional un asunto que es del resorte del Derecho 
civil y de los Tribunales. Si se han hecho donaciones a 
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favor de determinaclps Colegios, u otros establecimientos, 
como los de Nuestra Señora del Rosario y de Chiquinqui-
rá, y tales actos han sido ajustados a las leyes, es obvio 
que deben ser respetados e inviolables, sin que haya ne-
cesidad de decirlo en la Constitución. Y si no se respeta 
lo que está hecho conforme a las leyes, toca a los Tribu-
nales hacerlo respetar. 
« Pero si lo que se quiere es dar al artículo propuesto 
un alcance mayor que el de toda disposición general, 
entonces vamos a decidir pleitos, o ya entablados, o por 
entablar, con un articulo constitucional; y esto es inacep-
table en absoluto. No solamente daríamos al artículo un 
efecto retroactivo, sino personal: tendría nombre propio. 
Insisto en rechazar lo que tiene efecto retroactivo, no obs-
tante la teoría que sobre este punto ha expuesto el H. 
señor Caro; teoría que no puedo aceptar er. mucha parte, 
y que no necesito discutir ahora. 
«Pero hay otro aspecto de la cuestión, y es el de 
la injusticia que entraña el artículo. Si lo que se quiere 
es dar una garantía adicional al derecho de propiedad, — 
conforme al cual cada uno dispone de lo suyo, pero con 
sujeción a las leyes, — por qué se quiere limitar la garan-
tía únicamente a las doncuiones, legados y herencias, dejando 
sin la misma garantía todos los demás actos civiles por 
medio de los cuales se haya dispuesto o se disponga 
en lo futuro de la propiedad privada? ¿No es igualmente 
sagrado el derecho cuando se dispone de las cosas por 
venta, por permuta, por mutuo o por otro medio legal ? 
«Y añadiré: si se quiere que sean inviolables los 
legados y donaciones, ¿por qué solamente han de serlo 
los que se han hecho o se hagan en favor de estableci-
mientos de instrucción pública o beneficencia? ¿No son 
igualmente respetables los legados y donaciones que se 
hayan hecho o dejado en favor de particulares, o de ins-
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titutos religiosos, o de caminos, puentes, fábricas, cemen-
terios, industrias o cualesquiera otros objetos ? La injus-
ticia, la desigualdad es flagrante. 
«Si lo que se quiere es dar al derecho de propie-
drd una garantía adicional a las generales que le da la 
Constitución, désele para lo futuro, y no respecto de lo 
pasado; y désele para todos los casos en que los indivi-
duos disponen legalmente de lo suyo, y nó únicamente 
para favorecer determinadas aplicaciones de la propie-
dad. Cualquier otro procedimiento es vituperable, por 
muy justos que sean los propósitos relativos a los dos 
Colegios, que han sido nombrados en este debate.» 
E L H . SEÑOR CASAS ROÍAS: 
«Las objeciones expresadas por el H. señor doctor 
Samper contra el artículo por mí propuesto al Consejo, no 
me convencen en contra de él. Voy a replicar sencilla-
mente a ellas. 
« Dice el H. señor doctor Samper que el pensamiento 
que envuelve dicho artículo no pertenece a la Constitu-
ción sino al Código civil, por ser un derecho civil emana-
do del de propiedad, el derecho allí declarado. Yo contesto 
que si en esto tuviera razón el II . señor doctor Samper, 
deberían borrarse o suprimirse de la Constitución todos 
los articulos que forman el título en cuya consideración 
estamos, pues todos ellos hacen relación a derechos civi-
les. Asi, por ejemplo, el derecho de propiedad está con-
signado eu la Constitución, y está también tratado y sos-
tenido en el Código civil. Las garantías individuales se 
enumeran generalmente en las Constituciones, sin perjui-
cio de que se desarrollen luego en los Códigos respecti-
vos. La Constitución dicta los principios generales, y la 
ley viene luego a especificarlos y circunstanciarlos. Con 
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relación al derecho a que se refiere mi artículo, hay que 
tener presente que habiendo sido frecuentemente concul-
cado por los legisladores, la necesidad de declararlo es 
hoy mayor para evitar que ocurran nuevas trasgresiones 
en contra de él, y para que, restablecida la confianza per-
dida en la seguridad de aquel derecho, puedan las perso-
nas de recursos y capital favorecer con legados los es-
tablecimientos de instrucción y beneficencia, sin que los 
contenga el temor de que su voluntad sea burlada como 
ha sucedido hasta ahora en más de una ocasión, 
«Cuanto al adverbio libremente que el H. doctor Sam-
per ha tachado como impropio, debo observar, que testan 
libremente, según nuestras leyes, los individuos que no 
están obligados por la ley a testar en favor de deter-
minadas personas, es decir, los individuos que no tienen 
legitimarios, o los que, aunque los tengan, sólo disponen 
a su arbitrio de una parte de sus bienes que la ley les per-
mite. Así pues no es impropio dicho adverbio. Y a este 
propósito agregaré que como muy bien lo saben los H H . 
miembros del Consejo, hay juristas que defienden la liber-
tad de testar, por ejemplo, el finado señor don Candido 
Nocedal. 
«En cuanto á la modificación introducida por el H. 
señor doctor Ospina debo simplemente manifestar que me 
ocasiona duda la voz irrevocable de que allí se hace uso. 
«Respecto de la retroactividad que halla el H. se-
ñor Samper en el artículo, yo declaro, de acuerdo con la 
doctrina acertadamente expuesta por ei H. señor Caro, 
que el principio de la no retroactividad de las leyes no es 
absoluto, sino, muy al contrario, un principio que tiene 
excepciones, y entre ellas, la de las leyes que tienen 
por objeto reparar daños causados, pues ellas son por 
su naturalela retroactivas.» 
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Texto . 
Art. 33. (Reconsiderado). 
Art. 33. Será protegida la propiedad literaria y ar-
tística, como propiedad trasferible, por el tiempo de la 
vida del autor y cincuenta años más, mediante las forma-
lidades que prescriba la ley. 
«Ofrécese la misma garantía a los propietarios de 
obras publicadas en paises de lengua española, siempre 
que la Nación respectiva consigne en su legislación el 
principio de reciprocidad, y sin que haya necesidad de 
celebrar al efecto convenios internacionales. » 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
«Ochenta años» en vez de «cincuenta años.» 
Aprobado. 
Deba te . 
E l H. señor Caro. Manifestó que habiendo sido adop-
tado por'la ley española el término de ochenta años, con 
efectos internacionales, en caso de reciprocidad, creía que 
pbr parte del Consejo Nacional debía ampliarse el tér-
mino de cincuenta años anteriormente aprobado. Que en 
su concepto debia propenderse a la uniformidad de le-
gislación internacional en esta materia entre los pueblos 
de lengua castellana, siguiendo la norma felizmente dada 
por España; y que a este pensamiento de conveniencia 
recíproca, respondía la modificación propuesta. » 
Texto . 
«Art. 38. La educación pública será organizada y 
dirigida en concordancia con la religión de la Repú-
blica. 
— i84 — 
« La instrucción primaria costeada con fondos pú-
blicos, será gratuita y no obligatoria.» 
Reconsiderado. 
MODIFICACIÓN ADITIVA DEL H. SEÑOR PAÚL 
«Las autoridades dictarán las providencias necesa-
rias, que no sean compulsivas, para que sean frecuen-
tadas las escuelas.» 
Negada. 
Deba te . 
El H. señor Caro. Manifiesta que el artículo como 
quedó aprobado no puede alterarse porque es tomado 
literalmente de las Bases. Pero que algunos han enten-
dido que, sin una adición, tal como está redactado pa-
rece desautorizar la instrucción pública primaria, según 
observó en otra sesión el H. señor Molano. Que la adi-
ción del H. señor Paúl no es opuesta a las Bases pues-
to que excluye los medios compulsivos, que son los que 
las Bases, interpretando la opinión pública, han condena-
do. Que hay otros medios indirectos que no son com-
pulsivos, y son estímulos eficaces que pueden servir para 
propagar y extender la instrucción popular, no la impía 
y pedantesca, sino la cristiana y útil, acomodada a las ne-
cesidades de las clases pobres. Que él no tiene empeño 
en sostener esta modificación, pues, aunque no se apme-
be, el Gobierno tiene amplias facultades para fomentar 
la educación, y no hay duda de que hará de ellas el me-
jor uso.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Me veo obligado a oponerme tanto a la modifica-
ción del H. señor Molano como a la del H. señor Paúl. 
La primera me parece que encierra una contradicción. 
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porque muy mal puede ser la instrucción no obligatoria, 
cuando a renglón seguido se dice que esto se estatuye 
en tanto que no se reúnan determinadas circunstancias; 
deja de contener, pues, el artículo un principio absolu-
to, y queda abierta la puerta a la enseñanza obligatoria. 
«En cuanto a la modificación del H. señor Paúl, ob-
servo que es de todo punto inoficiosa, y así se desprende 
claramente del contexto de ella. 
Ahora bien: ¿no tenemos a la vista la 5." Base de 
las acordadas por esta misma Corporación ? Ella nos dice: 
• La Instrucción pública oficial, será reglamentada por el 
Gobierno nacional, y gratuita, pero nó obligatoria! Esta Base 
ha tenido ya la aceptación del pueblo colombiano, y nos-
otros no podemos violarla de ninguna manera so pena 
de faltar a nuestros deberes y de viciar la Constitución. 
«No creo que nuestro pueblo sea tan imbécil que 
lejos de procurar el ensanche de la instrucción, le tenga 
miedo, y se cierren las escuelas por falta de alumnos; 
si así fuere, Colombia entonces mereceria miserable suer-
te ! Pero me anima la infundada esperanza, casi la se-
guridad, de que hoy, que no tienen que temer los padres 
en materia de enseñanzas, pues hemos restituido la re-
ligión a las escuelas oficiales, y sustituido el cristianis-
mo al materialismo; hoy, digo, los planteles de instruc-
ción no se cerrarán, ni en los pueblos más infelices, por 
falta de alumnos. 
«Estoy, pues, por el artículo original, que es el des-
arrollo lógico de la 5.* Base de la Constitución, y me 
opongo a todo lo que pueda cercenar las garantías en 
él contenidas. Ninguna necesidad hay de decir en la 
Constitución que las autoridades deben tomar medidas en 
favor del buen servicio de las escuelas públicas. Ese es 
su deber legal. Y si esas medidas no han de ser cotnpul-
sivas ( loque sería ilícito) la modificación del H. señor 
Paúl no tiene objeto.» 
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Texto . 
« Art. 40. La correspondencia confiada a los correos 
y telégrafos, es inviolable. Las cartas y papeles priva-
dos no podrán ser interceptados ni registrados sino por 
la autoridad y mediante orden de Juez competente, con 
el único objeto de buscar pruebas judiciales. 
«Rigen en lo tocante a correspondericia epistolar 
las reglas generales de la Unión Postal. 
«Podrá gravarse, pero nunca prohibirse, en tiempo 
de paz, la circulación de impresos por los correos.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
Consiste en suprimir el segundo párrafo. 
Aprobada. 
Texto . 
«Art. 41. Toda persona podrá abrazar cualquier ofi-
cio u ocupación honesta sin necesidad de pertenecer a 
gremio de maestros o doctores. 
«Las autoridades inspeccionarán el ejercicio de las 
industrias y profesiones relacionadas con la moralidad, 
la seguridad, o la salubridad públicas.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
Consiste en añadir al primer párrafo : 
«Salvo lo que disponga la ley sobre los títulos pro-
fesionales de idoneidad que deben obtener los que ejer-
zan profesiones relacionadas con la salud de los parti-
culares. » 
Aprobada. 
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D e b a t e 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
Este H. Delegatario manifestó que en su opinión 
el artículo del proyecto era muy general, y equivalía, por 
tanto, a la absoluta libertad de industria, con la diferen-
cia de que no se ha hablado de profesiones. 
«En materia de abogacía, agregó, creo que la socie-
dad no recibe un grave perjuicio con que la ejerzan los 
que no han obtenido diploma: el hombre que tenga una 
inteligencia medianamente despejada y se tome el cuidado 
de estudiar nuestros Códigos, se halla en aptitud de liti-
gar ante los Juzgados y Tribunales; y el daño que 
pudieran hacer los ' tinterillos' o rábulas, tiene su correc-
tivo en la publicidad. Además, sobrado pueden los liti-
gantes, ejercer su criterio para escoger los abogados que 
les convengan. Pero ¿ qué remedio puede aplicarse para 
el charlatán que, diciéndose médico, cause la muerte de 
una o más personas, o para el ignorante que expenda en 
una botica arsénico por bismuto? Y estos casos son, por 
desgracia, frecuentes entre nosotros, porque no se han 
hecho cargo ni las autoridades ni los particulares del mal 
gravísimo que se hace a la sociedad consintiendo abu-
sos de esta naturaleza. Hago la debida justicia al actual 
encargado de la Alcaldía, quien ha dictado enérgicas pro-
videncias en este sentido. 
«Juzgo que es de imperiosa necesidad dejar la puerta 
abierta al legislador para que exija ciertas condiciones 
de idoneidad respecto de los que ejerzan la medicina, la 
cirugía, la farmacia y otras profesiones estrechamente re-
lacionadas con la salud y vida de los individuos; y asi-
mismo, para que adopte medidas de precaución respecto 
de las industrias que afectan a la seguridad o a la salu-
bridad pública.» 
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El H. señor Santamaría. Hace breves observaciones, 
fijándose especialmente en la coexistencia de opuestos sis-
temas médicos. 
E L H . SEÑOR CALDERÓN: 
« Tengo la pena de no estar de acuerdo con la mo-
dificación del H . señor Samper en las limitaciones que 
pone al ejercicio de algunas profesiones; y creo que el ar-
tículo original satisface todas las exigencias. 
«No podemos ni debemos imponer al ejercicio de 
. la industria otras restricciones que las que aconsejan la 
moralidad, la seguridad o la salubridad. Y la razón es 
clara: la industria es más que un hecho inocente, un he-
cho benéfico. La medicina, como arte, por ejemplo, tiene 
el más sagrado objeto: el que la ejerce no es un crími-
nal, y aunque no tenga diploma es hombre útil; pero el 
que tiene diploma nó por el hecho de tenerlo está auto-
rizado para dar veneno en forma de recetas. Si asi lo hace, 
la ley lo castiga ¿pero qué castiga? No es el ejercicio 
natural del arte, ni la aplicación de sus conocimientos: es 
el abuso que comete dentro de la facultad que le da 
la ley. 
«La Constitución no debe, por tanto, impedir sino 
que la libre industria se constituya en amenaza para la 
seguridad o la salubridad; y esto, no con precauciones 
que pueden quedarse escritas y dar carta blanca para co-
meter delitos. 
« El H. señor Santamaría ha dicho, y lo ha dicho 
bien, que si de examinar títulos o diplomas se trata, la 
ley tendría que decidir entre sistemas científicos. Yo agre-
garé que el legislador así decidiría lo que la ciencia no 
ha podido decidir; y los Congresos necesitarían conver-
tirse en Academias para fallar con infalibilidad. Hoy 
mismo, los dos sistemas que se disputan el arte de cu-
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rar sostienen una lucha que en unas partes ha dado el 
triunfo al uno, y en otras ai otro: Alemania y los Es-
tapos Unidos son los países en que la homeopatía tiene 
más auge, y en tal grado, que acaso prepondera. ¿Po-
dría nuestro Congreso desechar a los unos con exclu-
sivo provecho de los otros? 
«La Constitución no puede consagrar sino lo que 
en la práctica quepa; y el artículo que propone el H. 
señor Samper es tan reglamentario que la práctica no lo 
admite. No son títulos de farmaceuta, por ejemplo, los 
que le sociedad pide a los que despachan en las boticas. 
Supuesta siempre, como debe suponerse, la buena fe, en 
el ejercicio de un arte, para que dé crédito, el que tiene 
diploma puede matar como el que no lo tiene. ¿ O al que 
lo tiene se le perdona que mate, y al que no lo tenga 
y no mate se le impide que despache ? No es esta la doc-
trina aceptable en esta cuestión; y luego yo no sé que 
haya arte alguno de los que se refieren a la subsisten-
cia de los individuos que esté exento de iguales peli-
gros. La lógica debería conducir entonces a imponerles 
trabas a todos. Los que conducen el agua de nuestra 
fuente de Padilla podrían, en lugar de ella, vender aquel 
veneno líquido que circula por las cañerías de esta ciu-
dad. Consecuencia de este peligro, con la doctrina de 
la modificación, sería exigir diploma de cargadores del 
Chorro de Padilla. 
«Hanse visto muchas veces las fábricas de pólvora 
en el centro de la ciudad, y aun en los bajos de las casas. 
¿Lo malo es hacer pólvora? ¿Es eso lo que la ley debe 
prohibir? Nó; lo que la ley entonces debe declarar ilí-
cito es que la industria se ejerza en condiciones que cons-
tituyan peligro para la seguridad pública, y hacer a los 
que la ejerzan responsables de los perjuicios que han 
causado. 
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« Examínense todos los casos que pueden presentar-
se, y estoy seguro de que se hallará siempre absurda 
una restricción preventiva que no consulta interés algu-
no de libertad, ni hace más segura la reponsabilidad por 
los abusos a que la industria da origen.» 
Texto . 
Arts . 42, 43, 44, como en el proyecto. 
Aprobados sin modificación ni discusión. 
«Ar. 45. Es permitido formar sociedades y compa-
ñías, públicas o privadas, pero nó secretas. 
«Son prohibidas las juntas políticas populares de 
carácter permanente. 
« Las asociaciones religiosas deberán presentar a la 
autoridad civil, para quedar bajo la protección de las le-
yes, autorización expedida por la respectiva superiori-
dad eclesiástica.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR PAÚL 
«Las sociedades secretas estarán sometidas a la 
inspección de la autoridad.» 
Negada. 
SUBMODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
«Es permitido formar sociedades públicas. Las que 
no tengan este carácter quedarán sometidas a la inspec-
ción de las autoridades. 
Aprobada. 
(Reconsiderada posteriormente, y modificada en otra 
forma). 
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D e b a t e 
SOBRE EL ARTÍCULO ORIGINAL 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Señor Presidente: 
« Trataré este asunto con mi acostumbrada franqueza. 
Me declaro abiertamente en favor del artículo primitivo 
del proyecto, porque no admito que la Constitución pueda 
ni deba reconocer la existencia de sociedades secretas. No 
creo que deban ser solamente invigiladas, sino absoluta-
mente prohibidas. Todo lo que es honrado, moral, bené-
fico, se hace, se puede hacer y se debe hacer a la plena 
luz del día. Lo que ha menester ocultarse en el secreto, 
no es moral, no es digno, no es bueno para la sociedad. 
Sólo los actos de la conciencia pueden y deben ser se-
cretos. 
«Nadie mejos que yo, en este Consejo, conoce los 
perniciosos efectos de las sociedades secretas, puesto que 
tuve alguna vez, siendo muy joven, la debilidad de afiliar-
me en una de estas sociedades — la francmasonería, que 
es la más extendida y conocida. Esta sociedad empieza 
por alucinar a los candidos con falsas apariencias de 
practicar nobles virtudes de caridad, filantropía y frater-
nidad; pero en realidad no es, en casi todos los países, 
sino un centro de intrigas e influencias políticas, de ma-
niobras electorales, y de actos que pesan más o menos so-
bre los Gobiernos y los pueblos. 
«Cuando la francmasonería no tiene este carácter, 
que la hace tan peligrosa para la religión, la moral y la 
política de los pueblos; cuando es, al parecer, inofensiva, 
por lo menos degrada los caracteres con prácticas extra-
vagantes y grotescas, desarrolla enormemente la vanidad 
con la superposición de muchos grados de fantasía, inspira 
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el hábito de entretenerse con puerilidades de forma y ce-
remonial, que hacen perder al hombre su seriedad, y sirve 
de elemento secreto para traer a la escena pública nuli-
dades o personajes que no tienen aquel valer que se alcan-
za legítimamente a la luz de la gran vida social. 
« Y tan puedo hablar de esto con propiedad, que mi 
posición personal de lejano tiempo me suministra el me-
jor ejemplo. Hace más de veinte años que, siendo yo toda-
vía francmasón — porque aún me quedaba la suficiente 
cantidad de inocente candidez, — me eligieron en Bogotá 
Presidente de la Cámara llamada Capítulo de Rosacruces. 
¿Sabéis, señores, qué dictado me daban cuando me diri-
gían la palabra como a Presidente? Muy sabio! Yo, que 
siempre me había tenido, sin falsa modestia, por un igno-
rante sentía que me retozaba la risa al oírme llamar Muy 
sabio.' ¿ Y sabéis qué titulo teníamos todos en aquel ' so-
berano capítulo' según los reglamentos? 'El ác Soberanos 
Príncipes Rosa-cruces! Yo, que era y me debia picar de 
ser republicano demócrata, me oía llamar lo mismo que 
debía llamar a mis colegas: Soberano Principe! 
«Y de ahi para arriba la cosa era cada vez más aris-
tocrática. Títulos veX.\xmbd.uXes áe caballeros, príncipes, gran-
des comendadores, grandes inquisidores, etc, etc., y todos sobe-
ranos para distinguirse pomposamente de los aprendices, 
compañeros y maestros. Y siempre la bambolla de los golpes 
de mallete, de las bóvedas de acero, de los grandes honores, de 
las preeminencias, de los mandiles, y bandas, y collares, y 
cruces, y bordados, y relumbrones! Asi, cuando la franc-
masonería es inofensiva, forma sentimientos, hábitos, as-
piraciones y costumbres que chocan abiertamente con la 
noble virilidad del ciudadano. 
«En el seno de esas sociedades secretas (y acaso la 
francmasonería es la menos mala, si consideramos los ho-
rrores del Carbonarismo, de la Intetnacional, del Nihilismo, 
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de los Fenianos y la Mano negra); en el seno de esas so-
ciedades, digo, se contraen compromisos, se prestan ju-
ramentos y se adoptan modos de proceder totalmente dis-
tintos de los que nos obligan a todos los ciudadanos, 
en plena sociedad pública, que sólo se derivan de la re-
ligión, la moral y la ley. Cada una de esas sociedades se-
cretas es un Estado misterioso y oculto, dentro del Estado 
político y visible. En éste, cada cual es responsable ante 
la sociedad y la ley por sus actos conocidos: en aquél, 
todo es invisible; no se sabe dónde están la responsabili-
dad ni el responsable; y sin embargo, alli reina y se hace 
obedecer una autoridad irresistible e inasible. El secreto 
es anónimo, es irresponsable, y se sobrepone a la publi-
cidad y la responsabilidad del Estado! 
« Y no importa que las instituciones francmasónicas, 
por ejemplo, proclamen en sus Estatutos que no se ingie-
ren en asuntos de religión y de política. Esto es, según y 
cómo. En muchos paises (en Colombia mismo) se han 
tramado conspiraciones y preparado grandes sucesos po-
líticos en las Logias. Esto es históríco y notorio, desde 
siglos atrás hasta el presente. En Colombia, estoy persua-
dido de que en los Estados de la Costa la francmasonería 
no ha sido conspiradora ni atea, ni se ha ingerido en la 
política. Allí ha sido asunto de filantropía, de pasatiem-
po, de ceremonias pueriles y de cenas y banquetes. 
«Pero en el interíor no ha sido así. Yo sé de cierto 
que las Logias de Bogotá, del Socorro y de Palmira se 
. mezclaron muy activamente en la política, y obraron con 
empeño sobre la juventud para inclinarla contra el catoli-
cismo y contra toda idea religiosa. Yo podría citar a este 
propósito hechos de suma gravedad y que son algo cono-
cidos ; pero no citaré sino uno, porque me es personal y 
tuvo resonancia. 
13 
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«En 1876, siendo yo Senador, me hallé en el Senado 
en abierto antagonismo con el General Mosquera,—quien, 
lo diré de paso, no contentándose con tener el más alto 
grado masónico, el 33, a que alcanzan los principes y 
más ilustres personajes, así com'o todas las nulidades que 
pueden pagar el mayor ' aumento de salario,' inventó 
para él solo un grado 34, que le fue rechazado en Europa 
y en América; — y aquel antagonismo era inevitable, dado 
que yo defendía, contra los intereses y veleidades del Ge-
neral Mosquera, la causa de la libertad y la justicia. 
«Pues señores: un día recibí una nota del Venerable 
o Director de la Logia de Bogotá, a que yo habia perte-
necido muchos años antes, y de la cual me habia separado 
en absoluto; y en ese documento, que fue inspirado por 
el señor Rojas Garrido, y otros de su círculo, tuvo la au-
dacia el tal Venerable de regañarme agriamente por mis 
actos y lenguaje del Senado, y de intimarme que desis-
tiera de mi antagonismo con el Ilustre hermano Mosquera; 
exactamente como si yo, en mi carácter de Senador, o de 
cualquier otro modo, hubiera estado bajo la dependencia 
de la logia masónica 
« Yo contesté a la intimación con la altivez republi-
cana de quien siempre ha luchado, con franca hidalguía y 
con sinceras convicciones, en defensa de lo que ha consi-
derado ser favorable a la libertad y a la justicia; y me reí 
con desdén de todas aquellas cosas de la francmasonería, 
a que he aludido, porque obraba conforme a mis deberes 
de ciudadano y Senador. Publiqué los documentos en mi 
periódico de entonces, La Ley, y el país pudo formar opi-
nión. 
«Por lo que hace a la confraternidad masónica, de 
que tanto se alardea, citaré un hecho más, que es conclu-
yente. En 1854, el General Meló y otros hombres de alta 
posición, eran de los más eminentes francmasones de Bo-
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gota, y en las Logias nos tratábamos con ellos, con la 
mayor cordialidad, los que profesábamos opiniones con-
trarias a las de Meló y demás 'draconianos' de entonces. 
Pues señores: estalló la insurrección militar del 19 de abril 
de 1854, y lo primero que hicieron Meló y demás amantí- • 
simos hermanos, 'hijos de la Viuda,' fue enviar a las dos 
de la mañana partidas armadas pat^ a asaltar y despachai si 
era fácil, o para amarrar y aprisionar, cuando menos, al 
General Herrera, al señor de Obaldia, a Murillo, a Cama 
cho Roldan, al que habla, y a cuantos muy queridos her-
7nanos le hacíamos estorbo para establecer la dictadura 
militar Así practicaban la fraternidad; y por mí sé 
decir que casi todas las persecuciones, desgracias, intri-
gas e iniquidades de que he sido victima durante mi ca-
rrera pública, me han venido de los consabidos herma7iitos 
de marras. 
«Noto que el H. señor Vives ha estado moviendo la 
cabeza como en señal de negativa o protesta contra lo 
que afirmo. Reconozco gustosamente que hay en el seno 
de la francmasonería personas distinguidas, de acrisolada 
honradez, y moderadas, como mi H. colega el señor'Vives, 
que no hacen de la institución masónica un instrumento 
de acción política, ni antirreligiosa, ni un medio de intriga, 
de persecución o de cabala. Pero esas personas son excep-
cionales, y cuando numerosas, pertenecen a esas logias 
inofensivas de la Costa del Atlántico, que se entretienen 
en actos de beneficencia, cuando nó en cenas y banque-
tes. Las logias políticas y antirreligiosas son muy distin-
tas, y de ellas podría yo decir mucho malo, y con 
pruebas. 
« Resumiendo mis observaciones, digo : 
«En un país libre y de buen gobierno son inadmisi-
bles las sociedades secretas. Sólo el delito, la intriga, la 
cabala y la inmoralidad necesitan abrigarse con el secreto. 
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Todo acto de caridad, de beneficencia, de verdadera fra-
ternidad y filantropía, puede ejecutarse con provecho a la 
clara luz del sol; y así proceden todos los establecimien-
tos benéficos. 
« No hay libertad ni honradez posibles donde no hay 
responsabilidad ; y el secreto suprime la libertad y la res-
ponsabilidad. Cuando -el delito puede ampararse bajo el 
secreto, hay seguridad de que no será castigado, ni repri-
mido, ni comprobado o descubierto siquiera. 
«No pueden admitirse dentro del Estado poderes 
ocultos e invisibles, organizados fuera del derecho común, 
que se sobreponen a la pública autoridad del Estado. 
« Es inadmisible, en un país libre y de gobierno re -
guiar, que los ciudadanos estén sujetos a deberes, compro-
misos y juramentos que sólo han de imponer la patria y 
la ley común. 
« Por tanto, las sociedades secretas no deben ser au-
torizadas ni toleradas. » 
E L H . SEÑOR VIVES: 
«No pensaba tomar parte en este debate, pero me 
veo obligado a hacerlo, porque el H. Delegatario que me 
ha precedido en la palabra se ha expresado en términos 
demasiado fuertes contra una sociedad de la cual tengo el 
honor de ser miembro, y que en nada, absolutamente en 
nada, es contraria a los severos preceptos de la moral. .Si 
algunos de sus socios han cometido abusos, como el de 
querer establecer el grado 34, lo que pretendió hacer el 
Gran General T. C. de Mosquera, o inmiscuirse en asun-
tos eleccionarios, no puede acusarse de semejante cosa a 
la generalidad de sus miembros; por lo menos asi se prac-
tica en la Logia de Cartagena, la cual no sólo es perfecta-
mente inofensiva, sino altamente benéfica. 
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«Una de las Logias establecidas en la expresada ciu-
dad fundó un instituto de instrucción primaria para los 
pobres; en esa y en las demás Logias allí establecidas, en 
las épocas de epidemia se han nombrado comisiones y se 
han invertido parte de sus fondos en el socorro de los in-
felices; otro tanto ha hecho la Logia de Barranquilla. El 
que algún miembro de las Logias establecidas en esta 
ciudad haya cometido abusos e inferido ataques al H. 
señor Samper, no es de ninguna manera argumento para 
condenar una sociedad cuyos preceptos y cuyo objeto son 
enteramente benéficos y saludables. De ello puedan dar 
testimonio todos los que fueron amparados por los maso-
nes en 1859; y aun en las batallas muchos han sido pro-
tegidos por sus mismos enemigos políticos. 
«Si tuviera aquí los reglamentos, fácil me sería de-
mostrar que en ningún caso se prescribe a los masones 
faltar al cumplimiento de sus deberes ni mezclarse en 
cuestiones políticas o religiosas; al contrario, en los ban-
quetes, el primer brindis que se pronuncia siempre es por 
la primera autoridad legítimamente constitiu'da. Las so-
ciedades de la Mano 7iegra, del nihilismo y del carbonaris-
mo no tienen que ver nada con la masonería, cuyos miem-
bros profesan todos la moralidad en Colombia. Creo que 
bastan estas observaciones para demostrar que la argu-
mentación del H. señor Samper carece absolutamente de 
fuerza.» 
Texto 
Art. 33 bis. 
Reconsiderado. 
(Quedó pendiente la discusión). 
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D e b a t e 
H . SEÑOR CASAS ROJAS: 
«Creo que algunos de los HH. miembros del Conse-
jo negaron su voto favorable al artículo nuevo por mí pro-
puesto, sobre inviolabilidad de los derechos que emanan 
de testamentos y donaciones destinados a favorecer la 
Educación y la Beneficencia, en virtud de que abrigaban 
ciertas dudas que me propongo salvar en una nueva foi"-
ma que yo mismo, por convenio con varios HH. Delega-
tarios, voy a introducir. 
«En primer lugar, voy a salvar expresamente lo 
dispuesto por el artículo 34, sobre libre enajenación de 
bienes raices, porque algunos de mis colegas temen que 
el nuevo articulo haga excepción a lo estatuido en aquél. 
«En segundo lugar, voy a referirme de un modo 
especial a la Educación e Instrucción, y a la Beneficencia, 
que son las entidades en favor de las cuales se declara la 
inviolabilidad del derecho a que el articulo se refiere. 
« En cuanto a la objeción principal manifestada por 
el H. señor doctor Samper contra el articulo, yo espe-
ro que ella haya ya desaparecido, puesto que hemos vo-
tado varios artículos que contienen disposiciones regla-
mentarias de policía; por ejemplo, el articulo 41, en el 
cual el señor doctor Samper introdujo una modificación 
que en mi concepto es asunto de pclicia, modificación a 
la cual tuve el gusto de dar mi voto, porque me pareció 
correcta. 
«Como la mencionada objeción consistía en afirmar 
que mi nuevo artículo sólo contenía la declaración de un . 
derecho civil, pertinente al Código del ramo y no a la 
Constitución, yo concibo la esperanza de que el señor 
* doctor Samper, después de haber creído oportuno intro-
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ducir cn la Constitución con su firma una disposición re-
glamentaria de policía, no tenga ya escrúpulo en permitir 
que a mi turno yo introduzca una de derecho civil, en el 
Título que se denomina así: De los derechos civiles y de 
las gara7itías sociales. Refuerza mi dicha halagüeña espe-
ranza la idea de que el H. señor doctor Samper no ha de 
hacerse sordo a razones tan poderosas como las que yo 
expongo en favor del articulo, entre las cuales es la prin-
cipal la siguiente: 
« El derecho que yo trato de garantir por medio del 
articulo propuesto, ha sido en lo anterior frecuentemente 
conculcado por los legisladores, y para que en lo sucesi-' 
vo no-se conculque de nuevo, es preciso incluirlo en la 
Constitución. Ejemplo de esto, lo sucedido con el Colegio 
de Chiquinquirá, que siendo un establecimiento de funda-
ción particular, y habiendo el fundador prohibido la in-
tervención de las potestades civil y eclesiástica, fue sin 
embargo arrebatado a los Patronos por una ley del año 
de 1836. 
« Sin una disposición constitucional como la que pro-
pongo, claro está que no es posible que los individuos 
que en Colombia pudieran tener intenciones generosas de 
ceder sus bienes en favor de establecimientos de benefi-
cencia y educación, se resuelvan a ponerlo en práctica, 
toda vez que ellos temen con razón que su voluntad no 
se cumpla, sino que se desvirtúe completamente y aun se 
tuerza en un sentido enteramente contrario, como ha su-
cedido ya en distintas ocasiones, en que se ha visto que 
establecimientos fundados para ciertas enseñanzas han 
servido sólo para dictar enseñanzas opuestas. 
«¿De dónde provendrá que en el curso de muchos 
años no ha habido entre nosotros una sola fundación de 
esta clase ? Pues claro se ve que eso depende de la justa 
desconfianza que los buenos abrigan de que sus disposi-
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ciones testamentarias se realicen, en un país como éste en 
que las promesas de ayer sólo han sido tan frecuentemen-
te burlas para mañana. 
« En naciones extranjeras de Europa y Norte-Amé-
rica, frecuentes, cuantiosas y fecundas son las fundacio-
nes de beneficencia y de educación; porque hay confianza 
en el respeto religioso y absoluto con que se realiza la 
voluntad de los fundadores. 
«¿Y qué nación más necesitada que la nuestra de 
establecimientos de esta clase? ¿Qué tenemos nosotros a 
este respecto ? Señores: yo me complazco en reconocer 
que la sociedad bogotana es una sociedad culta, generosa 
y delicada en sentimientos, y cuanto pudiera yo decir 
aquí en elogio de la Asociación de San Vicente de Paúl, 
sería poco en comparación de lo que ella merece por sus 
obras de caridad. Allí hay personas distinguidísimas por 
su piedad, por su virtud, por su diligencia en fayor de los 
menesterosos, por su cultura en todo sentido. Mas, cuán-
to trabajo no tiene esta Asociación para hacer lo que 
hace? ¿Y deberá creerse que por lo mismo que ella es tan 
ejemplar y tan noble, no merece ninguna cooperación de 
los Delegatarios y del Gobierno ? ¿ Bastará esta Asocia-
ción en un pais que no tiene hasta ahora casi nada fun-
dado en materia de establecimientos de beneficencia? 
«Señores: yo estoy convencido de que nosotros tene-
mos el deber de pensar en esto, y de empezar por resta-
blecer la confianza justamente perdida en este asunto. 
Para esto debemos incluir en la Constitución una dis-
posición como la que yo propongo, o semejante a ella.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Hé aquí un articulo que, por su naturaleza, pudiera 
llamarse sapisia, bien que, no lo sea, ni pueda ser, por su 
respetable procedencia. ¿ Se trata acaso de resolver algún 
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pleito, y con tal objeto se propone un articulo que envuel-
va la resolución apetecida? Así pudiera juzgarse, si no 
fuera proverbial la justa fama de honradez y la conocida 
honorabilidad del H. señor Casas Rojas, que es incapaz 
de todo acto ilícito; así me complazco en reconocerlo. 
Pero hay algún interés sin duda respecto del Colegio de 
Chiquinquirá, por ejemplo; interés legítimo y honrado, 
pero que no debe salvarse con un artículo constitucional. 
«¿ Y cómo ha de ir el Consejo a sancionar asi dispo-
siciones que puedan de alguna manera resolver cuestio-
nes pendientes sobre asuntos de origen antiguo ? 
« Señor Presidente: Yo insisto en los argumentos que 
he tenido el honor de expresar ya al Consejo en mis ante-
riores discursos. Este asunto es de derecho civil, y no debe 
incluirse en la Constitución, porque si tál se hiciera, sería 
preciso insertar aquí todo el Código de la materia. Se ha 
declarado lo bastante en el artículo que trata del derecho 
de propiedad; y más lejos no debe ir el Constituyente. De 
una disposición como la que el señor Casas Rojas propo-
ne pueden nacer muchos pleitos. 
«Para eso hay Código Civil para definir todos los de-
rechos civiles de los asociados, y hay Tribunales. Pero 
venir a introducir en el proyecto de Constitución detalles 
de esta clase, después de que se ha establecido el derecho 
de propiedad, es cosa peligrosísima, al propio tiempo que 
dispendiosa. Eso exigiría mucho tiempo, y daría talvez 
lugar a inconvenientes de distintas clases; razón por la 
cual negaré mi voto nuevamente al mencionado artículo, 
y espero que la mayoria del Consejo se lo niegue también. 
Tampoco soy yo partidario de la libertad de testar, traída 
a discusión, pues ella se prestará a multitud de abusos en 
menoscabo de los derechos de los hijos legítimos, y favo-
rece la corrupción de los padres, los amancebamientos y 
la descendencia ilegítima. Pero este asunto es secundario. 
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y aunque lo ha tratado muy de lleno el H. señor Casas 
Rojas, no lo trataré, porque sobre él nada va a resolver la 
Constitución. Así, me contraeré a otros puntos de vista 
de la nueva proposición.» 
El orador se extendió sobre dichos puntos. 
Los Relatores, 
ftilio Añez—Aureliano González Toledo. 
(Sesión del dia 21 de mayo de 1886) 
Texto 
«Art. 33 bis. La ley fijará los casos y la forma en 
que puedan los colombianos disponer libremente de sus 
bienes, cediéndolos por medio de donación o transmi-
tiéndolos por medio de testamento. Declárase la inviola-
bilidad de los derechos que emanen de donaciones o tes-
tamentos hechos según la ley.» 
Discutido y negado en la sesión del día 20. 
Reconsiderafio a petición de su autor y por acuerdo 
del Consejo. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR OSPINA CAMACHO 
«El legislador no podrá variar ni modificar el destino 
de las donacionnes intervivos o testamentarias hechas 
confom-ie a l i s leyes para objetos de beneficencia o ins-
trucción pública. 
D e b a t e 
E L H . SEÑOR CASAS ROJAS DIJO: 
«Siempre y dondequiera fue el insulto una vio-
lencia; y la violencia una muestra inequívoca de debi-
lidad y sinrazón. Del mismo modo, siempre fue la mo-
deración hija de la fuerza y del derecho. Yo creo tener 
una fuerza invencible en el asunto que hoy se debate. 
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Mejor dicho: creo que dicho asunto es de suyo tan fuerte, 
que por sí solo se defiende, y ante todo espíritu recto 
se impone. Quiera Dios que, al tratarlo, no vaya yo a 
incurrir en actos de inmoderación que lo perjudiquen; 
es decir, que la mala calidad del abogado no desvirtúe 
la excelencia de la causa. 
«.Señor Presidente: yo no puedo ocultar mi propia 
vanidad. Defecto y todo, como ella es, yo lo confieso; por-
que sería inútil empeño el tratar de esconder de la vista 
del Consejo ese andrajo que cubre mi completa falta de 
virtud y de mérito. 
«Así pues, declaro que apetezco la aprobación de 
los hombres sensatos, circunspectos y honorables, que 
no se dejan arrebatar por las preocupaciones; y quiero 
que ellos me juzguen, si no bueno, a lo menos bien inten-
cionado; si no justo, a lo menos amante de la rectitud 
y la justicia. Mas ellos, en quienes el buen juicio anduvo 
siempre parejas con la rectitud y la penetración, no po-
drán juzgarme favorablemente sino en tanto que yo tra-
baje para merecerlo mediante una conducta concorde con 
el dictamen de la conciencia, la cual debe a su turno estar 
en armonía con la ley moral, que, según la doctrina que 
yo profeso, es ley divina. 
«Me he permitido, señor Presidente, emplear este 
exordio de carácter enteramente personal, en virtud del 
giro desagradable que ha tomado este debate; y porque 
talvez pudiera alguien, fuera del Consejo, pensar que 
en este asunto era yo movido por algún mezquino interés 
particular. 
«Señor: en el curso de mi vida he incurrido en mu-
chísimos yerros y caido en gravísimas faltas; mas en el 
asunto que hoy ocupa la atención del Consejo, yo no he 
tenido, yo no tengo, yo no puedo tener ninguna mala in-
tención ; yo no soy arras trado'por ningún interés bastardo 
— 204 — 
y ruin, y no tengo otra mira que la de hacer que se con-
signe en la Constitución un principio que, suprimido de 
ella, hace grandísima falta, y que, presente en ella, es en 
ella salvaguardia de un precioso derecho, prenda de se-
guridad común, y fundamento y estímulo de bienestar y 
progreso para la República. 
«Vengo, por tanto, a exponer de nuevo las razones 
que militan en favor de mi anterior tesis; y, deseoso de 
que mis dichas razones queden sujetas al más estricto 
examen no sólo de todos los H H . miembros del Con-
sejo, sino también de todos los ciudadanos de fuera de 
él, he determinado traer escritas las proposiciones que 
constituyen mi demostración, a fin de que la imprenta 
las reproduzca sin alteración de ninguna clase. Y desea-
ría que sí algún H. Delegatario no halla que sea com-
pleta esa demostración, me replicara con entera franque-
za, y que lo que no sea dable decir aquí por no fatigar 
al Consejo, lo dijésemos luego por medio de la imprenta, 
es decir, desearía que este asunto tuviera la mayor publi-
cidad, a fin de que si cree que en esto yo tengo alguna 
mira de interés particular, se ponga eso en claro, y en 
caso contrario se me convenza a mí de error, si error 
fuere mi opinión. 
«Mis proposiciones son las siguientes. Voy a leerlas 
y desarrollarlas de una en una. 
's.^ PrÍ77iera proposició7i. Hay en el proyecto de Constitu-
ción que se debate un título, el Titulo iii, que se denomi-
na as í : ' De los derechos civiles y de las garantías socia-
les.' De él se han aprobado hasta ahora unos veinte 
articulos, todos referentes al objeto del mismo título y 
todos declarativos de derechos civiles. (Aquí se detuvo el 
07'ador leye7ido, como ejemplo, varios de dichos artículos c in-
sistie7ido e7i qíie todos ellos declaraban derechos civiles que la 
Co7istituciÓ7i concede a los colovtbia7ios). 
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<í Segunda proposición. Entre los derechos civiles de 
los ciudadanos y las garantías que a la sociedad se ofre-
cen en esta Constitución, se puede y se debe incluir, sin 
A'iolencia, como en el lugar que les corresponde, un de-
recho y una garantía que signifiquen lo siguiente: que los 
individuos que en Colombia quieran — y, según lo que 
a este respecto el Código Civil disponga—ceder por 
escritura ó trasmitir por testamento sus bienes o una par-
te de ellos en favor de establecimientos de educación o 
de beneficencia, deben estar plenamente seguros de que 
su generosa y benéfica voluntad será religiosamente res-
petada y cumplida- (Detiívose aquí el orador para insistir en 
probar que sin el articulo por él propuesto no habria en nÍ7igún 
caso confianza suficiente para que los particJtlares pudiera7i fa-
vorecer la creación de los establecimie7itos a que alude). 
« Tercera proposición. Este derecho y esta garantía 
son una consecuencia del derecho de propiedad. (Aqui 
leyó el orador varios trozos de varios autores de Derecho 
ptiblico, en apoyo de su proposiciÓ7i). 
« Cuarta proposició7i. Este derecho y esta garantía no 
han sido hasta ahora respetados en Colombia. (Aquí, leyó 
el orador, en apoyo de su proposición, varias cláusulas de la 
escrilura de fimdaciÓ7i del Colegio de Chiquinquirá, co7i la cual 
demostró que el fundador habia expresa77ie7ite prohibido la in-
terve7iciÓ7i del Poder Civil y del Poder Eclesiástico <?« la direc-
ción de dicho Colegio; y leyó luego en la Recopilación Gra-
nadina 7i7ia ley de 18^6 por medio de la cual demost7'ó que, 
710 obstante aqjcella prohibición, la Legislatura nacio7ial de 
aquel año habia arra7icado el 77ie7icio7iado Colegio del poder de 
sus patronos. Detúvose además para 77ia7iifestar que él había 
sido Rector de aqtiel Colegio en 7in período de j años, y que 
a7in ctia7ido después, e7i la AdmÍ7tistraciÓ7i del señor Ge7ieral 
Vena7icio Rueda e/i Boyacá, había sido 7tuevame7ite nombrado 
Redor, él no había querido servir el empleo por ser sumamente 
trabajoso y muy 7nal remu7ierado). 
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« Quinta proposición. Todas las Constituciones que han 
regido en Colombia han garantido el derecho de propie-
dad, y sin embargo la voluntad de testadores que han 
hecho legados en favor de la Instrucción, ha sido siempre 
entre nosotros conculcada; luego no basta garantir el de-
recho de propiedad, sino que es preciso además garantir 
de un modo especial y preciso la inviolabilidad del derecho 
que emana de donaciones o testamentos en favor de la 
Educación y de la Beneficencia. 
^ Sexta proposición. Dondequiera que un principio 
cualquiera de moral o de legislación se quebranta frecuen-
temente por el legislador, la sociedad tiene derecho a 
desconfiar del respeto que en lo sucesivo se tenga por 
dicho principio. Si pues en Colombia se ha conculcado 
este principio frecuentemente,' es preciso ordenar que 
en lo sucesivo no se conculque de nuevo. Mas ordenár-
selo a quién ? Pues ordenárselo al conculcador, que en 
Colombia ha sido siempre en este punto el legislador. 
Mas quién puede dar ese precepto al legislador? Pues 
sólo puede dar ese precepto al legislador el co7istituye7ite. 
Asi se demuestra cómo a nosotros y sólo a nosotros nos 
incumbe adoptar y fijar este principio como base y fun-
damento indispensable de seguridad en la materia. 
« Sépti77ia -proposición. Además de ser éste nuestro de-
ber en derecho, lo es también en el sentido de la pú-
blica conveniencia. Sólo al abrigo de una garantía cons-
titucional como la que yo propongo, puede renacer la 
confianza perdida que los benefactores colombianos han 
menester para destinar-sus bienes o una parte de ellos 
en favor de la Educación o de la Beneficencia. 
«Conclusiones. De las anteriores proposiciones se 
deduce rectamente: i.° El artículo que propongo es de 
derecho público constitucional; 2." Dicho artículo es la 
expresión de un derecho perfecto; 3.° Dicho articulo es 
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necesario; 4.° Dicho artículo es a todas luces conve-
niente ; y 5.° No hay razón de ninguna clase para re-
chazar dicho artículo. 
«Pero se alega que esta disposición tiene fuerza 
retroactiva. 
« Señor Presidente: yo respondo que si eso se alega, 
es porque es preciso alegar alguna cosa; pero que eso 
no es razonable; esta disposición no tiene fuerza re-
troactiva. 
«Lo que hay de cierto es que yo no concibo que 
haya derecho alguno qae no implique la idea del res-
peto que se le debe otorgar. Un derecho violable no es 
derecho. La inviolabilidad del derecho es para mí un 
axioma; y cuando el derecho se conculca, su naturaleza 
reclama el que se repare. 
«Por tanto, si al proponer yo esta disposición sólo 
tuviera en mira conseguir el que se repararan ciertas vio-
lencias pasadas, quizás yo no tendría bastante razón, por-
que para conseguir eso yo creo que no se necesita la 
disposición propuesta. Pero yo me propongo un objeto 
más elevado y más grande, a saber: la inviolabilidad 
del derecho en lo porvenir. 
(Aqui se detuvo el orador insistieTido en razoTies filosó-
ficas q7te sustentan su pensa77iie7ito, y leyó algiaws trozos de 
una obra de Derecho Público). 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO: 
«Se ha dicho que el artículo en discusión no puede 
sostenerse como artículo constitucional, por cuanto la 
materia de que en él se trata pertenece a la órbita del 
Derecho Civil, y tengo la pena de hallarme en desacuer-
do con el H . Delegatario que ha presentado este argu-
mento como razón suficiente para desechar lo propuesto. 
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«Todos hemos convenido en que uno de los dere-
chos de que debe ocuparse esta Constitución para ga-
rantirlo hasta donde las necesidades del país lo permi-
tan, es el derecho de propiedad, y en efecto se han 
aprobado varias disposiciones tendentes a dar seguridad 
a este preciosísimo y sagrado derecho. El derecho de 
testar es una prolongación del de propiedad, y de con-
siguiente si aquél puede ser materia de una disposición 
constitucional, éste a su turno puede serlo también. Esta 
no es una simple opinión mía. Varias Naciones que se 
hallan, respecto a civilización, a igual o mayor altura que 
la nuestra, como Alemania, Suiza, Baviera, etc. etc., han 
acogido en sus cartas fundamentales disposiciones seme-
jantes a ésta. (Aqui leyó los articulos constitucionales 
que sobre este asunto han incluido en sus Cartas los 
países citados). 
Las fundaciones destinadas al fomento de la instruc-
ción y a la beneficencia, favorecen por regla general a la 
clase social que designamos con el nombre de pob,-es, y 
éstos carecen de medios de hacerse valer en la defensa de 
sus derechos. No pueden hacerlo individualmente, por-
que, como menesterosos que son, carecen de recursos 
para su defensa, y no pueden tampoco hacerlo colectiva-
mente, porque no forman ni pueden constituir una perso-
na jurídica. De aquí que la ley tome especialmente a su 
cargo la protección de los bienes de los pobres y se es-
fuerce en darles defensa contra los ataques de los parti-
culares y de las autoridades. 
«El H. señor Casas Rojas ha hecho notar con mu-
cha razón que disposiciones testamentarias destinadas a 
la beneficencia han disminuido hasta casi desaparecer, 
desde el momento en que los legisladores en Colombia se 
arrogaron el derecho de desatender y contrariar la volun-
tad de los testadores. Urge, pues, a mi juicio, hacer im-
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posible la continuación de los abusos en esta materia 
para reconquistar la cooperación de los ciudadanos en 
asunto de tanta importancia como el fomento de la ins-
trucción y el alivio de algunas de las necesidades mayo-
res de la sociedad. 
« Por estas razones me encuentro acorde en el fondo 
con la proposición presentada por el H. señor Casas Ro-
jas, pero no estándolo en la forma, me atrevo a someter a 
la consideración del Consejo la modificación que se ha 
leído.» 
E L H. SEÑOR SAMPER: 
«He oído con interés los discursos de mis H H . co-
legas Casas Rojas y Ospina, y siento que sus luminosas 
observaciones no hayan traído a mi ánimo el convenci-
miento de que este articulo debe figurar en la Constitu-
ción. El hecho de que escaseen las fundaciones en fa-
vor de los establecimientos de educación y de beneficen-
cia, por falta de seguridad de que ellas sean debidamente 
invertidas, no proviene de no haber consignado en las le-
yes las disposiciones del caso, sino de que en este país se 
ha abusado de todo. 
«Las leyes son explícitas, pero los encargados de eje-
cutarlas no han sabido respetarlas. Me refiero particular-
mente al ejemplo del Colegio de Nuestra Señora del Ro-
sario. 
«Yo pudiera demostrar aquí, y de ello tengo prue-
bas incontestables, que todos los Gobiernos han violado 
la propiedad ; y estas violaciones vienen de la corrupción 
política, y no de las Constituciones, pues todas ellas han 
consignado la garantía de la propiedad casi en los mis-
mos términos. El mal que nos aqueja, pues, no proviene 
de falta de artículos, sino de falta de moralidad política. 
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El H. señor Caro mueve la cabeza como negando mi 
aserto; yo podría comprobarlo citando todas estas Cons-
tituciones. 
«Estas cuestiones no deben ser resueltas en una 
Constitución. Son materia excjusiva de la legislación ci-
vil ; y una vez que la ciencia no ha dicho la última pala-
bra, por lo tocante a la libertad de testar y a otros puntos 
de legislación o Derecho civil, que con esta materia se 
rozan, no podemos ni debemos estampar resoluciones pre-
cisas en la Carta fundamental de la República. 
«Insisto, sobre todo, en oponerme a que se adopten 
disposiciones de efecto retroactivo, porque se refieren a 
hechos consumados desde hace muchos años, y a intereses 
que han sido o pueden ser asunto de litigio. Eso corres-
ponde al Poder Judicial, y no al Cuerpo constituyente.» 
E L H . SEÑOR CARO: 
«No pensaba yo, señor Presidente, en volver a ha-
blar sobre este asunto; pero el H. señor Samper pregun-
ta por qué he hecho con la cabeza muda seña negativa 
respecto a algunas de sus afirmaciones, y me veo en la 
necesidad de explicárselo. 
« Yo empiezo por reconocer que las costumbres va-
len más que las leyes. Pero añado que la ley debe coope-
rar a la reforma de las costumbres, de una mala costum-
bre política, cuando esa reforma se ha intentado con bue-
na y firme intención. 
«¿No es cierto—dice el señor Samper—que todas 
las Constituciones han consignado el principio de la pro-
piedad? ¿Y no es igualmente cierto—añade—que después 
han venido leyes inconstitucionales que lo han violado? 
Luego no hay para qué garantizar ese derecho en 
términos expresos y precisos. 
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«Si este es el argumento, declaro, con la cortesía de-
bida al H. señor Samper, que no comprendo bien la con-
secuencia. Pero tampoco acepto en todas sus partes las 
premisas. 
«Si la Constitución garantiza en términos genéricos 
la propiedad, y luego una ley prohibe hacer fandaciones 
para determinados objetos, o limita en cualquier sentido 
el derecho de traslación de dominio, esta ley puede ser 
mala, contraria a la equidad y a las conveniencias públi-
cas; pero no es forzosamente inconstitucional. 
< Porque el derecho de propiedad no es un principio 
absoluto en todos sus aspectos y manifestaciones de pose-
sión, usufructo y dominio. Si el que es dueño de una cosa, 
por el solo hecho de ser propietario, tuviese libertad ab-
soluta de disponer de lo suyo, sin limitación en el espa-
cio ni el tiempo, ni restricciones de ninguna especie, la 
garantía general de la propiedad envolvería naturalmente 
la particular de todos los actos que pudiesen emanar de la 
voluntad del propietario. Pero no sucede así : la Constitu-
ción garantiza al ciudadano el derecho de propiedad sin 
negar al legislador la facultad de regular su ejercicio y 
limitar sus efectos; por manera que si se trata de garan-
tizar, con sello de eficacia y permanencia, determinados 
actos relativos a la traslación de dominio, se hace necesa-
ria una disposición expresa constitucional. 
«En Inglaterra hay libertad absoluta de testar. Pero 
en los países como el nuestro, cuya legislación tiene 
otros orígenes y otras tradiciones, el derecho de dominio 
— así en lo tocante a donaciones intervivos como a lega-
dos testamentarios—tiene y tendrá siempre, según pre-
sumo, limitaciones impuestas por los derechos de alta 
protección y vigilancia sobre la sociedad, que son inhe-
rentes al Estado. 
«En Derecho Canónico, la inviolabilidad de lo pres-
— 2 1 2 — 
crito por el testador no es absoluta. El vSoberano Pontífice 
puede variar el objeto de una fundación, aunque siguiendo 
siempre en esto los dictados de la equidad y la prudencia, 
y puesta la mira en el bien de las almas. Frecuentemente 
vemos resoluciones de las Sagradas Congregaciones Ro-
manas que, por motivos poderosos, trasfieren a un ob-
jeto piadoso la fundación que debiera aplicarse a otro aná-
logo. Por donde se ve que esta facultad no es esencial-
mente contraria al derecho positivo; y por lo mismo, si 
conviene negarla al Poder Civil, que puede abusar de ella, 
tratándose de objetos piadosos extraños a su competen-
cia, la prohibición debe ser expresa, aun cuando no sea 
sino para evitar dudas y controversias. 
«En dos puntos de vista puede considerarse la cues-
tión que se debate: o bien examinando la facultad de 
transferir el dominio y acordar invariablemente la apli-
cación de una cosa, aspecto a que acabo de referirme; 
o bien fijando la consideración en el goce y posterior apro-
vechamiento de la misma cosa. 
«Supongamos que por lo pronto se respeta el acto 
traslaticio de dominio y su aplicación inmediata. Muere 
el fundador piadoso. ¿ A quién pertenece, a quién debe 
aprovechar la fundación ? A los pobres, a los huérfanos, 
a clases desvalidas que, como ha observado el H. señor 
Ospina Camacho, no tienen personería ni medios ade-
cuados para reclamar sus derechos, por lo cual merecen 
ser colocados bajo especial salvaguardia legal. Los ar-
tículos que se han leído, tomados de varias Constitucio-
nes, consagran el principio tomándolo ya bajo el uno, ya 
bajo el otro de esos dos aspectos: la Constitución de 
Berna se coloca en el punto de vista últimamente indi-
cado, y garantiza los bienes de los pobres.» 
«Y para probarle al H. señor Samper que el artículo 
no es impropio de una Constitución, invocaré su propia 
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M O D I F I C A C I Ó N D E L O S HH. SE.ÑORES SAMPER Y CALDERÓN, 
RESPECTIVAMENTE 
«Las Cámaras legislativas se reunirán ordinariamente, 
por derecho propio, el día i.° de julio en la capital de la 
República. 
Las sesiones ordinal ias durarán 90 días, pasados los 
cuales el Gobierno podrá declarar cerradas las sesiones.» 
Aprobada. 
Los Relatores, 
fulio Añez—A. González Toledo 
(Sesión del dia 22 de mayo de 1886) 
Texto 
Art. 74. Corresponde al Congreso : 
I . " 
2.° Disponer lo conveniente para la administración 
de Cundinamarca y Panamá. 
M O D I F I C A C I Ó N DE LOS SEÑORES CUERVO Y CASAS ROJAS 
«Disponer lo conveniente para la administración de 
Panamá.» 
(Suspendida la discusión a petición del H. señor Os-
pina hasta que se disponga del Título sobre administra-
ción departamental). 
D e b a t e 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DE LOS HH. SEÑORES CASAS 
ROJAS Y CUERVO 
El H. señor Casas Rojas: 
«De acuerdo con mi H. colega el señor General 
Cuervo, y con el respeto debido a esta alta Corporación, 
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vengo a cumplir con el deber en que me considero de lla-
mar la atención sobre las disposiciones que el proyecto 
de Constitución contiene relativamente a Cundinamarca. 
«Espero que el Consejo oiga con benevolencia las 
-observaciones muy sencillas y sinceras que me permito 
exponer, a fin de que apacible y tranquilamente medita-
das, ellas se tengan presentes en la decisión que se 
adopte acerca de esta importante sección de la Repú-
blica. 
«Por medio de los articulos i.° y 2.° del proyecto 
constitucional, se ha declarado que el Gobierno de la Re -
pública es unitario, que la soberanía reside esencial y 
exclusivamente en la Nación, y que de ella emanan los 
poderes públicos, que se ejercerán en los términos de la 
Constitución. 
«Así pues, sancionada la presente Constitución, no 
queda en el pais sino un solo Gobierno, un solo soberano, 
a diferencia de lo que sucedía antes, cuando dentro del 
Gobiemo federal había nueve soberanos que fácil y fre-
cuentemente caían en colisiones, divergencias y antago-
nismos, ocasionados a revueltas y luchas de todo género. 
« En Bogotá residían a un tiempo los Altos Poderes 
Federales y los Altos Poderes del Estado Soberano de 
Cundinamarca; y se ha afirmado que esta doble soberanía 
en una misma residencia traía consigo dificultades muy 
graves para la tranquilidad y bienandanza de la Repúbli-
ca. Desposeídos hoy los Estados de aquella múltiple y rui-
dosa, a las veces que efímera y aun ridicula soberanía, y 
convertidos en Departamentos que sólo tienen facultades 
municipales, facultades limitadas que dependen de la le-
gislación nacional y que están sujetas al Gobierno de la 
República, paréceme que ha desaparecido por completo 
todo peligro de nuevas colisiones. 
«Así pues, no hay hoy, en mi concepto, razón 
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alguna que sirva para sostener el que a Cundinamarca se 
le prive de las prerrogativas o de las facultades que se 
conceden a los otros Departamentos de la República. 
«Y aquí se me ocurre hacer la siguiente reflexión: 
Las leyes especiales que se puedan dictar para adminis-
trar a Cundinamarca, nunca podrán ceder a este Departa-
mento más de lo que la Constitución permita, porque se-
rían inconstitucionales. Luego dichas leyes van a conce-
derle lo mismo que concede la Constitución a los otros 
Departamentos, o van a concederle menos de lo concedido 
a otros. En el primero de estos dos casos dichas leyes no 
tienen objeto, y en el segundo no son justas. En efecto, 
si Cundinamarca es como el primogénito de la familia 
colombiana; si es la Sección más rica, más civilizada, más 
respetable de la República; si es como el centro a que 
afluyen de todos los puntos de Colombia los elementos 
más fecundos de bienestar y de progreso; si su sociedad 
es la más culta, su comercio el más activo y cuantioso, 
su personal competente para el servicio público el más 
numeroso y respetable, todas sus condiciones, en fin, las 
más selectas, ¿por qué había Cundinamarca de carecer de 
las atribuciones quese otorgan a los otros Departamentos? 
« Si recorriésemos brevemente la lista de las atribu-
ciones que se van a dejar a los Departamentos, vería-
mos que no hay ninguna que no convenga dar a Cundina-
marca, ninguna que en sus manos pudiera ser motivo de 
abusos o peligros, ninguna que se le deba negar. 
« Si fuera éste el caso de ofrecer prerrogativas espe-
ciales a algún Departamento sobre los otros, a ninguno 
le corresponderían tan bien como a Cundinamarca. Pero 
no se trata de eso; sólo se trata de que Cundinamarca 
quede, en cuanto a atribuciones, en el mismo pie que los 
otros Departamentos. 
«Señores: al presentaros muy respetuosamente las 
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anteriores observaciones, confío en que ellas no han de 
dar lugar a que se crea que yo abrigo ninguna descon-
fianza acerca del espíritu de rectitud que anima a los HH. 
Delegatarios. Debo declarar que cuando fui nombrado 
Delegatario por Cundinamarca, me sentí abrumado bajo 
el peso de una honra que yo no pude, que yo no puedo, 
que yo no podré merecer jarnás. En medio de una socie-
dad tan rica en conspicuos personajes como la de Cundi-
namarca, ser yo el designado para este elevadisimo en-
cargo, es una distinción que yo debería haber desechado 
por mi incompetencia, si circunstancias especiales no me 
lo hubieran impedido. Pero ya que no pude desecharla 
y que hube de verme obligado a aceptarla como en efecto 
la acepté, al desempeñarla debo traer a ella, ya que no 
luces, que no tengo, ni facultades de que carezco, a lo 
menos sí una conciencia escrupulosa, un ánimo recto y 
una voluntad firme para el bien. 
« Por esto es por lo que quiero hoy cumplir con mi 
deber de presentar mis anteriores respetuosas considera-
ciones, las cuales no implican en manera alguna descon-
fianza respecto de vosotros. Al contrario, tengo una ple-
na y absoluta confianza en vuestro dictamen; pues muy 
bien considero que en esta elevada Corporación y en esta 
excepcional solemnidad en que nos hallamos, expidiendo 
la nueva Constitución, hay dos clases de Delegatarios, 
a saber: los no cundinamarqueses, a quienes guiará en 
este punto su espíritu de noble hidalguía y esmerada 
caballerosidad; y los cundinamarqueses, que están ligados 
al suelo en que nacieron, y donde tienen la cuna de sus 
hijos y las cenizas de sus mayores, por un sentimiento 
de inquebrantable amor filial.» 
Tex to 
Art. 74 
Fijar el pie de fuerza para cada bienio, etc. 
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autoridad, recordándole que él mismo, en su proyecto de 
Pacto de U7iió7i, que la Comisión tuvo a la vista y apro-
vechó en muchos puntos, trae un artículo en el cual se 
puntualizan las condiciones a que debe estar sujeta en 
Colombia la adquisición, posesión y trasmisión de la pro-
piedad. El articulo 13, con sus cinco párrafos, del Pacto 
de Unión del H. señor Samper, regula la traslación de do-
minio entrando en pormenores, y es mucho más regla-
mentario, y por lo mismo menos propio de una Consti-
tución, que el artículo sencillo y terminante que estamos 
díscutíehdo.» 
Texto 
Art, 45. 
Modificado en otra sesión. 
Reconsiderado por acuerdo del Consejo. 
NUEVA MODIFICACIÓN DE LOS HH. SEÑORES CARO 
Y OSPINA CAMACHO 
«Es permitido formar compañías y asociaciones pú-
blicas y privadas que no sean contrarias a la moralidad 
ni al orden público. 
«Las que tengan o puedan encubrir fines políticos 
quedarán sometidas a la inspección de las autoridades.» 
Etc. 
Aprobada, mediante una explicación que hizo uno 
de los proponentes — señor Caro —• de los motivos que la 
justifican. 
Texto 
Arts. 46, 47, 48 y 49. 
Aprobados sin alteración. 
«Art. 50. La Iglesia Católica podrá libremente en 
Colombia administrar sus asuntos interiores, y ejercer 
actos de autoridad espiritual y de jurisdicción eclesiásti-
ca Sin necesidad de autorización del Poder Civil; y como 
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persona jurídica representada en cada diócesis por el res-
pectivo legítimo Prelado, podrá igualmente ejercer actos 
civiles, por derecho propio que la presente Constitución 
le reconoce.» 
Aprobado. 
Deba te 
SOBRE EL ARTÍCULO 50 
El H. señor Samper. Solicita que alguno de los miem-
bros de la Comisión explique el alcance que tiene la 
segunda parte del articulo. 
El H. señor Caro. Manifestó que la segunda parte 
del artículo 51 cumple con lo acordado en la Base 6.*, es-
tatuyendo que la Iglesia tendrá personería jurídica. Que 
no se hace sino reconocer a la Iglesia, de una vez, un de-
recho que injustamente se le había negado en el país, el 
mismo que por otro artículo (el 47) se ha reconocido a 
todas las corporaciones piiblicas y legítimas. 
Texto 
Art. 51. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
«Los edificios destinados al culto católico, los semina-
rios conciliares, y casas episcopales y cúrales, no podrán 
ser gravados con contribuciones ni aplicados a otros ser-
vicios. 
Aprobada. 
Arts. 53, 54, 55. 56, 57, 58, 59, 60, 61. 
Aprobados. 
Art. 62. 
Negado. (Posteriormente reconsiderado y aprobado). 
Arts. 63 a 73. 
Aprobados sin modificación sustancial. 
Art. 66. 
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.MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
« cada año.» 
Aprobada. 
(Posteriormente reconsiderada y negada). 
Deba te 
E L H . SEÑOR OspiNA CAMACHO: 
«Creo que no tiene objeto la modificación de mi H. 
colega doctor Samper, porque bien puede el Congreso 
expedir la ley de pie de fuerza y la de presupuestos para 
el período de dos años. Son bien conocidos los inconve-
nientes de la reunión anual del Congreso, porque el tiem-
po de sus sesiones es casi siempre de agitación pública, 
de intranquilidad para el comercio, y ocasiona un gasto 
inútil para nuestro exhausto tesoro. Esta breve observa-
ción explica por qué le daré mi voto negativo a la modi-
ficación del H. señor .Samper. » 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Yo desearía que se meditara un poco sobre este 
asunto, que es, a mi juicio, de suma importancia. No hay 
ejemplo de Constitución alguna, en los países civilizados 
y de Gobierno representativo, que no disponga que la ley 
de Presupuestos se expida anualmente. No hay un solo 
país en América, desde el Brasil, al que llaman el impe-
rio democrático, hasta Chile, que es una República con-
servadora, que no haya mantenido esta sabia disposición; 
ella, además, está consignada en todas nuestras Constitu-
ciones, desde 1821 hasta la de 1863. 
« Por otra parte, se han tomado varias medidas para 
allanar la expedición de la ley de Presupuestos, y con 
ellas desaparecen los inconvenientes apuntados y dismi-
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nuye considerablemente la fuerza de la argumentación 
del H . señor Ospina; pues en lugar de ser el Presupues-
to la aglomeración de partidas de gastos que cada Dipu-
tación solicitaba para su respectivo Estado o para favore-
cer intereses locales o particulares, viene a ser ahora un 
mero índice de los gastos ordenados por las leyes fiscales 
que se expidan. 
«El Presupuesto es una garantía, para los pueblos, 
de la legítima inversión de los caudales que pagan para 
sostener la administración pública, y de aquí venia el mie-
do que los Gobiernos del antiguo régimen tenían a los 
parlamentos, porque éstos les ponían las peras a cuarto 
haciendo o votando los Presupuestos, de los que no po-
dían extralimitarse los Gobiernos; y de ahí una verdade-
ra garantía de orden y buen Gobierno. 
«Si gobernar, en el sentido filosófico, es prever y 
conciliar; económicamente, gobernar es gastar. En Ingla-
terra y Bélgica, que son los países más libres de Euro-
pa, el Presupuesto se vota anualmente. Entre nosotros se 
ha querido varias veces que se expida cada dos años; 
pero esta idea ha sido siempre rechazada, de modo que 
hasta la tradición nos impone el deber de consignar su 
expedición anual. De lo contrario, nos exponemos a que 
la Nación nos censure seriamente por la disminución de 
una de las más preciosas garantías que ofrece a los pue-
blos el régimen representativo y parlamentario.» 
Texto 
Art. 74 
ii .° «Admitir o rehusar la dimisión o excusa que 
presenten el Presidente y Vicepresidente de la Repúbli-
ca ; y resolver sobre los casos de falta absoluta de uno u 
otro.» 
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MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
Consiste en suprimir la cláusula que sigue a la pa-
labra «República.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR OSPINA A LA 1.» PARTE 
Suprime las palabras « o excusa.» 
Negadas, y negado el artículo. 
(La atribución se confirió luego al Senado). 
Deba te 
Los HH. señores Ospina y Samper hicieron breves 
observaciones en apoyo de sus modificaciones respectivas. 
El H. señor Calderó7i. Manifiesta que a su juicio 
esta atribución corresponde al Senado, y debe colocarse 
en el respectivo lugar. 
Texto 
Art. 74 
«22.* Conceder por graves motivos de convenien-
cia pública, y por mayoría de dos tercios de votos en 
cada Cámara, amnistías o indultos generales o persona-
les, sin eximir a los favorecidos de la responsabilidad 
civil respecto de particulares.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
.Sustituye la frase Í7idultos ge7ierales o perso7tales, con 
esta otra: anmistias o Í7idultos ge7ierales por delitos políticos. 
Aprobada. 
Deba te 
E l H. señor Caro. Expuso la teoría que divide el 
poder público en dos grandes ramas, legislativa y ejecu-
tiva. Dijo que la administración pública y la de justicia 
son dos maneras especiales de cumplir y aplicar las leyes, 
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y constituyen por lo mismo una subdivisión del Poder 
Ejecutivo. Que el Jefe de la administración pública es par-
tícipe del Poder legislativo, en cuanto objeta y sanciona 
las leyes, y cabeza de lo Judicial por cuanto en él reside 
la plenitud del Poder Ejecutivo. Que esta primacía del 
Presidente de la República no afecta la independencia de 
las funciones judiciales, en las cuales no se ingiere el Pre-
sidente sino para cuidar de que se administre fiel y cum-
plidamente la justicia; pero en dicha primacía se funda la 
facultad de nombrar los Magistrados de los Tribunales y 
funcionarios del ministerio fiscal, como lo ha propuesto la 
Comisión, y que del mismo principio se deriva el derecho 
de gracia, el cual es una revisión suprema de las senten-
cias condenatorias, único recurso por medio del cual, con-
cedido con las debidas reservas y ejercido con pmdencia 
y no con inconsulta conmiseración, puede remediarse en 
casos especiales el inflexible rigor de las leyes penales y 
la falta de previsión del legislador en materia criminal. 
Que el derecho de conmutar la pena capital fue concedido 
siempre al Supremo Gobierno, (y al efecto citó el orador 
casos de la historia nacional que lo comprueban), del mis-
mo que se establece en el articulo 117 del proyecto. Que 
conferido al Presidente este derecho, én cuanto a casos-
particulares se refiere y a delitos comunes, seria irregular 
y hasta inmoral otorgarlo al mismo tiempo al Congreso, 
cuerpo que carece de responsabilidad moral, más eficaz en 
el asunto de que se trata, como en otros muchos casos, 
que la legal. Que en las Repúblicas es sin embargo cos-
tumbre reservar al Congreso el derecho de conceder am-
nistías, o indultos generales por delitos políticos, y que 
esta reserva no ofrece inconvenientes y se funda en razo-
nes plausibles. Que la modificación que propone consa-
gra el temperamento indicado, dejándose al Presidente de 
la República y al Congreso lo que a cada cual correspon-
de, con las debidas y prudentes restricciones. 
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El H. señor Calderón manifestó considerar que la fa-
cultad de conceder indultos por delitos comunes no podía 
corresponder sino al Congreso. «El indulto, agregó, es 
una corrección de los efectos de la ley penal que no 
pertenece sino al que da la ley. Dictada una sentencia 
condenatoria, con carácter definitivo, el Poder Judicial 
no puede modificarla, cualesquiera que sean las pruebas 
de la inocencia del reo que se presenten luego. La juris-
prudencia ha privado a los jueces de la facultad de re-
visar sus propios fallos en tales casos; y como la jus-
ticia que impuso la pena en ciertas circunstancias im-
pone o puede imponer, en otras, la absolución, toda 
legislación sabia establece la manera de modificar los 
efectos de un procedimiento legal que permitió incidir 
en erroF. 
«Esa facultad no corresponde, por tanto, al Poder 
Judicial. ¿Corresponde al Poder Ejecutivo? El H. señor 
Caro, cuyas opiniones son tan respetables, así lo cree; y 
yo me aparto de este concepto. Mi ilustrado colega dice 
que es al Jefe de la Nación a quien corresponde el de-
recho de gracia. No niego el principio de que es al Sobe-
rano (no al Jefe de la Nación) a quien corresponde ese 
derecho; pero no estimo exacta la consecuencia que de-
duce el H. señor Caro. En los paises monárquicos puede 
ser esa facultad una prerrogativa del monarca; pero en 
Gobiernos como el que esta Constitución organiza, el Pre-
sidente no representa semejante papel. I..a ley, es decir, el 
efecto de la ley, no puede ser reformado sino por quien la 
dicta, y nuestro Presidente no tiene, en sus relaciones con 
el Poder Legislativo, más facultad que la de objetar los 
actos que a su sanción se presentan. 
« Menos aún creo, como el H. Delegatario, que sea 
el Presidente de la República cabeza del Poder Judicial. 
Se ha visto que no es parte del Legislativo porque no tie-
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ne función de tal carácter; y recuerdo muy bien que fue 
el H. señor Caro quien modificó, en la discusión de las 
Bases, una que expresaba algo como que el Poder Eje-
cutivo era colegislador. [E l H. señor Caro. El Presidente 
no es colegislador, pero sí partícipe del Poder Legisla-
tivo). Observación igual se aplica respecto del Poder 
Judicial. No porque el Presidente nombre los Magistrados 
de la Corte Suprema, es cabeza o parte de ese Poder. 
Lo único que lo haría tál sería la facultad de adminis-
trar justicia; y no hay en el proyecto, ni podría haber 
disposición alguna que dé al Presidente inadmisible in-
tervención en el ejercicio de esa facultad. 
«La gracia del indulto envuelve el ejercicio, sin 
duda, de una facultad peligrosa; pero esa es la condi-
ción de toda facultad. Si se teme que el Congreso, por 
irresponsable, conceda indultos inmerecidos, seguramen-
te cualquiera otra entidad puede abusar de esa facultad, 
aunque no sea irresponsable. Rodeado de precauciones, 
"como la necesidad de una mayoría considerable en cada 
Cámara, el Congreso debe tener la facultad de indultar.» 
Texto 
«Art . 75. El Congreso elegirá en cada Legislatura 
ordinaria, y para un bienio, el Designado que ha de ejer-
cer el Poder Ejecutivo a falta de Presidente y Vicepresi-
dente. » 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER: 
« Al tiempo de hacerse la elección de Presidente y 
Vicepresidente de la República, se elegirá también un se-
gundo Vicepresidente para todo el período constitucional. 
A este funcionario corresponderá reemplazar al Vicepre-
sidente en los casos de falta temporal y absoluta, y asi-
mismo ejercer el Poder Ejecuti\-o a falta del Presidente y 
del Vicepresidente.» 
Negada. 
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MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN; 
«El Congreso elegirá en sesiones ordinarias y para 
un bienio el Designado que ha de ejercer el Poder Ejecu-
tivo a falta de Presidente y Vicepresidente. Cuando por 
cualquiera causa no se hubiere hecho la elección, conti-
nuará en ejercicio el anteriormente elegido. » 
Aprobada. 
Debate 
F L H . SEÑOR SAMPER: 
« Soy, señor Presidente, abierto enemigo de la insti-
tución de los Designados, y si mal no recuerdo, asi lo ex-
presé ante este mismo H. Consejo, cuando se discutían las 
bases de la Constitución. La práctica y la experiencia nos 
han demostrado los graves inconvenientes de esta manera 
de suplir las faltas del Presidente de la República. El De-
signado está constantemente en acecho de un momento 
propicio para_ ocupar el puesto del Presidente; y éste 
tiene en aquél, no el amigo que ayuda, sino el adversa-
rio que vigila: de aquí el que tenga que corresponder 
el Congreso para^que no le nombre un Designado que le 
sea adverso. Honrosas excepciones ha habido, sin duda, 
pero, por desgfracia, muy raras. 
«Además, esto no es congruente con el período pre-
sidencial de seis años. El objeto de mi modificación es el 
de que, al hacer la elección de Presidente y Vicepresi-
dente de la República, se haga también la de un segun-
do Vicepresidente para todo el período constitucional. 
De este modo y votando por los tres en una sola papele-
ta, con la debida distinción, se hace la elección en hom-
bres de opiniones homogéneas, lo cual es una garantía de 
paz y tranquilidad durante todo el período de la Admi-
nistración. 
15 
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«Además, hay una razón de lógica muy importan-
te : si el Consejo ha creído bueno que el Vicepresidente, 
primer suplente del Presidente, sea elegido al mismo 
tiempo y para igual período que éste, no hay razón 
para que el segundo suplente, a quien se llama «De-
signado» en el articulo original, tenga origen distinto 
(el Congreso, en lugar de las Asambleas electorales), y 
de una duración sólo de dos años, cuando ha de ser de 
seis la del Presidente y Vicepresidente. 
Texto 
Arts . 76 a 83, aprobados sin discusión ni modifica-
ción sustancial. 
Art. 84. El Presidente de la República dispone del 
término de seis días, prorrogable a voluntad de la Cá-
mara en que el proyecto haya tenido origen, para de-
volverlo con objeciones. 
«Si el Presidente, transcurrido el indicado término, 
no hubiere devuelto el acto legislativo con objeciones, no 
podrá dejar de sancionarlo y promulgarlo. Pero si las Cá-
maras se pusieren en receso dentro de dicho término, el 
Presidente tendrá el deber de publicar el proyecto, san-
cionado u objetado dentro de los diez días siguientes a 
aquel en que el Congreso haya cerrado sus sesiones.», 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
«El Presidente de la República dispone del término 
de seis días para devolver con objeciones cualquier pro-
yecto, cuando éste no conste de. más de 50 artículos; 
de diez días cuando el proyecto contenga de 51 a 200, y 
hasta de quince días cuando los artículos sean más 
de 200. 
«Si el Presidente, trascurridos los expresados térmi-
nos, según el caso, no hubiere devuelto el acto legisla-
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tivo con objeciones, no podrá dejar de sancionarlo y pro-
mulgarlo. Pero si las Cámaras se pusieren en receso 
dentro de dichos términos, el Presidente tendrá el deber 
de publicar el proyecto, sancionado u objetado dentro de 
los diez días siguientes a aquel en que el Congreso haya 
cerrado sus sesiones.» 
Aproboda. 
SUBMODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR OSPINA, ADITIVA 
« Si el Gobierno no cumpliere con esta obligación, el 
acto legislativo será sancionado y promulgado por el 
Presidente del Consejo.» 
Aprobada y adoptada. 
«Art. 86. El Presidente de la República sancionará, 
sin poder presentar nuevas objeciones, todo proyecto que, 
reconsiderado, fuere adoptado por dos tercios de los vo-
tos en una y otra Cámara. 
«En lo relativo a Presupuesto, basta la mayoría ab-
soluta de votos para que la insistencia del Congreso obli-
gue al Presidente a sancionar lo acordado.» 
Aprobado el primer párrafo, y negado el segundo 
como contrario a las Bases. 
Arts . 87, 88, 89. 
Aprobados sin discusión. 
Los Relatores, 
fulio Añez—A. González Toledo 
(Sesión del dia 24 de mayo de 1886) 
Texto 
Art. 90 a) «El Senado se compondrá de tantos 
miembros cuantos Senadores correspondan a los Depar-
tamentos a razón de tres por cada Departamento; b) y áe 
— 228 — 
seis Senadores más nombrados por el Presidente de la 
República. 
c) Po rcada Senador se elegirá un solo suplente.» 
MODIFICACIÓN DE LOS HH. SEÑORES SAMPER Y CALDERÓN 
Supresiva de la parte marcada b), 
Aprobada. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
c) «Por cada Senador se elegirán dos suplentes.» 
Aprobada. 
Deba te 
SOBRE LA PRIMERA MODIFICACIÓN 
El H, señor Samper: 
«El articulo que se discute consta de tres partes, por 
lo que hemos pedido su división, para discutirlo y vo-
tarlo, mi H. colega el señor Calderón y yo. Estoy de 
acuerdo con la primera y tercera parte, pero no con la 
segunda, respecto de la cual haré algunas observaciones. 
«Cuando se dicta una Constitución, debe, en pri-
mer lugar, tomarse en cuenta la índole del pueblo para 
quien se hace, y no consagrar en ella disposiciones fan-
tásticas, impracticables o antipáticas; por mucho que pa-
rezcan científicamente imaginadas. Recuérdese lo que su-
cedió en Francia con el trabajo del ilustre .Siéyes, que 
resultó completamente infructuoso, dada la época en que 
se escribió y las condiciones especiales de aquel gran 
pueblo. Y sin ir muy lejos, la Constitución de Rionegro, 
parto de imaginaciones exaltadas, y voluntades general-
mente guiadas por la buena fe, estableció principios ab-
solutos, que si bien eran muy bellos en teoría, se vio que 
resultaron de todo punto impracticables. 
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«Respecto del artículo que se discute, obser\'o que 
choca con las tradiciones constitucionales del país y con 
la educación republicana de nuestro pueblo. En efecto, 
esta disposición no se registra en ninguno de nuestros 
Códigos fundamentales, ni aun en el bolivia7io, que creaba 
Senadores vitalicios pero no de nombramiento del Poder 
Ejecutivo, como los que ahora se nos proponen. 
«Muchas personas que han examinado el proyecto 
rechazan esta disposición. El país entero la rechaza, por-
que en la conciencia nacional está arraigada ya la ¡dea de 
la independencia de los poderes públicos. Ni puede ser 
de otra manera, una vez que el Senado es el Juez de los 
actos del Poder Ejecutivo; y nombrando el Presidente 
seis miembros de una Corporación poco numerosa que 
ha de juzgar a los Ministros, se haría casi ilusoria la res-
ponsabilidad del Ministerio. ¿Y cómo ha de ser admisible 
que el Poder Ejecutivo elija en parte a sus propios Jue-
ces y a los que han de aprobarle algunos de sus actos? 
«Por esta Constitución se dan amplias facultades al 
Presidente, y se le hace irresponsable; mayor debe ser, 
pues, la responsabilidad de sus Ministros, quienes harían, 
naturalmente, causa común con aquél, el día que el Sena-
do de la República los encontrara justiciables por un acto 
cualquiera de la Administración. ¿Sería corriente, deco-
roso siquiera, que los llamados a juzgar de los actos del 
Poder Ejecutivo hubiesen recibido su nombramiento del ' 
mismo? 
«Por otra parte, éste tiene el derecho, según la 
Constitución, de objetar las'leyes que expida el Congreso: 
— para declarar infundadas esas objeciones, se necesita 
la mayoría de las dos partes de cada Cámara; — esa ma-
yoría vendría a ser, en el Senado, de i8 miembros, de los 
que hay que deducir los seis .Senadores que tendría dere-
cho a nombrar el Poder Ejecutivo, los que naturalmente 
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lo apoyarían. Los 12 restantes no alcanzarían a formar 
siquiera la mayoría absoluta (14) de los 27 Senadores 
electivos. Se hace, pues, muy difícil que un Cuerpo de tal 
manera compuesto venga a discrepar en algún punto de 
las opiniones del primer Magistrado, lo que engendra, 
a no dudarlo, o la corrupción en el Senado, o la dictadura 
en el Gobierno. 
« Me parece que puedo asegurar que en ningún país 
republicano está consignada disposición semejante ; y mal 
pudiera suceder, porque ella es, no sólo de origen mo-
nárquico sino propia de países aristocráticos. Ella sirve 
tan sólo para que los soberanos impongan siempre su vo-
luntad a los Parlamentos, cuando están en pugna con 
Cámaras aristocráticas; y la Historia nos dice claramente 
a qué especie de dificultades da marg-en una organiza-
ción de tal naturaleza. No se comprende qué objeto ten-
ga esta disposición ni a qué fin político obedezca, pues 
no hay ningún punto de similitud entre un soberano vi-
talicio y hereditario, colegislador de una Cámara no elec-
tiva, aristocrática, y un Presidente constitucional y de 
elección popular, que dura seis años. Y si esta similitud 
no existe, ¿dónde está la razón que justifique el que se 
sancione un principio monárquico, completamente exó-
tico por su naturaleza, en una Constitución republicana ? 
«Espero que el Consejo medite bien este asunto, y 
reconozca el patriótico móvil que me impulsa a rechazar 
esta parte del articulo. Lo único que deseo, como republi-
cano práctico, es que no nos anticipemos a crear difi-
cultades que provoquen una* reforma, que no podemos 
calcular hasta dónde iría, y acaso una revolución. Mucho 
temo que aun pudiéramos volver a los abismos de la 
federación, si con la Constitución les damos una bandera 
a los federalistas. Esta Constitución tendrá que ser refor-
mada algún día; pero deseo que no lo sea por una reac-
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ción violenta, sino porque asi lo reclamen las necesida-
des del pais, y pacificamente. 
«La Comisión que ha formulado este proyecto ha 
obrado con patrióticas miras; pero en este punto creo 
que no meditó lo bastante ni consultó la índole del país, 
las tradiciones de su Historia ni las tendencias y necesi-
dades de la época. 
«He dicho.» 
E L H . SEÑOR CARO: 
«El H. señor Samper se presenta armado de todas 
armas a combatir la novedad que contiene el artículo 
del proyecto. Procuraré hacerme cargo de sus objeciones, 
para exponer en seguida algunas de las razones que en 
mi sentir justifican y recomiendan la disposición adop-
tada por la mayoría de la Comsión y ahora impugnada 
por el H. Consejero que acaba de hablar. 
«Las personas con quienes el H. señor Samper ha 
conferenciado sobre el proyecto, desaprueban esta facul-
tad que se confiere al Gobierno de nombrar seis Senado-
res. A esa opinión podría yo contraponer aqui, si hubiera 
de seguir tal argumentación, la de las personas a quie-
nes en conversación particular he oído que aprueban la 
misma disposición. Pero sería impropio, si ya no imposi-
ble, que el Consejo buscase balanza alguna para pesar es-
tas opiniones particulares. Creo yo, señor Presidente, que 
en estas materias sólo hay dos fuentes de opinión atendi-
bles y valuables: el instinto popular, que suele ser certe-
ro—vox pop7ili vox Dei—y cl dictamen de los hombres que 
a un verdadero amor de la patria unen caudal de ciencia 
y de experiencia políticas. Prescindo, pues, en absoluto, 
como de arma dialéctica, de .opiniones particulares anóni-
mas, por respetable que sea, bajo otros conceptos, su pro-
cedencia. 
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«Objeta el If. señor Samper que la facultad que 
trata de concederse al Gobierno para nombrar cierto nú-
mero de Senadores no existe en otras Repúblicas ni en 
nuestras Constituciones anteriores. En el terreno de la le-
gislación comparada, la argumentación del H. Consejero 
confieso que tiene fuerza, pero fuerza relativa, de modo 
que si la relación que ha de encadenarla se pierde, flaquea 
al mismo tiempo la argumentación. Sí una disposición es 
mala, injusta, inconveniente, el no existir esta disposición 
en países civilizados es justo argumento corroborativo. 
Pero si la disposición es razonable y fundada en motivos 
poderosos, el argumento de autoridad o comparación no 
debe prevalecer. Todavía más: si esa disposición es sólo 
nueva como disposición adjetiva, pero si bien examinada 
osuna aplicación, un desenvolvimiento de principios adop-
tados en otras partes, en este caso no cabe siquiera alegar 
falta de antecedentes análogos. Y esto es cabalmente lo 
que sucede en el caso que examinamos. 
« No es justo, por lo que diré luego, limitar la com-
paración de este punto constitucional a lo que pasa en Es-
tados republicanos. Admitiendo por lo pronto esta limita-
ción arbitraria, observaré que en esta misma Constitución 
se han aprobado con el voto del H. señor Samper disposi-
ciones más graves que la presente, que no tienen en su 
favor las condiciones que él exige. Aquí se ha adoptado el 
principio norteamericano que da al Juez la facultad de 
aplicar la Constitución de preferencia a la ley, poniendo 
asi un limite judicial a la validez de las leyes promulga-
das. "Este principio, exclusivamente norteamericano, no 
rige en otras Repúblicas ni ha regido en Colombia. Aqui 
se ha adoptado también, con el voto del H. señor Samper, 
el articulo 87, que da facultad a la Corte Suprema para 
, intervenir como arbitro entre el Congreso y el Presidente 
cuando el Presidente objeta un proyecto de ley como an-
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ticonstitucional, y decidir definitivamente si el proyecto 
ha de archivarse o sancionarse. Esta disposición no se re-
gistra en ninguna Constitución, colombiana ni extranjera, 
y sin embargo se ha adoptado aquí sin oposición, porque, 
aunque en otras Constituciones no exista, no es contra-
ria, antes conforme, con los sanos principios de derecho 
constitucional, y se ha considerado como una preciosa 
garantía contra el contenido de leyes antijurídicas, dado 
que la Constitución es la más alta y autorizada expresión 
del derecho. 
«Por lo que hace a nuestras propias Constituciones, 
no podemos en ningún caso referirnos, ni creo que el H. 
señor .Samper se refiera, a las de 1853, 58 y 63. Si esos 
Códigos anárquicos fuesen autoridad, todo este proyecto 
sería rematadamente malo. 
«Tenemos que retroceder, en cualquier comparación 
que se haga, a la Constitución de 1843, muy digna de 
todo respeto, pero no de reproducción. Yo creo que si 
aquellos sabios legisladores viviesen hoy, no desapro-
barían las lecciones de la experiencia, si hubieran perma-
necido ajenos al serio examen a que está sometido en 
el muudo el arduo problema electoral, y que ellos mis-
mos, en esta materia, se apartarían en algún punto de 
la norma adoptada hace ya cerca de medio siglo. 
«Volviendo a la comparación con otraá legislacio-
nes, creo yo que lo importante, lo decisivo en el punto 
que se discute, es la consideración de que la división 
del Poder Legislativo en dos Cámaras no es una institu-
ción democrática, sino mixta, copiada de las monarquías 
constitucionales, y especialmente de Inglaterra, que dio 
el primer modelo, por las Repúblicas que la han adop-
tado, y que en el original, y no en malas copias, es donde 
ha de examinarse la institución, a fin de estudiar su espí-
ritu, decidir hasta qué punto puede imitarse, y procurar 
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que su imitación no sea servil y material sino razonable y 
atinada. 
«Dentro del concepto exclusivamente democrático 
no cabe la dualidad ni multiplicidad de Cámaras legisla-
tivas; porque si sólo el pueblo ha de ser representado, y 
el pueblo es uno, uno e indivisible ha de ser el Cuerpo 
representativo del pueblo, como lo han sido en otras épo-
cas las Convenciones y Asambleas nacionales en Fran-
cia. La razón de que cuatro ojos ven más que dos, y otras 
semejantes, son secundarias y no reducirán jamás el sis-
tema de dos Cámaras al principio democrático. La Asam-
blea popular es una voluntad, como el pueblo que re-
presenta, y las dos Cámaras no han de ser una voluntad 
bipartita, lo cual envuelve contradicción, sino dos volun-
tades que se consultan y se conforman para acordar las 
leyes. 
« La dualidad de Cámaras ha de apoyarse, y se apoya 
en efecto, en un fundamento verdadero y sólido: en la 
distinción entre el pueblo o muchedumbre que forma la 
Cámara popular, por una parte, y por otra los miembros 
orgánicos del Estado, clases, órdenes o intereses sociales 
en cualquier forma organizados, que deben constituir la 
alta Cámara. 
«Dos sistemas hay de componer el .Senado, y a veces 
concurren juntos : el hereditario, que representa la aristo-
cracia de la sangre; y el electivo, que representa intere-
ses permanentes diversos, comunes a las monarquías y a 
las repúblicas. 
«El carácter vitalicio es inherente al principio he-
reditario, y no conviene combinarlo con el electivo, por-
que la importancia de este sistema no depende de la 
perpetuidad del funcionario, sino de la calidad de los inte-
reses sociales que dignamente haya de representar. El sis-
tema hereditario, y aun la forma vitalicia adoptada en el 
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proyecto de Constitución Boliviana, citada por el H. se-
ñor Samper, son rechazados por las Repúblicas demo-
cráticas como la nuestra, enemigas naturales de los pri-
vilegios de la cuna, y aun de los cargos conferidos a per-
petuidad fuera del Poder Judicial. Pero el sistema electivo 
que en muchas monarquías concurre a la formación del 
Senado, no es, como supone el H. señor .Samper, aristo-
crático, salvo que se dé al término aristocracia una acep-
ción conciliable con todo interés social legítimo. Por lo 
menos nada tiene que ver con la aristocracia de la alcur-
nia ni con odiosos privilegios de clases. Si son corpora-
ciones las que eligen, por ejemplo, las Universidades, se-
rán la inteligencia y la ciencia las que van a ser represen-
tadas en el Senado, y una República bien ordenada no 
tiene por qué condenar la influencia científica. Si es el Jefe 
de la Nación el que nombra, de categorías señaladas por 
la ley, la elección corresponde al Rey o al Presidente, 
pero la representación pertenece a la respectiva catego-
ría, y la Constitución del Estado, no el Rey ni el Pre-
sidente, es quien confiere a tales categorías, que ella 
designa con más o menos acierto, el derecho de ser re-
presentadas. Por tanto, si en una Constitución republicana 
se establece que en el Senado han de entrar algunos ele-
mentos que no sean de origen popular, no se diga que 
esta es disposición aristocrática ni monárquica, sino un 
medio, más o menos imperfecto, de contrapesar la otra 
Cámara, para que la institución de las dos Cámaras tenga 
alguna razón de ser, y no aparezca como aplicación incon-
siderada de un mecanismo de invención extranjera cuyo 
secreto se desconoce. 
« Los repetidos ensayos de reforma electoral, las nu-
merosísimas publicaciones que en Europa se han hecho iil-
timamente sobre la materia, y que se cuentan por cente-
nares, el reciente Congreso internacional de Amberes, de 
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cuyas deliberaciones tiene noticia el H. señor .Samper, 
todo demuestra que las elecciones populares, cualquiera 
que sea el sistema que las regule, adolecen de vicios incu-
rables. En vano se han discurrido modos de representación 
proporcional y de representación de minorías. En todo 
sistema la elección popular ofrece dos inconvenientes gra-
vísimos e incorregibles: uno, que las colectividades repre-
sentadas son circunscripciones numéricas, facticias, no 
agrupaciones, orgánicas, naturales; otro, que los votantes, 
para buscar alguna organización en la lucha, tienen que 
afiliarse en partidos políticos preexistentes, y las influen-
cias políticas casi exclusivamente son»las que dan color a 
la representación. Suponiendo una elección popular legí-
tima, ajena de todo fraude, siempre quedan sin represen-
tación elementos sociales muy digtios de tenerla. 
« El remedio no está en tratar de restringir el sufra-
gio popular por elecciones indirectas que tienden a des-
virtuarlo en su origen, y no corrigen sus defectos. El re-
medio consiste en buscar contrapeso a la representación 
democrática. Dejemos la Cámara popular, con sus carac-
teres propios, con sus ventajas y defectos característicos. 
En ella tienen asiento las pasiones ardientes, los intereses 
progresivos, y si se quiere, las tendencias revolucionarías. 
Pero sometida a la misma coyunda de la otra Cámara, que 
representa tradiciones e intereses conservadores, mode-
rará con la práctica de los negocios y la concurrencia de 
ese colaborador sabio y discreto, el ardor de novedades 
peligrosas, y se obtendrá la conciliación de la libertad y el 
orden, que es nuestro lema nacional. Esta es exactamente 
la doctrina de las Bases constitucionales aprobadas. En 
ellas se establece que la Cámara de Representantes es 
cuerpo esencialmente popular, y que el Senado se consti-
tuye con elementos destinados a asegurar la estabilidad 
de las instituciones sociales. 
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«No disimularé yo, puesto que de ello estoy bien pe-
netrado, la dificultad de resolver la cuestión en lo que al 
Senado se refiere, porque aquí la democracia exagerada ha 
pulverizado casi la sociedad. Pero de la dificultad de ob-
tener una solución firme, no se sigue que el problema pue-
da plantearse de otro modo que como está planteado en 
las Bases; amplio y libre sufragio popular para formar la 
Cámara de Representantes; prudentes cautelas para la 
formación del Senado. La Comisión autora del proyecto 
no encontró el deseado medio de organizar un .Senado 
como corporación social. Ya sea que lo elijan asambleas 
electorales, ya Consejos departamentales, no habrá la di-
ferencia esencial que debe haber entre la composición de 
la una y de la otra Cámara. Para neutralizar este incon-
veniente sustancial, se propone que la sexta parte de los 
Senadores no sean de origen popular. Si los intereses so-
ciales estuviesen en Colombia debidamente organizados, 
ellos podrían enviar sus legítimos representantes. No ha-
biendo organismos bien determinados, se atribuye al Go-
bierno la facultad de designar representantes de todo lo 
que no es pueblo. Sólo falta añadir, si el Consejo lo juzga 
conveniente, que el Gobierno elegirá esos seis Senadores 
como representantes de determinados elementos sociales, 
por ejemplo, del alto clero, de la clase militar, de los inte-
reses económicos, comerciales, industriales y agrícolas, y 
de las profesiones intelectuales. Por este medio será a lo 
menos posible que vayan al Senado ciertas eminencias 
sociales que los políticos excluyen de sus listas, y cuyos 
nombres no deben, en la de candidatos, exponerse a rudo 
manoseo y a derrota probable en la pugna de las pa-
siones. 
«Pero seis Senadores nombrados por el Gobierno—dice 
el H. señor Samper—dan al Gobierno en el Senado una 
representación excesiva. Yo creo que aquí confunde el H. 
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señor Samper el principio de la elección con el de la re-
presentación. El Gobierno nombra los Ministros diplomá-
ticos, y los Ministros diplomáticos no son representantes 
del Presidente de la República sino de la Nación. Nom-
bra también los Magistrados de la Corte Suprema y de 
los Tribunales Superiores, y ellos no administran justicia 
en nombre del Presidente sino de la Nación. De igual 
manera puede nombrar seis Senadores que vayan a repre-
sentar intereses sociales, y no los particulares del Presi-
dente de la República. 
«Los cálculos que hace el H. señor Samper, fundados 
en que las objeciones del Gobierno a un proyecto de ley 
no pueden ser rechazadas sino por dos tercios de votos 
en ambas Cámaras, no son, a mi juicio, fundados; porque 
esa disposición no tiene en manera alguna por objeto dar 
al Gobierno representación grande ni pequeña en el Cuer-
po legislativo, sino premunir la Constitución y los dere-
chos por ella garantizados contra los abusos del Poder 
Legislativo cuando una mayoría accidental se empeñe en 
expedir leyes inconstitucionales. No es una ampliación, 
por medios representativos, del poder del Gobierno; es 
un límite puesto a los delirios de la omnipotencia de que 
suelen estar tentadas las Asambleas. 
«Ni ha advertido el H. señor Samper que renován-
dose por terceras partes el Senado, los Senadores que 
nombre el Gobierno no entran de una vez, sino dos cada 
dos años. Los Ministros que no refrendan un nombra-
miento nada tienen que hacer con él ; los que lo refren-
dan tampoco son autores del nombramiento. El caso de 
que al juzgar un Ministro se hallasen en el Senado cuatro 
Senadores cuyo nombramiento hubiese sido refrendado 
por el mismo Ministro, es remotísimo, casi imposible; y 
aun suponiéndolo, no tendrá influencia decisiva en el fallo. 
Pudiera salvarse un inconveniente, que a mi juicio no 
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existe, negando a tales Senadores participación en el 
juzgamiento de los Ministros. Por lo demás, al iniciarse 
una nueva Administración sólo podrá nombrar de una 
vez dos Senadores, y sólo habrá de renovar por bienios 
los que fueron nombrados por la anterior. Este engranaje, 
lejos de ser nocivo, contribuirá a neutralizar los cambios 
bruscos, y a mantener algún vínculo, aunque débil, entre 
lo anterior y lo subsiguiente, entre la Administración y e l 
Senado. 
«No creo que se pueda demostrar que la disposición 
que se_ discute sea mala en si misma. Solamente es un 
medio imperfecto. Si se le combate, propóngase otro me-
jor para lograr el fin benéfico que ha de perseguirse en la 
composición del Senado. El vacío no será nunca preferi-
ble a los medios deficientes.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
« Apenas haré unas breves explicaciones para con-
testar el discurso de mi H. colega el señor Caro, en algu-
nos puntos que tengo que replicar. 
«La influencia que tiene que ejercer el Poder Ejecu-
tivo sobre los seis .Senadores que nombre es la cosa más 
natural: negarla, sería desconocer el corazón humano. Y 
no se haga la comparación con los Magistrados de la 
Corte Suprema, porque esto es de todo punto inacepta-
ble. Ellos son vitalicios y no pueden ser removidos sino 
por justa causa y sentencia legal. Cabalmente se les ha 
dado duración indefinida para ponerlos al amparo de las 
influencias del poder. No sucede lo mismo con los Sena-
dores, que son reelegibles por cortos periodos y que tie-
nen carácter político. Naturalmente serian instrumentos 
del Gobierno los Senadores que él nombrase. 
« Comprendo que todos los sistemas electorales son 
defectuosos, como dice el H. señor Caro; pero creo que 
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el que aquí tratamos de establecer es el que más se adap-
ta a nuestras costumbres y educación política. El con-
sulta la representación de las minorías, que en nuestro 
pais no las constituyen determinadas clases, sino deter-
minados partidos. Nosotros no tenemos división de clases 
como otros países, constituidos y educados de muy dis-
tinto modo. Nuestras divisiones son puramente políticas, 
y en ese punto de vista es en el que debemos situarnos 
para constituir el pais. 
« Si, como lo indica el H. señor Ca'-o, debe darse en 
el Senado representación a las clases sociales, y el Poder 
Ejecutivo es el que puede hacerlo con más acierto, debe-
riamos establecer de una vez que él nombrase a todos los 
miembros de esa Corporación para que así la obra fuese 
pe7fecta. Lo que es bueno para la parte es bueno para el 
todo. 
«Respecto del calificativo de aristocrático dado a 
este artículo en mi anterior discurso, lo hice basado en 
que en las monarquías el soberano tiene que defenderse 
de los tiros de cierta aristocracia que por derecho propio 
hereditario tiene parte esencial en el Parlamento, y por 
eso nombra miembros de una de las Cámaras. Fue en 
este sentido en el que lo dije. Y como aquí no hay sobe-
ranos ni aristocracia, no existe la conveniencia ni la nece-
sidad de esta disposición. 
«Tampoco estoy de acuerdo en que la institución de 
las dos Cámaras sea una copia servil de las monarquías. 
Lo que se ha hecho con esto, desde el principio de la Re-
ptiblica, es buscar el equilibrio entre la Cámara de Re-
presentantes, que tiene origen en el pueblo, y que es de 
suyo reformista y ardorosa, donde se encuentran repre-
sentados los intereses nuevos de la sociedad, y el Senado, 
que es elemento moderador, como que está constituido 
de otro modo y tiene más largo periodo de duración. 
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«Otra razón muy principal que ha inducido a crear 
y mantener dos Cámaras, aun de un mismo origen a ve-
ces, es la de evitar la precipitación peligrosa con que po-
dría proceder una sola Cámara, apasionada o impresionada 
en cierto sentido, con evidente perjuicio para la Nación. 
Ninguna de las Repúblicas americanas ha procedido en 
este asunto por imitación de las instituciones monárqui-
cas, sino por razones de intrínseca conveniencia. 
«Y advertiré de paso que no ataco este artículo por-
que encierre una novedad, sino porque, lo repito, es ente-
ramente antirrepublicano, impropio para Colombia, y no 
se me ha demostrado la conveniencia de esta novedad. 
« Siento dejar de contestar algunos otros puntos del 
discurso del H. señor Caro, pero temo fatigar al H. Con-
sejo, que en su sabiduría decidirá lo que crea más justo 
y conveniente, bien que, sin vacilar, votaré, por mi parte, 
contra lo propuesto, que me parece inadmisible.» 
Texto 
«Art. 91. En caso de creación de nuevos Depar-
tamentos, el Congreso dividirá el territorio en nueve 
circunscripciones senatoriales, a cada una de las cuales 
corresponderán tres .Senadores, y determinará el modo 
de hacer las elecciones. 
Virtualmente negado. 
Arts. 92 a 95. 
Aprobados sin discusión. 
Art. 96. Nuevas atribuciones del Senado: 
A) PROPUESTA POR EL H. SEÑOR SAMPER 
«Admitir o nó la renuncia que hagan de sus em-
pleos el Presidente y Vicepresidente de la República y 
el Designado.» 
Aprobada. 
16 
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B) PROPUESTA POR EL H. SEÑOR CARO 
«Autorizar al Gobierno para declarar la guerra a 
otra Nación.» 
Aprobada. 
Art. 97. Aprobado con la modificación de «por 
cada Representante se elegirán dos suplentes,» en vez. 
de « un suplente.» 
Art. 98. Aprobado sin discusión. 
Art. 99. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
« Los Representantes serán elegidos por tres años . . . 
en vez de «cuatro años.» 
Aprobada. (Posteriormente reconsiderada y dese-
chada). 
Texto 
Art . 100. (Atribuciones de la Cámara de Represen-
tantes). 
NUEVA ATRIBUCIÓN PROPUESTA POR EL H. SEÑOR 
SAMPER 
«Nombrar el Procurador General de la Nación.» 
Negada. 
Deba te 
E L H . SEÑOR S A M P E R : 
«Voy a explicar brevemente el objeto de mi mo-
dificación. 
«En primer lugar manifestaré que la práctica es-
tablecida de que el Procurador General de la Nación 
sea nombrado por la Cámara de Representantes, no ha 
producido hasta ahora ningún mal resultado, y por tan-
to no le encuentro objeto alguno a la innovación. 
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«En segundo lugar observo que la cabeza del Mi-
nisterio Público propiamente es la Cámara, puesto que 
ella lo ejerce respecto de los más altos funcionarios, y 
tiene funciones de fiscalización muy importantes. Así, 
lo más natural es que sea ella quien nombre dicho fun-
cionario. De otra manera tendríamos un Ministerio pú-
blico con dos cabezas: la Cámara y el Poder Ejecuti-
vo, que haría el nombramiento del Procurador; del 
mismo empleado que debe acusarlo en los casos que 
prescriba la ley! 
«Esta es una dislocación del Ministerio público, 
enteramente ilógica e innecesaria. También hay que te-
ner en cuenta que el nombrado estaría sujeto a influen-
cias de la misma autoridad de quien recibe el nombra-
miento, y esto no deja de tener en .el presente caso 
graves inconvenientes. Prefiero un Procurador General 
que tenga la necesaria independencia.» 
E L H . SEÑOR C A R O : 
«El H . señor Samper sostiene que la Cámara de 
Representantes es cabeza del Ministerio público por cuan-
to ejerce las más altas funciones fiscales, como acusado-
ra de los Ministros y otros altos empleados, y que por 
lo mismo corresponde a esa Cámara el nombramiento de 
los funcionarios del Ministerio público. 
«¿Porqué ejerce la Cámara de Representantes las 
más altas funciones fiscales? Porque acusa a determi-
nados funcionarios. ¿ Y ante quién los acusa, quién es 
el que ha de juzgarlos? El Senado. Según esto, y dis-
curriendo de un modo análogo y congruente respecto 
del Senado, debemos decidir que el Senado ejerce las 
más altas funciones judiciales, que por lo mismo es ca-
beza del Poder Judicial, y le corresponde el nombra-
miento de los Magistrados de los Tribunales. 
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«Entiendo, señor Presidente, y procuraré brevisi-
mamente poner de manifiesto que el sistema propuesto 
por la Comisión en el proyecto que se discute, es ra-
zonable por ser armónico, y qu,e el sistema adopta-
do por. anteriores Constituciones nuestras, que es el que 
ahora aspira a reproducir aqui el H. señor Samper, no 
debe llamarse sistema sino confusión de procedimientos. 
« Ya traté de explicar, anteayer, tratándose del dere-
cho de gracia, cómo y por qué el Presidente de la Repú-
blica es cabeza del Poder Judicial, y en qué se funda el 
titulo que tiene para nombrar los Ministros de los Tri-* 
bunales de Justicia. Pero basta aquí a mi propósito hacer 
notar que, por derecho consagrado en todas las constitu-
ciones y de todos conocido, corresponde al Presidente de 
la República 'velar porque en todo el territorio se ad-
ministre pronta y entera justicia por los encargados de 
adrninistrarla.' 
«¿Y cómo, por qué medio ejerce el Presidente esta 
atribución y cumple con este deber? Por medio de los 
funcionarios del Ministerio público o Ministerio fiscal. Si 
el Presidente no nombra y separa libremente estos fun-
cionarios intermedios, si no dispone libremente de este 
instrumento de ejecución, mal podrá hacer que se admi-
nistre fiel y cumplidamente justicia en la República. 
«Precisamente de estos principios ha resultado la 
necesidad de atribuir determinadas funciones fiscales a la 
Cámara de Representantes, y judiciales al Senado, res-
pecto de los miembros del Gobierno. Con efecto, si el Go-
bierno Ejecutivo es cabeza del Poder Judicial y tiene a 
sus inmediatas órdenes al Ministerio fiscal, a fin de de-
fender los intereses del Estado y promover la ejecución y 
cumplimiento de las leyes, no es natural que los miem-
bros del Gobierno, llegado el caso de ser juzgados, lo 
sean por orden del mismo Gobierno. Para ese caso, para 
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hacer efectiva la responsabilidad de los Ministros del Des-
pacho, agentes inmediatos y responsables del Presidente 
de la Repi'iblica, es forzoso, en consecuencia, discurrir un 
medio extraordinario, y para eso cabalmente se consti-
tuye en acusadora la Cámara popular, y en Juez la alta 
Cámara. Según el proyecto, si la responsabilidad del Mi-
nistro es política, lo juzga el Senado; si es penal y de 
derecho privado, el Senado pone el reo a disposición de 
la Corte Suprema. De todas suertes el juicio se inicia por 
acusación de la Cámara de Representantes ante el Se-
nado. De todas suertes—y esto es importante en el caso— 
las funciones de una y otra Cámara, ya fiscales, ya judi-
ciales, son de carácter ejccepcional y no implican superio-
ridad jerárquica en los respectivos departamentos fiscal y 
judicial. Por eso, también, en el proyecto de Constitu-
ción no se dice: ' El Ministerio fiscal se ejerce por la Cá-
mara de Representantes, por el Procurador general ' etc.; 
ni se dice tampoco: ' El Poder Judicial se ejerce por el Se-
nado, por la Corte Suprema, etc. ' Las fórmulas adopta-
das, de acuerdo con el buen sentido y con la lógica, son 
éstas: ' El Ministerio fiscal se ejerce por el Procurador 
general de la Nación etc.' Y luego se añade: ' La Cámara 
de Representantes ejerce DETERMINADAS funciones fisca-
les.' De igual modo se consagra que el Poder Judicial es 
ejercido por la Corte Suprema, etc. Y adicionalmente se 
advierte que ' el Senado desempeña DETERMINADAS fun-
ciones judiciales.' 
« El H. señor Samper piensa que el Gobierno Ejecu-
tivo no es cabeza del Poder Judicial, ni tiene a sus in-
mediatas órdenes el Ministerio fiscal; que aquél y este 
poder son independientes del Presidente de la República. 
Según esta doctrina, el H . señor Samper debiera apresu-
rarse a proponer que se prive a la Cámara de Represen-
tantes y al Senado de la facultad de acusar y de la de 
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juzgar al Ministro del Despacho, y que éstos queden 
sometidos a los Tribunales y fiscales ordinarios como cua-
lesquiera otros empleados administrativos; o bien que la 
Cámara de Representantes y el Senado ejerzan otras 
facultades fiscales y judiciales que no sean de carácter 
excepcional. 
«La facultad de nombrar el Procurador de la Nación, 
atribuida por algunas Constituciones a la Cámara de Re -
presentantes, es una de tantas odiosas manifestaciones 
del sistema democrático, o mejor diré, de la pasión de-
mocrática (puesto que no merece nombre de sistema), 
que discurre toda clase de trabas y cortapisas para el Jefe 
de la Nación, al mismo tiempo que da carta blanca para 
cometer abusos a corporaciones que carecen de respon-
sabilidad moral y legal, semejantes en sus peligros y ca-
prichos a mares desconocidos o célebres por frecuentes 
naufragios. 
«El H. señor Samper alega que el sistema antiguo, 
que el sistema de la elección de Procurador atribuida a 
la Cámara de Representantes NUNCA ha presentado incon-
venientes. ¡Nunca! En materia de antecedentes históri-
cos, en este negocio, prefiero callar, absteniéndome de 
citar hechos vergonzosos, aunque no recientes, que en la 
memoria de todos los que me oyen están desmintiendo, 
en este momento, la afirmación del H. señor Samper.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO: 
«No puedo, señor Presidente, dar mi voto a la mo-
dificación introducida por el H. señor Samper, porque la 
creo ilógica y además inconveniente, como lo ha demos-
trado la experiencia. 
« El Ministerio público no es otra cosa que un orden 
de Magistrados encargados de la defensa de los intereses 
de la sociedad y del Estado, y debe hacer efectiva la res-
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ponsabilidad en que incurran los empleados públicos ya 
por omisión, ya por abuso en el ejercicio de sus funcio-
nes ; o lo que es lo mismo, el Ministerio público es uno de 
los medios establecidos por el Legislador para invigilar 
la estricta aplicación de las leyes. Siendo, pues, el Presi-
dente de la Nación quien, tanto por la naturaleza intrín-
seca de la misión que le está encomendada, como por lo 
que a este respecto se ha dispuesto en todas las Consti-
tuciones del país, inclusive en la que estamos elaborando, 
debe, como Jefe Superior, velar en todos los casos y de to-
das maneras por el exacto cumplimiento de la ley, es ló-
gico y natural que el Ministerio público, que en realidad 
de verdad es apenas una rueda destinada a funcionar den-
tro del radio marcado al Gobierno, sea organizado como 
Agente del Ejecutivo. Si atribuyéramos estos nombra-
mientos a la Cámara de Representantes, haríamos del Mi-
nisterio público una entidad independiente y sobre la cual 
el Gobierno no tendría acción eficaz por carecer de facul-
tad de nombrar y remover a los empleados que lo consti-
tuyen, y parecería que en cierto modo y por caminos in-
directos querríamos, al mismo tiempo que imponemos al 
Presidente una obligación de carácter sagrado, negarle 
los medios de cumplirla. 
«Con frecuencia hemos visto que el Procurador na-
cional, considerándose funcionario independiente, se ha 
denegado a obedecer las órdenes del Ejecutivo ; y ahora 
mismo recuerdo que durante la Administración del señor 
Ospina, el señor don Florentino González no quiso ins-
taurar algún proceso que el Gobierno le ordenó promo-
ver, haciendo con su conducta necesaria la ley de 23 de 
junio de 1857, que autorizó al Presidente para nombrar 
agentes especiales que defendiesen los intereses de la Na-
ción. Si, pues, deseamos evitar en lo sucesivo estas coli-
siones de autoridad entre el Gobierno y sus agentes; es 
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necesario reducir el Ministerio público a lo que debe ser, 
y acabar con aquel cuarto Poder constitucional que hasta 
ahora por no ser parte del Poder Judicial, ni serlo del 
Ejecutivo, ha figurado como ramo separado del tronco 
que le dio vida. 
«Además de esto, señor Presidente, soy enemigo de 
los nombramientos hechos por corporaciones, pues por 
experiencia sé que en ellas es donde más se agitan las 
intrigas y en donde más valen y pueden los círculos per-
sonales. En todo caso deseo que si para desempeñar un 
puesto público se designa a un individuo inepto o corrom-
pido, haya quien sea responsable del daño que con la mala 
designación se hace a la sociedad. Yo podría garantizar 
que si los Congresos, Cámaras y Asambleas hubieran ca-
recido del poder de hacer nombramientos, no sería tan 
larga la lista de los que en Colombia han deshonrado la 
magistratura. 
N O T A — L o s artículos que no se transcriben pueden 
verificarse en el Proyecto de ConstituciÓ7i publicado en el 
Diario Oficial y en edición separada. 
Los Relatores, 
fulio Añ£z—A. González Toledo 
(Sesión del dia 25 de mayo de 1886) 
Texto 
Art. lo i . 
Fue aprobado como está en el proyecto, con la sola 
modificación (propuesta por el H. señor Samper) de cam-
biar la palabra «desaprobar» por estas otras: «Emitir 
votos de censura.» 
Arts. 102, 103 y 104. 
Aprobados como están en el proyecto. 
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Texto 
«Art. 105. Cuarenta días antes de principiar las se-
siones, durante ellas, y cuarenta dias después, ningún 
miembro del Congreso podrá ser llamado a juicio civil o 
criminal, sin permiso de la Cámara a que pertenezca, salvo 
el caso de flagrante delito.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
«Art. 105. Ningún miembro del Congreso puede ser 
acusado desde el día de su elección, hasta el fin del perio-
do de sus funciones, sino ante la respectiva Cámara, y en 
receso de ésta ante una Comisión del Consejo de Estado, 
compuesta de los Consejeros elegidos por las Cámaras. 
Si se declara haber lugar a formación de causa, queda el 
acusado suspenso de sus funciones, y sometido al Juez 
competente. 
« En el caso de ser arrestado algún Diputado o Se-
nador por haber sido sorprendido inflagranti, debe al ins-
tante quedar a disposición de la Cámara respectiva o de 
la Comisión mencionada, para que procedan conforme al 
párrafo anterior.» 
PROPO.SICIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
«Difiérase la consideración de este artículo hasta la 
sesión de mañana.» 
Deba te 
SOBRE EL ARTÍCULO ORIGINAL 
E l Lí. se7'ior Calde7Ó7i Reyes : 
«Este artículo contiene doctrina contraria a la de la 
Constitución de Rionegro, y deja a los Senadores y Re-
presentantes completamente a merced de la arbitrariedad 
de los Jueces y demás autoridades. En mi concepto sería 
— 250 — 
mejor establecer acerca de este punto algo semejante a lo 
que dispone la Constitución de Chile, según la cual, si 
mal no recuerdo, los miembros del Congreso no pueden 
ser procesados cuando se les toma en flagrante delito 
durante el período de las sesiones, sino con permiso de 
la Cámara respectiva, adoptado con intermedio de cua-
renta y ocho horas, lo que da eficaz garantía. Considére-
se la posición de un miembro del Congreso en épocas de 
agitación política, sobre todo en los paises democráticos, 
donde no sólo se les deprime sino muchas veces se les 
vilipendia y ultraja por las turbas populares a causa de 
sus opiniones políticas. Por desgracia entre nosotros no 
han sido escasos los hechos de esta naturaleza. Hay aquí 
varios H H . Consejeros que recordarán los ataques de que 
fue objeto el señor Ricardo Becerra, quien oyó que ha-
bía propósito de atacar también a miembros del Congreso 
no tan importantes como él. 
« Puede suceder que en un caso de estos un Diputado 
de oposición perseguido por ciudadanos a quienes el 
Gobierno favorece, haciendo uso del derecho de legítima 
defensa, en un caso de provocación, dé muerte a su agre-
sor y se le someta a juicio en realidad por simple ene-
mistad del Gobierno. Claro es que antes de sustraerlo de 
la Cámara, debe, con permiso de ésta, averiguarse si 
ha sido más bien víctima de una agresión por sus ideas 
políticas. Es necesario buscar la manera de dar garantías 
a los Diputados al mismo tiempo que se le den a la so-
ciedad; esas garantías no son un'privilegio personal, sino 
una seguridad de bueno y libre desempeño; y para esto 
quizás seria lo mejor consignar la inmunidad de aquéllos 
desde cuarenta días antes de las sesiones, y exigir el per-
miso de la Cámara correspondiente para juzgar a un Dipu-
tado cuando se le haya aprehendido en flagrante delito. 
«En 1880 el Diputado Pedro Rodríguez vino al 
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Congreso con la nota de partícipe en los salvajes sucesos 
de Bucaramanga. El día que se instaló la Cámara fue 
amenazado; su presencia se consideró ultrajante para la 
dignidad nacional, y fue preciso que los Representantes 
lo rodeásemos para impedir que se le ultrajara. El no 
había sido llamado a juicio, ni conforme a la Constitución 
podía serlo; y como no tenía la Cámara facultad de ex-
pulsarlo, lo e.xcitó, por medio de una proposición, a que 
dejase de concurrir a las sesiones mientras no se hu-
biese vindicado. Rodríguez se abstuvo de volver a las 
sesiones, pero porque la sanción lo perseguía, y hubo 
Representante que declarase que si Rodríguez volvía a 
entrar a la Cámara por una puerta, ese Representante 
saldría de ella por la opuesta. 
«Terminaré pidiendo que este artículo se discuta y 
vote en dos partes, siendo la primera hasta el verbo ' per-
tenezca,' y la 2." hasta el fin, con el objeto de modificarlo 
en términos más aceptables.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Estoy de acuerdo con las oportunas observaciones 
del H. señor Calderón; pero creo que no debe hacerse dife-
rencia entre el delito infraganti y el que no lo es, para 
el efecto del permiso que ha de dar la Cámara; pues 
así podrá juzgar ésta si el objeto de sometimiento a juicio 
es el de desmembrarla sustrayendo de su seno un oposi-
cionista eminente, o si es en realidad el cumplimiento 
de un acto de justicia; y en este último caso, la Cámara 
daría, sin duda, un ako ejemplo de moralidad política en-
tregando al culpado. 
«El delito no cambia de naturaleza o gfravedad por 
el hecho de que el delincuente sea cogido infraga7iti; 
esto es sólo un accidente posterior. 
«Esta saludable práctica es la misma que se sigue 
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en Francia, en Inglaterra y en los Estados Unidos; 
como es también la que consulta juntamente los intere-
ses de la sociedad y la seguridad del Cuerpo Legisla-
tivo, pues la inmunidad de los Representantes es ga-
rantía para los representados. No me parece bien, sin 
embargo, que la inmunidad sea permanente, desde la 
elección de un Senador o Representante y durante todo 
su período. La razón justificativa de la inmunidad está 
en la necesidad de que el legislador sea independiente 
durante el ejercicio efectivo de sus funciones. Cuando no 
está en ejercicio el legislador, la inmunidad es un privi-
legio inmotivado y odioso, del cual se puede abusar 
mucho.» 
E L H . SEÑOR CARO: 
«Tanto la redacción original como la modificación 
supresiva que indicó el H. señor Calderón, ofrecen, a mi 
juicio, inconvenientes. 
«Por una parte, debe ampararse la independencia 
de los miembros del Congreso por medio de formas pro-
tectoras que los pongan al abrigo de arbitrariedades y 
violencias; pero debe cuidarse de que el medio que se 
adopte no vaya más allá de lo justo, extendiéndose la 
inmunidad fuera del tiempo necesario, o favoreciendo la 
impunidad de los delitos cometidos por un Senador o 
Representante. Hay, pues, que discurrir un término me-
dio, que consulte a un tiempo la independencia de los Di-
putados y los fueros de la moralidad y la justicia. 
«El sistema adoptado en Chile, a que ha aludido el 
H. señor Calderón, consiste en esto: Ningún Senador o 
Representante, desde el día de su elección, puede ser per-
seguido, arrestado ni acusado sin permiso de la respectiva 
Cámara, excepto el caso de flagrante delito. La acusación 
de los congresales se intenta ante la Cámara a que perte-
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nezcan, y en receso de ésta, ante la comisión conserva-
dora, que es una comisión permanente compuesta de miem-
bros del Congreso. La Cámara no se constituye Juez de 
la causa, sino de los motivos que autorizan la instrucción 
del proceso. Si la Cámara declara que hay lugar a la for-
mación de causa, el acusado se relega a la justicia ordi-
naria. 
«Sí este sistema parece ji^sto, yo por mi parte lo 
acepto. No tenemos comisión conservadora, pero pueden 
hacer sus veces aquellos miembros del Consejo de Estado 
cuya elección corresponde al Congreso. 
«La fijación de un término de cuarenta días, antes y 
después de las sesiones, sin indicar siquiera que ese tér-
mino corresponde al viaje de los diputados y a su regreso 
a su domicilio, envuelve cierta arbitrariedad, por lo me-
nos en la expresión. Más vale señalar una época legal, 
como es la de la elección de los congresales. Hay más: 
dentro de los términos ante y post, que señala el artículo 
original, queda sancionada la impunidad de los diputados, 
puesto que sólo ante las Cámaras pueden ser acusados, y 
como en ese espacio de tiempo no están reunidas, no po-
drían ellos ser arrestados en el caso de flagrante delito, si 
se aceptase la modificación del H. señor Calderón. Todo 
esto demuestra que la disposición está mal redactada, y 
que debe dársele otra forma.» 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
El H. señor Samper: 
«Tengo dos observaciones que hacer a la modifica-
ción propuesta por el H. señor Caro. Es la primera que, 
para mayor claridad, deberia decirse que ningún miembro 
del Congreso podrá ser acusado desde el día en q7ie- se de-
clare su elección, en vez de decir desde el día de su elección. 
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«En segundo lugar, manifestaré francamente que ten-
go escrúpulo en votar este articulo, porque él extiende la 
inmunidad de los miembros del Congreso a todo el perio-
do de sus funciones. Así, un individuo tramposo puede 
intrigar para que lo nombren .Senador o Representante, y 
de este modo burlarse durante cuatro o seis años de sus 
acreedores y de la justicia. La inmunidad tiene más bien 
el fin de proteger a la colectividad que al individuo. Cuan-
do las Cámaras están cn receso, no hay objeto ni conve-
niencia en que sus miembros gocen de ella. No sucedería 
lo mismo con respecto a los Magistrados, porque el ejer-
cicio de sus funciones es de carácter permanente. Yo com-
prendo la inmunidad continua en Inglaterra, porque allí 
no hay períodos fijos para la reunión del parlamento y el 
Gobierno lo convoca cuando quiere; a lo que se agrega 
que en doce horas pueden trasladarse a Londres los Re-
presentantes de los más remotos condados. Igual cosa su-
cede ya en Chile, porque aquel país es una larga faja de 
tierra tendida a la orilla del Océano y cruzada por numero-
sos ferrocarriles; y además tiene muy buenas lineas ca-
rreteras y de vapores. Pero no lo comprendo aqui, donde 
la dificultad de nuestras comunicaciones, entre otras cau-
sas, hace que tengamos periodos fijos para la reunión del 
Congreso. Así, pues, yo quedaría contento, y votaría sin 
escrúpulo el artículo, si se limitase la inmunidad al perío-
do de las sesiones y a cuarenta dias antes y después de 
ellas, que será lo que se emplea en el viaje a nuestros 
más lejanos Departamentos.» 
Texto 
«Art. io6. El Presidente y Vicepresidente de la Re-
pública, los Ministros del Despacho, y Consejeros de Es-
tado, los Magistrados de la Corte Suprema, el Procurador 
de la Nación y los Gobernadores no podrán ser elegidos 
miembros del Congreso. 
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« Tampoco podrá ser Senador o Representante nin-
gún individuo por Departamento o circunscripción elec-
toral donde tres meses antes de las elecciones haya ejer-
cido jurisdicción o autoridad civil, política o militar.» 
MODIFICACIÓN DEL H, SEÑOR CALDERÓN 
«Añade a la palabra ' Congreso' las siguientes: 
'sino seis meses después de haber cesado en el ejercicio 
de sus funciones.' 
Aprobada. 
Texto 
«Art. 106. Los Senadores y Representantes, durante 
el período de sus funciones y un año después, no pueden 
aceptar empleo del Presidente de la República, con excep-
ción de los de Ministros del Despacho, Ministro Diplo-
mático, Consejero de Estado, Gobernador y Jefe militar en 
tiempo de guerra. 
«La aceptación de cualquiera de esos empleos por 
un miernbro del Congreso produce vacante en la res-
pectiva Cámara.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
« En vez de « Ministro Diplomático» «Agente Di-
plomático.» 
Negada. 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
« Art. 107. Los Senadores y Representantes,-durante 
el período de sus funciones y un año después, no pueden 
ser nombrados para ningún empleo por el Presidente de 
la República, con excepción de los de Ministro del Des-
pacho, Agente diplomático y Jefe militar en tiempo de 
guerra. 
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«La aceptación de cualquiera de estos empleos, por 
un miembro del Congreso, produce vacante en la respec-
tiva Cámara.» 
Negada, y aplazado el debate del artículo hasta el 
día siguiente. 
Art. 108. Aprobado como está en el proyecto. 
Art. 109. Aprobado con la modificación (propuesta 
por el H. señor Samper) de añadir «por un suplente» des-
pués de la palabra «reemplazado.» 
«Arts. 110, 111, 112, 113, 114 y 115. Aprobados sin 
discusión. 
«Art. 116. Corresponde al Presidente de la Repú-
blica, en relación con el Poder Legislativo: 
« 1.° Nombrar seis Senadores. 
«2.° Abrir y cerrar las sesiones del Congreso. 
«3.° Convocarlo a sesiones extraordinarias, por gra-
ves motivos de conveniencia pública y previo dictamen 
del Consejo de Estado. 
« 4.° Presentar al Congreso, al principio de cada Le-
gislatura, un mensaje sobre los actos de la Administra-
ción. 
« 5.° Enviar por el mismo tiempo a la Cámara de Re -
presentantes el Presupuesto de Rentas y Gastos y la 
cuenta general del Presupuesto y del Tesoro. 
« 6.' Dar a las Cámaras legislativas los informes que 
soliciten sobre negocios que no demanden reserva. 
«7.° Prestar eficaz apoyo a las Cámaras cuando ellas 
lo soliciten, poniendo a su disposición, si necesario fuere, 
la fuerza pública. 
« 8.° Concurrir a la formación de las leyes, presen-
tando proyectos por medio de los Ministros, ejerciendo 
el derecho de objetar los actos legislativos, y cumplien-
do el deber de sancionarlos, con arreglo a esta Consti-
tución. 
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«g." Dictar en casos urgentes, con la firma y bajo la 
respons ibilidad de todos los Ministros, decretos que ten-
gan fuerza legislativa con arreglo al articulo 119.» 
Modificación del H. señor Paúl al inciso marcado con 
el número 9: 
«Dictar, en los casos y con las formalidades previstas 
en el artículo 119, decretos que tengan fuerza legislativa.» 
Aprobada. 
Discutida por partes a petición del H. señor Ospina, 
el señor Presidente declaró el primer inciso virtualmente 
suprimido por haberse negado al Presidente de la Repúbli-
ca en un artículo anterior la facultad de nombrar Senadores. 
Al considerar el inciso 9.°,'el H. señor Samperdijo 
que lo aceptaba a condición de modificar el artículo 119 
cuando llegara el caso. 
E l H. señor OspÍ7ia Camacho hizo constar su voto ne-
gativo, «por cuanto pudiendo el Ejecutivo dictar decretos 
legislativos en todos los casos urgentes, iba a quedar el 
Gobierno investido de facultades permanentes de carácter 
legislativo, cuando el pensamiento de la Comisión fue 
concederle tal poder al Presidente, sólo en caso de guerra 
exterior o conmoción interior. El inciso aprobado, dijo, 
debiera expresar claramente que sólo en los casos pre-
vistos por el articulo 119, o sea en los dos antes expresa-
dos, pueda el Ejecutivo dar fuerza de ley a sus disposi-
ciones.» 
«Art. 117. Corresponde al Presidente de la Repúbli-
ca, en relación ccn el Poder Judicial: 
«1.° Nombrar los Magistrados de la Corte Suprema. 
«2.° Nombrar los Magistrados de los Tribunales supe- _ 
riores, de ternas que presente la Corte Suprema. 
« 3.° Nombrar y remover los funcionarios del Minis-
terio piiblico. 
« 4.° Velar porque en toda la República se administre 
'7 
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pronta y cumplida justicia, prestando a los funcionarios 
judiciales, con arreglo a las leyes, los auxilios necesarios 
para hacer efectivas sus providencias. 
«5.° Mandar acusar ante Tribunal competente, por 
medio del respectivo agente del Ministerio público, o de 
un abogado fiscal, nombrado al efecto, a los Gobernado-
res de los Departamentos y a cualesquiera otros fun-
cionarios nacionales o municipales del orden administra-
tivo o judicial, por infracción de la Constitución o las 
leyes, o por otros delitos cometidos en el ejercicio de 
sus funciones. 
« ó.° Conmutar, previo dictamen del Consejo de Esta-
do, la pena de muerte por* la inmediatamente inferior en 
la escala penal, y conceder indultos por delitos políticos 
y rebajas de penas por los comunes, con arreglo a la ley 
que regule el ejercicio de esta facultad. No podrá ejercerla 
respecto de los Ministros del Despacho, sino mediante pe-
tición de una de las Cámaras Legislativas.» 
Los incisos i.° a 5.° fueron aprobados, y el 6.° lo 
fue también, con esta adición, redactada por el H. señor 
Samper, que pidió la división, para después del primer 
párrafo: 
«En ningún caso los indultos, ni las rebajas de pe-
nas podrán comprender la responsabilidad que tengan 
los favorecidos respecto de los particulares, según las 
leyes.» 
Y con la siguiente enmienda hecha al segundo 
miembro: 
« No podrá ejercerse esta última atribución respecto de 
los Ministros del Despacho, sino mediante petición de una 
de las Cámaras Legislativas.» 
«Art. 118. Corresponde al Presidente de la Repú-
blica, como suprema autoridad administrativa: 
Incisos 1 a 8. Aprobados sin alteración. 
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g." Dirigir las operaciones de la guerra como Jefe de 
los Ejércitos de la República. Si ejerciere el mando mili-
tar fuera de la capital, quedará el Vicepresidente encar-
gado de los otros ramos de la administración.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR OSPINA CAMACHO 
«Dirigir cua7ido lo estime co7iveniente, las operacio-
nes, etc.» 
Aprobada. 
I o. Aprobada sin variación. 
11. Proveer a la seguridad exterior de la República, 
defendiendo la independencia y la honra de la Nación y 
la inviolabilidad del territorio; declarar la guerra, con 
permiso del Congreso, o hacerla sin tal autorización cuan-
do urgiere repeler una agresión extranjera; y ajustar y ra-
tificar tratados de paz, habiendo de dar después cuenta 
documentada a la próxima Legislatura.» 
A proposición del H. señor Ospina Camacho se cam-
bió la palabra «Congreso» por «Senado,» y asi se 
aprobó. 
12. «Permitir, en receso del Senado, y previo dicta-
men del Consejo de Estado, el tránsito de tropas extran-
jeras por el territorio de la República.» 
Aprobado. 
Deba te 
SOBRE EL PRECEDENTE INCISO 12 
El H. señor CalderÓ7i Reyes. Manifestó que debía, en 
sa concepto, negarse el inciso que concede al Presidente 
la facultad de permitir el tránsito de tropas por el territo-
rio de la República. 
« Si algo consignare sobre esto la Constitución, tal 
facultad puede conferirse al Presidente con el acuerdo del 
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Senado. El tránsito de fuerzas extranjeras por nuestro 
territorio no constituye para nuestro Gobierno deber ine-
ludible; y menos hasta el punto de que sea un funcionario 
de carácter permanente el que se encargue de concederlo, 
como si se tratase de una obligación imperiosa cuya falta 
de inmediato cumplimiento nos acarrease responsabilidad 
internacional. 
«Nuestro país no tiene semejante servidumbre a favor 
de otros, ni creo que el Derecho internacional la imponga. 
En materias de esta clase, el primero de sus deberes con-
siste en repeler cualquiera injusta agresión; y si eij tal 
caso el Presidente necesita el asentimiento del .Senado, 
según el articulo 118, inciso 11, no sé por qué sea necesa-
rio en éste, un procedimiento más sumario, cual si se tra-
tara de dar satisfacciones ineludibles a una Nación amiga. 
«Si este inciso pasara, declararíamos implícitamente 
que nos bailábamos dispuestos a franquear nuestro terri-
torio para el paso de tropas enviadas a otras partes, en 
caso de guerra; y no creo que con esto daríamos pruebas 
de la neutralidad que, como Nación débil y republicana, 
debe constituir la esencia de nuestra política. Lejos de 
eso, inclinaría nuestra aquiescencia la balanza de los acon-
tecimientos, y justísima queja se nos formularia por una 
conducta de ese género. 
«En resumen, no acepto que de un modo indirecto 
declare la Constitución que el territorio colombiano es 
camino público por el cual transiten los ejércitos que una 
Nación envíe contra otra. Bastante vergüenza nos atrajo 
cierto tránsito de armas por Panamá en el conflicto de 
Chile y el Perú, para que agravemos las cosas con un de-
ber que ningún pais tiene y con el cumplimiento de una 
obligación que la justicia y el derecho no podrian jamá^ 
exigirnos.» 
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E L H . SEÑOR S A M P E R : 
«Tengo la pena de no estar úe acuerdo con mi H. 
colega el señor Calderón. Siendo el Poder Ejecutivo el 
encargado de dirigir y mantener las relaciones diplomá-
ticas y comerciales con las demás Potencias o soberanos, 
es natural que, en receso del .Senado, tenga la facultad de 
dar permiso para que pasen por el Istmo leis tropas de 
una Nación amiga. Podría ocurrir, por ejemplo, que los 
Estados Unidos tuvieran necesidad de trasladar tropas de 
uno al otro de los dos Océanos que bañan ese pais; y el 
Gobierno, si entonces no estuviera reunido el Congreso, 
se vería en la precisión de negar el permiso a una Nación 
que bien podría en caso necesario prescindir de él. Llamo 
la atención del H. Consejo a las graves complicaciones 
que pudieran acarrearnos el dejar al Presidente sin la 
facultad de conceder el permiso de tránsito durante el 
receso del Senado.» 
«Insisto en que debe dejarse esa facultad, pues el 
permiso de tránsito es más bien cuestión de cortesía que 
de otra cosa. El mal precedente sentado en la diferencia 
que se suscitó con Chile por el tráfico de armamentos en 
el Istmo, fue debido únicamente a la forma federal que 
tenia la República y que ahora se ha derrumbado. La 
soberanía de los Estados hizo del Presidente de Panamá 
arbitro de cuestiones cuya resolución tocaba lógicamente 
al Gobierno de la Unión: hoy no existe ese peligro. To-
cóme la honra de dar al Gobierno de Chile las explicacio-
nes del caso, y él quedó plenamente satistecho de ellas, 
porque comprendió que no había culpa de parte del Go-
bierno general en los abusos notados. 
« En el ijresente caso el asunto no tiene la gravedad 
que le atribuye el H. señor Calderón, Supongamos, por 
ejemplo, que Francia tuviera que mandar fuerzas a las 
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islas Sandwich para someter una sublevación. ¿Tendría 
el Poder Ejecutivo que esperar la reunión del Congreso 
para prestar un servicio oportuno a la Nación amiga que 
lo solicita con urgencia? Lo mismo podría suceder con 
los Estados Unidos respecto de California o con Inglate-
rra, respecto de Australia. Lejos, pues, de considerarlo 
peligroso o inconveniente, creo muy acertado el que se 
dé al Poder Ejecutivo la facultad de obrar discrecional-
mente en la materia, cuando no se hallen reunidas las Cá-
maras, pues de otra manera nos expondríamos a causar 
desagrados a otros países y aun a sufrir violencias de 
ellos.» 
E L H . SEÑOR CALDERÓN: 
«No me han convencido las razones del H. señor 
Samper. Insisto en que este inciso debe negarse. La con-
troversia ocurrida con ocasión del tránsito de armas por 
Panamá tuvo por causa, es cierto, la culpable conducta de 
un Agente del Gobierno Nacional. La federación no tuvo 
en eso culpa alguna, porque en materias como ésa el Go-
bierno de la Unión tenía dirección exclusiva; la culpa la 
tuvo el Agente que procedió mal, y lo mismo pueden pro-
ceder esos Agentes en un régimen unitario. La cuestión, 
pues, no es esa, sino esta otra: Si la República hizo mal 
en dejar pasar armas para uso de los beligerantes en una 
guerra internacional, mucho más mal procederá si con-
siente en el tránsito de tropas que van precisamente con-
tra una de las partes empeñadas en una contienda. Si en 
el cafio del armamento hubo lugar a quejas, en el otro 
romperíamos absolutamente la neutralidad; porque deja 
de ser neutral no sólo el que toma las armas, sino el que 
con su conducta favorece a uno de los beligerantes en 
perjuicio de otro. 
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«Pueden suponerse todos los casos, y no se hallará 
uno, seguramente, en que Colombia se halle obligada por 
la justicia o la conveniencia universal a dar el permiso de 
tránsito que se expresa. ¿ Se cree acaso que la denegación 
envuelva peligros? Pues si ese peligro nos viene de cum-
plir deberes, que lo corramos; porque si el derecho tiene 
azares, con él lo hemos aceptado. 
«Pero dice el H. señor Samper que cualquier dia el 
Gobiemo americano podría exigirnos el permiso de trán-
sito, y el denegarnos nos acarrearía el que se prescindiera 
de nosotros. No acepto la suposición; porque si los Es-
tados Unidos exigieran imperiosamente nuestro permiso, 
no por ser fuertes tendrían más derecho a que se lo otor-
gáramos que los débiles agredidos a que lo impidiése-
mos. Pero si por la fuerza se toman el permiso, que se lo 
tomen ; no sería esa la única vez, en que el débil sucum-
biera ante el fuerte; pero sí seria una de las muchas en 
que aquél tiene razón contra éste. 
«Debemos apartar toda consideración de fuerza: la 
violencia no entra en los cálculos del derecho; y si así 
no fuera, no habría para qué hablásemos de justicia, ra-
zón y derecho en nuestras relaciones exteriores. 
«No estoy de acuerdo con la opinión sentada por el 
H. señor .Samper, de que la negación del permiso de trán-
sito nos expondría a causar desagrado a las potencias ami-
gas, y aun a sufrir violencias de parte de ellas. Suponiendo, 
como dice el H. señor Samper, que por causa de una suble-
vación en el Estado de California tuviera el Gobierno ame-
ricano necesidad de trasladar fuerzas al Pacifico, pasando 
por Panamá; yo creo que, lejos de estar nosotros obligados 
a otorgar el permiso de tránsito, incurriríamos, al conceder-
lo, en el cargo de intervenir injustificadamente en los 
asuntos políticos interiores de ese país. Igual cosa suce-
dería en los casos de sublevación de Australia contra In-
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glaterra, y de las Islas Sandwich contra Francia, que tam-
bién ha aducido como ejemplos el H. señor Samper. En 
mi concepto son limitadísimos los casos en que nosotros 
podremos dar el permiso de tránsito sin violar los debe-
res que nos impone la neutralidad; y por tanto, creo que 
la gravedad del asunto exige que él quede sometido a la 
resolución del Senado. Si las islas Sandwich se sublevan 
y Francia necesita mandar auxilios, para eso tiene los ma-
res ; y si esa vía le parece muy larga, que abandone un 
protectorado que está muy lejos de constituir derecho en-
tre las naciones, si lo constituye como el propio territorio. 
Lo mismo digo de Australia. 
«Si hubiera en la parte septentrional de América una 
nación mediterránea como es Suiza, por ejemplo, se com-
prende que podrían aducirse argumentos en favor de la 
necesidad y sostenerse algo como una servidumbre para 
los casos más graves; pero no hay tales circunstancias. 
El que quiera atacar a Venezuela o al Ecuador, tiene los 
mares para hacerlo, y no puede imponernos el deber de 
permitir que lo haga por nuestro territorio. 
« Siento insistir en esto; pero no puedo creer que 
el Consejo adopte una detem-iinación que nos coloque 
en condición tan inconveniente.» 
Los Relatores, 
ftdio A7~iez—Au7eliano Go7izáíez Toledo—Roberto de 
Na7-váez. 
(Sesión del dia 26 de mayO de 1886) 
Texto 
«Art. 118. Corresponde al Presidente de la Repú-
blica, como suprema autoridad administrativa: 
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7.° Disponer de la fuerza armada y conferir grados 
militares.» 
Reconsiderado a propuesta del H. señor .Samper. 
MODIFICACIÓN DEL MISMO H . DELEGATARIO 
«Disponer de la fuerza armada; y asimismo conferir 
grados militares co7i arreglo a esta Constitución y a las leyes.* 
Negada. 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR CALDERÓN 
« Disponer de la fuerza pública y conferir grados mi-
litares con las restricciones estatuidas en el inciso 4.° del 
artículo 96, y con las formalidades de la ley que regule 
esta facultad.» 
Aprobada y adoptada. 
D e b a t e 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S AMPER 
Su autor manifestó que habia propuesto la reconside-
ración de este inciso, porque creía que quedaba más claro 
y terminante, añadiéndole las palabras «con arreglo a la 
Constitución y a las leyes.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO 
«No creo oportuna la adición propuesta por el H. 
Delegatario; la considero inútil en cuanto a lo primero, 
pues ya se ha dicho en la misma Constitución que el Pre-
sidente de la República no puede conferir grados de Te-
niente Coronel para arriba sin la aprobación del Congreso; 
y en cuanto a lo segundo, me parece inconveniente, por-
que esto equivaldría a establecer qiie el Congreso pudiera 
disponer de la fuerza y dejase así al Poder Ejecutivo sin 
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ejército, o a éste completamente anarquizado. En todo 
caso más valdría decir con arreglo al inciso 4.° del ar-
tículo 96 de la Constitución.» 
E L H . SEÑOR SAMPER 
«No ha sido mi intento quitar al Poder Ejecutivo 
la facultad de disponer de la fuerza armada, ni mucho 
menos anarquizar el Ejército, y asi lo indica claramente 
la coma que he puesto después de la palabra armada, 
pues ella separa las dos proposiciones. Estando ya el 
Ejecutivo obligado por un articulo anterior a someter al 
Senado los nombramientos de jefes militares que haga, 
no veo peligro ninguno en hacer de nuevo referencia a la 
Constitución y a las leyes. Estas disponen que la carrera 
militar se siga por rigurosa escala; y la adición tiene 
por objeto hacer que el Poder Ejecutivo, si en tiempo 
de guerra se vale de los hombres más decididos, inte-
ligentes y patriotas, en paz regularice debidamente esa 
carrera.» 
E l H. señor Caro manifiesta estar de acuerdo con el 
H . señor Ospina en que la modificación es innecesaria 
e inconveniente; innecesaria, porque desde que el Pre-
sidente de la República jura cumplir la Constitución y 
las leyes está obligado a ceñir a ellas todos sus proce-
dimientos ; e inconveniente, porque al introducir aqui 
esta adición, tendrá el Consejo que añadir la misma mu-
letilla a todos los artículos, o dar ocasión para que se 
crea que los que la tienen entrañan alguna significación 
recóndita y misteriosa que en realidad no contienen. 
E L H . SEÑOR CALDERÓN R E Y E S 
« Si fuera aceptable la doctrina del H. señor Caro, 
no habría razón para hacer referencias recíprocas a otros 
artículos, como se hace, por ejemplo, en el inciso 10 del 
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artículo loi al inciso 4.° del artículo 76, que prohibe al 
Congreso exigir al Poder Ejecutivo Ye comunique las ins-
trucciones dadas a los Ministros diplomáticos sobre ne-
gociaciones de carácter reservado. Siguiendo la indica-
ción del H. señor Caro, ha debido también omitirse la limi-
tación que allí se establece. Estas prevenciones tienen por 
objeto hacer más claros los límites de las atribuciones 
de cada entidad o funcionario. Si el Poder Ejecutivo, al 
conferir grados militares, tiene la obligación de someter-
los a la aprobación del Senado, como está dispuesto en 
artículo anterior, al omitir en este caso la adición pro-
puesta podría comprenderse que este último artículo de-
rogaba el antecedente. 
«Recuérdese la contradicción en que incurrieron los 
constituyentes de Rionegro al tratar de la duración del pe-
ríodo del Procurador general. Entre las atribuciones que 
esta Carta daba a la Cámara de Representantes se halla la 
de elegir anualmente dicho funcionario, y en artículo pos-
terior fijaba en dos años la duración de su período. Para 
resolver este caso, tuvo que ocurrirse a la regla de in-
terpretación que dispone prevalezca la disposición pos-
terior sobre las que le sean contrarias. Por estas razo-
nes creo que debe adoptarse la modificación del H. señor 
.Samper.» 
E L H . SEÑOR SAMPER 
«Mi honorable colega el señor Calderón ha contes-
tado satisfactoriamente los argumentos presentados en con-
tra de lo propuesto; es de extrañar, si, que un distin-
guido miembro de la comisión encargada de elaborar el 
proyecto que se discute, se oponga a que se le señalen 
límites constitucionales a la acción del Poder Ejecutivo. 
Lejos de ser inconveniente, la disposición es, en mi con-
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cepto, esencial: de otro modo, el Presidente de la Repú-
blica podría nombrar General o Coronel a quien fuera de 
su agrado, aunque no tuviera ni las aptitudes ni los cono-
cimientos que se requieren para el puesto, valido de que 
este artículo no le sujeta a condición alguna. ¿ Qué ga-
rantía tienen los militares que abandonan comodidades 
y familia y la esperanza de hacer capital de otro modo, 
y hacen el sacrificio de su vida, si es necesario, para 
servir al país, si el Poder Ejecutivo, saltando por sobre 
reconocidos merecimientos, puede conferir grados indis-
tintamente? Para esto es precisamente para lo que quie-
ro establecer la limitación. 
«Nunca está por demás la claridad en las disposi-
ciones constitucionales, porque un error cualquiera que 
se escape, es difícil remediarlo.» 
E L H . SEÑOR CARO 
«Los ejemplos citados por el H. señor Calderón no 
tienen fuerza de paridad, pues aunque es cierto que en 
la Constitución hay referencias recíprocas de un articulo 
a otro, no es regular que la Constitución se refiera a sí 
misma. Si atrás hay salvedades es porque expresan limi-
taciones especiales que no pueden hacerse de otro modo. 
«Dígase, si se quiere, que el Poder Ejecutivo hará 
nombramientos y conferirá los ascensos de acuerdo con 
las leyes que regfulen la materia, pero no de acuerdo con la 
Constitución. El Presidente tiene por ella la facultad de 
hacerlos libremente, aunque luego tenga además la obli-
gación de someterlos en ciertos casos a la aprobación del 
Senado. Esta es una obligación nueva, y no una limita-
ción previa a la facultad de conferir grados. En ningún 
caso puede entenderse que un artículo anula otro, sino 
que lo explica o complementa, sólo que el legislador dor-
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mite tanto como en Rionegro, a punto de hacer imposible 
toda concordancia de ideas.» 
Tex to 
«Art. 158. 
Corresponde al Presidente de la República 
16. «Organizar el Banco Nacional y permitir, cuando 
lo juzgue conveniente, la fundación de instituciones par-
ticulares de crédito, dentro de las condiciones legales, y 
ejercer inspección sobre ellas.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR PAÚL : 
« 16. Organizar el Banco Nacional y ejercer la ins-
pección necesaria sobre los Bancos particulares de emi-
sión, conforme a las leyes.» 
SUBMODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR OSPINA CAM.ACHO : 
« 16. Organizar el Banco Nacional y ejercer la ins-
pección necesaria sobre los Bancos de emisión y demás 
establecimientos de crédito, conforme a las leyes.» 
Aprobada y adoptada. 
Deba te 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Yo venia preparado para atacar abiertamente este in-
ciso. La modificación que se propone por el II. señor Paúl 
es menos mala, sin duda, pero no por ello deja de ser-
lo, como que cualquiera que sea su forma adolece del de-
fecto de no ser materia sobre la cual deba decirse nada en 
una Constitución. Yo pregunto : ¿ Qué tiene que ver la 
Constitución política de un país con que éste tenga Ban-
co Nacional? Si lo establecemos por ésta sentamos un di-
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lema sumamente grave: u obligamos al pais a tener siem-
pre Banco Nacional, aunque no le convenga algún día, o 
se violará la Constitución si se le suprime. Ligar una 
Constitución política con un Banco Nacional es un grave 
error. Francia, el Brasil, la República Argentina y otras 
naciones, tienen su Banco Nacional, y sin embargo, no se 
habla de él en ninguna de sus respectivas Constituciones. 
Este asunto, o es puramente administrativo y de crédito 
público, o es materia de legislación comercial. En cuanto 
a que el Presidente ejerza inspección sobre los Bancos, 
deberia disponerse simplemente que la ejerza de acuerdo 
con lo que manden las leyes y por medio de sus agentes, 
pues ¿cómo puede inspeccionar los Bancos que existen 
en los distintos puntos de los Departamentos ? Si la ins-
pección se hace por los Gobernadores, ya no es hecha por 
el Presidente. Diga el Código de Comercio que los Ban-
cos estarán sujetos a la inspección de las autoridades del 
orden administrativo, y con esto quedará allanada la difi-
cultad. Como las razones que tengo contra el articulo pri-
mitivo son las mismas que militan en contra de la mo-
dificación, las expondré aquí, siquiera sea brevemente. Es 
licito a todo Gobierno dirigir y arreglar el crédito públi-
co, pero nunca lo es el ingerirse en el crédito privado, y 
menos al tratar de dirigirlo; pues éste está sujeto a le-
yes económicas superiores a la acción de la autoridad. 
Desde que dependa del Presidente este asunto podrá, 
si lo quiere, anonadar los Bancos, en los cuales todos 
los colombianos han comprometido sus intereses, y esto 
sería una iniquidad a todas luces, porque en todo caso 
deben respetarse los derechos adquiridos. Por supues-
to que admito el derecho de la autoridad, de inspec-
cionar los Bancos privados, de emisión, en obsequio de 
los intereses sociales que pueden ser afectados; pero 
de aqui no se desprende la facultad autoritativa de per-
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mitir o nó la existencia o creación de Bancos. Esto 
debe determinarlo la ley, conforme a reglas generales, 
iguales para todos. Dada la idea o admitido el principio 
de que puede legislarse sobre este asunto en la Constitu-
ción, lo mejer sería adoptar el inciso del H. señor Paúl, 
porque al menos consulta la equidad; pero como ya 
lo he manifestado, tiene el inconveniente de que el 
Presidente no podría ejercer la ¡inspección en persona, 
excepto en los de la capital de la República. No nie-
go que la inspección es necesaria, lo repito; pues ha-
biendo valores fiduciarios en circulación, y no estando 
los establecimientos que los emiten sujetos a la vigi-
lancia inmediata de los particulares, conviene la inter-
vención de la autoridad pública para la protección de los 
intereses sociales; pero, lo repito támbién: esta es ma-
teria de la ley, y de ninguna manera dé la Constitución, 
que sólo debe contener las bases fundamentales de la 
Nación, de los Poderes públicos, de los derechos y de-
beres de los asociados, y de las libertades públicas que 
el Estado tiene por objeto asegurar. La misma razón que 
hubiera para consagrar como institución constitucional 
un Banco de origen oficial, habria para consagrar una 
multitud de instituciones puramente administrativas, que 
pueden ser modificadas por disposición del legislador. 
Dejemos pues a la ley lo que le pertenece, y no invo-
lucremos lo que es de derecho comercial o administrati-
vo, con lo que pertenece al derecho constitucional.» 
E L H . SEÑOR P A Ú L : 
«Dos argumentos ha aducido el H. señor doctor 
.Samper en contra del inciso: i.°, que en la Constitución 
de ningún pais se halla una disposición sernejante; y 
2.", que el Presidente está imposibilitado para ejercer 
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perso7ialme7ite la inspección sobre los distintos estableci-
mientos bancarios. En cuanto 'a lo primero el argumen-
to no tiene fuerza; porque lo que en un país puede ser 
superfluo, puede en otro ser necesario según las circuns-
tancias especiales de cada uno de ellos. Respecto al ar-
gumento relativo a la imposibilidad del Presidente para 
inspeccionar personal77ie7ite los Bancos, recordará el H. 
señor Samper que con su voto se han aprobado varios 
artículos en que la ingerencia personal del Presidente, si 
se tomara a la letra, sería también imposible. Puede el 
Presidente dirigir perso7ialmente las negociaciones diplo-
máticas? Puede áeienáer personalmente la integridad del 
terrirorio? "Pweáe rnantenev personal77tente e\ orden públi-
co? Puede recaudar personalmente las rentas nacionales? 
Claro es que no ; y sin embargo, así se le ordena en la 
Constitución. 
« Si el H. señor Samper hubiera estado aquí duran-
te la última guerra o seguido de cerca el curso de los 
acontecimientos, no ignoraría que el Banco Nacional fue 
el principal auxiliador del Gobierno, no como sucursal 
de la Tesorería, según su dicho, sino como establecimien-
to de crédito. La emisión del papel moneda por medio 
de la Tesorería habría sido ineficaz, porque de muchos 
años atrás se ha perdido en el país la fe respecto de la 
puntualidad de sus pagos, y los billetes que ella hubiera 
emitido hubrian corrido la misma suerte que los giros, 
a cargo de ella, por valor de algunos millones, que están 
en poder de los acreedores. Era preciso pues que el Ban-
co Nacional, que jamás ha dejado de llenar sus compro-
misos, entrara como establecimiento de crédito, a res-
paldar el papel moneda con el cual se salvó la situa-
ción política a tiempo que ni de las Aduanas ni de las 
Salinas podría tomar el Gobierno los fondos necesarios 
para atender a los gastos de la guerra. 
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< La verdad es que la argumentación del H. señor 
Samper es el eco de la oposición que desde la fecha del 
establecimiento del Banco Nacional ha venido haciendo 
a este plantel el partido radical; oposición que ha to-
mado a veces el traje de la economía política; otras, des-
cendiendo hasta las tiendas y los mercados, ha concita-
do contra él la animadversación de las clases ignoran-
tes; otras, subiendo hasta las regiones legislativas, ha 
levantado apóstoles que lo desacrediten y lo condenen a 
muerte; y otras varias, evolucionando, para ponerlo 
en apuros con el cambio repentino de sus billetes. En 
todo esto verían claro y eran lógicos: querían anonadar 
al enemigo que en tiempo oportuno mostró ser uno de 
los auxiliares más eficaces del Gobierno en el restable-
cimiento del orden público.» 
E L H . SEÑOR CALDERÓN : 
«No le doy mayor importancia a este artículo. El 
no impone la creación del Banco Nacional, que está pu-
ramente a merced de una ley, como la que estableció 
el que hasta hace dos años funcionó regularmente. Pero 
creo que si deseamos conservar esa institución por juz-
garla conveniente, eso no está garantizado sólo con dejar 
al Poder Ejecutivo la facultad de crearlo: debe eso ser 
asunto de la ley, porque pudiera alguna vez un Presi-
dente suprimirlo según sus ideas sobre el particular, y 
entonces el Banco, sin vida legal, iría a tierra. 
«Los servicios que el Banco prestó al Gobierno en 
la última contienda armada son evidentes, pero enton-
ces el Banco desapareció como Banco y aquellos servi-
cios debieron imputarse ál mismo Gobierno, es decir, al 
Tesoro, porque los billetes dejaron de ten er cambio en 
las Cajas del Banco para tener como respaldo las rentas 
públicas. 
i8 
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«Desde ese momento el Banco quedó reducido a la 
condición secundaria de dar los billetes con la firma de sus 
empleados, para que el Gobierno lo respaldase con sus 
recursos ; pero no era el Banco quien hacía sus emisio-
nes, ni quien pagaba sus billetes: habia perdido su auto-
nomía; sus recursos habían faltado; sus pagos se ha-
bían suspendido; no hacía descuentos, ni abría crédi-
tos; en suma, el Gobierno, mediante hábiles combina-
ciones, proveyó a sus necesidades, tomando el Banco 
como intermediario de las operaciones fiscales. 
« Considero, además, impropio de la Constitución el 
disponer la organización del Banco Nacional; porque por 
saludable que sea hoy esa institución, el tiempo puede 
aconsejar otra cosa, y se encontraría como valla insupe-
rable la prescripción constitucional. 
«El Banco, además, sea cual fuere su importancia 
en cualquier época, y reconociendo como reconozco sus 
servicios prestados a varias empresas de carácter oficial; 
er Banco, digo, es asunto de administración que la \ey 
debe regir, y que no es la Constitución la que puede 
consagrar.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
« Creo que mi H. colega el señor Paúl no se ha he-
cho cargo de mis argumentos. No se trata ahora de los 
sei-vicios que haya prestado el Banco Nacional, ni aqui 
hay nadie que sea enemigo de él. Si no estuve en la ca-
pital en los tiempos más aiigustiosos para el Gobierno, 
no ignoro que los billetes del Banco sirvieron mucho 
para los urgentes gastos que tuvieron que hacerse. Pero 
esos, en realidad, no fueron servicios del Banco, sino 
del Presidente de la República y del Secretario del Te-
soro, que dictaron sabias y oportunas providencias para 
el recibo del papel moneda; porque el billete desapare-
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ció desde que no fue cambiado a su presentación, y .se 
convirtió en papel moneda. 
« Ahora, si se dice que debemos garantizar en la 
Constitución la existencia de dicho Banco por ser cues-
tióTt departido, adoptemos también un artículo que pro-
hiba sean elegidos Senadores, Representantes, etc., los 
miembros del partido vencido. Esto seria más franco, 
según el espíritu de partido. 
«El día en que los radicales tumbaran el Banco 
Nacional, sería porque tendrían mayoria en las Cámaras, 
y entonces, antes que al Banco, habrían derribado al 
Gobierno. 
«Yo no soy, ni tengo por qué ser, eco de la opo-
sición, y extraño que se dé este carácter a mi argumen-
tación ; ni soy, ni tengo por qué ser adversario del Ban-
co Nacional; ni admito que se traigan a esta discusión 
expresiones que apasionen, dándole el carácter de cues-
tión de partido; nadie es más decidido que yo, ni más 
leal, en defensa y servicio de la causa de la Regera-
ción, representada por el Gobierno y por este honora-
ble Consejo; pero esto no me obliga a considerar como 
asunto de Constitución o ley fu7idame7ital la. existencia ni 
la organización del Banco Nacional. Reconozco los gran-
des servicios que ha prestado al pais ese Banco, así en 
su carácter de institución bancaria o comercial (y como 
tál, hice con él muchas operaciones, siempre en toda re-
gla satisfartorias), como en el carácter de instrumento 
de crédito y tesorería del Gobierno. Pero de esto no se 
desprende la consecuencia que se pretende. 
«Aquí no hay cuestión de partido, y si la hubiera, 
nadie tendría más títulos que yo para llamarse amigo 
del Gobierno, y porque nadie ha hecho mayores sacri-
ficios ni esfuerzos que yo, en mi respectiva esfera, en 
favor de la causa de la Regeneración, en cuyo nombre 
se me quiere llamar ' eco de la oposición.' 
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«Mi argumento principal es absoluto y no ha sido 
contestado; el sentido universal rechaza la creación o 
conservación de Bancos nacionales por medio de la Cons-
titución; y dondequiera que ellos existen, la ley es la 
que les ha dado vida y los ha reglamentado. Suponga-
mos que mañana, por cualquier motivo, hubiera que su-
primir el Banco Nacional: si no hay conveniencia en 
que siga funcionando, o tenemos que violar la Consti-
tución, o mantenemos un estorbo, una mala institución 
cuando no una ruina para la República, por acatar el 
artículo constitucional. Luego el asunto no es de Consti-
tución.» 
Tex to 
« Art. 107» (propuesto por el H. señor Patíl en reem-
plazo del que figura en el proyecto). 
« El Presidente de la República no puede conferir 
empleo a los Senadores y Representantes durante el pe-
ríodo de sus funciones y un año después, con excepción 
de los de Ministro del Despacho, Agente Diplomático y 
Jefe Militar en tiempo de guerra. 
«La aceptación de cualquiera de estos empleos por 
un miembro del Congreso produce vacante en la respec-
tiva Cámara.» 
Aprobada y adoptada. 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR CARO : 
Incluye en la excepción favorable de que trata el 
párrafo i.° del artículo, a los Gobernadores. 
Negada. (Posteriormente aprobada.) 
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D e b a t e 
E L H . SEÑOR VIVES : 
« Por medio del artículo original se trata de evitar 
que el Gobierno ejerza influencias siniestras sobre el Con-
greso, ganando votos con la promesa de un empleo. Pero 
al mismo tiempo se permite al Gobierno que pueda con-
ferir a los Representantes y Senadores los destinos más 
importantes de la República, y sólo le está prohibido 
conferirles destinos secundarios y de poca importancia. 
De manera que no se consigue el objeto que parece pre-
sidió a la redacción del artículo original. Yo creo, pues, 
que la prohibición debe ser general, lo cual ofrecería 
inconvenientes, o que no debe haberla, y en este caso 
solamente debe disponerse que el Senador o Represen-
tante que acepte un destino del Gobierno deje vacante su 
puesto en la respectiva Cámara.» 
E L H . SEÑOR S A - M P E R : 
« La regla general debe ser que el Gobiemo pueda 
dar nombramientos a los miembros del Congreso, a fin 
de que se mantenga la necesaria independencia del Cuer-
po Legislativo. Yo, sin embargo, acepto tres clases de 
excepciones únicamente: miembros del Ministerio, Agen-
tes Diplomáticos y Jefes militares en tiempo de guerra. 
Dondequiera que se ha establecido el régimen parlamen-
tario, es costumbre que el Gobierno pueda llamar al Mi-
nisterio a los hombres distinguidos que en el Parlamen-
to representan las opiniones dominantes, y aun a la opo-
sición cuando ésta adquiere preponderancia. 
« Por la misma razón puede el Gobierno sacar de 
las Cámaras personajes que desempeñen competentemen-
te misiones diplomáticas en el extranjero, porque en el 
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Congreso suelen hallarse los hombres más avezados a 
la política y que. mayores aptitudes reúnen para la di-
plomacia. Mediante la práctica de las nuevas institucio-
nes que ahora fundamos, debemos esperar que al Con-
greso vendrán las eminencias de todos los partidos, lejos 
de predominar en él, como en otros tiempos, medianías 
y aun nulidades. Y siendo esto así, es forzoso dejar al 
Gobierno la facultad de sacar de las primeras Corpora-
ciones del pais colaboradores inteligentes en los altos 
puestos de la Administración y de las Relaciones Ex-
teriores. 
«También es natural que vengan al Congreso Jefes 
militares, que deben ser llamados al servicio cuando los 
intereses de Ja paz pública y la necesidad de restable-
cer el orden demanden su presencia en determinadas Sec-
ciones de la República. 
« Pero no sucede lo mismo respecto de los Goberna-
dores. Con esta Constitución, que marca claramente los 
deberes de tales funcionarios, constituyéndoles en Agen-
tes directos del Poder Ejecutivo, ya no se necesita ser 
hombre de Estado ni tener muy grandes aptitudes, para 
poder desempeñar perfectamente una Gobernación. Bas-
tan sólo, en lo general, condiciones de honradez, laborio-
sidad y lealtad, una vez que los Gobernadores de los 
Departamentos no van a ser Jefes de Gobiernos sobera-
nos, sino de grandes Secciones administrativas, bajo la 
dirección del Gobierno nacional. Hay una diferencia esen-
cial entre los antiguos Estados soberanos, especie de pe-
queñas Repúblicas, y los futuros Departamentos, cuya 
administración queda subordinada a la administración 
central, siendo sus Gobernadores meros Agentes. 
«Tampoco hay necesidad de que el Gobierno nom-
bre del seno de las Cámaras Consejeros de Estado, que, 
más que hombres políticos, deben ser personas de cierta 
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ilustración, prudencia y laboriosidad, y sobre todo, de 
muy elevado carácter y mucha independencia. 
«No hallo, pues, razón que justifique la libertad que 
se quiere dejar al Presidente de la República para to-
mar del seno de las Cámaras los dos Consejeros de Es-
tado que le corresponde nombrar, y los Gobernadores de 
los Departamentos. Sobrado número se le deja, pudiendo 
nombrar, del seno de las Cámaras, los siete Ministros, 
seis u ocho o más Agentes diplomáticos, y, en tiempo de 
guerra, gran número de Jefes militares.» 
E L H . SEÑOR C A R O : 
«No puedo conformarme con lo que ha dicho el H . 
señor Samper sobre las condiciones y aptitudes que se. 
requieren para ser buen Gobernador de Departamento. 
Lejos de pensar con él que cualquiera puede hoy desem-
peñar tal cargo, juzgo, por el contrario, que hay penuria 
de hombres especialmente para este servicio. Los Go-
bernadores, además de tener dotes de administración, han 
de poseer condiciones adecuadas a la índole de los pue-
blos, para conjurar determinados peligros. Por esta ra-
zón el Gobierno puede y debe separar a un Gobernador, 
no sólo por infracción de leyes o mal desempeño, sino por 
consideraciones políticas, por razón de las circunstancias, 
y de la misma manera en ese caso, debe estar facultado el 
Gobierno para proveer la plaza que quede vacante, buscan-
do dondequiera que se encuentre, al hombre más compe-
tente, que a veces es único. Si el Gobierno no hubiera 
podido sacar de esta Asamblea un Gobernador, nuestro 
distinguido compañero el doctor Roldan no hubiera ido 
a Santander, en circunstancias en que el doctor Roldan, 
y sólo él, era el llamado a ejercer con buen éxito la Go-
bernación de aquel importante Departamento. Hoy el 
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nombramiento de Gobernadores es asunto delicadísimo, 
relacionado íntimamente con la conservación de una paz 
estable, y el Gobiemo que asume toda la responsabili-
dad en esas designaciones, debe por lo mismo, para ha-
cerlas, estar revestido de libertad amplia sin ningún gé-
nero de cortapisas.» 
Los relatores, 
fulio Añez —A. Go7izález Toledo—Roberto de Narváez. 
(Sesión del dia 27 de mayo de 1886) 
Texto 
«Art. 119. En caso de invasión extranjera o de con-
moción interior, y siempre que la paz y la seguridad pú-
blica peligren, podrá el Presidente, con la firma de todos 
los Ministros, declarar turbado el orden público y en es-
tado de sitio toda la República o parte de ella. 
« Mediante tal declaratoria quedará el Presidente in-
vestido de las facultades que crea necesarias para contener 
la agresión o reprimir el alzamiento, con arreglo al Dere-
cho de G entes. Las medidas extraordinarias, o de carácter 
provisional legislativo, llevarán la firma de todos los 
Ministros. El Gobierno declarará restablecido el orden 
público luego que haya cesado la perturbación o el pe-
ligro exterior ; y pasará al Congreso una exposición mo-
tivada de sus providencias, siendo responsables cuales-
quiera autoridades por los abusos que hubieren cometido 
en el ejercicio de facultades extraordinarias.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR OSPINA CAMACHO 
«Art. 119. En los casos de guerra exterior o de 
conmoción interior, podrá el Presidente, previa audien-
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cia del Consejo da Estado, y con la firma de todos los 
Ministros, daclarar turbado el orden público y en estado 
de sitio toda la República o parte de ella. 
«Mediante tal declaración quedará el Presidente inves-
tido de las facultades que le confieran las leyes, y en su 
defecto, de las que le da el Derecho de Gentes para de-
fender los derechos de la Nación o reprimir el alzamien-
to. Las medidas extraordinarias, o decretos de carácter 
provisional legislativo, que, dentro de dichos límites, dic-
te el Presidente, serán obligatorios siempre que lleven la 
firma de todos los Ministros. 
«El Gobierno declarará restablecido el orden públi-
co luego que haya cesado la perturbación o el peligro ex-
terior ; y pasará al Congreso una exposición motivada de 
sus providencias, siendo responsables cualesquiera auto-
ridades por los abusos que hubieren cometido en el ejer-
cicio de facultades extraordinarias.» 
Aprobada. 
SUBMODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO: 
Restablece el artículo original con dos variantes: i.^ 
(tomada de la anterior modificación): guerra exterior en 
vez de Í7ivasiÓ7i exira7ijera; y 2.^, facultades necesarias en lu-
gar áe facultades que sean necesarias. 
Negada. 
Deba te 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR OSPINA CAMACHO 
E L H . SEÑOR OspiNA CAMACHO: 
« He presentado la modificación que se discute, con 
el objeto de corregir algunos defectos de que a mi juicio 
adolece el artículo original. El texto del proyecto habla 
de invasión exterior, y yo he reemplazado esta expresión 
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por la de guerra extranjera por ser ésta más general y com-
prender en consecuencia todos los casos de un conflicto 
internacional. En virtud de este cambio, el Ejecutivo que-
da investido de extraordinarias facultades no sólo en los 
casos determinados por el artículo primitivo, sino en to-
dos aquellos en que la guerra requiera aumento de auto-
ridad en el encargado de restablecer la paz. 
«También se ha suprimido en la modificación la 
cláusula cua7ido la paz o la seguridadpilblica peligre7i, por-
que me ha parecido demasiado vaga, y con ella un Pre-
sidente de carácter asustadizo o impresionable podría, por 
simples temores infundados, es decir, sin motivos sufi-
cientes, declarar turbado el orden público y en estado de 
sitio la República, sustituyendo sin nerosidad manifiesta 
el tranquilo régimen de la paz con el estado de atropello 
y violencia que constituyen la guerra. 
«En el artículo primitivo se dice que, mediante la 
declaración de hallarse turbado el orden, el Presidente 
adquiere las facultades que él crea 7tecesarias para resta-
blecerlo, y por consiguiente quedan desde ahora anuladas 
la responsabilidad moral del Presidente y la legal de los 
Ministros, si llegare a haber exceso en el ejercicio del po-
der discrecional que se les concede. No veo el derecho 
que la sociedad o el Congreso tuvieran para aseverar o 
negar que el Gobierno, en una situación dada, creyó o 
dejó de creer que esta o la otra medida de guerra eran o 
dejaban de ser necesarias, cuando el creer o no creer es 
un hecho meramente psicológico que sólo puede apreciar 
el ser en quien se efectúa. Yo sostengo, señor Presidente, 
que el principal encargo del Gobierno es mantener la 
tranquilidad y seguridad públicas, y que de consiguiente 
deben ponerse en sus manos cuantos medios de acción 
sean necesarios para conservar, y para recuperar si lle-
gare a perderse, el primero de los bienes sociales; pero al 
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mismo tiempo creo que la neceáidad no se mide por me-
ros juicios, sino por la necesidad misma. 
« También propongo que la declaración de estar tur-
bado el orden, que es la suspensión de todos los derechos 
y de todas las garantías constitucionales, y muy especial-
mente de la libertad individual, que desaparece con el 
reclutamiento, y del derecho de propiedad vulnerado por 
las e.xpropiaciones de guerra, no se haga sin previa con-
sulta del Consejo de Estado, lo cual es una garantía de 
que se obrará con acierto en materia tan delicada. 
«Estamos haciendo una Constitución que, esperamos, 
ha de regir largos años los destinos de Colombia, y en 
ella debemos procurar que se hermanen y de consuno 
obren en favor del orden y de la paz, la libertad del in-
dividuo y la autoridad eficaz del Gobierno, y para llegar 
a este resultado debemos tener presente que nuestra labor 
no es sólo para la época actual, y que no son nuestros ac-
tuales Magistrados los únicos que deben darle aplicación : 
ella se refiere a un futuro cuya duración no conocemos, 
y a Gobiernos que pueden no inspirarnos la misma se-
guridad y confianza que nos ^inspira el que hoy existe.» 
SOBRE LA SUBMODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR CARO 
E L H . SEÑOR CARO : 
«En esta nueva modificación se ha atendido a las 
observaciones del H. señor Ospina, en la parte en que 
me han parecido justas: se habla de guerra exterior y no 
de invasión, y se declara que el Gobierno ejercerá las 
facultades necesarias no las que crea 7iecesarias. Excluyo, 
por juzgarlas inconvenientes, las otras variantes intro-
ducidas en la anterior modificación. 
«Nada hay tan radicalmente maléfico y perturba-
dor del orden social, como aquella forma de legislación 
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política que pone al gobernante en la dura necesidad 
de violarla para cumplir con sus más elementales deberes. 
Luego que se ha demostrado que es forzoso atropellar la 
ley para gobernar, la puerta que se derribó para el bien, 
queda desguarnecida y allanada para el mal. La ley es 
una promesa, la más solemne promesa, y si los anuncios 
que envuelve de justicia distributiva se escriben en forma 
teórica e ineficaz, y no logran cumplida ejecución, la mala 
fe viene a ser inherente al Gobierno, la confianza en las 
instituciones y el temor a la espada de la justicia se pier-
den, la autoridad se relaja, y se entroniza la arbitrariedad. 
« La impracticabilidad fue el defecto característico de 
la Constitución deRíonegro. Con ella era imposible gober-
nar. Se dejó de gobernar y produjese la anarquía. Quísose 
restablecer algún principio de gobernación, y fue preciso 
romper el instrumento o falsearlo. Bajo el imperio de 
aquella Constitución, que garantizaba libertades omnímo-
das, no hubo derecho que no fuese conculcado. 
«La practicabilidad, por el contrario, que no es otra 
cosa que posibilidad, y antitesis de impotencia o de des-
concierto, es la primera indispensable condición de todo 
lo que pide obedecimiento y ejecución, y condición tan 
propia para moralizar al gobernante, si de leyes cons-
titucionales se trata, como para proteger el orden social. 
Las leyes civiles, solicitando lo real y positivo, imponen 
obligaciones tolerables al ciudadano; al paso que los teó-
ricos autores de leyes políticas suelen disparar al aire, 
dictando al gobamante obligaciones de imposible cumpli-
miento, que sólo sirven para engendrar descrédito y ar-
bitrariedad. El ciudadano y el gobernante deben estar 
sujetos, cada cual en su esfera, a un mismo justo prin-
cipio : a la norma de lo práctico. En la organización de 
los poderes públicos el proyecto ha respetado este prin-
cipio de sentido común. Por él se confieren al Gobierno 
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todas las facultades necesarias para salvar la sociedad de 
la ola revolucionaria, y sólo se le niega el poder de hacer 
mal; de suerte que mientras se encamine a fines lícitos, 
no tenga jamás que violar la ley fundamental del Estado, 
y cualquiera infracción que cometa, haya de ser un acto 
altamente inmoral, y anuncio seguro de tendencias dignas 
de reprobación universal. Los abusos serán tanto menos 
frecuentes, cuanto menos tentación, y ninguna necesidad 
haya, para nada que sea bueno o justo, de desviarse de 
las amplias vías legales, y cuanto mayor responsabili-
dad moral haya por lo mismo de acarrear a los magis-
trados cualquiera falta que cometan, por leve que parez-
ca bajo otros conceptos. 
«De estos principios creo que estamos aquí todos 
penetrados, y a ellos ha obedecido la Comisión en la re-
dacción especialmente de la parte relativa a épocas de 
perturbación del orden. La diferencia entre la anterior 
Constitución y el presente proyecto, en esta parte, es 
esencialisima. Propiamente hablando, los constituyentes 
de Rionegro no dispusieron para tiempo de paz ni de 
gfuerra, pues concedieron a los ciudadanos libertades ab-
solutas, como si de ellas no pudiera abusar el individuo 
en ningún tiempo, y con esta ilimitación sólo una liber-
tad quedó limitada y anulada : la que debe tener el Go-
biemo para prevenir y reprimir esos abusos que no se 
tomaron en cuenta. Pero si para tiempo de paz la Cons-
titución de Rionegro fue mala, para tiempo de guerra 
fue más bien nula, puesto que nada dispuso, excepto la 
adopción, en términos vagos, del Derecho de Gentes. 
Perturbado el orden público bajo el régimnn de aquella 
Constitución, la alternativa para el Gobierno era termi-
nante e inevitable: o había de seguir rigiendo la Cons-
titución, con sus libertades sin LIMITACIÓN ALGUNA, 
como ella misma las proclamaba, es decir, sin limitación 
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de circunstancias de ninguna especie, incluso la^ que trae 
la guerra, lo cual equivalía a la impotencia absoluta del 
Gobierno; o cesaba íntegramente la Constitución, y sólo 
sobrenadaba aquella palabra misteriosa: ' Derecho de 
Gentes.' O el suicidio, o la omnipotencia. Se adoptó, 
como era de preverse, el segundo término. Un día el Go-
bierno mal animado declaraba turbado el orden público, 
y empezaba luego a ejercer venganzas contra todos los 
que podían estorbarle, castigando asi, sin intimación, el 
uso de libertades que la víspera eran santas. El articu-
lo 15 de la Constitución vino a ser un cebo, y el 91 una 
trampa en que Gobiernos sin fe y sin entrañas cogían 
y aplastaban brutalmente a los incautos. 
«El sistema del proyecto prevé el caso de guerra. 
El Gobierno no puede declarar turbado el orden ni dic-
tar, después de eso, medidas graves, sino con la firma 
de todos los Ministros, para qué la declaración sea so-
lemne, y colectiva la responsabilidad. Se le confiere la 
plenitud del poder, pero no su ejercicio omnímodo, para 
repr imir la violencia revolucionaria. El. artículo 27 del 
Proyecto dice: ' A u n en tiempo de guerra nadie podrá 
ser penado ex-post~facto, sino con arreglo a orden o de-
creto en que previamente se haya prohibido el hecho 
y determinádose la pena correspondiente.' Esta disposi-
ción, que no se registra en otras Constituciones, es la 
más preciosa garantía, la única verdaderamente eficaz 
que puede apetecerse en tiempo de guerra, porque no 
ata las manos al Gobierno; la única completa, porque 
nadie pretende en tiempo de guerra que la situación sea 
pacífica; lo que a todos importa es saber, a punto fijo, 
las reglas a que han de acomodar su conducta para que-
dar bajo el amparo de la autoridad. El Gobierno podrá 
erigir en delito toda manifestación que crea perturbado-
ra; pero no podrá ejercer venganzas por hechos anterio-
y 
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res al orden de cosas consiguiente a la guerra. El ar-
ríenlo que está sobre la mesa dispone, además, que 'el 
Gobierno declarará restablecido el orden público luego 
que cese la perturbación o el peligro exterior, y pasará 
al Congreso una exposición motivada de sus providen-
cias, siendo responsables cualesquiera autoridades por los 
abusos que hubieren cometido en el ejercicio de facul-
tades extraordinarias,' El Congreso debe juzgar con li-
bertad, como jurado, de la conducta del Gobierno en 
época anormal, sin atenerse a leyes precisas que podrian 
obligarle a fallos inicuos, ya condenase, ya absolviese, 
puesto que el legislador no es omniscio para prever todas 
las circunstancias agravantes y atenuantes de lo excep-
cional y extraordinario, y nadk es ciertamente tan anor-
mal como la guerra. El sistema que el proyecto contie-
ne concilia la libertad individual con el orden social, 
prevé todo lo que debe ser previsto, y en la única for-
ma genérica en que debe preverlo una Constitución. 
«Una de las modificaciones propuestas por mi ami-
go el H. señor Ospina establece la consulta del Con-
sejo del Estado como condición previa para declarar tur-
bado el orden público. Lps dictámenes del Consejo de 
Estado no son obligatorios para el Gobierno, ni hacen 
responsables a sus autores. El Consejo de Estado es 
una institución de paz. En tipmpo de guerra la toga cede 
a las armas. La formalidad que se propone no se com-
padece con el carácter de urgencia que revisten las situa-
ciones anormales, los peligros inminentes. Se exige por 
el proyecto que todos los Ministros, que son los res-
ponsables, firmen el decreto; ellos deben meditar la res-
ponsabilidad que asumen; esto basta ; ¿a qué inmiscuir 
la rueda de una corporación irresponsable y ajena a tales 
asuntos? Otra novedad que trae' la modificación con-
siste en suprimir la frase—ct¿a7ido la paz o la seguridadpii-
blica peligren, — que autoriza al Gobierno para tomar me-
didas preventivas en tiempo oportuno. La Constitución, 
por otro artículo, autoriza el reclutamiento forzoso en 
casos urgentes, y éstos no pueden ser otros que—cuando 
la paz o la segtcridadpública peligre7i—no cuando el incen-
dio ha tomado creces. La disposición que trata de supri-
mirse es justa, es caritativa. Mejor es prevenir que repri-
mir ; más vale detener el brazo que castigar el golpe.» 
E L H . SEÑOR SAMPER : 
«He oído con mucho gusto el sensato discurso del 
H. señor Caro; y sus observaciones en general me han 
parecido justas, pero incompletas. El problema de la poli-
tica se reduce a conciliar la libertad individual con el 
orden sociji. El H. señor Caro no ha considerado la cues-
tión sino en un punto de vista; él desea robustecer al 
Gobierno y revestirlo de las facultades necesarias para 
reprimir toda insurrección; pero deja desamparados en 
tiempo de guerra los derechos de los ciudadanos, por la 
suspensión de las garantías individuales. 
«El H. señor Ospina propone que se confieran al Po-
der Ejecutivo facultades legales para conservar el orden 
público, sin que la autoridad del Gobierno venga a dege-
nerar en dictadura ejercida sobre personas inculpadas; 
él trata de conciliar el principio de la autoridad con el 
de la libertad, y por eso votaré su modificación. El hom-
bre de Estado debe disponer las instituciones para lo fu-
turo, tomando en cuenta el conocimiento del corazón hu-
mano y las lecciones de la hijstoria. Hay que hacer una 
distinción esencial entre la guerra internacional y la gue-' 
rra civil. En el primer caso, las facultades extraordina-
rias del Gobierno no ofrecen el mismo peligro que en el 
segundo. En una guerra intestina no todos toman parte, 
y por eso deben ponerse limites a la acción del Go-
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bierno. Sin ellos habrán de suspenderse todas las garan-
tías individuales, y quedará autorizado el ejercicio de la 
dictadura. El H. señor Ospina y yo deseamos que se de-
terminen claramente las garantías que se suspenden y 
las que no se suspenden en tiempo de guerra civil. Por 
lo que hace a la guerra internacional, el caso, como he 
dicho, es muy distintc, pues no creo que estemos tan 
corrompidos que dejáramos de hallarnos juntos todos los 
colombianos, sin distinción de partidos políticos, cuando 
se tratase de defender la honra y la independencia de 
la Patria. 
«En guerra civil, las cosas pasan de muy distinto 
modo: lejos de mancomunarse todos los esfuerzos y sa-
crificios para la defensa de la patria, movidos todos por 
un solo sentimiento y un solo interés, el país se divide 
en tres falanges: los rebeldes o enemigos del Gobierno o 
del orden existente; el Gobierno y sus defensores; y una 
gran masa de individuos pacíficos que no toman parte 
en la contienda, ora porque no se interesan directamen-
te en la política, ora porque no tienen temperamento be-
licoso. .Se comprende que los beligerantes se hostilicen 
reciprocamente en sus personas'y sus propiedades. ¿Pero 
por qué los inofensivos, los que no son beligerantes, han 
de quedar sujetos a \la arbitrariedad de los Agentes 
del Gobierno? ¿Por qué ha de ser permitido arruinarles 
por completo con expropiaciones y empréstitos forzosos, 
a titulo de defensa del orden público ? Yo no pido garan-
tías para la propiedad de los rebeldes, autores de todo el 
mal de la guerra; pero sí las creo necesarias y las pido 
para los inocentes, para la propiedad de las personas 
inofensivas. Por eso exijo limitaciones y reglas fijas para 
establecer la justicia en las expropiaciones y los emprés-
titos forzosos, 
«Creo que en otra sesión el H. señor Caro habló 
19 
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con elogio de la Comisión conservadora o permanente 
que existe en Chile. Pues bien : nuestro Consejo de Es-
tado será una especie de Comisión conservadora ; ¿ y qué 
se pierde con que el Poder Ejecutivo pida dictamen a 
esa corporación respetable ? Si no consulta el caso sino 
con los Ministros, equivaldría a consultarlo consigo mis-
mo, puesto que naturalmente los Ministros han de ha-
llarse identificados con cl Presidente de la República. 
« El H. señor Caro ha hablado del reclutamiento for-
zoso, autorizado por la Constitución para tiempo de gue-
rra, y cree contradictoria la disposición que lo autoriza 
con las limitaciones que el H. señor Ospina y yo desea-
mos poner a las facultades extraordinarias del Gobierno. 
Yo no encuentro absolutamente esa contradicción. Hay 
dos casos distintos: el de preparativos de la guerra y el 
de la guerra misma. En el primer caso, el Gobierno se 
apercibe a la defensa, y hace uso del reclutamiento for-
zoso. En el segundo caso, rotas las hostilidades, se sus-
penden las garantías individuales, cuando muchas de 
ellas son más necesarias; y el ejercido de las facultades 
extraordinarias'de que entonces queda revestido el Go-
bierno, es el que debe limitarse por la Constitución y regu-
larse por las leyes, para poner a los ciudadanos inocentes, a 
los que no sean rebeldes, a cubierto de la arbitrariedad de 
muchos funcionarios públicos, asi militares como civiles.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO : 
«He seguido con toda atención el luminoso discur-
so del H. señor Caro, y reconociendo la fuerza de algu-
nos de los argumentos presentados por él, me parece que 
hay razones que oponer a sus conclusiones. Tengo la 
convicción d^ la justicia y conveniencia de la modifica-
ción propuesta, y siento algo que me dice que en este 
asunto la razón está de mi parte. 
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« Ha dicho el H. señor Caro que la modificación qui-
ta al Gobierno una natural facultad para la conserva-
ción del orden, y que por tal razón es impractible, una 
vez que el Gobierno, dada aquella situación, obrará como 
sea necesario. Mi proposición no quita al Gobierno nin-
guna de las facultades que necesita para conservar la 
paz y para recuperarla si llega a perderse. Yo distingo 
las situaciones en que puede hallarse una Nación: la de 
paz absoluta, la de guerra declarada, y otra intermedia en 
quese teme perder la primera y se cree llegar a la segun-
da. En cada uno de estos estados el Gobierno tiene debe-
res que cumplir y necesita facultades y medios de acción 
diversos. En el caso de alarma o sea de temores de gue-
rra, bástale al Gobierno tomar la actitud defensiva, au-
mentando su fuerza y procurando debilitar al contrario; 
y esto lo hemos dado ampliamente al Ejecutivo al facul-
tarlo para aumentar el ejército por medio del recluta-
miento, para abrir al Presupuesto créditos extraordina-
rios, para suspender la libertad de las imprentas, y final-
mente, para aprehender a las personas sospechosas. Mas 
no me parece conveniente que el estado de alarma se 
equipare con el de guerra, dando al Gobierno en uno y 
otro caso idénticas autorizaciones. ¿ Con qué razón plau-
sible puede concederse al Ejecutivo el derecho de sus-
pender todas las garantías sociales e individuales, antes 
de que esta medida sea requerida por las necesidades 
verdaderas del país ? Cuando la guerra viene, todo dere-
cho es secundario ante la necesidad de volver a la paz, 
porque ésta es el amparo de todos los derechos legíti-
mos, y aquélla es la violencia en todas sus formas, y de 
consiguiente para dar salvaguardia permanente a esos 
mismos derechos, puede ser necesario vulnerarlos acci-
dentalmente; pero para antes de que llegue esa suprema 
y dura necesidad, no es ni puede ser legitimo el poder 
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discrecional que quiere darse al Gobierno. No creo, pues, 
que haya impracticabilidad en dar al Ejecutivo en tiempo 
de alarma los medios de restablecer la confianza, y en 
tiempo de guerra los que requiera el restablecimiento de 
la paz. 
«Creo con el H. señor Caro que las costumbres, 
que son la base de lo práctico, pueden más que las leyes, 
pero no puedo dar a esta proposición demasiada gene-
ralidad porque eso nos conduciría a declarar que las Na-
ciones deben regirse únicamente por las costumbres, y 
que las leyes son consecuencialmente inútiles. Si las 
costumbres son buenas, deben respetarse; si son malas, 
toca a la ley modificarlas lenta y prudentemente. 
«Ha sostenido también el H. señor Caro que la in-
tervención que pido se conceda en este asunto al Con-
sejo de Estado es una remora a la pronta acción del Go-
bierno. Aquella corporación, que se compondrá de los 
hombres más eminentes del país, tanto por las funciones 
que está llamada a ejercer, como por tener origen en las 
Cámaras legislativas y en el mismo Presidente, no es de 
suponer que pueda entrabar la acción del Gobierno en mo-
mentos de verdadero peligro para la paz pública. Lo na-
tural es que hombres a quienes se pide tantas condicio-
nes como la Constitución exige para poder ser Conseje-
ros, tengan el más grande interés por salvar las institu-
ciones, pero que al propio tiempo no se presten a asentir 
a medidas extraordinarias que las circunstancias no exi-
jan como indispensables. 
«Creo, pues, dejar justificada mi proposición y haber 
demostrado que mi ánimo sólo ha sido que se mantenga 
la debida separación entre las diversas facultades de'que 
en cada distinta situación debe estar investido el Go-
bierno.» 
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E L H . SEÑOR C A R O : 
«Como todas las artes y ciencias, la política, que es 
de las más espinosas, tiene principios que parecen para-
dójicos, y reglas cuya eficacia no se comprende a prime-
ra vista. Aun personas muy ilustradas suelen condenar 
ciertas disposiciones benéficas, porque no se detienen a 
estudiar su espíritu y su alcance. La facultad de expedir 
decretos legislativos conferida por este artículo 119 al Go-
bierno, para tiempo de guerra, es una de las disposicio-
nes del proyecto que más han sorprendido, y aun diré 
más, que han escandalizado a algunos censores, cuando 
es puntalmente de aquellas que más debieran aplaudir 
cuantos amen el reinado de las leyes, porque esta dispo-
sición es la llave de todo un orden de garantías, es el úni-
co medio de establecer la legalidad marcial, que aquí 
nunca se ha conocido. 
«Nosotros mismos, los miembros de este Consejo, 
temo que algunas veces nos dejemos impresionar dema-
siado por el poco meditado juicio de personas ajenas a 
este movimiento politico, que en todo busca sólo la rea-
lización del derecho en una forma conciliable con las 
condiciones del orden social. ¿Qué mucho, si hemos vi-
vido y crecido en atmósfera revolucionaria? Los orado-
res que me han precedido se alarman mucho con la sus-
pensión de todas las garantías constitucionales, y no re-
paran en que estos temores son efecto de miradas re-
trospectivas, y no de la inspección del proyecto que dis-
cutimos. 
«El viajero que entra en país extraño no puede pre-
tender que alli rijan las leyes de su patria, sino poder co-
nocer las que están establecidas, para evitar peligrosas 
infracciones. Lo propio sucede al ciudadano que entra en 
un régimen de guerra: lo que a él le importa es que no 
se le juzgue por actos anteriores con arreglo a leyes 
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nuevas, ni arbitrariamente por su conducta durante el 
nuevo régimen. La verdadera garantía no tanto está en 
la benignidad de la ley penal, sino en que se descargue 
la pena únicamente sobre el voluntario infractor. Au7t en 
tiempo de guerra—dice el artículo—7iadie podrá ser pena-
do ex-post-facto, sino con arreglo a ley o decreto Í » q7ie pre-
viame7ite se haya defi7iido el delito y determÍ7iádose la pena 
correspondiente. Esta, como lo dije, antes, es la garantía 
máxima: fuera de ella todo es violencia; en ella se con-
densa toda la fuerza del derecho, con la ventaja de no 
ser utópica, puesto que no anula el derecho de la fuerza. 
«Para que haya derechos en tiempo de guerra, debe 
haber una ley marcial conocida, y por lo mismo quien 
tenga poder para expedirla. Por esto se confiere al Go-
bierno, que es el encargado de salvar la sociedad de 
la anarquía y de la revolución, la facultad de definir los 
delitos y las penas de la guerra, definición que es por su 
naturaleza acto legislativo. Sin esta facultad conferida al 
Gobierno, siempre, en tiempo de guerra, se invocaría el 
Derecho de Gentes, o la ley marcial, pero un derecho que 
nadie conoce, una ley que no está escrita en parte alguna, 
y que poco o nada se diferencian de la arbitrariedad. Y 
para que el Gobierno, al hacer uso de esa facultad res-
pete límites justos, el proyecto los señala claramente en 
el título de garantías sociales. Allí se dispone que la 
pena de muerte, aun en tiempo de guerra, no podrá im-
ponerse sino por delitos determinados, y que no habrá 
tampoco expropiación que no se destine a los fines de la 
guerra, y que no sea tasada y posteriormente indemniza-
da. En el proyecto se ha previsto todo lo que una Cons-
titución debe prever. Insisto en que por este proyecto 
la Constitución no cesa de regir en ningún tiempo; ella 
establece dos órdenes de legalidad: a la de la paz 
reemplaza constitucionalmente, llegado el caso, la legali-
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dad marcial, una verdadera legalidad, no la arbitrarie-
dad, como antes sucedía. El legislador de la paz es irres-
ponsable; no así en tiempo alguno los Ministros: ellos 
se constituyen responsables de las leyes marciales, y de 
su ejecución, legalmente ante el Congreso, moralmente 
ante el país.» 
Los Relatores, 
fulio Añez—A. Go7izález Toledo—R. de Narváez. 
(Sesión del dia 27 de mayo de 1886) 
(Condusión) 
Tex to 
«Art. 128. El Presidente de la República no es 
justiciable por sus actos oficiales ; son responsables los 
Ministros. 
«Ningún acto del Presidente, excepto el de nom-
bramiento o remoción de Ministros, tendrá valor ni fuer-
za alguna mientras no sea refrendado y comunicado por 
el Ministro del ramo respectivp, quien por el mismo he-
cho se constituye responsable.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R : 
« Art. 120. El Presidente de la República no es jus-
ticiable por sus actos oficiales, sino en el caso de alta 
traición, que definirá la ley. Son responsables los Minis-
tros, así por lo que hagan como por lo que dejen _de 
hacer en daño de la República o faltando a las leyes. 
«Ningún acto del Presidente, excepto el de nombra-
miento o remoción de Ministros, tendrá valor ni fuerza 
alguna, mientras no sea refrendado y comunicado por el 
Ministro del ramo respectivo, quien por el mismo hecho 
se constituye responsable.» 
Suspendida la votación hasta la sesión del 31, a pe-
tición del H. señor Mendoza Pérez. 
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Deba te 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«No participo, señor Presidente, de las preocupa-
ciones de los que creen que los Presidentes deben ser res-
ponsables por todos .sus actos oficiales. La historia nos 
dice que solamente dos de ellos han sido juzgados, pero 
después de haber sido apresados: Obando y Mosquera ; 
de modo que una disposición que consagrara la responsa-
bilidad total, sería completamente ilusoria. Por otra par-
te, la responsabilidad del Presidente hace menos efecti-
va la de I9S Ministros, porque éstos quedan amparados 
con el poder de aquél, y de aquí resulta que ni el uno ni 
los otros son respons;ibles. 
« Pero hay un ca.so que debe tomarse en cuenta, por 
honor al país y por previsión -política: el caso de que un 
Presidente se haga reo de alta ttaición; y esto es lo que 
me ha movido a modi;icar-el artículo. Bien se comprende 
que este temor no se refiere en ningún caso a los Magistra-
dos que hemos nombrado ya para el primer período; pero 
la Constitución debe ser previsora, y si hoy dan esos al-
tos funcionarios todas las garantías apetecibles, no pode-
mos asegurar lo mismo de los que vengan en lo sucesivo. 
«En el caso que presento, es precisamente cuan-
do' los Presidentes violan la Constitución y hacen traición 
al país sin consultar con sus Ministros, ni hacer constar 
su. delito por medio de un decreto en regla o un acto ofi-
cial autorizado por un Ministro. El 29 de abril, el Ge-
neral Mosquera disolvió el Congreso constitucional y 
dijp : no hay 7nás ley qtie mi espada ; para esto no consul-
tó con Secretarios ni con nadie, y si ellos fueron juzga-
dos después, lo fueron solamente por sus actos posterio-
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res. Lo mismo sucedió con el General Obando. Cuando 
fue aprehendido, no hubo quien no supiera que él esta-
ba de acuerdo con Meló. Sus Ministros no tuvieron in-
tervención nii.guna en estos asuntos, según lo compro-
baron. 
«Pudiera objetarse, y noto que así se hace por lo 
bajo, que el Cuerpo Legislativo, en circunstancias políti-
cas especiales, llamaría delitos de alta traición cualesquie-
ra actos del Presidente que no estuvieran en este caso, 
para deshacerse de él; no hay que temer esto, a mi jui-
cio, porque la ley definiría con claridad el delito de alta 
traición; y además, es preciso confiar en que la compo-
sición de las Cámaras en adelante no será como antes de 
ahora, cuando toda clase de elementos corruptores y co-
rrompidos se ponían en juego. La Constitución que es-
tamos dando al país debe garantirnos de volver a esas 
zambras periódicas donde veíamos casi los Cuerpos le-
gislativos transformados en focos de conspiración o en 
mercado indigno, o bien amenazados y asaltados por tur-
bas insolentes que contaban con la impunidad. Las excep-
ciones, si honrosas, han sido muy raras. 
«La cuestión, tíoy día, no es de entregar a los Pre-
sidentes a la discreción de los Congresos. ¿De nada sirven 
las facultades y garantías que por esta Constitución se 
dan al Poder Ejecutivo ? Pero sí sostengo que debe con-
sagfrarse en esta Carta la responsabilidad que deba exi-
girse a un Presidente traidor. 
«Es éste talvez el único caso en que no se puede 
hacer a los Ministros responsables por los actos del Pre-
sidente. Y volviendo al argumento de que el Congreso 
^buse en el ejercicio de sus funciones, otro tanto pudie-
ra temerse del Presidente; y entre dos entidades que 
pueden abusar, ofrece mayores garantías el Cuerpo legis-
lativo, de quien es colaborador el Presidente, qye no 
éste, de cuya responsabilidad se trata. 
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«Por lo demás, importa mucho declarar que la res-
ponsabilidad de los Ministros no sólo se refiere a lo que 
hagan, sino también a lo que dejen de hacer, en daño de 
la República.» 
E L H . SEÑOR CARO : 
«El H. señor Samper defiende el articulo 120 del 
proyecto, y ha expuesto, en breves pero enérgicas fra-
ses, la razón política en que se funda el principio de la 
irresponsabilidad oficial del Presidente. Es el principio 
que propone la Comisión, ya que no en nuestras costum-
bres, nuevo en nuestra legislación, y los autores del 
proyecto estamos obligados a exponer ampliamente, ante 
el Consejo y ante la Nación entera, el criterio que nos 
ha guiado. Por otra parte, la modificación propuesta por 
el H. señor Samper desvirtúa la doctrina que contiene 
el artículo. Creóme, por tanto, en el deber de reforzar la 
primera argumentación del orador que me ha precedido, 
para defender el principio mismo, sencillo y terminante, 
como está consignado en el artículo primitivo, y para 
combatir al propio tiempo la modificación que se pro-
pone. 
«Ante todo debemos distinguir en esta cuestión la 
responsabilidad del Presidente, como principio genet al y 
abstracto, y como ordenamiento legal encaminado a un 
fin práctico. .Si se pregunta en términos absolutos si el 
Presidente de la República debe responder de sus actos, 
nadie vacilará en contestar que s í ; porque todos los hom-
bres, como criaturas racionales y libres, estamos obliga-
dos a algún género de responsabilidad, sin la cual no se 
concibe la justicia de Dios. Pero si se pregunta si debe 
establecerse la responsabilidad del Presidente por deter-
minados medios y ante determinado tribunal, la cues-
tión varia de aspecto; de cuestión moral se convierte en 
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cuestión política, y no podrá decidirse a priori, por un 
arranque inconsiderado de amor a la justicia, sino previo 
análisis de la institución que se somete a examen. La 
responsabilidad del Presidente, como disposición legal y 
concreta, no es un fin que persigue nadie que proceda 
por razón, ni nosotros hemos de perseguirlo; es un me-
dio que se discurre, debemos estudiar si es bueno o malo, 
para asegurar el reinado de la paz y de la justicia, no 
sólo dentro de lo humano y lo posible, sino dentro de 
preciso orden constitucional. 
«Señor Presidente: No puede adoptarse en la Cons-
titución un medio contrario a todo sistema constitucio-
nal. La Constitución no tiene por sí misma eficacia direc-
ta ; se ejecuta mediante la aplicación de leyes que la des-
envuelven. Y yo pregunto: ¿qué puede disponer la ley, o 
mejor dicho, qué especie de ley podría darse en que se 
determinasen los trámites y modo práctico de hacer efecti-
va la responsabilidad presidencial? Quien defienda este 
principio debe empezar por proponer su realización den-
tro de la esfera constitucional. Para abrir juicio plenario 
contra el Presidente, hay que asegurar su persona; y, 
con arreglo a la Constitución, a todas las Constituciones, 
él mismo, o nadie, es quien debe mandarse prender y 
conducir a la barra de los acusados, porque conforme a 
la Constitución, a todas las Constituciones, él dispone li-
bremente de la fuerza pública, y la fuerza pública no es 
deliberante. Los artículos constitucionales que declaran, 
y han declarado siempre estos dos puntos, entrañan forzo-
samente la inmunidad e irresponsabilidad del Presidente 
de la República. Habria que revisar esas disposiciones 
tradicionales. 
«En 1826 se ordenó al General Páez, Intendente de 
Venezuela, que se trasladase a Bogotá para comparecer 
ante el Senado; y él, que sabía de qué se trataba, resis-
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tió la orden, y de aqui resultó la disolución de Colombia. 
Ese y otros hechos análogos prueban que hay casos en 
que debe emplearse algo de diplomacia antes de querer 
llevar las cosas a filo de espada, por rigurosa justicia, 
mucho menos si el hecho puede fácilmente revestir carac-
teres d» venganza. Pero en casos semejantes al citado, la 
insuficiencia de medios no arguye que éstos sean además 
inconstitucionales. Había entonces una autoridad superior, 
provista por la Constitución de facultades y de fuerza, 
peira reducir, con buen o mal éxito, a la obediencia, a las 
autoridades subalternas. Pero si esa misma autoridad su-
perior, la más alta, la que posee la plenitud del poder 
ejecutivo y dirige discrecionalmente el poder militar, es 
la llamada a juicio, ¿ quién la compele y obliga ? Y si ella 
se vale de la fuerza o de la corrupción para burlar o tor-
cer la justicia, o bien procura eludir o desconcertar una 
maquinación política que se cubre con el manto de au-
gusta Temis, ¿ quién es el llamado por la Constitución a 
castigar la rebeldía, o a impedir la seducción, protegiendo 
la independencia del juzgador? Habría que establecer un 
nuevo poder independiente y más fuerte, el cual al pun-
to asumiría la misma irresponsabilidad que en otro anu-
laba, y ese sería el verdadero Poder Ejecutivo; o habría 
que determinar por ley los casos en que la fuerza públi-
ca tiene derecho a deliberar y a juzgar en clubs secretos 
al Presidente, y a conspirar contra el orden establecido. 
«O finalmente, podría adoptarse el temperamento 
adoptado en Chile: Presidente irresponsable durante su 
administración, y justiciable sólo un año después de ha-
ber cesado en el ejercicio del poder. Sistema—como ob-
serva Arosemena—menos propicio a la justicia, que a re-
presalias tardías y cobardes ejercidas contra un hombre 
por una reacción. 
« Sé bien que los que están aferrados a una preocu-
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pación que los hace soñar con tener siempre sometida 
toda autoridad al rasero de una justicia ordinaria y aun 
burda, de que ellos se creen dueños por derecho propio, 
cerrarán ojos y oídos para no ver y oír las consecuencias 
naturales de sus erróneos principios. Pero la mano del 
politico como la del médico, no ha de temblar cuando coge 
el escalpelo, ni ha de soltarlo sin consumar la disección. 
«El principio de la responsabilidad oficial del Pre-
sidente no sólo está en contradicción con toda organiza-
ción política ordenada al bien común y fundada en el 
derecho natural. Sirve, además, para promover y coho-
nestar los abusos que ostensiblemente procura corregir. 
Cuando el Presidente es irresponsable, el pueblo que ha 
de elegirle sabe que va a dar un voto de confianza, que 
con su elegido se identifica, y que lo que haga aquel Ma-
gistrado será originalmente para el pueblo, y el pueblo 
mismo es quien ha de recoger el fruto de la buena o mala 
elección. La irresponsabilidad, por el contrario, desvía 
la atención popular de la sanción moral, y la fija en la 
responsabilidad legal; hace que no se pesen bien las ga-
rantías personales que debe ofrecer el candidato; que 
muchos imaginen que la Constitución, por obra de en-
cantamiento, va a gobernar ella misma, y que aquellas 
mallas con que se ata al Presidente, son inquebranta-
bles, aunque él no sepa o no pueda respetarlas; que la 
letra, el formalismo, es todo, y la virtud y honor del 
Magistrado, poca cosa. Muchos que votaron por el Ge-
neral Mosquera en 1865, conociendo bien su tempera-
mento arbitrario, dijeron públicamente que con la Cons-
titución de Rionegro no temían que pudiese el General 
Mosquera cometer abusos! 
«El sistema de la irresponsabilidad lleva consigo la 
concesión que hace al Presidente de las facultades na-
turales del Poder Ejecutivo, de todas las que necesita 
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para moverse con libertad y gobernar bien sin necesi-
dad de ocurrir a medios ilícitos o criminales. La respon-
sabilidad, al contrario, va acompañada de cortapisas sin 
cuento, nacidas de un espíritu de extremada desconfian-
za y suspicacia, y estas cortapisas vienen a ser para el 
Magistrado provocación constante y a veces tentación 
irresistible a salir de la asfixiante órbita constitucional. 
Obando y Mosquera gobernaron pacificamente en otras 
épocas, aquél con la Constitución de 1832, y éste con la 
de 43. La Constitución de 53, qUe priva al Gobierno de 
la facultad de nombrar sus agentes, indujo a Obando a 
dejar que la espada de un lugar-teniente buscase cual-
quier solución a una situación para él intolerable, y pro-
vocó el golpe del 17 de abril; la Constitución de 63, 
junto con el carácter impacieiite y audaz de Mosquera, 
produjo el 29 de abril. Aquellos legisladores que no con-
fían en la virtud de los hombres, pretenden que hom-
bres sin virtud respeten sus sistemas comprensivos, y 
salgan del encierro, como el perro de la fábula, con las 
narices puras de sangre. Ellos, partidarios de una res-
ponsabilidad dislocada, debieran antes que otro alguno, si 
hubiese vindicta popular, ser llamados a cuentas por las 
catástrofes horrendas que provocan. 
« Si el Presidente, cauto y avisado, logra reprimir su 
impaciencia, y andando por vías tortuosas se libra de las 
celadas que le impuso el Legislador, y luego elude, como 
sucede cuando se evitó el primer peligro, la responsa-
bilidad ante el Senado, bien podrá después alegar la ser-
vilidad o el miedo de las Cámaras, que no le acusaron 
ni juzgaron, como prueba incontestable de su inculpabi-
lidad y su honradez. La responsabilidad legal, que pri-
mero engaña al pueblo que elige, exculpa luego al Ma-
gistrado cesante. Si por este criterio, que es el criterio 
legal, fuese a juzgar la Historia a nuestros gobernantes. 
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resultaría que mediante medio siglo sólo Obando y Mos-
quera incurrieron cada cual en determinada falta. Ellos 
en todo lo demás, y los demás en todo, fueron puros y 
llevan la aprobación tácita o expresa del Congreso. Oban-
do mismo y Mosquera, en épocas posteriores, recibieron 
honores y premios legislativos. Por el contrario, la irres-
ponsabilidad legal deja viva la sanción moral, y abierto 
siempre el juicio de la opinión sobre los hechos cum-
plidos. 
«No es razonable, no es justa, no es prudente, no es 
honrada la adopción de un medio que nunca ha. podido 
ejercitarse sino por una serie y encadenamiento de críme-
nes. La historia de los pueblos europeos demuestra que 
siempre que se hizo comparecer a un rey ante un tri-
bunal popular ocurrieron decapitaciones y derrumbamien-
tos que engendraron revoluciones cruentísimas, y luego 
atroces dictaduras. Con el revolver de los tiempos, ha 
venido a admitirse como máxima de derecho público 
que la responsabilidad del Gobierno no puede hacerse 
efectiva sin honda perturbación, sino contrapesándola 
'Con la irresponsabilidad del Jefe de la Nación. Y no se 
diga que no cabe comparación entre los países republica-
nos y los monárquicos. La República y la Monarquía di-
fieren como formas de gobierno, pero todas las formas 
de gobierno concuerdan en sus principios fundamentales 
en todo aquello que es elemento esencialísimo de la auto-
ridad. La irresponsabilidad del Jefe de la Nación, sistema 
que fue admitido por el Derecho Romano en virtud del 
falso principio de que las leyes no obligan al supremo 
magistrado, y desechado por el Derecho Germánico, ha 
renacido y afiánzase hoy en naciones de todo origen, no 
como teoría, sino como hecho, impuesto por las necesi-
dades sociales, y de eficacia benéfica comprobada por 
la experiencia secular, como condición necesaria para el 
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equilibrio de los poderes públicos y para el manteni-
miento de la paz. 
«Ni hay necesidad de consultar la historia extran-
jera, cuando volviendo los ojos a nuestra historia domés-
tica, podemos exclamar con el poeta: 
Basta ejenaplo menor, basta el presente. 
«Para juzgar al General Mosquera en 1867, por una 
de las faltas menos graves de su vida política, se come-
tió delito de traición, delito de sedición, delito de usur-
pación, y todos estos delitos quedaron impunes, y de 
ellos hicieron gala sus autores como de actos de justi-
cia y diploma de políticos merecimientos. El Senado que 
se constituyó para conocer de la causa, no actuaba en 
condiciones constitucionales. En él tenían asiento algu-
nos enemigos del acusado y talvez conspiradores. No de-
bía sentenciar, sino confirmar la sentencia ya pronuncia-
da por el club que asaltó al Presidente dormido. No po-
día en ningún caso absolver aquel Tribunal, porque la 
absolución implicaba la condenación a muerte de los ac-
tores del drama, si el acusado volvía al poder, o más 
bien, la del acusado mismo, contra el cual se habían 
fulminado ya, y publicádose en el Diario Oficial, órde-
nes terminantes de fusilarle si intentaba la fuga. El Ge-
neral Mosquera, repitiendo una frase histórica, recusó a 
sus jueces fundadisimamente, porque en. ellos sólo veía 
a los acusadores de la víspera. 
' « Si aquel escándalo ha podido ser tan poderoso para 
relajar toda disciplina, y levantar el pretorianismo sobre 
las ruinas de la República; si la opinión pública lo con-
dena, y lo aleja de la memoria, y quisiera borrarlo de la 
historia como oprobioso y funesto antecedente, ¿qué ha-
ríamos nosotros aqui, reproduciendo de la Constitución 
anterior una disposición que durante tantos años, en que 
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tantos abusos se han cometido, sólo una vez se ha eje-
cutado, sólo una vez han podido ejecutarse por esos me-
dios reprobados? Implícitamente aprobaríamos las ver-
gonzosas escenas del 23 de mayo. El único medio de 
condenar aquel escándalo es borrar de la Constitución la 
responsabilidad política presidencial, que lo engendró 
y echó sobre él el manto de la legalidad. De hoy más 
el que quiera hacer la guerra a su adversario, hágala 
con franqueza, pero no bajo pretextos legales y fórmulas 
jurídicas. Los errores de un Presidente son de ordinario 
un mal accidental y pasajero, y susceptible muchas ve-
ces de rectificación; pero ese sistema falso déla respon-
sabilidad presidencial compromete la constitución íntegra 
del Estado; y consignado de nuevo en la Constitución, 
después del tristísimo experimento, sería causa perma-
nente de inquietud e inseguridad, germen inextirpable de 
revolución y de escándalo, sembrado torpemente por nues-
tras manos en el seno de la ley. 
«La irresponsabilidad en determinados casos, o me-
jor dicho, el límite natural de la responsabilidad ante los 
hombres, es inherente a todas las instituciones humanas. 
J ^ responsabilidad penal particular no alcanza a los ac-
tos privados que no perturban el orden social; y la tole-
rancia legal se extiende a hechos que ser-buenos, no pue-
de reprimirse sin causar mayores males a la sociedad. Del 
•propio modo la responsabilidad política .termina, por ra-
zón de impotencia o por motivos de prudencia, en la cús-
pide de todos los poderes públicos; y aquellos políticos 
que discurren un engranaje de tales responsabilidades, 
que la justicia haya de hacerse completa sobre la tierra, 
y por la ley humana, y nada haya de dejarse al tribunal 
de la conciencia ni al de Dios, sólo dan muestras de es-
tar poseídos de satánica soberbia, la cual suele despe-
ñar a pecados vergonzosos; y sus sistemas de gobierno 
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dan comúnmente frutos contrarios a sus promesas, engen-
drando a vueltas de universal justicia la general indul-
gencia y la completa impunidad. 
«Recórranse las esferas del Poder. En el orden judi-
cial reconócense vías de alzada; pero de uno en otro re-
curso, de uno en otro escalón, llégase presto a un punto 
donde la sentencia queda firme y nadie puede revisarla. 
El .Senado juzga en ciertos casos a los Ministros de la 
Suprema Corte, pero sin anular sus sentencias, lo cual es 
una primera forma de irresponsabilidad; y luego los 
miembros del Senado son absolutamente irresponsables 
y al Senado mismo nadie tiene poder para juzgarle. Dado 
que el Senado juzgase al Presidente, podría dictar fallos 
inicuos sin responsabilidad alguna, y si injustamente lo 
absolviese, no sólo el Senado sería irresponsable, sino que 
cobijaría al Magistrado absuelto bajo su propia irrespon-
sabilidad. En suma: hay sentencias que nadie revisa y 
jueces a quienes nadie llama a cuentas. Claro está—dice 
un autor ilustre—que los que pierden un pleito no que-
dan contentos jamás con la sentencia ejecutoria, y segui-
rán quejándose de la iniquidad del Tribunal; pero la po-
lítica desinteresada se ríe de tan vanos clamores. Ella 
sabe que hay un punto donde es preciso detenerse; que 
las dilaciones ihterminables, las apelaciones sin fin, la in-
certidumbre en los derechos adquiridos, so7i más Í7tjustos 
que la injusticia. 
«Existe también la irresponsabilidad del Poder le-
gislativo, y proclamada con la mayor solemnidad, sin que 
nadie se alarme por los serios peligros a que está oca-
sionada la dictadura parlamentaria. Los .Senadores y Re-
presentantes son inmunes, y en ningún tiempo serán res-
ponsables por sus votos y opiniones. Las Cámaras están, 
además, fuera de sanción moral pública, especialmente 
cuando proceden por votaciones secretas. Por eso las 
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Asambleas experimentan influencias siniestras, y el Dios 
de los Ejércitos nunca se declaró Dios de los parlamentos. 
Hay, por lo demás, gran diferencia entre las facultades 
legislativas y las ejecutivas: están siempre subordinadas 
a aquéllas; así que un error legislativo es infinitamente 
más grave que una falta en la ejecución de lá ley. Si el 
Presidente comete un acto de traición a la Patria, ven-
diendo, por ejemplo, parte del territorio, este acto que 
extralimita sus funciones, no tiene validez, y contra él 
siempre podrá protestarse por adolecer de intrínseca 
nulidad. Pero si una Convención Constituyente, o un 
Congreso, como aquellos que recibían de la Consti-
tución el titulo de omnipotentes, cometía traición a la 
Patria, comprometiendo los intereses o la honra nacional, 
en forma de acto legislativo, no sólo era irresponsable, 
sino que tenía derecho, por mayoría de votos, a obligar 
al Presidente a sancionar el acto inicuo. Si el Presidente 
resistía la sanción, era culpado y justiciable conforme a 
la Constitución y a la doctrina legal recibida por cos-
tumbre. Sí sancionándola consumaba la iniquidad, cum-
plía un deber constitucional, y quedaba bajo la sombra 
de la irresponsabilidad parlamentaria. ¿ No sería todo esto 
justo motivo para alarmar el patriotismo de los que sólo 
hallan materia de escándalo en la irresponsabilidad ofi-
cial del Presidente ? Esta irresponsabilidad es cabalmente 
una de las barreras prudentes que por este proyecto de 
Constitución se oponen a las arbitrariedades legislativas, 
que por la de Rionegro no conocían límite ni freno, bien 
que sin anular el principio de la absoluta irresponsabili-
dad parlamentaria, que se repite aquí en los mismos re-
sonantes términos que en anteriores Constituciones. 
«¿ Porqué, pues, si todos los altos depositarios del 
poder son irresponsables, sólo ha de carecer de ese atri-
buto común el Presidente de la República, en quien re-
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, side la plenitud de la potestad ejecutiva y que preside 
de un modo permanente, y con vigorosa iniciativa, a to-
dos los ramos de la Administración Pública, mientras 
las funciones legislativas y judiciales son sólo periódicas 
las unas, y de efectos parciales otras? ¿Por qué aquel 
alto personaje que como cabeza visible de la Nación re-
presenta la dignidad y la cultura de la familia colombia-
na en el concierto de los pueblos; aquel cuyo juzgamien-
to, por la cuenta, no puede efectuarse sin producir una 
profunda perturbación del orden y de la legitimidad, ese 
solo ha de ser justificable? ¿Por qué? Por eso mismo 
quizá. La envidia demagógica, que a muchos domina, y 
a todos nos tienta bajo el capcioso disfraz de altivez re-
publicana, ve en el Presidente de la República el más 
conspicuo y caracterizado representante" del odiado prih-
cipio de autoridad, y elígele por enemigo público y común 
blanco al insulto y a befa. 
«Pero—se arguye—si el Presidente se lanza en el 
camino de la arbitrariedad, ¿ a qtié medio se ocurre para 
contenerle y reducirle a obrar bien ? Hay, en primer lu-
gar, recursos legales, idénticos o análogos a los que pre-
vienen los abusos de los otros poderes irresponsables, o 
acaso más eficaces. Los actos del Presidente que no lle-
ven la firma de un Ministro, y en ciertos casos la de to-
dos los Ministros, quienes por este hecho se constituyen 
responsables, no son obligatorios. Hay también recursos 
morales, más poderosos que los legales, porque ellos 
obran las grandes revoluciones pacíficas, y-sin ellos las 
leyes, por más que estén felizmente combinadas, son im-
potentes. El Presidente vive dentro de la atmósfera que 
le forman la moralidad o la desmoralización pública. Cien 
hombres resueltos a morir—decía Voltaire—serían inven-
sibles. Cien hombres que hiciesen uso de la santa liber-
tad de decir NO, serian barrera a las arbitrariedades de 
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un Presidente. En medio de la paz, y a sangre fría, y con 
leyes que le brindan medios de adquirir legitima gloria, 
es muy difícil que un Presidente se resuelva a sacrificar 
su honra y la honra del país a ruines proyectos. Hay que 
contar en un centro qivilizado con los estímulos del honor, 
del patriotismo, de las nobles ambiciones. 
«Que si el pueblo comete el error de elegir Presi-
dente a un hombre que nada respete, si el Jefe del Poder 
Ejecutivo desembozadamente hace el mal, prueba será de 
gran perversión social. Se ha dicho que cada pueblo me-
rece sus gobernantes, y en filosofía de la historia es 
aforismo que el pueblo que no está educado para la liber-
tad no sabrá mantenerla aunque acierte a recobrarla. 
Muerto el tirano, renacerá bajo nuevas formas la tiranía. 
« Y por último, queda el recurso extremo y tremendo 
de la revolución, lo mismo contra el despotismo de un 
hombre, que contra la tiranía de uri partido o de una co-
lectividad cualquiera. Agítense en horabuena los pue-
blos, como los mares, cuado llega la hora de la tempes-
tad ; levántense tremebundos, cuándo la ira de Dios envía 
los grandes castigos y solemnes escarmientos. ¡ Pero no 
se invoque y profane la Constitución del Estado para 
mover traiciones subterráneas y conspiraciones de cuar-
tel ! Sólo a los revolucionarios franceses les ocurrió decre-
tar los casos en que la revolución es un derecho del 
pueblo. La Constitución, que es la más alta expresión, 
la garantía suprema de la legalidad, no impide las revo-
luciones, pero no podría sancionarlas jamás sin negarse 
a si propia. Toda revolución es inconstitucional; y la 
responsabilidad presidencial consignada en una Constitu-
ción, vicia el derecho constitucional con el germen revo-
lucionario, y hace más odiosa la causa revolucionaria 
con la mezcla de la más detestable hipocresía. 
«Sólo debo añadir dos palabras sobre la modifica-
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ción. En ella se establece la irresponsabilidad del Presi-
dente, excepto en los casos de alta traición. ¿Y quién 
los define ? Todo podrá ser, cuando convenga que sea, alta 
traición. Entre la responsabilidad del Presidente, en tér-
minos generales, y su responsabilidíid en casos de alta 
traición, no hay diferencia ninguna en la práctica. Pero 
la última forma de expresión es odiosa. Hay casos que no 
deben decirse. En el capítulo de las garantías sociales no 
se prohibe la esclavitud, ni la tortura, ni la pena de mu-
tilación, y no porque se aprueben estos rezagos de bar-
barie, que aquí no existen, sino porque el silencio los 
condena con más elocuencia. Los ingleses profesan la 
máxima de que el rey no puede obrar ni pensar mal. La 
hipótesis de que el Presidente de Colombia, bajo las nue-
vas instituciones, puede ser un traidor a la Patria, debe 
alejarse de la imaginación como ilícita, y no puede con-
signarse en la Constitución de la República. 
« He dicho.» 
Texto 
Art . 121. Aprobada sin discusión. 
Art. 12 2. Por falta accidental del Presidente d é l a 
República, el Poder Ejecutivo se ejercerá por el Vice-
presidente. 
«En caso de falta absoluta del Presidente lo reem-
plazará el Vicepresidente hasta la terminación del perío-
d<? en curso.» 
MODIEICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
«Art. 112. a) Por falta accidental del Presidente de 
la República ejercerá el Poder .Ejecutivo el Vicepresi-
dente. 
«En caso de falta absoluta del Presidente, lo reempla-
zará el Vicepresidente, hasta la terminación del período 
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en curso, b) Estos casos de falta absoluta serán definidos 
por la ley.» 
Votada por partes a petición del H. señor Calderón. 
Aprobada la parte a), y negada la b). En seguida reconsi-
derada y negada la primera parte. 
SUBMODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R 
«Art. 122. Por falta accidental del Presidente de la 
República ejercerá el Poder Ejecutivo el Vicepresidente. 
«En caso de muerte o renuncia aceptada del Presi-
dente, lo reemplazará el Vicepresidente, hasta la termina-
ción del período en curso.» 
Aprobada. (Se reconsideró en sesión posterior y fue 
aprobada en el mismo sentido, aunque bajo otra redac-
ción). 
Deba te 
Mediante brevísimas observaciones de los H. seño-
res Samper y Calderón, que no revistieron forma de de-
bate, se reconoció por el Consejo que, como siempre que 
falta el Presidente, por cualquier motivo, le ha de subro-
gar el Vicepresidente, lo único que debía definirse era en 
qué casos la subrogación es permanente; o en otros tér-
minos, ¿cuáles son las faltas absolutas únicas del Presi-
dente? Y se reconoció igualmente que estas faltas abso-
lutas únicas son la muerte y la renuncia aceptada. En los 
demás casos el Vicepresidente ejerce el Poder Ejecutivo 
durante la ausencia del principal, sea corta o larga, con 
carácter de interinidad. 
Los Relatores, 
fi l io A7lez—A. Go7izález Toledo—R. de NuT^áez 
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(Sesión del28 de mayo de 1886) 
Texto 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR HERRERA 
«Art. 107. El Presidente de la República no puede 
conferir empleo a los Senadores y Representantes duran-
te el periodo de sus funciones, y un año después, con ex-
cepción de los de Ministro del Despacho, Consejero de 
Estado, Gobernador, Agente diplomático y Jefe militar 
en tiempo de guerra. 
« La aceptación de cualquiera de estos empleos por 
un miembro del Congreso produce vacante en la respec-
tiva Cámara.» 
Aprobada. 
A r t . 123. 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER 
«Art. 123. Cuando las faltas del Presidente no pu-
dieren por cualquier motivo ser llenadas por el Vicepre-
sidente, ejercerá la Presidencia un Designado nombrado 
por el Congreso para cada bienio; a falta de éste entra-
rán a reemplazarle los Ministros y los Gobernadores, si-
guiendo estos últÍ7nos el orden de proximidad de su resi-
dencia a la capital de la Repúbica. 
El Consejo de Estado señalará el orden en que deben 
entrar a ejercer la Presidencia los Ministros, llegado el 
caso.» 
Aprobada. 
«Art. 124. Aprobado sin alteración.» 
Texto 
«Art. 125. El individuo que haya ejercido la Presi-
dencia, por cualquier motivo, no podrá ser elegido Presi-
dente para el subsiguiente período.» 
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MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR CARO 
«La ley determinará los casos en los cuales el que 
haya ejercido el Poder Ejecutivo, permanente o transito-
riamente, no puede ser elegido Presidente de la Repúbli-
ca para el subsiguiente período.» 
Negada. 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR OSPINA 
« El Presidente de la República no puede ser reele-
gido para el subsiguiente período. 
«No pueden ser elegidos para el período inmediato 
los individuos que durante las elecciones para Presidente, 
o en los seis meses próximos anteriores a ellas, hayan, 
por cualquier motivo, ejercido la Presidencia.» 
Aprobada. • 
SUBMODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR CALDERÓN 
« El individuo que durante las elecciones o dentro de 
seis meses anteriores a ellas, hubiere, por cualquier moti-
vo, ejercido la Presidencia o halládose investido del ca-
rácter de sustituto del Presidente conforme al articulo 
123, no podrá ser elegido Presidente para el siguiente 
periodo.» 
Negada. 
(Reconsiderado el artículo en sesión posterior, y 
adoptado en otra forma). 
Deba te 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR C A R O 
El H. señor Caro: 
«Creo yo que el derecho de los empleados públicos 
al ser reelegidos, supuesto su buen comportamiento y la 
conveniencia de no introducir perturbaciones arbitrarias 
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en la buena Administración, es la regla general. La inca-
pacidad para la reelección es la excepción, y siéndolo, ha 
de fundarse en justos motivos. 
«El artículo 125, que pasó sin mí voto en la Comi-
sión, y que ahora he modificado, prohibe en absoluto la 
reelección del Presidente, al mismo tiempo que la Cons-
titución permite la reelección indefinida de los demás fun-
cionarios. Yo creo que debe dejarse al Congreso la deter-
minación general de los casos que inhabilitan al Presi-
dente para ser reelegido. La razón de haber desempeñado 
bien un ciudadano la Presidencia, como la de haber sido 
Arístides justo, no autoriza por sí sola la prescripción. 
«Pero la mayor injusticia que envuelve el artículo 
se refiere a los funcionarios que ocasionalmente ejerzan el 
Poder Ejecutivo. ¿Por qué estos servicios accidentales 
han de suponer una especie de delincuencia, puesto que 
por ellos se incurre en incapacidad para optar a la Presi-
dencia en otro periodo ? Si se trata del que ejerza la Pre-
sidencia en la época electoral, concíbese la prohibición; 
pero en términos generales la disposición es injustísima 
y muy inconveniente. Siempre que el Presidente se sepa-
re, aunque sea por pocos días y al pricipio de su período, 
por el mismo hecho de hacerse reemplazar elimina un 
candidato posible para el período subsiguiente. Basta 
apuntar esta irregularidad para comprender las odiosas 
interpretaciones y dificultades prácticas de todo género 
a que por ese lado daría ocasión el artículo.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO: 
«No votaré la modificación presentada por mi hono-
rable colega señor Caro, por cuanto en ella queda acep-
tado el principio de la reelegibilidad indefinida del Presi-
dente de la República y se autoriza al Congreso para se-
ñalar los casos en que esa reelección sea posible, o para 
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guardar silencio en la materia; de manera que a voluntad 
del Congreso queda establecida, si le place, hasta la Pre-
sidencia vitalicia. No soy en absoluto adverso a la reelec-
ción de los altos Magistrados; pero no puedo desconocer 
que las ideas contrarias se han consignado hasta ahora 
en todas las Constituciones que han regido en Colombia; 
que en este país se ha producido grande alarma en todos 
los ánimos, siempre que se ha entrevisto la posible ree-
lección de un Presidente o Gobernador, y que de consi-
guiente el principio de la no reelegibilidad es hoy uno 
de los cánones de nuestro derecho público consuetudina-
rio. Y este principio estamos en el deber de respetarlo, por-
que habiéndose declarado en las bases de reforma las in-
novaciones que en materia constitucional íbamos a intro-
ducir, nos obligamos tácitamente a no cambiar lo que 
siendo de general aceptación no se incluyó en el acuerdo 
de noviembre. 
«Debemos también tener en cuenta que la opinión 
es sumamente instable entie nosotros y que aquí conde-
namos, como en Atenas, a los hombres sólo porque nos 
cansamos de oírlos llamar justos. Por esto no hemos vis-
to hasta hoy un solo Presidente que bajo del solio con la 
misma popularidad que tuvo al subir a él. Yo temo mu-
cho que los largos períodos presidenciales tengan el in-
conveniente de debilitar damasiado al partido de la Rege-
neración, que verá engrosar las filas de sus adversarios 
con todas las oposiciones personales que adquiera el Pre-
sidente de la República en los seis años de Gobierno. 
Siendo, como soy, sostenedor de la prolongación de di-
chos períodos, no querría ayudar a desprestigiar mis 
ideas en estas materias, apoyando la modificación del H. 
señor Caro, que podría ser mirada por el pueblo como 
una amenaza de imposición. 
«Lo que ahora resolvamos en materia tan importan-
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te no tiene el carácter de accidental ni se refiere a los 
actuales Magistrados, en quienes todos tenemos fe y he-
mos puesto absoluta confinaza. Nuestra resolución se re-
fiere a un tiempo futuro más o menos largo, pero que 
creemos no ha de reducirse a seis ni a doce años, y de 
consiguiente debemos premunimos contra los abusos po-
sibles de ciudadanos cuyos nombres ignoramos y que 
pudieran mañana, colocados en el poder, abrigar senti-
mientos de ambición personal. 
« Tengo las mismas opiniones del H. señor Caro en 
lo que hace relación a la posible elección de personas 
que ocasionalmente ejerzan la Presidencia de la Repúbli-
ca. La incapacidad de ser elegidos no puede extenderse 
más allá del caso en que desempeñen el cargo durante 
las elecciones para Presidente o en los seis meses próxi-
mos anteriores a ellas; porque si la reelección entraña 
algún peligro, éste consiste en los medios que las leyes 
ponen a disposición de quien ejerce la más alta Magis-
tratura, medios que la ambición del gobernante puede 
poner a su servicio personal; y es claro que quien en 
épocas de calma y cuando no se trata de elegir Presi-
dente, se encarga de la Presidencia, no puede en esta 
materia abusar del poder, de que se halla investido, para 
imponerse a la Nación. 
«Tan luego como se disponga de la modificación 
que se discute, introduciré una que encierre las ideas 
que dejo expuestas.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Tenía ánimo de proponer una modificación a este 
artículo; pero algunas observaciones que me ha hecho 
privadamente el H. señor Paúl me han disuadido de 
introducir ninguna alteración. 
«La que ha presentado el H. señor Caro es entera-
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mente inadmisible, porque nos entrega al imperio de las 
intrigas y ^ lo desconocido. 
«Creo con el H. señor Ospina que no hay razón 
para que el que ha ejercido ocasionalmente la Presiden-
cia quede inhabilitado para optar a ella en otro período, 
excepto el caso en que haya ejercido el mando dentro 
de los seis meses anteriores al de la época electoral. El 
ejemplo del señor Otálora es bastante elocuente, y debe-
mos prevenir la repetición de casos semejantes. Si la 
persona que sea llamada a ejercer el mando tiene aspi-
raciones a la Presidencia en otro periodo, queda en li-
bertad para no aceptarlo porque perjudica su candidatu-
ra, y así se salva la dificultad. 
«He sido partidario de los períodos presidenciales 
largos, precisamente para evitar la necesidad de la reelec-
ción en todo caso. Si parece corto el período de 6 años, 
propóngase francamente que se aumente a 8 o a i o ; 
pero no se deje la cuestión sin resolver, a discreción de 
cualquier Congreso que quiera facilitar una reelección. 
Yo creo que si durante seis años un Presidente no puede 
promover la felicidad de Colombia, será porque aquel 
hombre sea muy inepto, o porque Colombia esté conde-
nada a infelicidad y miseria irremediables. Pienso que el 
sistema de las reelecciones inmediatas es funestísimo. 
La segunda Administración del General. Grant fue esen-
cialmente corruptora y desacreditó completamente al 
partido republicano de los Estados Unidos. Y no conten-
to todavía con el mal que había hecho, tuvo aquel per-
sonaje la audacia de pretender una segunda reelección. 
Los hombres de bien hicieron un grande esfuerzo, y sal-
varon el país sacando triunfante la candidatura del actual 
Presidente Mr. Cleveland. El ejemplo de Washington, 
que es para los americanos como un evangelio, ha pre-
valecido allá sobre la autorización legal que permite las 
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reelecciones, y ese ejemplo es el que debemos seguir en 
Colombia. 
«Reconozco que. el H. señor Caro procede con la 
mayor buena fe; pero debemos recordar siempre que no 
legislamos para determinadas personas. Hemos dado un 
voto de confianza a los Magistrados a quienes heñios ele-
gido para el primer período constitucional; pero esta Cons-
titución no se hace para un periodo; debemos presumir 
que durará largos años, y por tanto, adoptar disposi-
ciones previsoras que en lo futuro eviten conflictos y 
peligros. 
«En conclusión, hay que conservar el articulo co-
mo está en el proyecto, o modificarlo únicamente con la 
limitación indicada por el H. señor Ospina. Asi queda 
establecida claramente la prohibición de la elección o de 
la reelección, según el caso, para los que ejercen el 
Gobierno dentro de cierto tiempo antes de la votación po-
pular ; y no se deja este grave asunto a discreción de 
ningún Congreso.» 
E L H . SEÑOR CARO: 
«Por los razonamientos dé los HH. señores Ospina 
y Sariiper veo que no acerté a explicar mi pensamiento. 
Yo no he dicho una palabra de reelecciones indefinidas 
ni de Presidencias vitalicias. No pretendo que el Congre-
so dicte disposiciones especiales, sino que pueda dictar-
las de carácter general, pero reformables, como las de 
toda ley. Tampoco he defendido mi modificación como 
buena para determinadas circunstancias. Pero tanto se 
repite aquí que los actuales Magistrados merecen plena 
confianza, y que no para ellos, sino para el porvenir os-
curo debemos legislar, que pudiera entenderse que a mí, 
que nunca hablo de esas cosas, es a quien se dirige la ad-
vertencia. Yo creo o presumo que todo lo que aquí se 
y 
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hace anda ajeno a toda consideración personal, porque el 
Constituyente dispone lo conveniente para el país y no 
para persona alguna; pero si tuviera que defender mi mo-
dificación bajo ese aspecto, me bastaría observar que yo 
lo que sostengo aquí es que la reelegibilidad de los ser-
vidores de la República debe ser el principio general, y 
que la incapacidad para ser reelegidos es la excepción; 
y agregaría que si las excepciones pudieran entenderse 
en algún caso como personales, el principio general, que 
yo sostengo, es altameate impersonal. Admito las excep-
ciones solamente como dictadjts por el legislador en vir-
tud de lo que la experiencia y la previsión le aconseje; 
como ordenamiento constitucional, no. 
«I..ejos de creer yo que el Constituyente ha de tomar 
en cuenta las personas, pienso que ese criterio es peligro-
so y fundamentalmente falso. El bienestar social se com-
pone de dos ingredientes: los buenos gobernantes y las 
buenas leyes. Al legislador le toca hacer Buenas leyes, 
sean quienes fueren los que hayan de aplicarlas. Las bue-
nas leyes hacen mejor al buen gobernante, y contribuyen 
a mejorar y moralizar al que no es bueno. Si por temor 
a los hombres dañamos el sistema de gobierno y expe-
dimos una legislación suspicaz, empeoraremos en todo 
caso la situación. Así he opinado siempre. En 1868 sos-
tuve en el Congreso, apartándome de la opinión de mis 
copartidarios, una ley dé orden público que corriendo el 
tiempo se reprodujo en 1881. Aquella ley establecía cier-' 
ta forma de orden y quebrantaba la anarquía, y por eso 
no vacilé en defenderla, aun cuando por lo pronto, dando 
fuerza al Gobierno, parecía favorecer a los que entonces 
eran Gobierno. Y eran entonces Gobierno unos hombres 
de ideas enteramente contrarias a las que yo profesaba y 
he profesado siempre; un partido, a quien, por esas ideas 
anárquicas y sólo por ellas, yo combatía y siempre he 
combatido. 
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« No sé lo que haya de suceder en lo porvenir: sólo 
sé que la historia demuestra que una reelección puede ser 
buena y puede ser mala; que algunas veces ha sido nece-
saria para una causa. La República en Francia no hubie-
ra podido continuar sin la reciente reelección de M. 
Grévy. La Constitución de Rionegro perdió al pais por 
-lo que tuvo de arbitraria y de irreformable. Hagamos 
una Constitución que, fuera de la organización de pode-
res públicos y del reconocimiento de las grandes garan-
tías sociales, deje al Congreso desempeñar, dentro de 
los límites de su competepcia, el oficio de hacer leyes, 
que la misma Constitución le señala. 
«Si la reelección franca es mala en muchos casos, 
en todo caso es peor la imposición de un sucesor indig-
no, la continuación de un hombre en el poder por medio 
de un instrumento buscado ad-hoc. Si hemos de empeñar-
nos, siguiendo un sistema erróneo, en prevenir, por me-
dio de articitlos constitucionales, todos los ^abusos parti-
culares, véase modo de evitar ése que tiene en nuestra 
historia antecedentes bien deplorables. Y es claro que 
lejos de precaverlo, se le abre camino con la prohibición 
absoluta de las reelecciones francas.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO: 
I 
«Creo que estamos tratando un asunto que no re-
quiere grande estudio ni mucha versación en las ciencias 
políticas, y por ello me creo autorizado para insistir en 
mis anteriores opiniones. Mi argumentación en esta ma-
teria se apoya en la naturaleza humana y en la experien-
cia general, y presento mis razones más por cumplir con 
los deberes que me impone el puesto que ocupo, que con 
intención de producir el convencimiento en el ánimo de 
mis HH. compañeros. 
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«El amor al poder es connatural en el hombre; 
nadie consiente voluntariamente en que se menoscabe el 
que disfmta, y todos queremos ensanchar la órbita de 
nuestra autoridad. Ningún poder más elevado, más noble 
ni más desinteresado que el de los padres sobre los hijos, 
y sin embargo diariamente vemos cómo aquéllos no se 
aperciben de la mayoridad de éstos, y cómo inconsciente-
mente se empeñan en prolongar una autoridad que ya no 
puede subsistir sino por el afecto; y esto es natural, por-
que el largo ejercicio del poder engendra hábitos que no 
es potestativo al hombre hacer desaparecer cn un día. Lo 
mismo que en el orden doméstico, acontece en el orden 
social y político, y por ello el gran problema de toda or-
ganización política está en la constitución de los poderes 
públicos y en contrapesarlos de modo que cada uno fun-
cione dentro de los limites que se le asignen, sin invadir 
el círculo de acción de los otros. .Si esto es así, no com-
prendo la razón que haya para permitir a los Magistra-
dos del país que procuren quizás por medios ilícitos la 
prolongación indefinida del mandato que les confiera el 
pueblo. Asusta realmente el espectáculo que ofrecerían 
nuestras Cámaras cada vez que se tratara de resolver si 
el Presidente en ejercicio merecía o nó el privilegio de la 
reelección, y no sabemos hasta dónde un funcionario am-
bicioso procuraría corromper a los miembros del Congre-
so, ni violentar la opinión nacional. 
«En la historia de la América independiente tene-
mos numerosos ejemplos de los males que han causado 
las reelecciones presidenciales. La conducta de los Mo-
nagas puede asegurarse que dio origen a la anarquía 
que devoró por largos años a Venezuela y que sólo ha 
podido dominar una mano de hierro que no sabemos lo 
que dejará en pos de sí. Ahora mismo tenemos de presen-
te el proceder del doctor Zaldívar en el Salvador, quien 
21 
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rehusando ostensiblemente la reelección, la aseguraba por 
medios secretos, sin tener en cuenta las resistencias na-
cionales. 
«El H. señor Caro observa que hay momentos en 
que la salvación de los pueblos depende de una reelec-
ción que responde a una ineludible necesidad pública. No 
niego que esto puede ser, y que muchas veces se ha pre-
sentado el caso; pero también debemos convenir en que 
no es esto lo general sino la excepción, y que las leyes 
no se dan para las excepciones sino para lo que de ordi-
nario debe ser. En defensa propia es lícito en algunos 
casos, dar muerte a un hombre; pero no podríamos de ahí 
deducir que es legítimo matar en todo caso. Yo no me 
opongo, pues, a la reelección en absoluto, no me opongo 
tampoco a que aceptemos, si se quiere, la reelección por 
una sola vez, como se practica en los Estados Unidos; en 
lo que no puedo convenir es en permitir la reelección in-
definida, y mucho menos en atribuir a los Congresos la 
facultad de decidir el punto en cada caso como cuestión 
personal; pues este carácter tomaría el asunto desde que 
se tratara de resolver si el Presidente en ejercicio es o nó 
digno de ser reelecto.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«La cuestión que se ventila es muy delicada, y hay en 
ella varios puntos que considerar. Se trata de resolver si, 
como unos deseamos, la Constitución ha de prohibir la 
elección o la reelección inmediata, para la Presidencia de 
la República, del que la está ejerciendo o la acaba de ejer-
cer ; o si, como quiere el H. señor Caro, se debe dejar a 
discreción de la ley el prohibir o nó tales elecciones o 
reelecciones. 
«El H. señor Caro, al exponer su teoria, discurre de 
esta manera: ' Hay dos factores que concurren a formar 
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la felicidad pública: las buenas instituciones y la morali-
dad de los hombres. A nosotros toca sólo hacer buenas 
leyes; dejamos lo demás a la acción del tiempo y de los 
demás elementos/de la civilización.' Planteada la cuestión 
en este terreno, yo sostengo, por una parte, que las bue-
nas leyes deben hacer todo lo posible para crear la mora-
lidad o inducir a practicarla; y por otra, que las buenas 
leyes no son aquellas que teóricamente o en absoluto pue-
den parecer tales, sino las que se fundan en la experiencia 
del pueblo para quien se legisla, y en el conocimiento 
del corazón humano. Si vamos a dar una Constitución a 
Colombia, hagámosla conforme a nuestra propia expe-
riencia. De otra suerte, tanto valdría como hacer una 
Constitución para la luna. 
«Volviendo los ojos hacia nuestra historia, fácil es 
comprobar que entre los más graves conflictos políticos 
que nos han probado figuran los provenientes de la lucha 
entre el sentimiento popular y la ambición o la influen-
cia de los Presidentes que han pretendido hacerse reelegir, 
o darse un sucesor de agrado, a despecho de la opinión 
nacional. Fijemos primero la atención en la figura del 
gran Bolívar. El fue nuestro libertador y nuestro más 
grande hombre, y sin embargo de estar indicada su ree-
lección para la Presidencia, en 1824, como acto de nece-
sidad y de justicia, sólo fue tolerada por todo un partido, 
en atención a la ausencia del Libertador, ocupado en ase-
gurar la Independencia y el Gobierno de Perú y Bolivia. 
«Su nueva autoridad de 1828, no ya constitucional 
sino dictatorial, irritó los ánimos de tal modo, que dio 
ocasión a la odiosísima conspiración de septiembre, a 
otros levantamientos de 1828, y a las insurrecciones de 
López y Obando, por un lado, y del ilustre Córdoba, por 
otro, en 1829. Puede afirmarse también que de la lucha 
sostenida en el Congreso de 1830, parai elegir Presidente» 
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y Vicepresidente—lucha en que se hizo sentir la influen-
cia del Libertador,—surgieron los conflictos y guerra civil 
de 1830 y 1831. Ya faltaba al Libertador el apoyo de la 
opinión nacional, en gran parte, no obstante su prodigio-
sa grandeza y su inmarcesible gloria. 
«Cuando en 1836 el General Santander quiso impo-
ner su voluntad a todo el partido liberal, procurando ha-
cer elegir para su sucesor al General Obanndo, lo que re-
sultó fue la división de aquel partido. Todos sus hombres 
moderados, hombres eminentes o muy notables, formaron 
una gran falange de oposición, y sin llamarse más que 
oposicionistas, triunfaron con la elección del doctor Már-
quez, y fundaron un glorioso y respetabilísimo partido, 
que desde 1848 tomó el nombre de conservador. Nuevo 
ejemplo del mal que se hacen los gobernantes, cuando 
pretenden pesar indebidamente sobre la opinión, ya para 
hacerse reelegir, ya para darse un sucesor de su acomodo. 
« No debe olvidarse la división que, a su vez, produjo 
el General Mosquera en su partido de entonces, el con-
servador, por haber querido terciar, en 1848 y 1849, en 
las elecciones, mostrándose enemigo de uno de los candi-
datos, el doctor Gori, y favoreciendo al otro, el doctor 
Cuervo. El resultado de aquella división fue el triunfo 
del partido liberal. 
«Muy recientes son los episodios de la Administra-
ción Otálora, para que yo necesite recordarlos prolija-
mente. Quiso él, siendo Presidente, hacerse elegir Presi-
dente para el inmediato período, luchando contra la co-
rriente de la opinión y la regla constitucional, y suscitó o 
dio ocasión a los vergonzosos conflictos y escándalos de 
1883. 
« Ahora bien : si ya en el proyecto que discutimos he-
mos fijado un largo período de duración para el Presi-
^dente, ¿ a qué fin dejar libre la puerta para que la ley per-
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mita después la reelección ? Si ese largo periodo no basta, 
que se proponga francamente uno mayor, y lo conside-
remos con razones; pero que no se nos deje entregados 
a futuras intrigas que pueden inducir a un Congreso a 
permitir la reelección de determinadas personas. 
« El H. señor Caro afirma que la reelegibilidad, como 
en los Estados Unidos, y como se acaba de verificar en 
Francia, es la regla general, y que la prohibición debe 
ser para el legislador caso excepcional. No, señor Presi-
dente : es todo lo contrario. Si en los Estados Unidos es 
constitucionalmente lícita una reelección inmediata, la 
conciencia nacional, por consejo y ejemplo de Washing-
ton, rechaza el abuso, la segunda reelección; y ya la 
opinión pública está pidiendo en aquel gran país que se 
alargue el período presidencial, para hacerlo más fructuo-
so y menos azaroso, pero que no se permita ninguna 
reelección inmediata. La regla general en las Repúblicas 
es precisamente la contraria a la que el H. señor Caro 
asienta; y Chile, pueblo muy juicioso y de buen gobier-
no, que tuvo, por reelecciones inmediatas, cuatro Presi-
dentes en diez años (Prieto, Bulnes, Montt y Pérez), re-
formó su Constitución reduciendo los periodos a cinco 
años y prohibiendo las reelecciones inmediatas. 
«¿ Y cuál ha sido la regla en Colombia ? Con excep-
ción de la Constitución de 1821, que pennitió implícita-
mente la reelección, por respetos particulares al Liberta-
dor, todas las demás (de 1830, 1832, 1843, 1853, 1858 y 
1863) han prohibido expresamente la reelección inmedia-
ta del Presidente. La reelegibilidad libre es la regla, en 
cuanto a los legisladores y los empleados que no ejerzan 
la primera autoridad política. Pero por lo tocante a estos 
—que disponen de la fuerza armada y de mil medios de 
.influencia, de autoridad y aun de presión y coacción—la 
excepcic'n se ha convertido en regla general. Tanto 
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es así, que en Colombia no se soportaría una Constitu-
ción o ley que permitiese la inmediata reelección del Pre-
sidente en ejercicio. Esto motivaría hasta un alzamiento 
armado. Exceptuando algunos raros monarquistas, que 
puedan desear presidencias vitalicias o de indefinida du-
ración, en Colombia somos todos republicanos, y no mi-
ramos bien las instituciones que tienden a perpetuar el 
mando en una sola persona. Si, pues, discutimos una 
Constitución para Colombia, hagámosla conforme al sen-
timiento nacional y a la experiencia. 
«Por otra parte, hay que contar con el corazón hu-
mano: el poder es fruta generalmente apetecida y sabro-
sa; aunque a las veces se torna amarga y repugnante, 
los hombres que se acostumbran al ejercicio del mando 
difícilmente lo renuncian, porque en ellos la costumbre 
viene a ser como una segunda naturaleza. Si se les deja 
el camino abierto para que conciban la ambición de per-
petuarse en el mando, y para ejercer toda su influen-
cia sobre el Congreso, a fin de que les permita una serie 
de reelecciones, o una reelección siquiera, se dejará cam-
po libre a la corrupción política. De este modo, la Cons-
titución será causa de la inmoralidad, y así faltará, por 
defecto de las instituciones, uno de los dos factores de 
la felicidad pública, de que nos ha hablado el H. señor 
Caro. 
«El H. señor Caro nos conjura a que no pretenda-
mos ser infalibles, queriendo resolver en la Constitución 
puntos que él considera deben dejarse a la decisión de 
las leyes. No hay, en el asunto que se ventila, ninguna 
veleidad de infalibilidad. Lo que hay, de parte de los 
que nos oponemos al artículo propuesto por el H. se-
ñor Caro es previsión, para evitar en lo futuro conflictos 
y dificultades de mucha gravedad. No deseamos consig-
nar principios absolutos, como lo quisieron los autores 
( 
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de la Constitución de Rionegro, sino elaborar una que 
sea practicable, benéfica y durable. 
« Me ha encantado el oir hablar al H. señor Caro so-
bre la infalibilidad legislativa, porque profeso las mismas 
ideas contra la pretensión de los hombres infalibles. Como 
católico, tengo aceptada la del Pontífice, en asuntos de 
dogma y moral; pero en asuntos políticos, literarios y otros 
temporales, no reconozco verdades absolutas, y no admi-
to opiniones infalibles. Yo reñí con los radicales, desde 
que pretendieron imponer ideas absolutas y establecer la 
tiranía de ciertas entidades olímpicas que se atribuían el 
privilegio de estar en posesión de la verdad. No puedo 
tolerar ninguna clase de Olimpos políticos, y soy enemi-
go declarado de las dictaduras intelectuales. La verdad 
no necesita de imponerse con presuntuosas dictaduras. 
Así como en el trato privado soy benévolo y cedo a toda 
insinuación razonable y amistosa, cuando se trata de im-
p07ierme opiniones ajenas, a titulo de autoridad olímpica, 
me rebelo con una independencia feroz. 
«La visión del legislador constituyente debe ir lejos. 
No legislamos para hoy ni para mañana solamente, sino 
también para mucho después; y no son las circunstancias 
del momento las que han de guiarnos al formular los 
principios que deben regular la vida política de Colom-
bia. Tengo confianza en la duración de nuestra obra, si 
en ella consignamos la expresión de la verdad y la jus-
ticia ; y para ello, importa que no dejemos el germen de 
aspiraciones corruptoras que puedan producir grandes 
conflictos. 
«Aquí estamos legislando con serenidad, y ninguna 
dificultad hay para que dejemos a los Congresos el des-
arrollo de los principios constitucionales y todos los 
asuntos que son de su natural competencia; pero de nin-
gún modo conviene dejarles libertad para modificar, en 
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un sentido u otro, por prevención o por influencias per-
sonales, una regla tan sustancial como la que prohibe la 
inmediata reelección del Presidente. Ya se sabe lo que 
son las intrigas electorales, y harto haremos con mino-
rarlas siquiera en un punto muy importante. 
«Yo conozco, señor Presidente, lo que son.las ve-
leidades de los partidos, y sé lo que vale el entusiasmo de 
muchos en política. Hoy es poderoso el señor doctor Nú-
ñez, nuestro Presidente electo, y este poder le viene al 
propio tiempo de sus grandes talentos, del prestigio de 
la victoria y de los eminentes servicios que ha hecho a 
la República. Tal es su prestigio, que algunos llegan has-
ta mirarle como a un semidiós. Pero mañana muchos 
partidarios que no hayan realizado sus propósitos; que 
no hayan obtenido mejores colocaciones, contratos lucra-
tivos, u otras ventajas, se tornarán enemigos del Presi-
dente. Entonces se contarán ¡os verdaderamente fieles y 
leales amigos; los que saben sacrificarse por la grandeza 
de una causa y ofrendarse en el altar de la Patria; y 
éstos serán pocos. No debemos, por tanto, alucinarnos, 
creyendo que tenemos asegurada una situación determi-
nada, y que ios íuturos Congresos harán plena justicia a 
quienes al presente la merecen. 
«Para cuando vengan esos tiempos de prueba, la 
cuestión electoral debe estar resuelta en la Constitución, 
por lo tocante a la elegibilidad. De este modo, los deser-
tores del Partido Nacional, unidos a los actuales y futu-
ros enemigos del Presidente, no podrán abusar de la 
libertad que se pretende dejar a los futuros Congresos 
para arrebatar el poder de manos de quien debe ejercer-
lo constitucionalmente, o para expedir leyes sobre elegi-
bilidad que no sean sino la expresión del odio. 
' « Al contrario, tampoco debe dejarse a la influencia 
futura del Presidente el poder de inducir al Congreso a 
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que, con una ley de carácter personal o nombre propio, 
le facilite una reelección inconveniente. No olvidemos que 
en todas partes, y aquí más que en ninguna otra, toda 
popularidad, todo prestigio, se gasta pronto. Así, no pon-
gamos en el caso, a ningún futuro Presidente, de abusar 
de su autoridad, volviéndola corruptora o violenta, para 
facilitarse la reelección y rehacer su popularidad. 
«Esta es una cuestión que afecta hondamente la 
constitución de los Poderes públicos, porque al propio 
tiempo afecta al Poder Legislativo, al Ejecutivo y al 
Poder Electoral. Fuerza es, por tanto, resolverla en la 
Constitución, y no dejarla sujeta a la ley, esto es, a las 
vicisitudes de la política de partido.» 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN 
El H. señor CalderÓ7i: 
« Las prohibiciones o limitaciones que se imponen a 
la reelección de los funcionarios no son una simple ex-
presión del vago principio de la alternabilidad; porque 
la alternabilidad, que se refiere n los partidos, si es un 
hecho saludable y justo, no aconseja asimismo la rota-
ción frecuente de los hombres o el cambio de personas 
en un puesto determinado. Confúndense frecuentemente 
una y otra : se habla mucho de la primera como expre-
sión de costumbres democráticas, pero jamás se invoca 
la segunda, que es esencial en todo pueblo republicano, 
y antes como que los mismos que aquélla invocan se 
acuerdan poco de lo que renueva y fortifica los resortes 
de la moralidad en el ejercicio del poder y trae la benéfi-
ca competencia de la probidad y la ilustración en el Go-
bierno. 
« Así considero esta cuestión, y por eso creo que la 
Constitución, al tratar de la reelección, no debe imponer 
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otras limitaciones que las que aseguran que no se ponen 
al servicio de la reelección las influencias y el prestigio 
del puesto. 
«Si un Presidente presta al pais servicios eminentí-
simos, y el pais, o su gran mayoría, lo acepta, reelegir-
lo es conveniente; y como de conveniencias se trata, es 
preciso también evitar que haga del puesto un agente de 
la reelección. ¿Sería natural en ese caso hablar de alter-
nabilidad rigurosa? Claro es que no; porque la alternabi-
lidad y el interés público no deben ser principios opues-
tos : aquélla obra dentro de sus límites, pero dejando al 
otro en sus prerrogativas. 
«Y como al Presidente se le ponen trabas para ser 
reelegido, precisamente porque se teme que abuse, las 
mismas trabas deben ponérsele al que ejerza la Presi-
dencia, cualquiera que sea su título. 
«Una modificación como la que propongo es, por 
tanto, lo que consulta mejor los intereses de la Nación.» 
Texto 
Arts . 126 y 127. Aprobados. 
«Art. 128. Corresponde al Vicepresidente presidir 
el Consejo de Estado, y ejercer las demás funciones que 
le atribuya la ley.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR REYES 
«Corresponde al Vicepresidente presidir el Senado, 
y en receso de éste, el Consejo de Estado, y ejercer las 
demás funciones que le atribuya la ley.» 
Negada. 
Reconsiderada en la misma sesión y aprobada. 
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D e b a t e 
SOBRE LA ANTERIOR MODIFICACIÓN 
El H. señor General Reyes: Manifiesta que el objeto 
de su modificación es atribuir al Vicepresidente una fun-
ción que aumentará la respetabilidad de su carácter pú-
blico, siguiendo en esto la práctica de los Estados Uni-
dos de América. 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«La respetabilidad del Vicepresidente procede de ser 
popular su elección, y se confirma con la presidencia 
que se le confía, del Consejo de Estado. Habiendo el Vi-
cepresidente, en muchos casos, de entrar a ejercer el Po-
der Ejecutivo, no debe llevársele al horno encendido de 
las Asambleas legislativas. Alli perdería su serenidad. 
No sucede lo mismo con la presidencia del Consejo de 
Estado, pues el nombre de Consejo está marcando ya los 
caracteres que reviste esa alta Corporación. El Vicepre-
sidente debe estar alejado de la arena parlamentaria, así 
por ser el Presidente de un gran Consejo, como porque 
en cualquier momento puede ser llamado a presidir el 
Gobierno.» 
EL H. SEÑOR GENERAL REYES: 
«Contesto- al H. señor Samper observando que, si 
bien es cierto que conviene mantener al Vicepresidente, 
como ha dicho el orador, alejado del ardiente campo de 
las pasiones políticas, el mismo H. Delegatario, al defi-
nir los caracteres distintivos de una y otra Cámara legis-
lativa, ha reconocido y proclamado que el Senado es una 
institución moderadora, una Corporación que reúne los 
elementos conservadores del país, donde debe reinar la 
— 332 — 
calma y la serenidad en todo, sirviendo de contrapeso a 
la Cámara de Representantes, donde se agitan las pasio-
nes ardientes y el espíritu de reforma y de innovación. 
«El ejemplo de los Estados Unidos, donde esta prác-
tica no ha ofrecido inconveniente ninguno, es bien signi-
ficativo. La presidencia perpetua del Senado confiada al 
Vicepresidente consulta a un mismo tiempo la dignidad 
de este funcionario y la de aquella Corporación.» 
E l h . señor Ospi7ia Camacho. Observa que el Senado 
se compone, según lo acordado, de 27 miembros, a razón 
de tres por cada Departamento; y que la presencia del 
Vicepresidente aumenta el número de los Senadores a 28, 
e introduce una novedad que no se ha previsto en el título 
relativo al Senado. 
El H. señor Paúl. Contesta que el Vicepresidente no 
intervendrá como miembro activo del Senado, sino como 
Presidente nato, sin perjuicio de que el Senado tenga 
además su Presidente electivo cuando el Vicepresidente 
de la República sea llamado a ejercer otras funciones. En 
confirmación cita el orador al Speaker del Parlamento in-
glés, que preside el debate y no tercia en él. 
Texto 
« Arts . 129 a 133. Aprobados sin alteración sustancial. 
Art. (nuevo). «Los Ministros son responsables por 
lo que hagan o dejen de hacer en daño de la República 
o faltando a las leyes.» 
Aprobado. 
Art. 134. Aprobado 
Art. 135. Negado. 
Art. 136. Aprobado. 
Art. 137. «Los Consejeros de Estado durarán cuatro 
años y se renovarán por mitad cada dos.» 
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MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR C A R O 
«Seis» y «tres» años en vez de «cuatro» y «dos.» 
Aprobada. 
Los Relatores, 
fulio Añez—A. González Toledo—Roberto de Narváez. 
(Sesión del dia 29 de mayo de 1886) 
Tex to 
Arts. 138 y 139. Aprobados. 
Art. 140. «Son atribuciones del Consejo de Estado : 
1 . " 
2." Preparar los proyectos de leyes y Códigos que 
deban presentarse a las Cámaras y proponer las reformas 
que se juzguen convenientes en todos los ramos de la le-
gislación. 
(Discutida separadamente, por lo cual se copia, y 
aprobada como el resto del artículo). 
3 ' y 4-" 
« 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R 
«5.* Formar la Jurisprudencia política nacional, me-
diante la codificación metódica de sus propias resoluciones, 
de las del Congreso, de cada una de las Cámaras y de la 
Corte Suprema nacional, que tiendan a fijar la inteligen-
cia y aplicación de las disposiciones constitucionales. 
«6.* Darse su propio reglamento con la obligación 
de tener en cada mes cuantas sesiones sean necesarias 
para el despacho de los asuntos que son de su incumben-
cia.» 
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D e b a t e 
SOBRE LAS ATRIBUCIONES 5. ' Y 6.^ 
Lil H. señor Samper: 
« He propuesto estas dos nueva atribuciones porque 
juzgo de la mayor importancia la primera, y conveniente 
la segunda. 
«En Colombia ha habido Legislación, pero no Juris-
prudencia. En Inglaterra las decisiones de los Tribuna-
les competentes, coleccionadas por orden de la autori-
dad, constituyen una tradición sagrada que tiene fuerza 
de ley. Por este sistema se llenan los vacíos de la Le-
gislación, y se fija la-inteligencia de las disposiciones 
dudosas. No hay una sola Nación bien respetable, que 
no tenga claramente establecida su Jurisprudencia, esto 
es, la inteligencia científica y tradicional de su legisla-
ción, fijada por las entidades competentes. 
«Por la primera atribución que propongo, el Con-
sejo de Estado tendrá el deber de ordenar y compilar me-
tódicamente sus propias resoluciones, las del Congreso, 
de cada una de las Cámaras y de la Corte Suprema na-
cional, que tiendan a determinar la inteligencia y aplica-
ción de las disposiciones constitucionales y a establecer 
de esta manera la Jurisprudencia política de Colombia. 
«Es natural que el Consejo se dé su propio regla-
mento y tenga tantas sesiones al mes como sean nece-
sarias para el despacho de todos los asuntos de su incum-
bencia. Este es el objeto de la segunda atribución que 
propongo; y creo que basta enunciarlo sin necesidad de 
entrar en explicaciones sobre su conveniencia.» 
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Texto 
Arts. 141, 142, 143. Aprobados. 
Art. 144. « La Corte Suprema se compondrá de sie-
* te Magistrados. 
«La ley podrá aumentar este número.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
— «Pero una vez verificado el aumento no podrá 
decretarse ninguna diminución que afecte a los Magistra-
dos existentes.» 
Aprobada. 
Art. 145. «Los Magistrados de la Corte Suprema 
durarán en sus empleos por todo el tiempo de su buena 
conducta.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
* 
Art. 145. El empleo de Magistrado de la Corte Su-
prema será vitalicio, a menos que ocurra el caso de des-
titución por mala conducta. La ley definirá los casos de 
mala conducta, y los trámites y formalidades que deban 
observarse para declararlos por sentencia judicial.» 
Aprobada. 
SUBMODIFICACIÓN ADITIVA DEL H . SEÑOR CALDERÓN 
REYES 
«El Magistrado que aceptare empleo del Gobierno 
dejará vacante su puesto.» 
Aprobada. 
Art. 147. «Habrá siete suplentes que llenarán las 
faltas temporales de los Magistrados principales de la Cor-
te. Cuando ocurra falta absoluta de alguno se procederá 
a nuevo nombramiento.» 
— 330 — 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R 
«Habrá siete suplentes que llenarán las faltas tem-
porales de los Magistrados principales de la Corte. Cuan-
do ocurra falta absoluta de alguno, se procederá a nuevo 
nombramiento.» 
«Por muerte, renuncia aceptada, vacante constitu-
cional o destitución judicial, se procederá a nuevo nom-
bramiento.» 
Aprobada. 
Art. 148. «Para ser Magistrado de la Corte Suprema 
se requiere ser colombiano de nacimiento y en ejercicio 
de la ciudadanía, haber cumplido treinta y cinco años 
de edad, y sido Magistrado de alguno de los Tribunales 
superiores de Distrito.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R 
«Para ser Magistrado de la Corte Suprema se re-
quiere ser colombiano de nacimiento y en ejercicio de la 
ciudadanía, haber cumplido treinta y cinco años de edad 
y haber sido Magistrado de alguno de los Tribunales su-
periores de distrito, o de los antiguos Estados, o haber 
ejercido con buen crédito, por cinco años a lo menos, la 
profesión de abogado o el profesorado de jurisprudencia 
en algún establecimiento público.» 
Aprqbada. 
Art. 149. Aprobado con las variantes que se indica-
rán a continuación. 
« Son atribuciones de la Corte Suprema: 
« .-. 
«3." Conocer en última instancia de los negocios 
contenciosos en que tenga parte la Nación o que consti-
tuyan litigio entre dos o más Departamentos. 
« , 
«9." Conocer las causas relativas a navegación ma-
rítima o de ríos que bañen el territorio de dos o más De-
partamentos.» 
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.MODIFICACIONES DEL H . SEÑOR OSPINA C A M A C H O 
«3." Conocer de los negocios contenciosos en que 
tenga parte la Nación o que constituyan litigio entre dos 
o más Departamentos.» 
«9.* Conocer de las causas relativas a navegación ma-
rítima o de ríos navegables que bañen el territorio de la 
Nación. 
Aprobadas. 
$.^  «Decidir definitivamente sobre la validez o nuli-
dad de las ordenanzas departamentales que hubieren sido 
suspendidas por el Gobierno o denunciadas ante los Tri-
bunales por los interesados, como lesivas de derechos ci-
viles.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR CALDERÓN R E Y E S 
«5.* Decidir definitivamente sobre la validez o nuli-
dad de las ordenanzas departamentales que hubieren sido 
denunciadas ante los Tribunales de distrito, que la ley 
designe como lesivas de derechos civiles o contrarias a 
la Constitución o a las leyes.» 
Negada. 
Debate 
SOBRE LA ANTERIOR MODIFICACIÓN 
E l H. señor Calderón Reyes: 
«La modificación que he propuesto contiene dos re-
formas a la disposición primitiva. La primera consiste en 
privar al Gobierno de la facultad de suspender las orde-
nanzas de las Asambleas departamentales, y en dejar este 
recurso únicamente al. Poder Judicial. La otra innovación 
consiste en expresar que la ley designará los Tribunales 
22 
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de distrito que hayan de conocer de las querellas que se 
promuevan contra una ordenanza. 
«Por el proyecto las Asambleas departamentales se-
rán Corporaciones puramente administrativas, conforme 
al artículo 177 q u e m e permito leer. (Lee el articulo 177). 
Como se ve, las funciones de tales Asambleas son tan 
limitadas de las legislativas, que no hacen temer que 
incurran tales Asambleas en extralimitaciones perjudicia-
les. Y si en alguna incurrieren, basta el Poder Judicial 
para remediar el daño. El Gobernador mismo, si cree que 
hay peligro en dejar correr una ordenanza, puede denun-
ciarla a los Tribunales. 
«¿ Pero ante qué Tribunales se entabla el denuncio 
o la queja? Hay Departamentos tan extensos, que sin 
duda contendrán más de un Tribunal Superior de distri-
to. Para ese caso la ley debe determinar el Tribunal que 
haya de conocer de los denuncios, para evitar la compe-
tencia de jurisdicción que pueda ocurrir. Y este es el 
segundo punto de la modificación que he tenido el ho-
nor de proponer. 
«Hallo en este articulo toda una doctrina que no 
acepto. Si las Asambleas son entidades administrativas, 
los negocios de este orden no deben sufrir tan rigurosa 
centralización. Comprendo que lo politico tienda a la uni-
dad en la nueva Constitución; pero lo que no tiene esta 
naturaleza, debe quedar descentralizado y ser de cargo de 
las Secciones, que son las que más intimamente lo cono-
cen y mejor pueden regirlo. .Se verán, señor Presidente, 
muchas suspensiones arbitrarias decretadas por los Go-
bernadores, con desagrado de las comarcas interesadas.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«El antiguo proverbio In dibtes obstine se funda en 
el hecho incontestable de la falibilidad humana, y tiene 
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especial aplicación al arte de gobernar. Más fácilmente 
se yerra por la acción que por la abstención en casos du-
dosos. Aplicando esta doctrina al asunto de que se trata, 
paréceme más prudente negar que conceder intervención 
a los Tribunales Superiores de Distrito en la suspensión 
de las ordenanzas expedidas por las Asambleas departa-
mentales. Está muy viciado el espíritu provincial; así es 
que los que deben juzgar de la constitucionalidad o in-
constitucionalidad de dichas ordenanzas, no son los fun-
cionarios judiciales de los Departamentos, sino Magistra-
dos de más alta esfera, y por lo mismo más imparciales 
para juzg"ar de actos que afecten los encontrados intere-
ses de los habitantes de un Departamento. La facultad de 
suspender las ordenanzas de las Asambleas es atribución 
que sólo debe conferirse a la Corte Suprema, Tribunal 
nacional y revestido de completa independencia para ejer-
cer sus funciones. 
« No me opongo a que los Tribunales .Superiores de 
distrito conozcan, en primera instancia, de la legalidad 
de las ordenanzas departamentales; pero no de un modo 
definitivo, sino dejándose recurso de apelación para ante 
la Corte Suprema. De este modo se consultan dos venta-
jas : el mayor conocimiento directo e inmediato de cada 
negociado, por cuanto el Tribunal de distrito es departa-
mental, y departamentales son las ordenanzas sometidas 
a examen y juicio; y la mayor serenidad, independencia 
y generalidad del fallo definitivo, si éste es atribuido, en 
apelación, a la Corte Suprema de justicia.» 
Texto 
Arts. 150, 151 y 152. 
Aprobados. 
«Art. 153. Los Magistrados de los Iribunales Supe-
riores de justicia son responsables ante la Corte Supre-
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ma, en la forma que determine la ley, por el mal desem-
peño de sus funciones, y por las faltas que comprometan 
la dignidad de su puesto.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R 
«Son comunes a los Magistrados de los Tribunales 
superiores las disposiciones del artículo 145 ; ellos serán _ 
responsables ante la. Corte Suprema, en la forma que de-
termine la ley, por el mal desempeño de sus funciones, y 
por las faltas que comprometan la dignidad de su puesto.» 
Aprobada. 
A r t s . 154, 156, 157, 159, 160, i 6 i , 162. 
Aprobados 
«Art. 155. Para ser Juez se requiere ser ciudadano en 
ejercicio, estar versado en la ciencia del Derecho y gozar 
de buena reputación.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR P A Ú L 
«Para ser Juez se requiere ser ciudadano en ejercicio, 
estar versado en la ciencia del Derecho y gozar de bue-
na reputación. 
«La segunda de estas calidades no es indispensa-
ble respecto de los Jueces municipales.» 
Aprobada. 
«Art. 158. Los Magistrados y Jueces no podrán ser 
suspendidos de sus destinos sino por acusación legal-
mente intentada y admitida, ni depuestos sino por sen-
tencia judicial con arreglo a las leyes; ni trasladados 
a otros empleos sin dejar vacante su puesto.» 
MODIFICACIÓN ADITIVA DEL H . SEÑOR S A M P E R 
«Tampoco podrán suprimirse ni disminuirse los suel-
dos de los Magistrados y Jueces de manera que la su-
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presión o disminución perjudique a los que esten ejer-
ciendo dicho empleo.» 
Aprobada. 
Los Relatores, 
f. Añez—A. González Toledo—R. de Narváez, 
(Sesión del lunes 31 de mayo de 1886) 
Texto 
«Art. 133. Reconsiderado a propuesta del H. señor 
Samper. 
MODIFICACIÓN DE REDACCIÓN HECHA POR EL MISMO 
H . CONSEJERO 
«Los Ministros, como Jefes superiores de Adminis-
tración, pueden ejercer, en ciertos casos, la autoridad pre-
sidencial, segÚ7i lo disponga el Presidente. Bajo su respon-
sabilidad anulan, reforman o suspenden las providencias 
de los agentes inferiores.» 
Aprobada. (Posteriormente retocada). 
Art. (nuevo), para después del 128). Proptiesto por el 
H. señor Paúl : 
«En caso de que el Vicepresidente de la Repúbli-
ca se halle en ejercicio de la Presidencia o de que sea 
acusado ante el Senado, la Presidencia de esta Corpo-
ración será desempeñada por la persona que designe el 
respectivo reglamento.» 
Aprobado. 
Texto 
«Art. 163. Todos los ciudadanos son sufragantes, 
y votarán para Consejeros municipales y para electores ; 
los electores elegirán el Presidente y Vicepresidente de 
la República, Representantes al Congreso, miembros 
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de las Asambleas departamentales jj Compromisarios; y 
a los Compromisarios corresponde la elección de Sena-
dores.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER 
«Todos los ciudadanos que sepan leer y escribir son 
sufragantes, y votarán para Concejales municipales y 
electorales. 
«Los electores, reunidos en Asambleas, por círculos 
electorales que determinará la ley, elegirán el Presiden-
te y Vicepresidente de la República, los Senadores, los 
Representantes al Congreso y los miembros de las Asam-
bleas departamentales.» 
Suspendida la discusión a moción del H. señor Cal-
derón Reyes. 
Deba te 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER 
El H. señor Samper: 
«Empezaré por hacer notar que no es lo mismo ser 
ciudadano que ser sufragante, y por consiguiente no pue-
den ser unas mismas las condiciones que se requieren 
en cada uno de estos casos. El ciudadano, como miem-
bro de la Nación, tiene sus deberes y sus derechos cla-
ramente especificados en esta Carta fundamental ; el su-
fragante, además de estas garantías y estos deberes, 
tiene una misión alta y delicada, que es la de elegir 
las asambleas a las cuales corresponde la elección de 
los Magistrados de la República, y de los legisladores; 
el conjunto de los sufragantes es la fuente de los pode-
res públicos, y allí es donde reside la soberanía nacional. 
« Tiene pues el sufragante que reunir otras condicio-
nes que el común de los ciudadanos. Si le exigimos una 
renta de más de quinientos pesos, se restringe conside-
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rablemente el número de los sufragantes, y alejaríamos de 
las urnas a muchas personas de buen juicio y de algunos 
conocimientos, los suficientes para ejercer la función del 
sufragio; y si exigimos la renta de doscientos pesos, 
nada se habrá conseguido, porque aquí la tienen casi hasta 
los mendigos. Valdría esto lo mismo que establecer el su-
fragio universal que, siendo falso en teoría, ha producido 
en la práctica los más funestos resultados en este país y 
en todos los que lo han implantado. Aqui lo han acepta-
do en algunas secciones de la República por razones de-
rivadas puramente de intereses de raza, y no pueden ser 
peores los efectos de esa institución. 
«El sufragio universal, señor Presidente, ha sido una 
de las causas generadoras de nuestras revoluciones; el 
germen de todos los elementos destructores del orden 
social, y su introducción en esta ley fundamental es un 
contrasentido monstruoso. Es poner en manos de muche-
dumbres ignorantes, en parte viciosas y de malos ins-
tintos, la suerte de la República. Llevar a doscientos in-
dividuos de esta clase a las urnas vale tanto como llevar 
a doscientos novillos con las cédulas en las astas, porque 
ni unos ni otros pueden darse razón de lo que van a hacer. 
¿ Y será precisamente en esta Constitución en la que he-
mos querido consignar las mayores garantías para la so-
ciedad, donde vamos a sancionar esté principio, que vicia 
y mata todo orden social? Esto no sería otra cosa que 
preparar el triunfo de las montoneras sobre la gente sen-
sata ; y crear talvez el germen de una reacción que no 
podemos ni debemos provocar. 
«Entre nosotros hay también otro peligro si esta-
blecemos el sufragio universal, dadas las condiciones de 
nuestro pueblo: en los pequeños lugares serían los curas 
los que vendrían a decidir en las elecciones. Yo, que he 
sido toda mi vida defensor de todo perseguido, contra el 
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perseguidor; que he hecho oír mi voz muchas veces con-
tra los injustos ataques del radicalismo a la Iglesia y a 
sus Ministros, debo también hacer presente que nada hay 
tan funesto como la ingerencia del clero en la política, 
y con .esta disposición lo ponemos en un terreno esca-
broso ; no todos los sacerdotes tendrían la prudencia su-
ficiente para resistir a la tentación de hacer elecciones, 
y conducirse como deben en su sagrado ministerio, man-
teniendo solamente el imperio de la divina enseñanza en 
el espíritu de sus fieles. Ejemplos ha habido, por des-
gracia, de que miembros del clero católico se mezclen 
desembozada y ardorosamente en nuestras luchas políti-
cas, y este es un mal para la Iglesia y para la Repúbli-
ca. Al poner el sufragio universal al alcance de todo el 
mundo, resultaría que el Cura de la parroquia, que tiene 
influencia decisiva en ciertas clases de la sociedad, ha-
ría las elecciones sin contradicción. 
«El H. señor Caro manifestó en otra ocasión que 
ha sido imposible obtener una legislación perfecta en ma-
teria electoral. Si esto es así, como yo lo reconozco, debe-
mos esforzarnos en buscar un sistema que si no puede 
ser perfecto, por lo menos no sea tan defectuoso. Creo 
que en el estado de atraso en que se encuentra el país, 
nada sería tan peligroso como que vinieran a decidir de 
elecciones tan importantes como las de Presidente y Vi-
cepresidente de la República, Representantes y Senado-
res, masas sin ningún cultivo intelectual, que no alcan-
zan a comprender la importancia del acto que ejecutan. 
Me parece que lo único que puede darnos la garantía de 
una buena elección es que el sufragante sepa leer y es-
cribir ; esto es lo que distinge verdaderamente al hombre 
civilizado del salvaje. El individuo que tiene estos cono-
cimientos puede formarse la idea de su Dios, de su deber, 
de su derecho, del papel que le toca representar en la socie-
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dad y de lo que significan la familia, y el honor y la 
virtud; al paso que el que carace de estas nociones vive 
en las tinieblas por completo, nada alcanza a com-
prender del gran mundo intelectual, donde tienen su 
asiento las grandes verdades de la religión y los pro-
gresos de la civilización. 
« Repito que esta es una verdadera inconsecuencia; 
nada es tan contrario al espíritu de la Constitución que 
estamos elaborando como este artículo, que nada bueno 
puede producir y que sí deprime a la parte inteligente 
e ilustrada del pais, que naturalmente debe distinguirse 
de las masas ignorantes que no pueden llevar a las ur-
nas sino la expresión de los ajenos intereses o de los 
que las manejan. 
« No fundaremos con el sufragio universal el gobier-
no respetable de la inteligencia y la ciencia, y de los 
grandes intereses que son base de estabilidad, sino el 
poder del número inconsciente, que no representa cosa 
alguna seria y digna de respeto.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO. 
«Séame permitido examinar algunas de las razones 
aducidas por el H. señor Samper, y tratar de demostrar 
que en este asunto lo mejor que hacerse puede es acep-
tar lo propuesto por la Comisión. 
«Ha dicho el H. señor Samper que el sufragio uni-
versal es malo en teoría y malo en la práctica; y aun 
cuando ni la ciencia ni la experiencia han dicho su última 
palabra en esta materia, debo hacer notar que aquí no 
tratamos de hallar un sistema electoral perfecto, porque 
las pasiones de los partidos vician las mejores disposi-
ciones en asuntos electorales. Lo que buscamos es algo 
que sea menos malo, algo que conserve a lo menos la 
sombra del querer de la opinión pública. Si pudiéramos 
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señalar las calidades de los primeros electores, de suerte 
tal que los colombianos quedaran divididos en dos gran-
des grupos, comprensivo el primero de cuanta gente des-
moralizada, inquieta y turbulenta hay en el país, y com-
puesto el otro de las perspnas que por su laboriosidad, amor 
a la paz, recto juicio y buenas costumbres dan garantía 
de que ejercerán las funciones electorales en beneficio de 
la sociedad, es claro que esta agrupación debería formar 
el cuerpo de sufragantes, y que aquella otra debería ser 
excluida en absoluto de las urnas. No habiendo empero 
medio para determinar en la ley las reglas que marquen 
la línea divisoria entre los buenos y los malos ciudada-
nos, el único camino aceptable es el propuesto por la 
Comisión. En efecto, una vez que la separación es impo-
sible, lo mejor no está en rechazar como inepto un gran 
número de ciudadanos, cuando esa ineptitud no está de-
mostrada, sino en presuponer que todos los ciudadanos 
son capaces y honrados, y en sostener en favor de cada 
uno esa favorable presunción, hasta tanto que la pierdan 
por hecho propio que les dé tacha de delincuencia ante 
la ley. 
«Se ha aseverado que el voto de los ^ u e no saben 
leer y escribir es inconsciente. No creo justificada seme-
jante aserción. Si el H. señor Samper busca conciencia 
plena, volición perfecta e independencia en la emisión de 
cada voto, busca una quimera, porque las pasiones políti-
cas hacen que aun en los hombres superiores desaparez-
can esas cualidades durante la lucha electoral. Para de-
mostrar esta verdad bástame acudir al testimonio íntimo 
de cada uno de los H H . Delegatarios, quienes, estoy se-
guro de ello, en más de una ocasión han sufragado por 
individuos cuyas aptitudes y condiciones morales les eran 
desconocidas. Pero fijemos la atención en que tratándose 
de elecciones indirectas, es decir, de elecciones en que el 
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sufragante no elige de por si los funcionarios, y en que 
su intervención se limita a designar los individuos que 
con el nombre y carácter de electores hayan de hacer 
la elección, el hombre más ignorante, el más escaso de 
inteligencia tiene criterio suficiente para distinguir, en el 
pequeño circulo que lo rodea, cuál es el ciudadano que 
por su conducta honrada y amor a la patria es merecedor 
de su confianza. £1 más palurdo e infeliz indio de Cun-
dinamarca y Boyacá sabe de memoria quiénes son los 
hombres buenos y los hombres malos de su parroquia, 
y ese conocimiento le da las luces necesarias para elegir 
con acierto la persona^que debe representarlo en las asam-
bleas electoreles. 
«En el Cauca y Antioquia ha existido constante-
mente el sufragio universal, en tanto que en Cundinamar-
ca y Santander el sufragio ha estado restringido a los 
que saben leer y escribir. Y sin embargo, los Gobiernos 
de aquellos Estados, nacidos del sufragio universal, han 
sido más serios, más responsables, más amantes del bien 
público que los de estos Estados, fruto del sufragio res-
tringido. Las administraciones de los señores Berrío y 
Villa, y hasta la que acaba de finalizarse y de que fue Jefe 
el señor Restrepo, justifican ampliamente mi aserto. No 
olvidemos además que allí se hacian las elecciones por 
el sistema directo, y que con las indirectas que la Comi-
sión propone se introduce un correctivo eficaz a los de-
fectos del sufragio universal. 
«El H. señor Samper sostiene que el hecho de saber 
leer y escribir marca la linea que separa al salvaje del 
hombre civilizado. Yo no concibo cómo su inteligencia 
ha podido acariciar tamaño errra. La materialidad de 
conocer el alfabeto, por si sola, nada da a la inteligencia hu-
mana: saber leer y escribir es una operación mecánica 
que ni levanta las facultades morales del hombre, ni co-
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munica nuevos conocimientos. El que sabe leer y escri-
bir, si por otra parte no tiene tiempo que consagrar al 
estudio ni recursos para comprar libros y para vivir 
mientras estudia, ha adquirido una facultad algo menos 
que inútil y alguna vez nociva. La fuente más fructuosa 
de los conocimientos humanos no está en los estudios 
especulativos, sino en la lucha por la vida, en eso que 
llamamos la experiencia. Hombres ha habido, como Car-
lomagno, que han sido grandes entre los grandes que 
guarda la historia, y que sin embargo no han sabido leer. 
Fresca está aún la memoria del Dictador Carrera, que no 
sabia leer y escribir y que fue el únijco hombre capaz de 
encarrilar por la senda del orden a la anarquizada Guate-
mala. Todos los que aquí estamos conocemos innumera-
bles gentes que no saben leer y escribir, y que a pesar 
de su ignorancia tienen mejor criterio, más recto juicio 
que muchos de los que apellidamos sabios. 
« Pero se teme la influencia del clero. Yo a la verdad 
no comprendo cómo los católicos podemos temer esa in-
fluencia moralizadora de hombres y de sociedades. El ra-
dicalismo también la temió, y en veinte años gastó todos 
sus esfuerzos en hacerla desaparecer, pero lejos de debi-
litarla, la engrandeció. Si el señor Samper quiere des-
truirla,, cambie la naturaleza del hombre en quien es con-
génita la religiosidad, haga prevalecer las puertas del in-
fierno contra la Iglesia de Cristo. Mientras eso no haga, 
el clero tendrá influencia sobre los que no saben leer y 
escribir y también sobre los que sepan leer y escribir. 
Yo le aseguro desde ahora que su labor será inútil. Lo 
que nosotros tenemos no es que destruir influencias legí-
timas, sino encauzarlas de modo que todas contribuyan 
a la conservación de la paz y al progreso moral e inte-
lectual de Colombia. Ya hemos pagado nuestro tributo 
de debilidad a ese temor de las influencias del clero, cuan-
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do se ha declarado que los sacerdotes no pueden ser ele-
gidos popularmente para los puestos públicos; pues bás-
teles a los que los temen, esa exclusión que los incapa-
cita para servirse del poder en beneficio propio. 
«No terminaré sin recordar al Consejo que en los 
Estados de Antioquia, Bolívar, Cauca, Magdalena y «Pa-
namá ha existido siempre el sufragio universal; que en 
esos Estados las masas están acostumbradas a acercarse 
a las urnas; que ellos sí consideran como derecho y nó 
como función pública la facultad de votar. Si ahora, con 
una sola plumada los privamos de lo que ellos llaman, 
con razón o sin ella, su derecho, vamos a producir una 
causa de descontento que puede alejarnos la buena vo-
luntad de muchos, y que puede convertir, en la lucha de 
mañana, en enemigos a los que hoy han sido nuestros 
mejores defensores. Mucho hemos innovado, muchos in-
tereses hemos herido en la presente Constitución, y aun-
que esas innovaciones son necesarias, y esos intereses 
bastardos, guardémonos de dar a los que injustamente 
se descontentan el apoyo de los pueblos.» 
Texto 
MOCIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN REYES 
«Revócasela aprobación dada al articulo 15, y re-
considérese.» 
Aprobada. 
«Art. 15. Son ciudadanos los colombianos varones ma-
yores de veintiún años que ejerzan profesión, arte u oficio, 
o tengan ocupación lícita u otro medio legítimo y cono-
cido de subsistencia.» 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN REYES 
«Art. 15. Son ciudadanos los colombianos vaiones 
mayores de 12 años que sepan leer y escribir y tengan 
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medios legítimos de subsistencia, o que disfruten de una 
renta anual no menor de $ 200,'procedente de capital, in-
dustria o profesión.» 
Pendiente el debate hasta nueva sesión. 
Debate 
E L H . SEÑOR CALDERÓN R E Y E S : 
«Cuando se discutía en la Comisión el artículo 15, 
como el personal de ella habia variado, y en la discusión 
se manifestaron diversas opiniones, al fin se adoptó la 
forma en que está, provisionalmente, como base para 
posteriores debates y para buscar solución definitiva. 
«No me satisface absolutamente el articulo primiti-
vo ni tampoco la modificación del H. señor Samper. Que 
debe asegurarse la independencia del elector, es cosa indu-
dable ; y una de las condiciones que debe tener, para no 
seguir ciegamente la opinión ajena, es la de conocer si-
quiera a las personas por quienes ha de votar y la fun-
ción que ellas van a ejercer. Consultando las Constitucio-
nes del país, encuentro que la de 1853, que llevó a la exa-
geración las ideas democráticas, fue la primera en definir 
la ciudadanía en términos semejantes a los del articulo 15 
de este proyecto. No hicieron lo mismo las Constitucio-
nes precedentes, que establecieron calidades para el su-
fragante parroquial, relativas a instrucción o renta, y lue-
go entregaron a las Asai-nbleas electorales la función de 
elegir. Ahora se prescinde de aquellas calidades, a pesar de 
dura experiencia, como si se quisiese Constituir gobierno 
sin respetabilidad. Me parece inconveniente continuar 
discutiendo el título XVI, sin volver atrás para reformar 
el articulo 15. He pedido su reconsideración para modifi-
carlo, introduciendo la condición de saber leer y escribir, 
u otras a falta de ésta. Si el Consejo se digna aprobar mi 
proposición de reconsideración, podremos luego discutir 
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reflexivamente las condiciones que deben servir de base 
a la ciudadanía que algunas Constituciones llaman activa, 
y es la materia que se define en el mismo artículo 15.» 
E L H , SEÑOR P A Ú L : • 
* «Refiriéndome a una alusión del H. señor Calderón 
Reyes sobre lo que pasó en la Comisión de reforma 
constitucional, debo decir que efectivamente no hubo 
unanimidad de opiniones respecto al artículo 15. Se con-
vino en que las condiciones para ser sufragante debían 
ser generales, y no tales que constituyesen un privilegio 
en favor de determinada clase o partido. La instrucción 
irreligiosa, que no acepta gran parte del pueblo, fue una 
de las causas que promovieron la revolución de 1876. 
Durante más de veinte años la educación pública estu-
vo en manos de un partido, administrada en beneficio de 
sus correligionarios; asi es que la condición de saber 
leer y escribir, como única que deba exigirse a los su-
fragantes, habría sido una especie de privilegio en favor 
de los que se han aprovechado de aquella educación.» 
Los Relatores, 
f. Añez—A. Go7izalo Toledo—R. de Narváez. 
(Sesión del dia 1.° de junio de 1886) 
Texto 
Art. 15. «.Son ciudadanos los colombianos varones 
mayores de veintiún años que ejerzan profesión, arte u 
oficio, o tengan ocupación lícita u otro medio legítimo y 
conocido de subsistencia.» 
Reconsiderado y aprobado. 
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MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN REYES 
«Son ciudadanos los colombianos varones mayores 
de veintiún años que sepan leer y escribir y tengan me-
dios legítimos de subsistencia, o que disfruten de una 
renta anual no menor de $ 200, procedente de capital, in-
dustria o profesión.» 
Negada. 
Deba te 
CONTINÚA SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR 
CALDERÓN R E Y E S 
E l H . se7~wr C a r o : 
«Las ideas de este proyecto a nadie personalmen-
te pertenecen; a nadie tampoco van rotuladas. Sin nosotros 
y a pesar de nosotros, siempre el país se hubiera dado 
las instituciones que necesita; porque las evoluciones po-
líticas tienen su lógica y un fin que forzosamente ha 
de cumplirse. 
«La Comisión ha procurado en el proyecto inter-
pretar el pensamiento de la Nación. Si el H. señor Sam-
per cree que en esta interpretación ha habido algún error 
o inconsecuencia, no solamente tiene el derecho sino el 
deber de decirlo, sin que por esto se dé por agraviado 
ninguno de los miembros de la Comisión. Pero cualquie-
ra de ellos tiene a su vez derecho a impugnar lo que en 
las mociones del H. señor Samper le parezca inconve-
niente. Los incidentes personales en este debate no im-
portan nada; están subordinados al interés de que esta 
Constitución corresponda a las necesidades del pais y sea 
título honrosísimo para la gran comunidad nacionalista. 
Aquí las personalidades desaparecen, y no somos más 
que circunstancias. 
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«Trataré la cuestión de método, que es la que se 
ha planteado, reservándome hablar más tarde en el fondo 
del asunto. 
«El Proyecto de Constitución obedece a un plan 
bien combinado, los artículos ocupan el lugar que les co-
rresponde y están unos con los otros relacionados. Las 
reconsideraciones frecuentes son peligrosas, porque una 
de ellas podría zafar la clave de un arco. 
« Cualesquiera que sean las opiniones que hayan de 
prevalecer aqui en materia electoral, el artículo 15 que 
ahora se reconsidera debe quedar intacto. Sobre él, como 
sobre una base amplia, puede levantarse cualquier siste-
ma electoral razonable. 
« El artículo 15 define la calidad de ciudadanos. ¿ Y 
qué es la ciudadanía? El artículo 18 lo explica. Es la 
suma de condiciones más indispensables, aquellas que 
dan el grado mínimo de capacidad para ejercer derechos 
políticos. Son la condición si7te qua non, sobre la cual 
descansa la larga escala de las funciones públicas. El ar-
tículo 18 dice que la ciudadanía es condición previa in-
dispensable.... La palabra previa lo explica todo. 
«Los derechos políticos pueden dividirse en dos 
grandes ramas: el derecho a elegir, y el derecho a ser 
elegido. Es natural que la ciudadanía, como grado míni-
mo de capacidad política, coincida por lo menos con al-
guna siquiera, con la más ínfima de las funciones elec-
torales. Si el constituyente establece una gradación de 
funciones electorales que principie, por ejemplo, con la 
elección de Consejeros municipales, o de electores, con 
esta primera función debe coincidir precisamente el de-
recho que confiere la ciudadanía. Pero ile ahí para ade-
lante pueden establecerse diversos requisitos adicionales 
para las funciones electorales más elevadas. 
«Lo propio sucede si partiendo de la base de la ciu-
23 
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dadanía, dejamos a un lado la rama del derecho electoral, 
y entramos a examinar en sus varias divisiones la rama 
de la elegibilidad. En el proyecto se establecen requisi-
tos especiales para ejercer determinadas funciones. Asi, 
por ejemplo, para ser Senador o Presidente de la Repú-
blica se exige ser colombiano de nacimiento, tener trein-
ta años de edad y disfrutar de cierta renta. Y además 
de lo previsto por la Constitución en materia de elegibili-
dad, el legislador está facultado por el articulo 70 del 
proyecto para ' determinar los casos particulares de in-
compatibilidad de funciones, y las calidades y anteceden-
tes necesarios para el desempeño de ciertos empleos, en 
los casos no previstos por la Constitución.' 
«Establecido por el proyecto este bien ordenado sis-
tema, en que los derechos políticos se desenvuelven par-
tiendo de un grado mínimo, que es la ciudadanía, es evi-
dente que la ciudadanía debe ser un concepto muy ge-
nérico que abrace todos los casos posibles. En la ciuda-
danía, valiéndome del lenguaje escolástico, la cantidad 
debe estar en razón inversa de la calidad. La ciudadanía 
no puede, por tanto, definirse sino por aquellas condicio-
nes más generales de capacidad física y moral. Ni pue-
de suspenderse ni perderse sino por motivos de inmora-
lidad o delincuencia, que son en todo caso justificativos 
de las penas de suspensión o pérdida de los mismos dere-
chos. A esas condiciones generales no pueden añadirse 
otras de ilustración o de riqueza, sin incurrir en exclu-
siones injustísimas, y sin trastornar por completo el sis-
tema de gradual desenvolvimiento adoptado en el pro-
yecto. 
« Supongamos, por ejemplo, que se incluya entre las 
calidades necesarias para ser ciudadanos, como se pre-
tende la de renta. ¿ Qué resulta ? Que además de privar-
se a muchos del ejercicio de ciertas funciones tan ele-
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mentales que no se puede demostrar que requieran jus-
tamente tal condición para su buen desempeño, se aña-
de también este requisito a todos los casos de elegibilidad. 
La Comisión creyó que así como para ser Senador se 
requiere la condición de censo o renta, al Representante 
no debe exigírsele en ningún grado. Si en el Senado la 
riqueza ha de estar precisamente representada, las puer-
tas de. la Cámara popular quedan abiertas al que siendo 
pobre de solemnidad, tiene sin embargo títulos que pue-
dan hacerle merecer la confianza de los electores. El Con-
sejo ha aprobado esta distinción, y ahora volvería atrás 
y reformaría implícitamente el artículo 98, y no sé cuáles 
otros artículos, si aprobase las modificaciones que tratan 
de introducirse en la base establecida en el artículo 15. 
«He dicho que las limitaciones de la ciudadanía 
deben fundarse únicamente en motivos de inmoralidad o 
delincuencia, porque éstos son siempre justificativos de 
la pena que envuelve la privación de derechos. Hay otra 
razón muy poderosa. Si se añaden condiciones de ilustra-
ción o de censo, no podrán establecerse muy elevadas; 
porque si estas restricciones son muy severas, el círcu-
lo de los ciudadanos quedaría reducido a una clase pri- / 
vilegiada, y principio democrático no aparecería en nin-
guna parte de las instituciones. Ahora bien: si para no 
destruir la democracia se establecen condiciones genera-
les de ilustración o renta muy mitigadas y benignas, re-
sultarán insuficientes y de todo punto injustificadas. La 
condición de saber firmar o la de tener doscientos pesos 
de renta, no tienen virtud intrínseca; no son línea divi-
soria de clases sociales, y no llevan otro sello que el de 
la arbitrariedad. 
«La Constitución de 1832 estableció como indispen-
sable la ciudadanía para el desempeño de toda clase de 
funciones. Los constituyentes de 1843 observaron que 
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esta fórmula era muy rigorosa, porque excluía de ciertos 
puestos secundarios o ajenos del todo a la política, a 
extranjeros útiles, y a personas que sin haber cumplido 
la edad requerida por la Constitución pueden bien des-
empeñar una plaza de escribiente u otra semejante. La 
Conúsión ha tenido en cuenta esta circunstancia, y por 
eso en el articulo i8 se exige la calidad de ciudadano 
como condición previa para desempeñar empleos públi-
cos que llevan a7iexa ajitoridad ojurisdicciÓ7t. De esta suerte 
la Comisión ha procurado dejar la ciudadanía dentro de 
límites justos, sin restricciones arbitrarias; y todavía fue-
ra de la ciudadanía o por debajo de ella, queda algún 
espacio libre, en la órbita del servicio público, para cier-
tas aptitudes y merecimientos. 
SOBRE LA PROPOSICIÓN DEL*H. SEÑOR CALDERÓN REYES 
(RECONSIDERACIÓN DEL ARTÍCULO 15) 
El H. señor Calderón Reyes: 
« El H. señor Caro empieza por condenar las recon-
sideraciones frecuentes, porque cree que atropellan el mé-
todo adoptado. Pero cuando se hacen las reconsideracio-
nes con cuidado y prudencia, no forman una práctica 
viciosa sino saludable. No creo que haya más artículo 
concordante con el 15 sino el 18; y al aprobar el Conse-
jo ayer la revocación del primero, convino en ponerlo en 
perfecta consonancia con el otro. 
«El artículo 15 dice: 
«Son ciudadanos colombianos-los varones mayores 
de veintiún años que ejerzan profesión, arte u oficio, o ten-
gan ocupación lícita u otro medio legítimo y conocido 
de subsistencia.» 
«El artículo 18 dice: 
«La calidad de ciudadano en ejercicio es condición 
previa indispensable para ejercer funciones electorales, y 
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poder desempeñar empleos públicos que lleven anexa 
autoridad o jurisdicción. 
«Como se ve, el articulo i8 tiene dos partes. La pri-
mera se refiere al ejercicio del derecho electoral; la se-
gunda, a la elegibilidad para puestos públicos; y ambas 
tienen por base y condición previa la ciudadanía. En lo 
que se refiere a la segunda parte, se ha observado ya que 
del contexto resulta posible la aptitud de hombres que no 
sepan leer ni escribir para ejercer algún puesto público ; 
y este caso posible no debe quedar permitido por la Cons-
titución. 
« En esta parte, en lo tocante a la bíise de las elec-
ciones, este proyecto difiere de las demás Constituciones 
del país, excepto tal vez la de 1853. Por lo menos las de 
1821, 1832 y 1843 establecieron condiciones precisas 
para ser sufragante parroquial y para ser elector. 
«El artículo 15 que se discute me inspira la mayor 
repugnancia, porque llama a las urnas masas sin concien-
cia ni noción de lo que van a hacer y sin vínculos con 
el orden político. (Cita algimos articulos de Co7istituciones an-
teriores). Se concibe que la Constitución de 1821 diera 
un plazo de 20 años para hacer efectiva la condición de 
saber leer y escribir, porque en la época de la colonia y en 
la larga guerra de independencia se había abandonado la 
educación. Pero no sucede lo mismo actualmente. La 
Constitución que estableció por primera vez el sufragio 
universal fue la de 1853, que es anárquica. Y cuando nos 
preciamos de combatir la anarquía, debemos separarnos 
de ejemplo tan pernicioso y restablecer nuestras tradi-
ciones legales en materia de sufragio.» » 
E L H . S E Ñ O R SAMPER: 
, «Estoy de acuerdo en el fondo con el discurso del 
H . señor Calderón; pero en la cuestión de método me 
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hacen fuerza las razones expuestas por el IL señor Caro, 
y conveng-o con él en que el artículo 15 no debe tocarse. 
«El artículo 15, que define la ciudadanía, no estable-
ce sino las condiciones que constituyen, como ha dicho el 
mismo señor Caro, el grado mínimo para ejercer derechos 
políticos; y que son, como expresa el articulo 18, previ-
sión previa indispensable para votar y para desempeñar 
puestos públicos. Pero además de esa base el constituyen-
te y el legislador pueden establecer otras condiciones 
para deteiminados actos electorales y para ciertos casos 
de elegibilidad. 
«Ratifiquetnos pues la aprobación dada al artículo 15, 
y reconsideremos el 58, en el cual se dice que todos los 
ciudadanos son sufragantes. Este artículo 58 es el que 
ha de reformarse, y con él deben ponerse luego en con-
cordancia los que componen el título XVI.» 
SOBRE EL ARTÍCULO ORIGINAL 
El H, señor Calde7'Ó7i Reyes: 
« Una cosa es ser ciudadano y otra es ser colombiano. 
¿Qué es ser ciudadano? Es reunir todas las condiciones 
de capacidad para ejercer derechos políticos. Pero si estos 
condiciones son en general insuficientes, si además de 
ellas se requieren, ya unas, ya otras calidades para ejer-
cer tales o cuales de esos mismos derechos, resulta que 
el artículo 15 es completamente innecesario. Bien pode-
mos negarlo, y definir después quiénes son sufragantes, 
quiénes son electores, etc., determinando así diversas agru-
paciones revestidas de especiales derechos políticos. 
« La ciudadanía es una cosa en Derecho Internacio-
nal y otra en Derecho Público interior. Ante las otras 
Naciones todos los colombianos son ciudadanos de Co-
lombia. Pero de esto no es de lo que tratamos en la Cons-
titución. La ciudadanía que se define en la Constitución 
/ 
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es la que confiere derechos políticos dentro del territorio 
nacional. Y ésta puede definirse, sin mencionarla siquie-
ra, dividiéndola en diferentes grados, o calidades. Si el 
carácter de ciudadano no envuelve derechos o deberes es-
peciales, no parece necesario definirlo con tanta solemni-
dad ; y como no creo que el ciudadano y el sufragante 
queden siendo una misma persona, éste és el que debe 
estar calificado. 
«Encuentro, por tanto, acorde el articulo 15 con el 
Título XVI; pero si este titulo no h a d e quedar asi, lo 
primero debe ser variar aquel articulo.» 
Texto 
Art. 58. «El Poder electoral está atribuido a los ciu-
dadanos todos, y se ejerce por grados, conforme a las 
leyes.» 
MODIFICACIÓN DEL MISMO H . DELEGATARIO 
«El Poder Electoral está atribuido a los ciudadanos, 
y se ejerce por grados, conforme a esta Constitución y 
a las leyes.» 
MOCIÓN DEL H . SEÑOR CASAS ROIAS 
«Suspéndesela discusión del articulo 58 hasta que 
se vote el título sobre elecciones.» 
Aprobado. 
Deba te 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R 
£1 LL señor Caro: 
«La modificación no me satisface. Este artículo, lo 
mismo que el 15, ha de quedar de tal manera redactado 
qu%no estorbe para ulteriores resoluciones. Si se dice 
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que el derecho electoral se ejerce conforme a esta Cons-
titución, queda resuelto de una vez que en la Constitución 
han de reglamentarse las elecciones; y este punto pre-
liminar es muy grave y demanda reflexión. Si se quiere 
entrar de una vez en el debate, sea enhorabuena; pero 
me parece mejor no discutir ampliamente la cuestión elec-
toral en el Titulo v, que trata de los Poderes nacionales 
y del servicio público, sino en el Título XVI, destinado 
especialmente a las elecciones.» 
E L H , áEÑOR SAMPER: 
«I>a frase conforme a la Constitución no presenta nin-
gún inconveniente ni prejuzga las cuestiones que debe-
mos debatir. Más adelante podremos reglamentar las elec-
ciones consagrando las ideas que dominen el Consejo. 
Es verdad que por esta modificación queda de una vez 
resuelto que la Constitución ha de dictar algunas reglas 
generales sobre elecciones. Pero esto tenemos que admi-
tirlo todos y no puede ser de otra manera. 
«Si la Constitución callara, quedaríamos expuestos 
a las contingencias de leyes electorales formadas según 
los vientos políticos que soplen; y un Congreso anarquis-
ta nos daría una ley electoral que anarquizaría al país. 
« Seguramente no es bueno que la Constitución sea 
reglamentaria en ninguna de sus disposiciones; pues a 
serlo, ella prepararía graves dificultades que después no 
sería cómodo allanar. Pero los principios fundamentales 
relativos a la función del sufragio son de absoluta necesi-
dad en la Constitución, precisamente por cuanto el sufra-
gio es la fuente de todos los Poderes públicos, directa o 
indirectamente.» 
Texto 
Art. 163. « Todos los ciudadanos son sufragantes»y 
votarán para Consejeros Municipales y para electores; 
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los electores elegirán el Presidente y Vicepresidente de 
la República, Representantes al Congreso, miembros de 
las Asambleas departamentales y Compromisarios; y a 
los compromisarios corresponde la elección de Sena-
dores.» 
Reconsiderado. 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER—(PENDIENTE) 
«Art. 163. Todos los ciudadanos que sepan leer y 
escribir son sufragantes, y votarán para elegir Conseje-
ros municipales y electores. 
«Los electores reunidos en Asambleas, por círculos 
electorales que determinará la ley, elegirán el Presidente 
y Vicepresidente de la República, los .Senadores, los Re -
presentantes al Congreso y los miembros de las Asam-
bleas departamentales.» 
Negada. 
Deba te 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«La modificación que propongo exige para ser su-
fragante la condición de saber leer y escribir; no preci-
samente porque la considere yo condición única, sino por-
que ella sola supone otras condiciones, y es la que ofrece 
mayores garantías. 
«Mi teoría es que para votar se exijan ciertas, cali-
dades que revelen la aptitud del sufragante para ejercer 
con conciencia y recto juicio la delicada función de elegir. 
La propiedad vincula a los hombres a la conservación 
del orden público. A falta de capital ofrecen suficiente 
garantía el ejercicio de una profesión que supone buenas 
relaciones sociales e interés en los asuntos políticos. Yo 
reconozco que hay muchos que aun sin saber leer tienen 
cierto roce social y un orden de ideas nacidas del trato 
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con los demás y del manejo de los negocios; porque el 
que administra alguna propiedad ejercita prácticamen-
te sus facultades y adquiere algún criterio, aun cuando 
sea limitado, que lo equipara con los que, careciendo de 
propiedad, han recibido alguna instrucción. En una pala-
bra, mi idea es buscar en la inteligencia y en la riqueza 
las garantías necesarias para el ejercicio del sufragio. Si 
se encuentra una fórmula que satisfaga más, como defini-
ción justa y precisa de tales condiciones, la aceptaré gus-
toso ; pero hasta ahora creo que no hay sino dos clases 
de sufragantes que ofrecen garantías de votar con con-
ciencia: los que, sin tener un capital determinado, saben 
leer y escribir ; y los que, no sabiendo leer y escribir, 
tienen un capital o una renta que es prenda de su inde-
pendencia y de su interés por la cosa pública.» 
MOCIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER 
«Suspéndase la discusión de este título, y nómbre-
se una Comisión de tres Delegatarios para que propon-
gan las modificaciones convenientes, tomando en cuenta 
las opiniones que se han manifestado en la discusión.» 
Negada. 
D e b a t e 
SOBRE EL ARTÍCULO 163 ORIGINAL 
El H. señor Samper: 
«La proposición que acaba de negarse buscaba el 
camino de una solución amistosa y pacífica. Comprendo 
pues que no se admite ninguna conciliación, que se 
traen ideas irrevocablemente formadas por una mayoría 
numérica. En consecuencia, prefiero no volver a tomar 
la palabra en este asunto, y votar en abierta oposición 
con el texto primitivo del título XVI. Y pido que de esta 
protesta quede constancia en el acta.» 
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E L H . SEÑOR GENERAL R E Y E S : 
«Como el H. señor .Samper supone que hay una ma-
yoria preconstituída y resuelta a no admitir razones, me 
creo por mi parte en el deber de manifestar brevemente 
las que me asisten para votar por el artículo primitivo y 
rechazar las modificaciones. 
«En teoria estoy de acuerdo con el H. señor Samper. 
Yo querría que todos los sufragantes supiesen leer y es-
cribir, y que tuviesen las mayores condiciones de ilus-
tración. Yo desearía que el pueblo de Colombia fuera el 
más ilustrado del mundo. Pero por desgracia, de la aspi-
ración a la realidad hay una gran distancia: estamos aún 
muy atrasados; la gran masa de nuestros agricultores 
e industriales se compone de gentes iletradas. Y siendo 
esto así, tenemos que adoptar un sistema electoral aco-
modado a nuestro modo de ser, en vez de pretender, 
como se pretende por los partidarios de la condición de 
saber leer y escribir, ajustar nuestros pueblos a una teo-
ría que corresponda a un grado de civilización que ellos 
no han alcanzado. 
« Cuando se trata de defender al Gobierno, apelamos 
al reclutamiento forzoso, y entonces las masas nos parecen 
el único instrumento adecuado para sostener el orden; y 
cuando se trata de elegir los miembros que han de com-
poner ese mismo Gobierno, entonces esas masas nos pa-
recen ignorantes y estúpidas. ¿Es esto justo? 
« Se dice que el que paga contribuciones es el que me-
jor derecho tiene para votar. ¿Y hay contribución más 
gravosa y terrible que la de sangre ? Yo creo que el que 
paga tributo de sangre tiene por forzosa correlación el 
derecho de sufragio. Si se le exige el tributo, concédase-
le el derecho; si se le niega el derecho, exímasele del tri-
buto. Lo demás es una monstruosa injusticia.» 
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E L H . SEÑOR CALDERÓN R E Y E S : 
«El artículo 15 me inspira no solamente antipatía 
sino profunda repugnancia. Mientras las otras disposicio-
nes del Proyecto concurren a establecer un Gobierno se-
rio y a fundar el orden público, teniendo en torno de éste 
los más respetables intereses sociales, el artículo 15 es 
esencialmente anárquico y demagógico. No se puede hon-
radamente llamar a las urnas a la ignorancia, concedién-
dole los mismos títulos que por la naturaleza correspon-
den a la inteligencia. No vale decir que los que sacrifi-
can su vida por una causa tienen derecho natural para 
designar los Magistrados. Muchos de los que se lanzan 
al combate ignoran la cuestión que van a decidir por las 
armas. Con palabras simpáticas, en nombre de la liber-
tad se ha levantado a los pueblos, sin que éstos sepan 
en qué consisten los beneficios de la libertad ni el modo 
de establecerla sólidamente. Muchas tribus bárbaras de-
muestran en los combates valor indómito; y ese valor y 
los sacrificios a que los conduce no les dan sin embargo 
los medios para constituir un Gobierno civilizado. ¿ Por 
qué? Porque sólo la inteligencia dicta leyes y funda ins-
tituciones. Hay hombres que sirven a la patria en los 
campamentos; como los hay que le sirven en la prensa, 
el magisterio o el Parlamento. Y el que no se igualen 
las funciones de los unos y de los otros, no arguye des-
igualdad injusta, sino el reconocimiento de aquella des-
igualdad que existe naturalmente, y existirá siempre, en-
tre las diversas clases que componen la sociedad. Si se 
da carta blanca a todo el mundo para votar, si se esta-
blece el sufragio universal, puede decirse que la masa 
de los ciudadanos ha entrado a ejercer una nueva función ; 
pero no podrá asegurarse, por el mismo hecho, que esos 
mismos ciudadanos hayan alcanzado con su participa-
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ción un Gobierno ilustrado, que es lo que a él más le 
importa y que sería, desde luego, el motivo que indujera 
a concederle derecho a votar. 
«No nos dejemos, pues, guiar por el fascinador ar-
gumento de una igualdad que no tiene fundamento en 
la naturaleza misma y que no haría sino echar por tie-
rra el imperio natural de la inteligencia y la industria 
sobre la inconsciencia o la falta de vínculos entre el ciu-
dadano y la sociedad.» 
Los Relatores, 
f. A7iez—A. González Toledo—R. de Narváez 
(Sesión del dia 1.° de junio de 1886) 
(CONCLUYE) 
Texto 
Art. 163. (del proyecto). 
MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CASAS ROJAS 
AL ARTÍCULO 163 
«Todo ciudadano que sepa leer y escribir, o que 
tenga una renta anual de 500 pesos, es sufragante y 
votará para Concejales de los distritos, y para electores; 
los electores elegirán Presidente y Vicepresidente de la 
República, Representantes al Congreso y miembros de 
las Asambleas departamentales. Las Asambleas departa-
mentales elegirán los Senadores de la República.» 
Quedó pendiente el debate. 
Debate 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO: 
«Aun cuando la nueva modificación, propuesta por 
el señor Casas Rojas, se presenta como medio de conci-
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Ilación entre las diversas opiniones sustentadas en este 
Consejo, es, como las anteriores, inaceptable; ella, como 
las anteriores,'tiende a la exclusión del elemento popular 
en la elección de los funcionarios públicos asi del orden 
político como del municipal. 
«Dos son las Cámaras que con el nombre de Con-
^ g r e s o van a formar el Poder Legislativo de la Nación: 
la una, denominada Senado, ha de ser cuerpo conservador 
a las instituciones; la otra, llamada Cámara de Repre-
sentantes, debe organizarse de modo que represente al 
pueblo colombiano. El origen y el destino de esas dos 
Cámaras debe ser diverso: si así no fuera carecería de 
objeto la coexistencia de dos entidades legisladoras, cuan-
do una sola bastaría a desempeñar las funciones que se 
asignan a ambas. Esto enseña la ciencia y esto precep-
túan las bases de reforma que fueron aprobadas por la 
universidad de las Municipalidades de la República, 
bases que hoy son para el Consejo una ley de estricta 
observancia y que no está en poder nuestro modificar o 
alterar. 
« Pues bien : si la Cámara de Representantes está lla-
mada a servir de representación al pueblo, es el pueblo 
en su totalidad el que debe elegirla. La intervención po-
pular en esa elección es, si así puede decirse, la válvu-
la que se abre a la opinión pública, siempre instable en 
las repúblicas, para que pueda, sin necesidad de agitacio-
nes y convulsiones políticas, instruir a los mandatarios 
de las variaciones que hayan de introducirse en la Carta 
fundamental. Cerrar esa válvula, negar a los pueblos los. 
medios de hacer llegar su voz a las altas regiones del 
gobierno, no dejarles el modo de hacer conocer sus aspira-
ciones y sus necesidades a los que deben satisfacer las 
primeras y remediar las segundas, es murar las puertas 
a la reforma pacífica para abrirlas ampliamente a la 
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rebelión. Si Colombia, por hábitos y por convicción, es 
una República democrática, no podemos menos de 
dejar la ancha base de la democracia como fundamento 
y origen de los poderes públicos; constituir una oligar-
quía, por grande que sea su extensión y por notables que 
sean sus aptitudes para el gobierno, es criarnos inmen-
sos peligros para el porvenir, es falsear la obra que con 
tanta laboriosidad estamos levantando. 
«Pero se dice que el Gobierno de la turbamulta es 
inaceptable. Estoy de acuerdo con el principio, mas no 
con el desarrollo e interpretación que se le da. En pri-
mer lugar no comprendo cómo haya gobierno de la tur-
bamulta, sólo porque los ciudadanos todos, votando en 
el primer grado, designen las personas que hayan de ele-
gir la Cámara de Representantes, cuando ni esa Cámara 
es el Gobierno, ni la multitud la elige directamente; y 
en segundo, no veo el peligro que haya en que esa 
Cámara sea de origen netamente popular, cuando ella no 
es omnipotente y cuando su natural movilidad y sed de 
reforma están suficientemente contrapesadas por el Se-
nado que es el conservador de las instituciones, y el 
guardián de los intereses sociales. 
«A mi juicio la modificación del H. señor Casas Ro-
jas es doblemente errónea. Señala una misma fuente al 
Senado y a la Cámara de Representantes, ordena que 
ambas Cámaras sean elegidas más o menos directamen-
te por unos mismos sufragantes, y yo no me explico cómo 
y por qué lo que dimana de un mismo origen y de una 
misma voluntad puede en un caso representar la opinión 
mudable de los pueblos y en otro ser elemento de con-
servación. Si el origen es mudable, mudables serán am-
bas Cámaras, y no habrá elemento conservador, y si éste 
ha de predominar, no quedará representación a las mu-
danzas de la opinión. Yerra también porque restringe de 
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una manera injusta y arbitraria el número de los sufra-
gantes. Yo sostengo que mientras mayor sea el número 
de los ciudadanos que tomen parte en una elección, me-
jor representada estará la opinión nacional. Ayer tuve 
ocasión de manifestar que el saber leer y escribir por sí 
solo no da superioridad moral ni intelectual a un hom-
bre sobre otro que el más rudo labriego tiene aptitud 
completa para ser elector en primer grado. Las restric-
ciones en esta materia sólo pueden dirigirse a obtener de 
los sufragantes la moralidad y conciencia necesaria para 
el ejercicio acertado del derecho electoral, y la cuali-
dad de saber leer y escribir no llena ni remotamente esas 
condiciones. 
«Además, el H. señor Casas Rojas atribuye a las 
Asambleas departamentales la elección de Senadores, y 
este camino me parece inadmisible porque afirma el espí-
ritu de autonomía seccional, que tratamos de quebrantar. 
El Senado debe servir para evitar que el deseo inquieto 
de las reformas venga a cambiar las instituciones antes de 
que la práctica haya enseñado los defectos de que ado-
lezcan; mas en ningún caso puede ser vocero de las en-
tidades que hoy hemos hecho desaparecer. Si la Federa-
ción ha sido juzgada y condenada con derecho y con 
justicia, no podemos consentir en que subsista bajo una 
nueva forma. 
«No terminaré sin protestar contra una afirmación 
del H. señor Samper. El ha dicho que traemos aquí y 
sostenemos con calor ideas preconcebidas y opiniones 
co7tve7iidas en co7iciliábulos, y que los partidarios del sufra-
gio universal rechazamos con ánimo prevenido toda con-
dición. Desconozco que el H. señor Samper tenga dere-
cho para achacar a conciliábulos lo que es obra del con-
vencimiento : si a esta discusión no trajéramos razones 
que alegar, podría quizás atribuir nuestra discrepancia 
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con sus opiniones a las pasiones o a ¡a terquedad; mas 
cn ningún caso tendría facultad el H. Consejero para 
echarnos en cara procedimientos indebidos de que él debe 
saber que somos incapaces. En nombre propio y en el 
de mis compañeros declaro solemnemente que no hemos 
tomado parte en ninguna junta previa, que no hemos tra-
tado privadamente de concertarnos para llegar a fórmu-
las precisas en esta materia ni en ninguna otra, y que 
nos hallamos dispuestos a aceptar toda proposición con-
ciliatoria que sea justa y honrada.: 
..» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Había anunciado yo que no tomaría más la palabra 
en este asunto; pero se han hecho argumentos que recla-
man una explicación de mi parte. En primer lugar, me 
referiré al participio que me ha echado en cara el H. se-
ñor Ospina. Yo no he pretendido, ni creo que se me haya 
escapado decir, que obraban efi esta cuestión opiniones 
co7ive7iidas en conciliábulo; dije sólo, si no me engaño, 
que había ideas irrevocablemente formadas por una mayo-
ria numérica; lo que es muy distinto. 
«Ahora, en cuanto al argumento del H. señor Gene-
ral Reyes, quien conviene conmigo en teoría sobie la 
necesidad de que sea condición del sufragante el saber 
leer y escribir, pero niega que dicha condición puede ser 
justamente llevada a la práctica por el estado de atraso 
en que se halla la mayoria de nuestros conciudadanos, 
contestaré que hoy el pueblo colombiano no está tan ig-
norante y atrasado como se cree generalmente. La Cons-
titución de 1821 dio 20 ^ños de término para que empe-
zara a regir para los sufragantes la condición de saber 
leer y escribir. La de 1843 prolongó el plazo h4sta 1850; 
y la de 1853, creyendo que los pueblos estaban ya ma-
duros para ello, declaró el saber leer y escribir como con-
24 
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dición de inmediato efecto para ejercer el derecho de su-
fragio. Yo pregunto: ¿ No es bastante el tiempo corrido 
desde 182 i hasta 1886 para poder contar con una masa 
considerable de colombianos que sepan leer y escribir? 
La estadística, por otra parte, prueba con la inflexibilidad 
de los números, que, a pesar de indignas influencias ejer-
cidas para cerrar las urnas a individuos de determinadas 
opiniones políticas, las listas de electores en cada uno 
de los Estados han aumentado considerablemente año por 
año. Consta, además, de datos oficiales, que en los últi-
mos años el número de niños que concurrían a las es-
cuelas públicas no bajaba de cien mil. Ahora bien: un 
país que tiene cien mil jDersonas recibiendo instrucción 
¿no puede decirse que tiene una base respetable de ciu-
dadanos aptos para ejercer el derecho de sufragio ? 
«Supone el H. señor General Reyes que es injusto 
exigir el tributo de sangre y negar al mismo tiempo el 
derecho de sufragio. Si este argumento probara algo, pro-
baría demasiado. Se confunden las garantías individuales 
con los derechos políticos. Todo el mundo, hasta los más 
infelices y más rústicos, tiene derecho al amparo de la 
sociedad, a la protección de las leyes, que debe dispen-
sarse por igual sin acepción de personas. Pero de aquí 
no se sigue que todos han de tener iguales derechos po-
líticos. No todos los que van al campo de batalla son 
aptos para gobernar. La gobernación de los pueblos es 
arte y es ciencia, y no puede confiarse a los ignorantes. 
« Ha objetado el H. señor Ospina que cdgunos Esta-
dos han tenido el sufragio universal, que lo consideran 
como un derecho de que nadie puede despojarlos. Si la 
costumbre hace ley, renunciaremos entonces a combatir 
la federación, a que han estado acostumbrados los pue-
blos durante tantos años. Lo que ha de demostrarse para 
sostener el sufragio universal es que ese sistema es bue-
no, lo cual hasta ahora no se ha demostrado; pero que no 
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se alegue la costumbre, porque este argumento no prueba 
nada por probar demasiado. 
«Dice el H. señor Ospina que el sufragio universal 
favorece el elemento democrático, base de la República. 
Cojí ese sistema lo que se favorece es la aristocracia de 
los gamonales, la mugrienta oclocracia del tiple y de la 
chicha. A esa aristocracia prefiero yo la de la inteligen-
cia, la de la ilustración, la de los merecimientos adquiri-
dos por el trabajo honrado. Yo soy amigo entusiasta de 
la democracia bien entendida; pero no la quiero, si por 
democracia se ha de entender la autoridad de la ignoran-
cia y, el vicio. ¿Por qué ha de haber incompatibilidad en-
tre la facultad de saber leer y escribir y la democracia 
bien entendida? El que sabe leer y escribir^ ademas de 
poder pertenecer a la democracia, tendrá por ese medio 
intelectual la ventaja de comprenderla y estimarla. 
«El H. señor Ospina cree que la elección de Repre-
sentantes debe ser democrática en su origen, y la de Se-
nadores hecha por una clase de terceros electores que el 
proyecto llama Compromisarios. ¿ Pero cuál es la fuente 
común de los electores, de los Compromisarios, de los 
Representantes y de los Senadores ? La masa de los sufra-
gantes ; de donde se sigue que todas estas elecciones, por 
cualquier camino que se hagan, son de origen esencial-
mente democrático. Si un arroyo se divide en dos brazos, 
y el uno va a formar los Compromisarios y el otro los Re-
presentantes, ¿hay razón para suponer que no es una mis-
ma el agua encaminada por distintos canales? 
«Y siendo esto así, yo prefiero a las Asambleas de 
Compromisarios las departamentales, para elegir .Senado-
res. No es posible acabar de una vez con todas las cos-
tumbres creadas por la Constitución de Rionegro, y una 
de ellas es la función atribuida a las Asambleas departa-
mentales de elegir Senadores. 
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«No hay necesidad de los Compromisarios, que son 
una rueda inútil y costosa. Bastan las Asambleas elec-
torales para elegir los Representantes, y las Asambleas 
departamentales para elegir los Senadores. En rigor, yo 
preferiría que los Senadores fuesen elegidos directaní^n-
te por una categoría especial de electores, compuesta de 
funcionarios públicos, de hombres ilustrados (los que ejer-
cen profesiones), de propietarios responsables, y en fin, 
de todas las clases sociales que representan el mayor cú-
mulo de intereses, de inteligencia y de legítimas influen-
cias conservadoras de la paz, del orden y de la libertad. 
De este modo, el Senado seria realmente un cuerpo con-
servador de las instituciones, como lo hemos prometido 
en las «Bases de reforma» aprobadas por la Nación. 
«Pero si se considera que este modo de elección 
complica mucho el sistema electoral, aceptaré la que ha-
gan, de los Senadores, las Asambleas departamentales, 
cuerpos que seguramente serán muy respetables, que ha-
rán una juiciosa votación de segundo grado, que no com-
plicarán el mecanismo electoral y que mantendrán en la 
elección de Senadores una deseable representación de las 
entidades nacionales que vamos a denominar Departa-
mentos.» 
E L H . SEÑOR CASAS ROJAS: 
«El artículo 15 del proyecto dice: ' Son ciudadanos 
los colombianos varones mayores de 21 años que ejerzan 
profesión, arte u oficio, y tengan ocupación licita u otro 
medio legitimo y conocido de subsistencia'; y el 18 señala 
como condición previa, indispensable para ejercer fun-
ciones electorales, la calidad de la ciudadanía. 
«Tenemos pues que los colombianos no pueden ser 
sufragantes si no son ciudadanos: mas ¿ se deduce de ahi 
que para ser sufragantes no deban tener otras condiciones 
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diversas de las que constituye la ciudadanía? Nó; en ma-
nera alguna. Ahora bien: ¿hay algunas razones en virtud 
de las cuales convenga establecer que se fijen para ese 
efecto esas otras condiciones? Sin duda alguna. 
«Esta es, señor Presidente, una de las cuestiones 
que más se han debatido en todos los tiempos y en todos 
los lugares, y que, por su importancia, ha dividido a los 
hombres en partidos y ha dado lugar a luchas y guerras 
de todas clases; porque ella envuelvp uno de los más efi-
caces medios de dominación y poder. E s la cuestión del 
sufragio universal, y del sufragio restiingido a aquellos 
individuos que tienen ciertas prendas de habilidad y com-
petencia. 
« Los sentenciadores del primero alegan en su favor 
que la obligación es correlativa del derecho; y que así, 
sólo los individuos que están en ejercicio de éste se hallan 
sujetos a aquélla; y arguyen sosteniendo que si en Co-
lombia todos los ciudadanos tienen obligaciones, todos 
deben tener derechos, y entre éstos principalmente el del 
sufragio, que es derecho fundamental. 
«Este argumento prueba demasiado y por consi-
guiente no prueba nada. Si tuviera solidez, él habría de 
servir para que también fuesen sufragantes las mujeres, 
los niños y aun los locos, pues todos ellos tienen obliga-
ciones. Mas a quién se le ocurriría sostener semejante 
tesis? En otras épocas se ha pretendido dar voto a las 
mujeres; pero hoy nadie habla de eso, que parece ridículo; 
y nunca ha habido quien pretenda que deban tener voto 
los niños y los locos. Y eso por qué ? La razón es obvia: 
es que el valor del v-oto depende de su calidad, y no de su 
número; es decir, que consiste en la competencia del su-
fragante. Y esto no sólo en las elecciones populares sino 
en todas las cosas del hombre. Tiene uno en su casa un 
enfermo de cuidado, y para salvarlo va a buscar un médi-
co competente, que sepa cuál es la causa de la enferme-
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dad, en qué consiste ésta y cómo se puede atacar; y reú-
ne una junta de médicos escogidos, cuyo dictamen supo-
ne que entraña, por razón de la competencia, la salvación 
del enfermo. O tiene uno un- gran pleito y no se lo con-
fía al primerv.tinterillo que pasa por la puerta de la casa, 
sino a un abogado de nota, que por su honradez y por su 
competencia dé garantía de desempeñar el poder recta y 
acertadamente. Pues lo mismo debe suceder en asuntos 
electorales, en los cuales no se debe confiar la facultad de 
elegir sino a aquellos ciudadanos que sean capaces, por 
su competencia, de elegir para los empleos públicos ciu-
dadanos para su ejercicio. 
« Por esto se señalan las condiciones de saber leer y 
escribir o de tener cierto capital o cierta renta, porque se 
considera que los ciudadanos que poseen esas condiciones 
tienen en ellas señales a lo menos probables de compe-
tencia. 
«Por lo demás, el derecho de sufragio no es un de-
recho natural, sino un derecho político, que la ley sólo 
debe conceder a quienes sean capaces de ejercerlo conve-
nientemente. 
«Fácil sería desarrollar y confirmar, con citas histó-
ricas y geográficas, la doctrina que expongo sobre este 
grave asunto, relatando aquí lo que pasa en Naciones de 
Europa y de América, y los resultados que en ellas han 
tenido uno y otro sistema, por ejemplo en Inglaterra y en 
Suiza; pero lo dicho basta por hoy para que el H. Conse-
jo recuerde las razones que militan en favor de las res-
tricciones que se deben fijar a los sufragantes.» 
E L H . SEÑOR CUERVO: 
« Esta cuestión es de tan vital importacia, y son tan 
graves las consecuencias que tendrán que desprenderse de 
la solución que le dé el H. Consejo, que me creo obligado 
a expresar ante él las razones que determinan mi voto. 
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«Creo que el artículo primitivo, lejos de contrariar 
el contexto general de la Constitución, viene a comple-
mentarlo, dando mayor cohesión a sus distintas disposi-
ciones y vigorizando su espíritu. Las teorías subversivas 
y demagógicas han producido, tanto en Europa como en 
América una corriente que. amenaza el orden social y 
tiende a destruir todo elemento de civilización. Para opo-
ner un dique, y evitar así que se corrompa la buena ín-
dole de nuestro pueblo, tratamos hoy de fortalecer al Go-
bierno, y para tal objeto, ningún medio tan eficaz como 
dar participación al primero, pues ensanchando la base 
sobre que descansa el Poder piiblico, éste se sentirá más 
firme, será su acción más vigorosa y más acatadas sus 
providencias. 
«Infundados me parecen los temores que abrigan al-
gunos de mis honorables colegas sobre las consecuencias 
que resultarían si se adoptase el sufragio directo en el 
primer grado, pues no votándose en él sino para electo-
res, que son los que a su turno hacen las elecciones, se ve-
rificaría en éstas un fenómeno semejante al que se verifi-
ca con las aguas, que, sometidas sucesivamente al filtro, 
salen al fin completamente depuradas. 
«Por otra parte: no son siempre los que saben leer 
y escribir los mejores sufragantes; hay en los pueblos 
muchos individuos honrados, pacíficos y laboriosos que, 
por circunstancias ajenas a su voluntad, no han podido 
adquirir estos conocimientos, y que sin embargo pagan 
puntualmente sus contribuciones, se interesan por el lu-
gar de su vecindario y suplen con su buena voluntad y 
su sentido práctico de las cosas el conocimiento que se 
deriva de la lectura. A esto se agrega que, como bien lo 
saben los honorables Delegatarios, en muchas de nuestras 
poblaciones, sobre todo en las de Cundinamarca y Boyacá, 
los gamonales son los únicos que medianamente saben 
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leer y escribir, y sería entregar a éstos por completo las 
elecciones el restringir el sufragio en él primer grado de 
la manera como se propone. 
«Las masas pagan la contribución de Aduanas, pa-
gan la de la sal, elemento indispensable para la vida, 
y pagan, por último, la más grave de todas : la de la san-
gre. Qué se les da e* cambio? Se dice pomposamente: 
la administración de justicia. Pero si es de la justicia 
civil, yo pregunto: cuándo es que se acerca a un Tribu-
nal un labriego? Ahora, si es la justicia criminal, ésta 
se les da tan sólo por el interés egoísta de la sociedad. 
«I,a injusticia de la restricción del sufragio resalta 
más aún si se atiende a lo muy poco que ha hecho la 
República en beneficio de la raza indígena, cuya condi-
ción, puede asegurarse, era menos desgraciada bajo el 
régimen colonial; pues aparte de los errores de la con-
quista, que tienen su explicación en la época y en otras 
circunstancias que no hay para qué mencionar aquí, mil 
disposiciones de las leyes de Indias prueban que el Go-
bierno español se preocupaba de mejorar su suerte y de 
atenuar su desventura. Al menos él le aseguraba la 
subsistencia por medio de los Resguardos, mientras que 
la República la ha despojado de ellos a la sombra de 
una libertad enteramente ficticia. Y sin embargo, de ella 
salen los soldados que llevamos a los campamentos y a 
las batallas a que rieguen el suelo con su sangre, des-
pués de que los hemos obligado a regarlo con su sudor 
y sus lágrimas. Recuerdo que habiéndome ordenado el 
Gobierno que organizase una División en Cundinamarca 
durante la última guerra, a los ocho dias ya constaba de 
3,200 hombres, en gran parte voluntarios. Y a esa coo-
peración generosa de las honradas masas creyentes, hemos 
de corresponder negándoles todo derecho politico? 
«Para concluir, señor Presidente, insisto en la nece-
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sidad que hay de dar ancha base al edificio que estamos 
levantando, y que el medio de conseguirlo es el de lla-
mar a que' formen parte de ella a los desvalidos y des-
heredados.» 
EL H. SEÑOR CALDERÓN REYES: 
«El respeto que acostumbro guardar a las opinio-
nes del H . señor Cuervo, y que merece la buena fe de 
sus convicciones, el estudio que dedica a todas las cues-
tiones y el tino con que las elucida, me obligaría a guar-
dar silencio respecto del discurso que el Consejo acaba 
de oír, si, por otra parte, las argumentaciones hechas, 
lejos de convencerme no hubieran tendMo a reforzar mi 
modo de pensar en este asunto. Ensayaré, por tanto, 
dar una breve contfcst¿ición. 
«Dijo el honorable Delegatario que cuando en otros 
países la oleada demagógica amenaza todo principio de 
existencia social, a causa de que los gobiemos prescinden 
imprudentemente del elemento popular, nosotros, lejos de 
eso, debemos tender ancha base a la obra de la regene-
ración y rodear al Gobierno de la más respetable fuerza 
social. Creo, señor Presidente, que no es abriendo las ur-
nas a las masas todasjque constituyen la sociedad como 
ese objeto se consigue; porque esas mismas, turbas lla-
madas al- sufragio, si bien tendrán el infeliz orgullo de 
decirse sufragantes, se sentirán conmovidas en la época 
electoral, y como fmto de esa conmoción habrá un go-
bierno que no será sino el reflejo moral de los que con-
tribuyeron a establecerlo, esto es, habrá un Gobierno de 
multitudes apasionadas y acaso patriotas, pero no inspi-
radas por el conocimiento de las cosas. ¿Se recuerda lo 
que pasó aquí en la época del sufragio universal? Pues 
yo sé que esa época fue la de las grandes asonadas y 
los más inauditos escándalos. Más aún: las elecciones 
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fueron asonadas autorizadas por la ley como origen de 
los poderes públicos. 
«¿Y qué es esa participación del elemento popular, 
por medio del sufragio, cuando se disminuye tanto el 
número de los elegidos ? Se considera como gran conce-
sión al elemento popular el sufragio universal; y com-
parando los preceptos de esta Constitución con los de 
la de 1863, se ve cuánto se ha restringido el poder po-
pular. Asi, cuando los Gobernadores de los Estados eran 
de su elección, los de los Departamentos van a ser nom-
brados por el Presidente de la República; cuando los 
Tribunales eran elegidos directamente o a dos grados, 
ahora van a ser nombrados por cl Presidente. Lo mismo 
digo de la Corte Suprema federal y de muchos otros em-
pleados; y a n t e estos otros ejemplos ¿puede decirse que 
aumentamos la participación del elemento popular, sólo 
porque se da sufragio universal ?.... 
«Habla mi honorable colega de las caritativas leyes 
de Indias que establecieron los resguardos para proteger 
la propiedad de los indígenas; y agrega que el Gobierno 
de la República, que se llama ilustrado, ha dejado los 
resguardos a merced de explotadores. Me hago cargo del 
argumento, y declaro que si él tiene fuerza, ella se diri-
ge contra las condiciones de capacidad que el H. señor 
Cuervo atribuye a la raza indígena; porque si esa raza 
no pudo ni puede administrar sus propios bienes, y es 
preciso colocar a sus miembros bajo cierta tutela oficial, 
menos puede administrar intereses ajenos tan delicados 
como los intereses de la sociedad política. 
«Esos que no saben leer y escribir, dice el H. señor 
Cuervo, son los que pagan «las contribuciones, y los que 
en cambio no piden siquiera justicia, porque no les llega 
el caso de necesitarla. Yo no creo que sean éstas razones 
para establecer el sufragio universal ; porque la con-
tribución es el pago del servicio de la seguridad, y 
no el pago del derecho; de voto; y Si fuera la contri-
bución origen del derecho a elegir, los contribuyentes 
tendrían voto en proporción de ,1a suma con que contribu-
yeran; y como en tal caso todos los ciudadanos tendrían 
el carácter común de contribuyentes, habría de buscarse 
otra calidad no común para hacer la distinción. En cuan-
to a la necesidad de la justicia, el que no la necesita no 
tiene por qué pedirla; y esto no arguye la necesidad de 
compensar el no pedir justicia con el darle voto. ¿ .Se ha-
bla de la contribución de sangre? Ya he tenido ocasión 
de hablar de ella, y debo ahora agregar que ella acusa 
injusticia, pero no otra cosa. 
« Creo haber satisfecho los argumentos del H. señor 
Cuervo, y dejar demostrado que la base amplia que debe-
mos buscar al Gobierno consiste en otra cosa que no en 
el sufragio universal.» 
Los Relatores, 
f. Añez—A. González Toledo—R, de Narváez. 
(Sesióii del día 2 de junio de 1886) 
Texto 
«Art. 163. Todos los ciudadanos son sufragantes, y 
votarán para Concejeros municipales y para electores; 
los electores elegirán el Presidente y Vicepresidente de 
la República, Representantes al Congreso, miembros de 
las Asambleas departamentales, y Compromisarios; y a 
los Compromisarios corresponde la elección de Senadores.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR CASAS ROJAS 
Art. 163. «Todo ciudadano que sepa leer y escribir, 
o que tenga*una renta anual mayor de quinientos pesos 
es sufragante y votará para concejales de los distritos y 
^ 
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para electores; los electores elegirán Presidente y Vice-
presidente de la Rfepública, Representantes al Congreso 
y miembros de las Asambleas departamentales.' Las 
Asambleas departamentales elegirán los Senadores de la 
República.» 
PROPOSICIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
«Suspéndese lo que se discute, y considérese lo si-
guiente como articulo único, en reemplazo de los que 
componen el Titulo x v i : 
«Artículo. La ley organizará el sistema electoral so-
bre los siguientes principios: 
« I.'' En las elecciones indirectas que se establezcan 
tendrán voto en el primer grado todos los ciudadanos; 
«2.° En las elecciones directas la calidad de elector 
podrá ser determinada por condiciones especiales de edad, 
de educación, de censo, junta o separadamente. Pero en 
las elecciones de Concejeros municipales el sufragio se 
extenderá a todos los ciudadanos ; 
«3.° Podrán establecerse condiciones especiales de 
edad, educación y censo, que juntas o separadas den al 
sufragante o elector derecho a depositar más de un voto, 
o a pertenecer a determinadas agrupaciones electorales; 
«4." Las elecciones de Representantes serán unino-
minales, y por circunscripciones; 
« 5.° Se definirán los delitos que m'enoscaben la ver-
dad y libertad del sufragio, y se establecerá la compe-
tente sanción penal.» 
.MOCIÓN DEL H. SEÑOR CALDERÓN REYES 
«Suspéndese la discusión del título XVI hasta la 
sesión*del día cuatro.» •• 
Aprobada. 
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D e b a t e 
SOBRE LA PROPOSICIÓN DEL H . SEÑOR CARO 
El H . se7'ior Caro: 
«Habiéndose prolongado durante tres sesiones el 
debate sobre la cuestión electoral, considero fatigado el 
Consejo, y experimento temor y pena al tomar la pala-
bra para terciar en la discusión. 
«Pero, por una parte, la cuestión es en sí misma 
tan grave, que no serán perdidos el tiempo y esfuerzo 
que se consagren a solicitar una solución justa. Por otro 
lado, los que sostenemos aqui la extensión del sufragio 
hemos sido duramente calificados. Se ha dicho que el 
artículo 15 es esencialmente demagógico, y que promo-
vemos la continuación de zambras vergonzosas. Y aun-
que a todo esto se ha contestado plenamente, la grave-
dad de la acusación pide reiterada protesta. 
<•' Ofrece, desde luego, esta discusión un fenómeno 
singular. Todos estamos, si bien se mira, de acuerdo en 
los propósitos. Todos queremos que reine verdad, orden 
y pureza en las elecciones. Todos desearíamos que la emi-
sión del sufragio fuese una función ejemplarísima, un 
acto de la conciencia pública, un juicio de Dios. Y no 
obstante esta conformidad de principios, estamos aquí 
completamente discordes en los medios, y sostenemos 
sistemas enteramente opuestos. 
« Fijemos la atención bien en la causa de este fenó-
meno. Todo esto no demuestra sino la dificultad del pro-
blema, el falso método para resolverlo, la incompetencia 
nuestra para darle inmediata y definitiva solución en un 
artículo constitucional. 
« El problema del sufragio presenta varios múltiples 
aspectos, y abraza multitud de cuestiones delicadas. Bas-
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ta mirar por el forro el Código electoral belga, que ahora 
mismo tengo sobre la mesa. 1.a legislación de Bélgica, 
en general, es una legislación modelo; y las proporciones 
que ha alcanzado este Código revelan que esta materia, 
como cualquiera otra, sometida a la prueba de los hechos, 
y por lo tanto susceptible de las reformas que sugiera 
la experiencia, demanda minuciosa y progresista regla-
mentación; y siendo así, nada es tan peligroso como dic-
tar de una vez, en reflexión.escasa, y en la» absoluta im-
potencia para prevenir lo inesperado, disposiciones deta-
lladas, que puedan impedir después la desembarazada 
reglamentación de esta materia legal. Por esta razón pro-
pongo yo que a las reglas concretas del proyecto, y a las 
modificaciones que se han propuesto, sustituyamos con 
amplitud de miras aquellos principios generales dentro 
de los cuales queda el gradual desenvolvimiento legisla-
tivo de un razonable sistema electoral. 
« I ^ naturaleza jurídica del sufragio es la cuestión 
preliminar que discuten los publicistas. ¿Es el sufragio 
vm derecho anterior a la ley, y que la ley debe reconocer? 
¿O es una función política que el legislador confiere a 
los que tengan aptitud para ejercerla ? Dividense en este 
punto los pareceres, y aquí mismo se han manifestado 
divididos. Mas la cuestión teórica pierde su importancia 
desde el punto en que trate de darse a uno u otro princi-
pio justa y honrada aplicación práctica. Aunque el sufra-
gio sea un derecho, hay que reconocer que, como todo 
derecho, no podrá ejercitarse sino mediante ciertas con-
diciones, mientras su ejercicio no pugne con superiores 
y más sagrados principios, porque no hay derecho con-
tra derecho. Los partidarios del sufragio, como derecho, 
convienen todos en excluir o los menores de edad, a los 
dementes, a los procesados criminalmente; y casi todos 
eliminan igualmente a las mujeres, por su natural aparta-
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miento de los negocios públicos. De otro lado los que sos-
tienen el sufragio como función (opinión a que yo con-
fieso inclinarme) no tienen derecho a restringirlo arbitra-
riamente, sino por motivos generales de aptitud y mora-
lidad, así como no puede restringirse, sino por motivos 
justos, la opinión a los puestos públicos. Además, aun 
cuando hubiese derecho a restringir el sufragio con califi-
caciones muy elevadas, resultaría el inconveniente de que 
perdería el carácter de función popular, y quedaría des-
virtuada la institución. Así, Bluntschli, que considera el 
sufragio como institución de derecho público, que arran-
ca del Estado y no de la naturaleza, es sin embargo par-
tidario de la extensión del sufragio a todas las clases so-
ciales, como función propia del ciudadano, y en atención 
a las tendencias democráticas del siglo; y al mismo re-
sultado van los que, como Bismarck y Gladstone, estiman 
el sufragio como derecho de que no puede privarse a los 
ciudadanos sin cometer una violencia injustificable. De 
suerte que uno y otro principio, aplicados con buen crite-
rio, convergen en la práctica a unas mismas soluciones. 
« Todo siaéema de sufragio popular tiene que ser am-
plio, sin lo cual no sería popular. De otra lado, todo sis-
tema de sufragio popular, por más que se llame univer-
sal, está de algún modo restringido. El sufragio univer-
sal debe figurar en la lista de las cosas que no existen. 
El sufragio universal es una palabra apasionada, que ha 
servido para lisonjear a la plebe, y que ahora sirve aquí 
para acriminar a los que combatimos ciertas restricciones 
arbitrarias. 
«Si hay corporaciones populares, ha de haber sufra-
gio popular amplio, para elegirlas. Si no hay sufragio 
popular amplio, no se diga que hay corporaciones popu-
lares. Si la Cámara de Representantes no es de elec-
ción popular, no se diga que es una Cámaia popular. En 
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todo esto debemos ser lógicos, y huir de consignar in-
consecuencias como bases constitucionales. 
«Los defectos del llamado sufragio universal no ra-
dican en k supuesta universalidad, que no existe, sino 
en aquel grado de amplitud que hace que el sufragio sea 
popular. El sufragio popular, más o menos amplio, más 
o menos limitado, siempre que no deje de ser popular, 
siempre que alcance a ser popular, tiene el defecto esen-
cial, incorregible, de no ser expresión de un organismo, 
sino de la multitud, del número. Ante esta consideración 
arrédrase el legislador, y se ve forzado a reconocer que 
el sufragio adolece de defectos intrínsecos, y que no hay 
medio entre estos arbitrios: 
«O dejarle funcionar libremente dentro de sus limi-
tes naturales, para la elección de la Cámara popular, neu-
tralizándolo con el voto corporativo para la elección de la 
alta Cámara; 
«O limitarle fuertemente en todos los casos, bien por 
medio de severas restricciones en la elección directa, o 
bien por medio del sistema de la elección indirecta, todo 
lo cual equivale a desvirtuarlo. ^ 
«De estos* dos caminos paréceme a mí preferible el 
primero, porque aun cuando fuese malo, seria menos 
malo que el segundo, y hasta ahora no se ha presentado 
un tercer modo de procedimiento. El H. señor .Samper, 
que en teoría rechaza el sufragio amplio porque es muy 
popular y porque le espanta el nombre de sufragio laii-
versal, quiere que se reglamente de una vez en la Cons-
titución; pero no he acabado yo de entender cuál es la 
teoria que .el H. señor Samper profesa. Se propone aquí 
el sistema de contrapeso, dando representación corporati-
va a la sociedad en el Senado, y el H. señor Samper lo 
combate con vehemencia como sistema aristocrático. Se 
propone luego la elección a tres grados para la formación 
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del Senado, y el H. señor Samper, partidario de la elec-
ción indirecta, y de la distinción entre una y otra Cámara, 
rechaza también ese sistema, con buenas razones, pero ra-
zones que corresponden a un punto de vista que no es el 
suyo. .Si el señor .Samper detesta el sufragio popular, pero 
al mismo tiempo no encuentra el medio de corregir sus 
defectos, lo natural, lo lógico sería que se resolviera a 
dejar la solución del problema a la ley, que siendo refor-
mable admite rectificación y progreso. Pero el H. señor 
.Samper se empeña en que esta cuestión quede definitiva-
mente resuelta en la Constitución. ¡ Y lo único que él 
propone es la condición de saber leer y escribir, como 
línea divisoria entre el hombre civilizado y e l salvaje; 
como milagroso invento para dejar perfectamente resuel-
to el problema electoral! 
o Si el sufragio es siempre limitado, si todos los di-
versos sistemas de sufragio no son sino diversos sistemas 
de limitación del sufragio, en fijar la limitación, y sólo 
en ello, está el quid de la dificultad, y en tanto será 
equitativo y justo un sistema de sufragio en cuanto la 
limitación sea justa y equitativa. Creo yo que este punto 
de vista es primordial para entrar con pie seguro en el 
examen de la cuestión. 
«El primer orden de limitaciones que pueden poner-
se a la ciudadanía es de carácter negativo o excluyente. 
Empiézase por excluir a los indignos. ¿Y quiénes son in-
dignos ante la ley? Los que causan escándalo público, 
los que se han hecho acreedores a ciertas penas que supo-
nen grave culpabilidad. Tal es el criterio adoptado por 
muchas Constituciones, y por este mismo proyecto en 9I 
artículo 15 y siguientes; y es criterio perfectamente cons-
titucional, porque es perfectamente seguro. La República 
debe fundarse en la virtud; y la virtud tiene por apoyo» 
legal la condenación del crimen. Verdad es que por este 
medio no se excluye a todos lo.s indignos, porque la ley 
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humana no examina la conducta puramente privada, ni 
va al fondo de las conciencias; pero no es menos cier-
to que los .que por este iiiedio quedan excluidos del ejer-
cicio de la ciudadanía son evidentemente indignos, y a los 
ojos de la justicia humana los más indignos. Las disposi-
ciones de este proyecto que definen la ciudadanía y las 
causas por donde ella se pierde o se suspende, están ba-
sadas en este firmísimo criterio moral. 
«Allí donde el sistema adoptado es el de elección 
directa, el legislador— no el constituyente—suele estable-
cer otras restricciones, fundadas no ya en^el criterio nega-
tivo o de exclusión, sino en el criterio positivo del mayor 
merecimiento. El constituyente excluye de una vez al in-
digno ; el legislador llama a las urnas a los más dignos 
de ejercer la función electoral. ¿Y cuáles son los más 
dignos? Los que entienden mejor lo que van a hacer, los 
que juzgan con más acierto los intereses públicos, y los 
que puedan votar con más independencia y libertad. ¿Y 
cómo se distinguen éstos ante la ley? .Se supone que la 
instrucción y la riqueza son signos exteriores que revelan 
buen juicio e independencia; pero al determinaj? el grado 
de la ilustración o el monto del capital, el legislador se 
encuentra indeciso: si se señalan calificaciones muy ele-
vadas, se excluye a las masas, se anula el principio de-
mocrático ; y si se fijan condiciones de instrucción y cen-
so tan exiguas como son la de saber leer y escribir y 
tener doscientos pesos de renta, es evidente que la limi-
tación es de todo punto arbitraria e injusta. 
«Insisto, señor Presidente, porque este punto es ca-
pital, en que la instrucción o la riqueza, que pertenecen 
al orden literario y científico la primera, y al económiiro 
la segunda, no son principios morales ni títulos intrín-
secos de ciudadanía; y que sólo tienen valor en cuanto 
se subordinan al superior criterio que exige en el ciiida-
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daño recto juicio e independencia para votar. Conferir 
exclusivamente a los propietarios el derecho de votar, 
porque pagan contribuciones al Estado, es trocar el cri-
terio juridico por el criterio mercantil, y dejar de ver en 
el Estado una entidad tnoral, para convertirla en com-
pañía de accionistas; y atribuir únicamente esas funcio-
nes a los que sepan leer y escribir, como si esta circuns-
tancia envolviera virtud secreta, es incurrir en una su-
perstición. .Se establece la condición de censo como pren-
da de independencia, y lo es en efecto en Iglaterra v. g e , 
donde la propiedad' está asegurada por \íi ley y las cos-
tumbres. En un país quebrantado por las revoluciones y 
adolecido de inseguridad, temo que yerre quien estime 
la riqueza como señal probable de valor cívico para ha-
cer profesión púbHca de fe política. El H. señor Calde-
rón quiere que la ciudadanía empiece en doscientos pe-
sos de renta. £1 H. señor Casas Rojas, en quinientos. 
Cuál de las dos cifras es la verdadera y justa línea divi-
soria entre buenos y malos ci.udadanos? Ninguna de ellas. 
Entre una y otra cifra multitud de colombianos han estado, 
por decirlo así, pendientes de un arbitrario fallo constitu-
cional. Más graves objeciones suscita la condición de saber 
leer y escribir. Para probar cuan injusta es esta exigen-
cia bastaría recordar que la escritura no entró en los pla-
nes primitivos de la Providencia respecto de la especie 
humana, y que hoy mismo, las buenas costumbres, base 
esencial de la ciudadanía en una Repi'iblica bien ordena-
da, no se propagan por la lectura, sino por la tradición 
oral y los buenos ejemplos. 
«Muchos modernos publicistas prefieren a las res-
tricciones el sufragio general modificado por la gradual 
pluralidad de votos; de suerte que tomando como condi-
ciones fundamentales de capacidad la edad o la experien-
cia, la profesión o la inteligencia, y la riqueza o impor-
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tancia social, al que posea una de estas condiciones haya 
de concederse un voto más, sobre el que tiene derecho 
cualquier ciudadano. Este sistema, aunque complicado, 
no puede negarse que es equitativo, puesto que procura 
cierta proporción entre la capacidad y el derecho. No seria 
justo decretar que sólo los padres de familia voten ; pero, 
si ha de votar todo el mundo, sería muy bien pensado 
que el voto del padre de familia pesase como dos o más 
votos, como que un padre de familia no es un individuo 
aislado, sino legitimo jefe y representante de un pequeño 
reino. Y no creo yo que deba negarse al legislador la fa-
cultad de ensayar dentro de pocos o muchos años, éste 
o cualquiera otro sistema, por más que parezca extraño, 
- puesto que hoy por hoy no podemos afirmar cuál sea 
la mejor definitiva solución del sufragio. 
«Y es digno de notar que todo sistema.de sufragio 
amplio lleva en la práctica, aunque la ley no lo diga, la 
aplicación del voto múltiple. ¿Qué otra cosa, sino voto 
múltiple, es la influencia que ejercen sobre sus servido-
res y dependientes el hacendado o empresario, o la que 
tienen el periodista o el profesor sobre sus adeptos y 
parciales? Esas cédulas enastadas de que há hablado con 
tanto horror el H. señor Samper, son resultado de in-
fluencias sin las cuales la opinión no acertaría a orga-
nizarse para concurrir al combate electoral; y aceptado 
el sufragio popular, hay que admitir como legítimas tales 
influencias mientras se mantengan dentro de sus tér-
minos y no ocurran al dolo ni a la violencia, porque no seria 
dado suprimirlas sin suprimir el sufragio mismo. 
«Pero, sobre todo, tengo que rogar al Consejo que 
fije atenta consideración en una distinción esencial. To-
dos los arbitrios que se discurren para limitar el sufra-
gio, fuera de las restricciones dictadas por el criterio 
moral, se refieren a la elección directa. Si la elección 
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es indirecta, no hay derecho ninguno a establecer esas 
nuevas limitaciones; porque la elección indirecta-es un 
sistema que se discurre precisamente para reemplazar la 
elección directa restringida. La elección a dos grados 
divide a los ciudadanos en dos grupos: sufragantes y 
electores. Ella coloca por debajo de la categoría de elec-
tores la clase de los sufragantes, destinada únicamente 
a limitar el número de los electores ya definidos por la 
ley. El sufragante no queda por cima del ciudadano, sino 
por debajo del elector. Aquí se ha debatido calurosamen-
te si las masas han de conservar o han de perder el de-
recho electoral. Pues yo declaro aquí solemnemente que 
el sufragante vota, pero no elige; y que, por el mero 
hecho de establecerse la elección indirecta para Repre-
sentantes, los que antes eran electores, reducidos ahora 
a la clase de sufragantes, quedan en rigor privados del 
derecho electoral. 
«En Francia, y dondequiera que, a su imitación, se 
ha establecido el sistema de elección a dos grados, se 
han puesto restricciones al elector, pero no al sufragan-
te. El sistema de elección a dos grados, ideado en Fran-
cia por la hipocresía revolucionaria, es un medio de arre-
batar al pueblo el sufragio, dejándole la sombra, la ilu-
sión de la elección en primer grado. Pero nadie ha so-
ñado en limitar y enflaquecer esa sombra. Y limitarla y 
enflaquecerla es lo que proponen mis HH. colegas Cal-
derón, Casas Rojas y Samper en un exceso de severidad 
antidemocrática. 
«Debo declarar que no estuve de acuerdo con mis 
compañeros de comisión en la redacción del Título de 
elecciones. Creo yo que las Constituciones no deben en-
trar en pormenores, y que particularmente en esta ma-
teria es muy peligroso incorporar en ellas un reglamen-
to. La proposición que he tenido el honor de presentar 
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contiene algunos principios sancionados por el juicio co-
mún de los publicistas, y en asuntos dudosos deja libre 
el campo al legislador. Yo no acepto en principio, ni vo-
taré jamás en una Constitución, la elección a dos gra-
dos para Representantes; pero la votaría en una ley de 
carácter transitorio, para una época de convalecencia 
como la presente. Por eso propongo que el legislador 
• pueda adoptar la elección directa o indirecta, pero cada 
una con sus caracteres propios, y sin mezclar cosas he-
terogéneas.» 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
'I El HH. señor Caro ha explicado sus opiniones so-
bre el sufragio y el fundamento de su proposición en el 
extenso discurso que acaba de pronunciar; y me veo 
obligado a tomar la palabra para hacer algunas rectifica-
ciones. ^ 
«En primer lugar, haré notar que nunca he hecho 
acusaciones de ninguna clase a la Comisión de Constitu-
ción, por ningún motivo; expresé, si, que no debería ex-
trañarse el que yo hiciera modificaciones al proyecto, 
cuando los mismos miembros de la Comisión las han he-
cho, en mayor número que y o ; y cuando, habiendo pasa-
do mi vida dedicado al estudio y a la enseñanza de las 
ciencias políticas, y escrito mucho sobre ellas, tengo ideas 
perfectamente formadas sobre el particular. Acaso llegue 
a ser impertinente por hablar demasiado en estas discu-
siones, pero eso depende de mi carácter naturalmente 
apasionado y entusiasta ; de lo que no me arrepiento ni 
procuro enmendarme, porque sólo cuando uno está ín-
timamente convencido, puede defender sus ideas con ca-
lor y con pasión; por eso, cuando se ha tratado de los 
grandes intereses de la Patria, no he vacilado en ofren-
darme fervorosamente y en sacrificar por ella mi tran-
quilidad, mis intereses, mi familia y mi sangre. 
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«Entrando en el fondo de la cuestión, adolece el 
articulo del señor Caro de defectos que él ,mismo ha 
señalado en otros, propuestos en este debate. Si desea 
el señor Caro que la ley venga a resolver el gravísi-
mo problema del sufragio, y que en la Constitución se 
trate el punto generalmente, no lo ha conseguido, a mi 
juicio, con su modificación, en la que no ha podido pres-
cindir de resolver en parte la cuestión, como se observa 
a primera vista. Y no puede ser de otra manera, ni po-" 
dría encontrarse una fórmula q'uc dejara en libertad com-
pleta al legislador para establecer o nó el sufragio univer-
sal, a no ser que en esta carta no se hable nada sobre 
elecciones, lo que no debe hacerse. De otra manera, es 
decir, si en la Constitución no se establecen principios 
fundamentales en la matetia, los futuros Congresos se 
convertirían en palenque de^ discusiones ardientísimas 
para determinar las condiciones del sufragante, creyendo 
siempre el partido vencido en las elecciones, que a ellas, 
y no a la corriente política dominante, debe su derrota. 
Estoy de acuerdo en que aqui no deben desarrollarse el 
modo, el tiempo y otras cosas secundarias que se refieren 
al sufragio; pero sí deben señalarse las condiciones del 
sufragante y la fuente de cada elección. 
«Encuentra el H. señor Caro contradicción entreoí 
voto que di sobre el modo de constituir el Senado y las 
limitaciones que ahora se quiere poner al sufragio; que 
unas veces arguyo contra las tendencias aristocráticas, y 
otras contra las democráticas. Mis palabras han debido 
ser mal entendidas o mal recordadas. Yo he dicho que 
en las monarquías constitucionales la Cámara alta es una 
institución aristocrática, y que la Cámara popular lo sir-
ve de contrapeso. He dicho también que una institución 
de origen monárquico destinada a proteger la conserva-
ción de una dinastía, no tiene para qué ser imitada en 
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una República. Y si ahora me opongo al sufragio uni-
versal, no es por ser democrático, sino porque no me da 
garantías de capacidad suficiente para ser ejercido con 
conciencia. Yo no creo que la democracia sea sinónima 
de ignorancia; y si lo fuera, renegaría de la democracia. 
«Ha dicho el H. señor Caro que el artículo 5.° y los 
siguientes consultan las condiciones esenciales de la mo-
ralidad. No es enteramente axacta esta afirmación. En 
primer lugar, cl artículo 15 dice que para ser ciudadano 
se requiere tener oc7ipación licita w otro medio legitÍ77io y 
co7iocido de subsisteticia. Es muy dificil averiguar cuál in-
dustria es licita. Hay hombres llamados ho7iorables que 
ejercen industrias de muy dudosa moralidad. En segun-
do lugar, según los artículos 16 y 17 se pierde o se sus-
pende la ciudadanía por haber sido condenado en juicio 
a pena aflictiva, por delitos contra el sufragio, por beodez 
habitual, por causa criminal pendiente, etc. Se advierte 
que faltan muchos delitos en esta enumeración; por ejem-
plo la concupiscencia, que es mucho más grave que la 
embriaguez. Tampoco se impone pena de pérdida o sus-
pensión al tutor que detenta los bienes del pupilo, ni a 
otros defraudadores de lo ajeno, que saben disimular 
sus fraudes. En fin, los mayores casos de inmoralidad 
no están comprendidos en el articulo. Además, es muy 
dificil hacer efectiva esa pérdida de ciudadanía. Si al-
guna vez se ha hecho efectiva ha sido un caso feno-
menal. El único que yo conozco fue el que ocurrió conmi-
go, precisamente cuando después de haber aceptado la 
condecoración del busto del Libertador en Venezuela, fui 
bastante honrado para denunciarme yo mismo ante la 
Corte Suprema y solicitar mi rehabilitación. .Si yo no hu-
biera procedido así, nadie hubiera movido la cuestión ; 
y lo mismo ha sucedido y sucederá en todos los casos; 
por manera que estos artículos se quedarán escritos. 
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«Dice el H. señor Caro que el saber leer y escribir 
no es linea divisoria entre el hombre civilizado y el sal-
vaje; y que la instrucción y la renta son condiciones que 
presentan graves dificultades. Estoy de acuerdo en que 
no puede establecerse un sistema electoral perfecto. Hay 
pillos que saben leer y escribir. ¿Podría excluírseles de 
ejercer la función del sufragio ? No se puede. Y como no 
hay medio de hacer efectiva esta excepción, debe conser-
varse la regla general. Lo mismo sucede respecto de la 
renta. Dice el H. señor Caro que el derecho de sufragio 
ha estado en suspenso en estos dias entre una renta de 
$ 200 y una de $ 500; de suerte que los que la tengan 
' de $ 300 ó $ 400 han estado esperando la sentencia. líl 
Legislador de 1821 fijó la renta de $ 300 para ser elec-
tor. Pero esa renta valía entonces más que hoy la de 
$ 500. Hoy la subsistencia es más cara, las necesidades se 
han multiplicado. Debe establecerse una proporción entre 
la suma de entonces y la de ahora, y por eso se ha fijado 
la de $ 500 como aproximativamente justa. 
«Varias veces he dicho, y no será fuera de lugar 
repetirlo ahora, que las leyes, y más que éstas la Cons-
titución, que es la ley de las leyes, deben ser hechas, o 
mejor dicho, adaptables para el país en que van a regir. De 
aquí el que el Legislador tenga que consultar, al expe-
dirlas, una infinidad de circunstancias, como la situación 
geográfica, las tradiciones, la historia y hasta la lengua 
y las condiciones etnográficas de los hombres para quie-
nes legisla. Nuestra sociedad se compone de razas distin-
tas que, aunque más o menos amalgamadas, no han al-
canzado aún a formar un todo homogéneo, y exigen por 
lo mismo se tenga en cuenta su estado de crisálida al 
dictar las leyes bajo las cuales han de continuar desen-
volviéndose. 
«Tenemos en primer lugar el blanco de origen es-
pañol, que es por naturaleza de imaginación ardiente, de 
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temperamento nervioso, intolerante por lo mismo que es 
ambicioso de gloria y de mando, dado a pleitear, altivo 
en el poder, aristócrata y jactancioso de su origen, caba-
lleresco y aficionado a las cosas grandes y heroicas, y 
muy adicto a sus tradiciones. 
«En contraposición tenemos al negro de origen afri-
cano, que es fuerte para el trabajo, fiel eri sus afectos, fe-
cundo para la procreación, perezoso, indolente, supers-
ticioso en religión, de instintos groseros y sin noción al-
guna del derecho. 
«Y por último tenemos al indio puro con caracteres 
que lo distinguen notablemente de los dos tipos anterio-
res. El indio es paciente y pasivo, desconfiado y pérfido, 
frugal en la comida, pero intemperante en la bebida. Re-
serva y disimula sus emociones, y aunque laborioso, co-
mo carece de imaginación, no ejercita su laboriosidad sino 
en aquello en que necesita poner en juego el trabajo físi-
co y las facultades irnitativas. Puede decirse que esta 
raza degradada y deprimida se ha estancado y petrifica-
do, pues el iridio de hoy es el mismo que encontró Que-
sada en el tiempo de la conquista. Incapaz de civiliza-
ción, no sabe leer el catecismOi ni tiene conciencia de su 
derecho, y carece hasta del instinto más fuerte en todos 
los hombres, el de la curiosidad de su Dios, del cual 
sólo sabe que existe porque el cura se lo ha dicho. Me-
nos tiene, ni puede tener, la curiosidad de conocer las ins-
tituciones y los intereses del país, ni sus propios dere-
chos y deberes políticos y sociales. 
'(De la mezcla de estas tres razas resultan otros ma-
tices, el más interesante de los cuales es el del mulato, 
resultado del cruzamiento del blanco y el negro. Como 
corre por sus venas en abundancia la rica sangre españo-
la, es inteligente, de imaginación viva e inquieta, revol-
toso, audaz y altivo, ingobernable, capaz de aprender-
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lo todo con facilidad, pero sin seriedad en sus propósitos. 
El mestizo ha dado días de gloria a la patria, tanto en 
la guerra de la independencia como en las luchas civiles; 
ha enriquecido la literatura del país con preciosas pági-
nas, y, por último, ha llegado hasta a sentarse bajo el 
solio presidencial de la República. 
«Pero conceder el dei echo de sufragio a los indivi-
duos de la segunda y tercera raza, que son los que forman 
la mayoría de Colombia, equivaldría -a condenarnos des-
de ahora a no tener nunca un buen gobierno, serio y res ' 
petable, y a vivir en una zambra permanente. 
«Tal sería la consecuencia ineludible del estableci-
miento del sufragio universal, y por esta razón votaré 
en contra de él, como que soy su adversario decidido. 
« Ha explicado el H. señor Caro con lucidez la noción 
del sufragio, considerándolo como función o como dere-
cho. Para mí el sufragio es científicamente la emisión de 
conciencia, más bien que un voto de confianza. El que 
tiene la conciencia de su voto, sufraga por la persona 
que mejor representa sus creencias y aspiraciones. El que 
no conoce los intereses del país, da un voto de confianza 
que puede ser un voto ciego. Casi siempie el infeliz su-
fragante de nuestros pueblos vota por la lista que su 
cacique le impone. Siendo esto asi, debi.endo ser el su-
fragio un acto intelectual consciente y libre, deben exi-
girse condiciones de inteligencia e independencia. De 
otra suerte, las elecciones quedarían en manos de los 
caciques o ga7nonales, nombre que en castellano significa 
lugar estéril y desierto, y que nosotros hemos aplicado, 
sin duda por analogía, a los tiranuelos de aldea que es-
quilman y tiranizan a los míseros labriegos, esteiilizan-
do al pueblo. 
«Siento no haber podido contestar a otros argumen-
tos del juicioso discurso del H. señor Caro, de los cua-
les no pude tomar nota oportunamente. 
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«Debo concluir haciendo una observación que creo 
de mucho peso. Llevo, por desgracia, casi medio siglo 
de vida política; conozco todos los partidos; y sé por ex-
periencia que cada vez que alguno de ellos ha querido 
poner un dique a su adversario, lo que ha hecho es fo-
mentar su propia división y cometer una especie de sui-
cidio. 
«Los partidos deben existir en la República. Ellos 
tienen una misión benéfica. El partido radical cometió 
muchas faltas. Pero vinieron hombres de la importancia 
de los señores Caro y Holguín, que representaban dig-
namente al partido conservador en el Congreso, y la opo-
sición que ellos hacian impidió por algún tiempo la com-
pleta disolución del radicalismo. El partido radical se 
hundió el día en que no tuvo contrapeso alguno en las 
Cámaras. Lo mismo sucede ahora. El conservatismo y el 
liberalismo, estos dos grandes principios que en todas 
partes del mundo establecen la justa ponderación de la 
opinión pública, deben tener pi-oporcional representación 
en las Cámaras Legislativas. Si falta en ellas el elemen-
to liberal, estaremos perdidos. Mañana nos dividiremos 
por falta de un adversario que nos fiscalice y haga la 
oposición conveniente. El Gobierno que no tiene oposi-
ción se corrompe. El partido nacional, que ha salvado la 
República, debe permitir, por propia conveniencia y por 
conveniencia pública, que los radicales tengan acceso a 
las Cámaras; pues si bien es cierto que el partido radi-
cal ha sido condenado por la opinión pública, también 
es cierto que el radicalismo es una forma del liberalis-
mo, y en este aspecto, un elemento de equilibrio de 
fuerzas. 
« Ahora bien : el sufragio universal cerrará la puerta 
al partido Iliberal, y esta exclusión seria altamente impo-
lítica, inconveniente y absurda. Renunciemos, por tanto. 
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a esas ideas mezquinas que producen tan perniciosos efec-
tos, y adoptemos el término medio que he tenido el ho-
nor de proponer al honorable Consejo. " 
«Y estoy dispuesto a hacer el sacrificio de una par-
te de mis ideas, en obsequio de la conciliación, a fin de 
que todo el Consejo pueda adoptar una fórmula satisfac-
toria; y la conciliación, en mi concepto, ha de consistir 
en esto: dejar al dominio del sufragio universal las elec-
ciones puramente municipales, y reservar al sufragio res-
tringido, de dos grados, las elecciones de interés nacio-
nal.» 
E L H . SEÑOR CARO: 
«No participo de los recelos del H. señor Samper 
sobre la preponderancia exclusiva de ningún partido si 
se practica el sufragio en su mayor amplitud. Tanto en el 
proyecto como en la proposición que he tenido el honor 
de presentar, se establece que la elección de Represen-
tantes será uninominal y se hará por circunscripciones 
electorales. Este medio, opuesto al escrutinio de lista ge-
neralmente practicado en anteriores épocas, es el único 
modo efectivo de dar representación a los partidos. El 
que no tenga mayoría en una vasta comarca, la tendrá 
en alguna o algunas circunscripciones, y por allí envia-
rá sus Representantes al Congreso. Si ni a esto alcan-
zare, no será defecto del sistema, sino absoluta falta de 
opinión de aquel partido. Demuéstrese que el sistema 
de sufragio amplio es malo, porque no es equitativo; 
que si eso se demostrase, razón habría para condenarlo; 
pero no se diga que es malo sólo porque se teme que no 
produzca preconcebidos resultados ; ni se busque, en su 
lugar, un sistema artificial ad hoc, sólo para que pueda 
tener representación un partido que se teme no haya de 
merecer apoyo de opinión popular en ninguna circuns-
cripción. 
- 398 -
« El tono de alarma con que se> ha expresado el H. 
señor Samper, y sus funestos pronósticos, harían creer 
que hay una diferencia trascendental entre las disposicio-
nes del proyecto y la modificación propuesta por el H. 
señor Samper, y que esta modificación se encamina a 
corregir los abusos de las elecciones, y a moralizarlas fun-
dadamente. Pero hé aquí que la única innovación que el 
H. señor Samper ha introducido consiste en exigir a los 
sufragantes la condición de saber leer y escribir. 
«Y bien: como criterio negativo, esta exigencia es 
injusta; como criterio positivo, absolutamente infundada. 
«¿Por qué se priva de la ciudadanía a los que no 
saben leer y escribir? ¿Es por ventura esa ignorancia 
una falta grave que deba castigarse con la privación del 
derecho de votar aun en primer grado ? En este caso el 
Gobierno estará en el deber de proporcionar a todo el 
mundo esos conocimientos, y de hacer obligatoria su ad-
quisición. Stuart Mili, el ardoroso iniciador de esa forma 
de sufragio restringido—que él limita además con la obli-
gación de saber contar—reconoce esta forzosa correla-
ción de deberes. -. 
«La Contrtución de 1821 estableció este requisito, 
pero concediendo un término nada menos que de veinte 
años para hacerlo efectivo. Las nuevas Constituciones 
de 1830, 1832 y 1843, reprodujeron aquella disposición, 
inclusa la renovación del plazo, y se comprende fácil-
mente la razón del largo término concedido por aquellos 
Constituyentes. Ellos vieron que la exclusión de los que 
no saben leer y escribir implicaba una pena; que esta 
pena no debía tener efecto retroactivo, y debía notificar-
se con suficiente anticipación. Lá obligación de poseer 
un conocimiento envuelve la de adquirirlo. Pero nosotros 
hemos sancionado, desde las Bases, que la instrucción 
primaria no es obligatoria; y el H. señor Samper es ca-
balmente uno de los que con más calor han abogado por 
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esta libertad. Eximir a los padres de familia, por unii 
disposición constitucional, del deber de enviar sus hijos 
a la escuela, y penar por otro articulo a los hijos, por 
los efectos de un hecho declarado lícito, me parece un 
modo de legislar contrario a la equidad y a la lógica. 
«Si vemos la cuestión por otro lado, no como ex-
clusión de unos, sino como incorporación de otros en la 
clase ciudadana, tampoco se advierte fundamento plau-
sible. Para mi vale más que saber leer periódicos, que 
es lo más que sabe la generalidad de los leyentes, saber 
leer en el libro vivo del buen ejemplo, que es facultad 
propia de toda persona no corrompida por las malas lec-
turas. Cuanto a la segunda parte de la condición, todos 
los que conocen nuestros pueblos saben que el saber leer 
y escribir en la mayor parte de los casos sólo significa 
saber firmar; y es además notorio que a los sufragan-
tes que han de saber leer y escribir no se les exige, 
para poder votar, más comprobante que la firma. 
« Más razonable sería poner por condición la de saber 
la doctrina cristiana, u otro conocimiento positivo, que no 
una operación purainente mecánica. Es evidente que esta 
línea divisoria deja a uno y a otro lado, juntamente, per-
sonas dignas y personas indignas, lo cual vale decir que 
con ella se establece un deslinde absolutamente arbitra-
rio. Y si alguna presunción pudiera hacerse valer, más 
bien sería desfavorable a los que saben leer y escribir. En 
Colombia, por fortuna, lo que está corrompido no son 
las masas, sino las clases semi-letradas. En Cundina-
marcja, en años anteriores, se ha exigido esa condición para 
votar, y es el Estado donde hemos presenciado mayores 
escándalos electorales, obra de individuos pertenecientes, 
por la cuenta, a la clase a quien se pretende aquí que 
confiramos el monopolio de la ciudadanía.» 
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E L H . SEÑOR OSPINA CAM.ACHO: 
«Después de lo que se ha dicho en esta importante 
discusión, me parece que falta muy poco que agregar. 
Me propongo, al tomar la palabra, solamente manifestar 
que no estoy de acuerdo con la proposición del H. señor 
Caro, porque encuentro que no está en concordancia con 
las bases, a las que estrictamente tenemos que ceñirnos. 
Esta cuestión tiene dos partes: la una debe señalar las 
condiciones de los sufragantes, y la segunda cómo deben 
ejercer ese derecho. La proposición del II. señor Caro no 
contiene esta segunda parte, que debemos resolver; creo 
que es necesario ampliarla modificándola en este sentido.» 
E L H . SEÑOR CALDERÓN R E Y E S : 
,Ha dicho en este y los anteriores debates el H. 
señor Caro que en el ciudadano, conforme a la Consti-
tución, no existe sino el grado inferior de las condicio-
nes necesarias para ejercer funciones políticas, y estable-
ce como base fundamental del derecho a esas funciones 
la moralidad, después de que combate como impropias 
las condiciones de censo o ilustración que otros hemos 
sostenido. Me hago cargo del argumento, y observo al 
honorable Delegatario que si la moralidad es la única 
condición restrictiva, la misma Constitución debería co-
menzar reconociendo el sufragio de la mujer, que cons-
tituye la mitad de la sociedad, que refleja sobre la Patria 
sus virtudes en la primera educación de la familia, y que 
tiene derechos civiles tan sagrados como los del hombre. 
«Hago notar también que mientras el H. señor Ca-
ro argumenta admitiendo la teoría de que el sufragio es 
función política, el H. señor Ospina y otros Delegatarios 
que sostienen los mismos artículos del proyecto, argu-
yen fundándose en que es derecho imprescriptible. Bajo 
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el concepto en que el H. señor Caro considera la cues-
tión, no caben los argumentos de los otros honorables 
Delegatarios, así como bajo el concepto en que el H. se-
ñor Ospina la considera, aquellos argumentos son deci-
sivos en contia suya. ¿Por qué, en efecto, si el sufragio 
es un derecho, se han de imponer restricciones relativas 
al sexo o la edad, cuando el que nace encuentra, o debe 
encentrar al nacer, constituido su derecho ? ¿ No tienen los 
menores y los mayores también derecho a votar como lo 
tienen a recibir una herencia? Y sí él sufragio es una 
función política, ¿por qué no quedan excluidos los inca-
paces de ejercerla? 
«Rechaza el H. señor Caro la condición de leer y 
escribir como criterio a'bit 'ario para juzgar de la capa-
cidad intelectual de los hombres, y agrega que el que 
sabe leer y escribir puede ser hombre inaceptable por fal-
ta de moralidad. Pero como la condición de moralidad 
está definida ya, lo mismo rige con la restricción que él 
sostiene que con las que yo deseo, y entonces hay que 
comparar solamente al que no sabe leer ni escribir con el 
que sabe. ¿Hay motivo alguno para considerar al prime-
ro más ilustrado que al segundo? Es claro que nó, y por 
tanto debe inferirse que, intelectualmente hablando, es 
el segundo superior al primero. Ese conocimiento no es 
elemento de cálculo incierto o arbitrario, poique si leer o 
escribir es operación mecánica, el que lee ha extendi-
do el radio de su visión intelectual, ha necesitado esfuer-
zo mental para poder leer, y adquirido en la práctica de 
la lectura, de un modo insensible pero evidente, nuevas 
ideas, nuevos sentimientos. 
«Escribir y leer son ope.-aciones del pensamiento 
que en si mismas nada significarían, si pudiera conside-
rárseles independientemente de la apropiación de ideas a 
que sil ven de origen. El H. señor Caro mismo, si es una 
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gloria de las letras americanas, no lo sería si no supiera 
leer y escribir: este conocimiento fundamental es la base 
de su merecido renombre.» 
Los Relatores, 
fidio Añez—A. González Toledo—Roberto de Narváez, 
(Sesión del dia 4 de junio de 1886) 
Texto 
«Art. 174. Los Departamentos, para el servicio ad-
ministrativo, se dividirán,, por ley, en provincias, y éstas 
en distritos municipales.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R 
«Art. 174. Los Departamentos, para el servicio ad-
ministrativo, se dividirán en provincias, y éstas en distri-
tos municipales.» 
Aprobada y adoptada. 
Deba te 
E L H.SEÑOR SAMPER: 
« Ruego a los miembros de la comisión de Constitu-
ción que mediten bien si no seria conveniente atribuir a 
las Asambleas Departamentales la facultad de establecer 
la demarcación de sus varias secciones y de dividir las 
provincias en distritos municipales de la manera que 
juzguen más conveniente a los intereses de cada Depar-
tamento, dejando como atribución del Congreso la demar-
cación general de los límites de los Departamentos y su 
división en provincias. \ja% Asambleas y autoridades lo-
cales están en mejor capacidad que el Congreso para de-
terminar cuáles son las divisiones interiores que más con-
vienen para la buena administración de sus intereses. 
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Asi, por ejemplo, el Jefe civil y militar de Bolívar ha 
creído necesario y oportuno reducir a menor número las 
once provincias en que se hallaba dividido ese Estado; 
y así también puede presentarse la oportunidad de hacer-
lo en otras secciones. Esto es lo que me ha movido a 
proponer se supriman en el artículo original las palabras 
«por ley»; con la cual supresión queda atribuida a las 
Asambleas departamentales la facultad de fijar la demar-
cación y número de los distritos municipales en que haya 
de quedar dividida cada provincia; y sólo reservaremos 
a la ley nacional la demarcación de las provincias en que 
se dividan los Departarñentos. Esto es lo conveniente 
para el bien común, consultando al propio tiempo el inte-
rés del buen gobierno nacional y el de una justa y nece-
saria descentralización administrativa. 
E L H . SEÑOR CASAS ROJAS: 
«Estoy en un todo de acuerdo con el H. señor Sam-
per en que se deje a las asambleas departamentales la 
atribución de fijar sus divisiones interiores, por razón de 
ser sumamente difícil al Congreso descender a dictar dis-
posiciones sobre asunto de carácter tan secundario e in-
significante ; y así, propongo que se vote la modificación 
del H. señor Samper, a reserva de que, cuando se trate 
de las atribuciones de las mencionadas asambleas, se agre-
gue la de determinar el número y demarcación de sus 
distritos municipales.» 
Texto 
Arts . 175 y 176. Aprobados sin discusión. 
«Art. 177.'Corresponde a las Asambleas dirigir y 
fomentar, por medio de ordenanzas, y con los recursos 
propios del Departamento, la educación y beneficencia, 
las industrias establecidas y la introducción de otras nue-
— 404 — 
vas, la inmigración, la importación de capitales extranje-
ros, la colonización de tierras pertenecientes al Departa-
mento, la apertura de caminos y de canales navegables, 
la construcción de vías férreas, la explotación de bosques 
y ríos y cuanto se refiera a los intereses seccionales y 
adelantamiento interno.» 
MODIFICACIÓN ADITIVA DEL H . SEÑOR S A M P E R 
a) «También corresponde a las Asambleas estatuir 
lo que estimen conveniente sobre la división de sus pro-
vincias en distritos municipales; b) y sobre estableci-
miento de contribuciones, con las limitaciones estableci-
das en esta Constitución.» 
Dividida en partes a y b a petición del H. señor Cal-
derón. 
REFUNDICIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER 
«Art. 177. Corresponde a las Asambleas dirigir y 
formentar, por medio de ordenanzas, y con los recursos 
propios del Departamento, la educación y beneficencia, 
las industrias establecidas y la introducción de otras nue-
vas, la inmigración, la importación de capitales extranje-
ros, la colonización de tierras pertenecientes al Departa-
mento, la apertura de caminos y canales navegables, la 
construcción de vías férreas, la explotación de bosques de 
propiedad del Departamento y de ríos que exijan la ca-
nalización, la división de sus provincias en distritos mu-
nicipales, determinando sus limites, lo relativo a la poli-
cía local, la fiscalización de las rentas y gastos de los 
distritos y cuanto se refiera a los intereses seccionales y 
adelantamiento interno.» 
Aprobada. 
Submodificació/t del H, se7~ior Paúl : en vez de la fra-
se «y de rios que exijan canalización,» esta ot ra : «la 
canalización de los rios.» 
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Debate 
SOBRE LA I.'' MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
AL ARTÍCULO-177 
E l H, señor Sa77iper: 
« 
« Una vez que a propuesta mía y con aprobación del 
H. Consejo se suprimieron en el articulo 174 las palabras 
«por ley » y se asignó por lo mismo a las Asambleas De-
partamentales la facultad de dividir las Provincias en Dis-
tritos municipales, me ha parecido conveniente hacer 
constar aqui lo acordado, y este es el objeto de la modifi-
cación adicional que propongo. 
« Respecto a contribuciones, he introducido la limita-
ción de que deben ser impuestas con arreglo a las dis-
posiciones de la Constitución, para cerrar la puerta a po-
sibles arbitrariedades y consiguientes discordias entre co-
lombianos por causa de la desigual distribución de los 
impuestos. Con las contribuciones de peaje y derecho de 
tránsito, por ejemplo, se comete la injusticia de hacer 
pagar a los habitantes de un Departamento rentas que 
van a invertirse en provecho de otro. 
«Estas consideraciones servirán para explicar el mo-
tivo que he tenido al proponer la adición que se discute. 
l iL H. SEÑOR OSPINA CAMACHO: 
«Llamo la atención del honorable Consejo a la falta 
de precisión de los términos del artículo en lo que se re-
fiere a explotación de bosques, pues no se expresa si las 
Asambleas tendrán jurisdicción sobre los que sean de pro-
piedad del Departamento solamente, o si la tienen tam-
bién sobre los que sean de propiedad particular o que 
pertenezcan a la Nación. La forma en que está redactado 
el artículo podría dar lugar a que las Asambleas, bajo pre-
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texto de diminución de las aguas u otro cualquiera, im-
pidieran talar un bosque de propiedad particular que con-
viniese a su dueño echar por tierra para destinar el terre-
no a otro objeto.» 
E L H . SEÑOR CALDERÓN R E Y E S : 
« Creo que otro de los negocios que deben ser de la 
exclusiva competencia de las Asambleas departamenta-
les, es el de disponer lo necesario sobre las contribucio-
nes y rentas de los distritos de sus respectivos Departa-
mentos; pues sería embarazoso, a más de muy dificil, 
discutir y sancionar una ley de régimen municipal en 
las sesiones del Congreso. 
«.Son tan heterogéneas las condiciones económicas de 
los Departamentos,-y de clases tan distintas las materias 
que en cada uno de ellos pueden ser gravadas con im-
puestos, que el Congreso se vería en imposibilidad de con-
densar en una ley general todas las disposiciones nece-
sarias para reglamentar la organización fiscal de Seccio-
nes que no pueden, por la diversidad de sus condiciones, 
ser sometidas a una legislación uniforme.» 
SOBRE LA REFUNDICIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER: 
El H. señor Sa77ipe7 .- • 
« El objeto que me he propuesto al hacer la refundi-
ción que propongo, ha sido atender a las ^ observaciones 
del H. señor Ospina Camacho a bosques; y las del H. 
señor Calderón Reyes, en cuanto a fiscalización de rentas 
y gastos de los distritos. 
«Veinticinco años llevamos de federación, y harto 
amarga ha sido la experiencia que hemos recogido en la 
práctica de tan funesto sistema; pero él ha hecho calar 
en los pueblos ciertos principios y costumbres que no es 
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posible atacar de frente, y mucho menos pretender arran-
car de raíz; así es que, en mi concepto, debemos dejar a 
las Asambleas Departamentales el manejo de sus rentas, 
y la demarcación de sus limites municipales.» 
Tex to 
Art. 178. 
a) «Las Asambleas departamentales, además de sus 
atribuciones propias, j>odrán ejercer otras funciones por 
autorización del Congreso, b) o del Gobierno.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER: suprime la parle b) 
Aprobada. 
«Art. 179 las Asambleas votarán anualmente el Pre-
supuesto de Rentas y Gastos del respectivo Departamen-
to, y en él apropiarán las partidas necesarias para cubrir 
los gastos que le corresponden, conforme a la ley.» 
Aprobado. 
«Art. 180. Las Asambleas pueden imponer contri-
buciones con las condiciones siguientes: 
« I.* Ningnna materia imponible podrá ser gravada a 
un mismo tiempo por la Nación y por los Departíimentos, 
siendo preferible en el caso de concurrencia de impues-
tos, el establecido por la Nación. 
«Lo dispuesto en este inciso no obsta para que cua-
lesquiera artículos que se introduzcan a un Departamen-
to, estén sujetos a pagar contribución de consumo, por 
una sola vez, cuando sean dados a la venta. 
«2.' Ningún gravamen departamental podrá recaer 
sobre objetos de tránsito por el territorio del respectivo 
Departamento, salvo que consista en la equitativa com-
pensación de servicios efectivos prestados al mismo trán-
sito. 
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«3." El impuesto, contribución o arbitrio establecido 
por el Departamento no podrá exceder del mismo lími-
te que señalen las leyes.» 
SUSTITUCIÓN DE LOS H H . SEÑORES OSPINA 
Y CASAS ROJAS 
«Art. 180. Son rentas propias de los Departamen-
tos, de que sólo las respectivas Asambleas pueden dis-
poner, las siguientes: 
« I .* El producto de sus propios bienes ; 
«2.* Gravamen, hasta poder llegar al monopolio, 
sobre la producción y consumo de los licores espirituo-
sos; 
« 3." Gravamen sobre la riqueza raíz inmueble hasta 
el cuatro por mil; 
« 4.* El derecho de peaje, en la cuantía que permitan 
las leyes; 
«5." El registro sobre efectos dados a la venta", y 
con las restricciones que establezcan las leyes; y 
«7.* Las demás que puedan establecerse conforme 
a las leyes.» 
MOCIÓN DE LOS H H . SEÑORES CARO Y REYES 
«Suspéndase lo que se discute; pase el negocio a 
una comisión, con plazo hasta el martes próximo; y cíte-
se para la discusión a S. .S. el .Secretario de Hacienda.» 
Aprobada. 
Art. 181 y 185. 
"Aprobados sin modificación. 
«Art. 186. Los Gobernadores estarán sujetos a res-
ponsabilidad administrativa y judicial. Son amovibles por. 
el Gobierno, por razón de mal comportamiento o por 
consideraciones puramente políticas ; y responsables ante 
— 409 — 
la Corte Suprema por los delitos que cometieren en el 
ejercicio de sus funciones.» 
MODIFICACIÓN DE LOS H H . SEÑORES CAS.AS ROJAS 
Y LABORDE 
«Los Gobernadores estarán sujetos a la responsabi-
lidad administrativa y judicial. .Son amovibles por el Go-
bernador y son responsables ante la Corte Suprema por 
los delitos que cometieren en el ejercicio de sus fundo-
nes.» 
Aprobada. 
Art. 187. 
Aprobado. 
Art. 188. 
Aprobado suprimiendo, a petición del H . señor Quin-
tero Calderón, las palabras t o ayuntamiento.» 
Art, 189. Corresponde a los Consejos municipales 
ordenar lo conveniente por medio de acuerdos y regla-
mentos interiores, votar las contribuciones y gastos del 
distrito, formar periódicamente el censo civil y ejercer 
las demás funciones que señale la ley.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR OSPINA 
«Art. i£g. Corresponde a los Consejos municipales 
ordenar lo conveniente, por medio de acuerdos o regla-
mentos interiores, para su propia administración; votar 
de conformidad con las ordenanzas expedidas por las 
Asambleas, las contribuciones y gastos del distrito; for-
mar anualmente el censo civil, y ejercer las demás fun-
ciones que les señale la ley.» 
Aprobada. 
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SUBMODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR P A Ú L 
«Art. 189. Corresponde a los Consejos municipales 
ordenar lo conveniente, por medio de acuerdos o regla-
mentos interiores, para la administración del distrito; 
votar, en conformidad con las ordenanzas expedidas por 
las Asambleas, las contribuciones y gastos locales; for-
mar el censo civil y ejercer las demás funciones que les 
estén atribuidas.» 
• Aprobada. 
NUEVA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR 
QUINTERO CALDERÓN 
....«gastos locales; llevar el movimiento anual de la 
población y formar el censo civil cuando lo determine la 
ley.» 
Aprobada y adoptada. 
Art. igo. 
Aprobado. 
Art. 191. Los Departamentos de Cundinamarca y Pa-
namá están sometidos a la autoridad directa del Gobierno 
y serán administrados con arreglo a leyes especiales.» 
MODIFICACIÓN DE LOS H H . SEÑORES SAMPER, CUERVO 
Y CASAS ROJAS 
«El Departamento de Panamá....» (suprímese el de 
Cundinamarca) 
Deba te 
SOBRE EL ARTÍCULO lOI 
El H. señor Samper: 
«Este discurso tiene que ser para el público, y asi, 
necesito explicar, aunque sea brevemente, porqué estoy. 
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respecto a Cundinamarca, en todo de acuerdo ^ n lo que 
dijo el H. señor Casas Rojas en una de las sesiones an-
teriores. 
«Cundinamarca reúne en su seno la mayor masa de 
ciudadanos distinguidos; su riqueza es considerable, y 
su población muy numerosa, condensada en un~ territorio 
relativamente pequeño. Ha ilustrado a la Nación con 
sus glorias, tanto en la guerra de emancipación como en 
las épocas posteriores, y puede asegurarse, sin aventurar 
nada, que es hoy el centro de la civilización de la Re-
pública. No habría, pues, justicia en que quedase fuera 
del derecho común, y por otra parte, no hay el menor 
inconveniente para que continúe rigiéndose conforme a 
las disposiciones a que están sometidos los demás Depar-
tamentos. 
«No sucede lo mismo cpuTanamá, y es obvia la razón 
que hay para exceptuarlo de la regla común, cosa que, 
aunque a primera vista parezca injusta, es sin embargo 
de imperiosa e irremediable necesidad. Hay que proce-
der, respecto de aquella Sección de la República, de una 
manera análoga a la que se empleó con Casanare, que de 
Provincia que era, y muy rica sobre todo en la industria 
pecuaria, hubo que reducirla a la simple categoría de 
territorio, porque no había otra manera de gobernarla. 
Panamá tiene una multitud de circunstancias especiales 
que demandan la intervención directa del Gobierno Na-
cional en su administración, y disposiciones especiales 
también para regirla. Allí se encuentran reunidos inte-
reses de todas las Naciones ; y hoy, cuando está exca-
vándose el Canal que dará paso al mundo, todas ellas pug-
nan por la libertad y al mismo tiempo por la seguridad 
del tránsito. Por otra parte, el paso de los buques ex-
tranjeros y de las tiopas que puedan ir disfrazadas, exi-
gen una vigilancia extremada, pues el menor descuido 
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de parte de las autoridades locales puede acarrearnos 
gravísimas complicaciones. Acaso se dirá que hay injus-
ticia, pero esto no depende sino de la naturaleza de las 
cosas.» 
E L H . SEÑOR GENERAL R E Y E S : 
«Soy de opinión que las razones alegadas por el H. 
señor Samper en favor de Cundinamarca son aplicables, 
y acaso con más poderosos motivos, a Panamá; pues este 
territorio, por virtud de su excepcional situación geográ-
fica y por el hecho de estarse excavando allí el Canal in-
teroceánico que servirá de paso obligado al comercio del 
mundo, es la sección más importante y llamada a mejor 
porvenir de la República. Existen alli muchos hombres 
inteligentes, laboriosos y honrados, que si hoy excusan 
tener intervención en los asuntos políticos, la tendrán 
activa y acertada cuando entre el Istmo en otra era por 
el natural desarrollo que habrá de darle la grande obra 
que se está llevando a cabo. Allá acudirán también co-
lombianos de otras secciones, que irán con el contingen-
te del trabajo y la riqueza; y no seria justo que se viesen 
privados de los derechos políticos que se les otorgan rn 
los demás Departamentos de la República. 
«Yo pregunto a los honorables señores miembros 
del Consejo: ¿ Cómo es posible que, separado como está 
Panamá de la capital por tres días de mal camino de he-
rradura, la navegación del Magdalena, no siempre prac-
ticable, y el viaje de mar que hay que hacer en buques 
extranjeros; cómo es posible, repito, que desde aquí se 
administren con la debida prontitud y acierto los intere-
ses de aquella importantísima porción de nuestro terri-
torio? 
«El señor de Lesseps acaba de ratificar el anuncio 
de que la apertura del Canal estará definitivamente con-
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cluída en el año de 1889 ; y no tengo para -qué detener-
me a enumerar los grandes resultados que traerá para 
el istmo la realización de esa empresa. No se alegue que 
sólo el elemento extranjero vendrá a aprovecharse de la 
prosperidad de Panamá, pues sería vergonzoso que «los 
colombianos desdeñaran los frutos del rico patrimonio 
que les ha cabido en suerte. 
«Llamo la atención del honorable Consejo a la cir-
cunstancia de que Panamá no está representado en él 
por ninguno de sus hijos, que conocedor de sus intereses 
y necesidades locales, pueda .defender los primeros con 
acierto y proponer remedio adecuado para las segundas. 
Yo conozco aquella importante Sección desde hace quince 
años, he tratado a sus hombres distinguidos, he visto su 
comercio e industria, y por lo mismo puedo prever su 
porvenir y apreciar la injusticia que se cometería si no 
se le dejasen derechos iguales a los que se conceden a 
los demás Departamentos. 
«Por estas razones, y con el fin de que haya la debi-
da madurez al decidir este delicado e interesante asunto, 
me atrevo a proponer al honorable Consejo aplace la dis-
cusión de él hasta el lunes próximo.» 
Aplazóse para otra sesión la continuación del debate, 
a propuesta del H. señor Reyes. 
Los Relatores, 
f7ilio A7'iez—fulio A. Co7-redor—R. de Na7-vácz 
(Sesión del sábado 5 de junio de 1886) 
Texto 
PROPOSICIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
«Revócase la aprobación dada al inciso 16 del ar-
tículo 118, y a los articulos 119 y 122, y reconsidérense.» 
Negada. 
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Debate 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
« «Hay en el proyecto varios articulos a que me he 
opuesto por creer que admiten mejora, ya en el fondo, 
ya simplemente en la foi ma. Entre éstos está el articulo 
118, que en su inciso i6 pone como atribución del Presi-
dente de la República la de organizar el Banco Nacional, 
y ejercer inspección sobre los establecimientos particula-
res de crédito. 
«No hay duda que las instituciones bancarias de ca-
rácter particular deben estar sujetas a la inspección del 
(jobierno, como que éste tiene la obligación de velar para 
que no se menoscaben los intereses de los ciudadanos 
por mala administración o deliberados abusos de los es-
tablecimientos en que esos intereses están comprometi-
dos. Pero creo que no deben hallarse juntas en un mis-
mo articulo la facultad de ejercer esa saludable inspec-
ción sobre las instituciones particulares de crédito, y la 
de organizar el Banco Nacional, por ser esas dos atribu-
ciones de muy distinta naturaleza. Todos reconocemos 
los grandes servicios que se deben al Banco Nacional, 
y hasta dónde ha contribuido su intervencióii a dar im-
pulso al comercio y al desarrollo general de los recursos 
del pais. Pero supongamos que más tarde viniera a ser 
inoecesaria o inconveniente la existencia del Banco Na-
cional. ¿Qué sucedería? Que el Gobierno no podía decre-
tar su supresión, aunque ella fuera a todas luces indis-
pensable, porque el inciso eri cuestión le obliga al man-
tenimiento de dicha institución. Ahora, Si sólo a la letra 
nos atenemos, la atribución de organizar el Banco Na-
cional es inútil, puesto que él está ya de tiempo atrás 
perfectamente organizado. 
— 415 — 
Támbién querría que se revocase la aprobación dada 
al articulo i ig y se reconsiderase por el honorable Con-
sejo, para ser consecuentes con el plan acordado de no 
dejar al Poder ejecutivo sujeto a estorbosas restricciones 
que puedan imponerle los Legisladores futuros, pero al 
mismo tiempo no darle atribuciones de tan vasta ampli-
tud que le tienten a cometer abusos de autoridad. Creo, 
pues, que el artículo 119 debe reemplazarse con otro en 
que se enumeren las facultades del Presidente con toda 
claridad y precisión. 
«No estoy tampo de acuerdo con las disposiciones 
del articulo 122, por razones que expondré cuando llegue 
la oportuni,(fed, si el honorable Consejo tiene a bien ac-
ceder a mi propuesta de reconsideración.» -
E L H . SEÑOR GENERAL R E Y E S : 
«Encuentro fundadas las observaciones con que el 
H. señor Samper ha sustentado la proposición de que 
sean reconsiderados los artículos 118, 119 y 122; pero 
creo que ganaríamos tiempo y consultaríamos a la vez 
las reglas de buen método, terminando primero la discu-
sión general del proyecto y dejando para después la dis-
cusión de modificaciones que podrán hacerse con más 
acierto y unidad cuando tengamos ya la obra completa.» 
E L H . SEÑOR SAJUPER: 
«A cada paso tenemos que estar haciendo referen-
cías de unos artículos a otros; y no creo, como cree el 
H. señor General Reyes, que sea buQU método seguir 
adelante antes de haber dejado definitivamente termina-
do lo que precede. Si el honorable Consejo considera que 
no deben dejarse atrás deficultades por resolver, vale más 
que arreglemos de una vez lo pendiente, para seguir 
luego con lo que falta, sin que corramos el reisgo de 
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incurrir en errores o inconsecuencias al hacer referen-
cias retrospectivas de unos' artículos a otros. Esto es lo 
que, en mi opinión, aconsejan la claridad y cl buen mé-
todo.» 
E L H . SEÑOR CARO: 
«He pedido que la proposición del H. señor Samper 
se vote por partes, a fin de que el Consejo pueda deci-
dir cuáles de los articulos a que ella se refiere deben 
volver a ser estudiados, según las razones que para ello 
se aleguen. Si cada uno de nosotros se propone pedir 
la reconsideración de los articulos que han pasado sin 
su voto, no acabaremos nunca. Creo que sólo deben re-
considerarse aquellos que pasaron inadvertidos, o los que 
ofrezcan nuevos puntos de vista. 
« En la cuestión de Bancos, el Consejo ha manifesta-
do varías veces su voluntad por gran mayoría. Se dis-
cutió primero largamente en sesiones secretas. Pasó a 
una comisión de que formó parte el que habla. La co-
misión presentó un informe razonado, y terminó propo-
niendo para el Proyecto de Constitución un artículo que 
el Consejo adoptó, sin que por entonces el H. señor Sam-
per le hiciese oposición, aunque después reclamó contra 
la publicación del informe. La comisión de reforma cons-
titticional adoptó el artículo en el proyecto ; volvió a 
discutirse en el Consejo; entonces lo atacó el H. señor 
Samper, y el Consejo volvió a aprobarlo. Para pedir aho-
ra su reconsideración, el proponente está en el deber de 
hacer una nueva alegación que pudiera justificar en al-
gún caso la retractación que quiere que haga el Constíjo 
de su voluntad tantas veces manifestada, 
«Votaré la reconsideración de cualesquiera artículos 
cuando se expongan justos motivos para la revisión ; pero 
no por mera deferencia personal.» 
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E L H . SEÑOR SA.MPER: 
«Creo que el H. señor Caro padece una equivoca-
ción, involuntaria sin duda, al afirmar que el Consejo de-
batió ya largamente la cuestión referente al Banco Na-
cional. Lo que se discutió fue lo relativo a la emisión 
de billetes, pero nó a la existencia constitucional del 
Banco; y yo no he reproducido, como lo afirma el H. 
señor Caro, las mismas razones que hice valer entonces. 
Varios honorables Delegataríos creyeron que yo me opo-
nía a la ingerencia del Gobierno en el Banco Nacional ; 
pero fue porque hubo una confusión que nació de que 
yo fui adverso a que se atribuyese al Gobierno, en la 
Constitución, la organización del Banco Nacional con-
juntamente con la inspección de instituciones análogas 
de carácter particular. 
«Ahora sostiene el H. señor Caro que debe establS-
cerse como regla el no reconsiderar los artículos que ya 
han sido aprobados; y a esto «o puedo someterme, pues 
estoy interesado como el que más en que la Constitu-
ción sea lo más perfecto posible, y para ello busco todos 
los caminos. Mi oposición en ciertos asuntos es por de-
más justa, si se atiende a que hay varias disposiciones 
que pasaron durante mi ausencia de la capital, y entre 
ellas algunas que no suscribiría en ningún caso. Tengo, 
pues, no sólo derecho, sino deber de conciencia, de in-
sistir en que se reconsideren tales disposiciones; y so-
lamente me resignaré a lo contrario en el caso de que 
el honorable Consejo declare que no tengo derecho para 
reclamar que vuelvan a discutirse.» 
( 
E L H . SEÑOR OSPINA CAM.ACHO: 
«No parece que ninguno de los miembros del Con-
sejo dispute al H. señor Samper el derecho de pedir la 
27 
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reconsideración de algunos artículos que han sido apro-
bados. Por lo que he comprendido, los HH. señores Re-
yes y Caro lo que quieren es que se establezca cierto or-
den en el trabajo general conducente a su más pronta 
conclusión, esto es, que tan luego como se haya votado 
todo el proyecto, se reconsideren aquellos artículos que a 
juicio de alguno o algunos de los honorables Delegata-
rios requieran una nueva disposición. Recuérdese que al 
discutir el articulo 119 fue preciso reconsiderar el artículo 
23 para que hubiera la debida congruencifi entre uno y 
otro. 
«Estoen cuanto a la oportunidad de la proposición, 
que en cuanto a su fondo, creo que el H. señor Samper 
tiene razón al pedir se reconsidere el articulo referente 
al Banco Nacional, pues no podemos estar seguros de 
que tal establecimiento, exista dentro de 20 años; y en 
caso de que no sea así, la atribución asignada al Poder 
Ejecutivo sería superfina. 
«El derecho que t e r san los Gobiernos para inspec-
cionar las operaciones de los establecimientos particula-
res de crédito, es una cuestión económica que se ha de-
batido extensamente en el mundo, y que ha quedado afir-
mativamente resuelta. 
«Yo no soy enemigo del Banco Nacional. Creo, al 
contrario, que es para el Gobierno un gran recurso de 
que no puede prescindir, pues sin el respaldo de ese es-
tablecimiento no podría emitir billetes de crédito público; 
pero si mañana no pueden recogerse y amortizarse esos 
billetes, cl establecimiento no será un banco ni tendrá 
carácter de tál.» 
Tex to 
«Art. 192. Pertenecen a l a República de Colombia 
las fincas, rentas, valores y derechos que pertenecieron 
a la extinguida Unión Colombiana. 
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«Exceptúase lo que por medio de leyes especiales 
haya sido enajenado o cedido a cualesquiera personas o 
entidades.» 
MOCIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
«Suspéndase la discusión del articulo 102 hasta la 
sesión del martes próximo, y dése aviso a S. S. el Se-
cretario de Hacienda, de esta resolución.» 
Aprobada. 
Debate 
E L H . SEÑOR CARO: 
«El artículo suscita, y no decide, una cuestión muy 
grave. Por él se confirman dos donaciones hechas por la 
Nación a cualesquiera personas o entidades. Los princi-
pales cesionarios, o para hablar más claro, expoliadores 
de la Nación, fueron los Estados. Los Representantes de 
los Estados Soberanos venían al Congreso a repartirse 
los despojos de la Hacienda nacional, como alacranes 
que devoran a la madre. Los Estados Soberanos han 
muerto. Sus bienes son herencia yacente. ¿ Quién ha de 
ocuparla? ¿Están los nuevos Departamentos llamados 
por derecho natural a esta sucesión ? ¿ O bien la Nación, 
por el hecho de reasumir la soberanía, recobra el dominio 
de bienes que los Estados poseyeron a título de Sobera-
nos ? Este punto debe decidirse aquí, y quedar definido 
en la Constitución. 
«Si la Nación, como yo lo creo de derecho, recobra 
como única soberana los bienes de los Soberanos difun-
tos que formaban la Nación, debe procederse a una dis-
criminación equitativa, para que ella conserve los bienes 
anexos al atributo de la soberanía, como son el subsue-
lo y los baldíos, y renueve liberalmente en favor de los 
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Departamentos la donación de otros que no tienen aquel 
carácter. Pero este asunto es grave, y requiere la asis-
tencia, que yo me permito solicitar, al H. señor Secreta-
rio de Hacienda.» i 
E L H . SEÑOR SAMPER: 
«Hay un punto grave que requiere también una de-
claración terminante, y es el de las tierras baldías. Por 
una antigua disposición se adjudicó a cada Estado cierto 
número de hectáreas, y mañana podría disputárseles ese 
derecho por haber cambiado de condición. Los Estados 
no han dispuesto de sus tierras sino teóricamente, pues 
las concesiones de baldíos que se han hecho para favo-
recer algunas empresas, han caducado por no haber éstas 
llegado a realizarse. 
«Esto importa un caudal para la República, por una 
parte; y por otra, para evitar conflictos en lo venidero, 
y el que se ponga en duda más tarde ante la Corte Su-
prema la jurisdicción de la Nación o de los Departamen-
tos, debe definirse cuáles de las tierras que fueron asigna-
das a los Estados pertenecen hoy a los Departamentos, y 
en qué medida deben ser respetados los derechos adqui-
ridos por terceras personas.» 
E L H . SEÑOR CALDERÓN R E Y E S : 
«Un honorable Delegatario me ha hecho privadamen-
te la observación, muy justa por cierto, de que cuando se 
trató del Titulo x v i l debieron especificarse los bienes de 
los Departamentos, ya que se trataba de las rentas. 
«El H . señor Caro ha presentado la cuestión en estgs 
términos: puesto que ha desaparecido la entidad Esta-
do, los bienes de éste deben corresponder a la Nación 
a título hereditario. Antes de la Federación las Provin-
cias tenian bienes propios, de los cuales vinieron a ser 
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herederos los Estados, y al organizarse éstos quedó con-
venido que esos bienes pasarían al dominio de las enti-
dades que les sucedían. Así, los bienes, por ejemplo, que 
pertenecieron al Estado de Boyacá, habían sido propie-
dad de la Provincia de Vélez, la cual fue dividida entre 
aquel Estado y el de Santander. Como se ve. esto en-
vuelve una cuestión ardua, pues no se pueden desconocer 
los títulos y derechos de las entidades que politicamente 
han muerto ni dejar de atender a las obligaciones que han 
contraído; y así, votaré por la proposición del H. señor 
Caro, para continuar el debate con conocimiento de las 
opiniones del Poder Ejecutivo sobre la materia.» 
Texto 
Art. i93.>Son de cargo de la República las deudas 
exterior e interior, reconocidas ya, o que en lo sucesivo 
se reconozcan, y los gastos del servicio público. 
«La ley determinará el orden y modo de satisfacer 
estas obligaciones.» 
MODIFICACIÓN ADITIVA DEL H . SEÑOR OSPINA C A M A C H O 
(Consiste en agregar a «servicio público» la palabra 
«nacional» (al fin del primer párrafo). 
Aprobada. 
«Art. 194. Ninguna contribución indirecta empezará 
a cobrarse en la República sino seis meses después de 
promulgada la ley que la establezca.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR S A M P E R 
«Ninguna contribución indirecta, ni aumento de im-
puestos de esta clase, empezará a cobrarse sino seis me-
ses después de promulgada la ley que establezca la con-
tribución o el aumento.» 
Aprobada. 
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«Art. 195. La Tarifa de Aduanas no podrá alterar-
se sino cada seis meses. 
< Esta disposición, y la del anterior articulo, no li-
mitan las facultades extraordinarias del Gobierno cuando 
de ellas esté revestido.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR OSPlNA CAMACHO 
«Suspéndase la discusión de este articulo, y consi-
dérese en su lugar el siguiente: 
«Art. 195. Ninguna variación en la Tarifa de Adua-
nas tendrá aplicación sino un año después de sancionada 
la ley que la establezca.» 
MOCIÓN DEL H . SEÑOR VlVES 
f- Suspéndase lo que se discute hasta la sesión del 
martes próximo, con el objeto de que tome parte en la 
discusión el señor Secretario de Hacienda.» 
Aprobada. 
D e b a t e 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR OSPINA C A M A C H O 
AL ARTÍCULO 195 
El H. señor 0spi7ia Camacho: 
< La experiencia nos enseña que, si bien es conve-
niente que no haya frecuentes alteraciones en la Tarifa 
de Aduanas, para que los introductores tengan tiempo de 
formar sus cálculos y hacer de conformidad con ellos sus 
pedidos al extranjero, tarnbién lo es que el término de 
seis años que establece el artículo del Proyecto es dema-
siado largo para poder subsanar los errores en que pue-
de incurrirse al gravar ciertos artículos con derechos muy 
altos o demasiado bajos. Todos sabemos lo que ocurrió 
cuando se impuso un derecho muy fuerte a los muebles 
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de esterilla. Entonces el abuso llegó al punto de que un 
Diputado propusiera que los que no se importaran con las 
formalidades del caso o permanecieran en la Aduana por 
falta de pago de derechos, fueran destruidos, en vez de 
ser rematados, que era lo que deseaban los importa-
dores. ' 
«El plazo de un año, que yo propongo, da suficiente 
tiempo a los comerciantes para pedir las mercancías que 
exija'el consumo, y para realizarlas antes de que el pre-
cio de ellas sea afectado por un cambio de Tarifa. 
< En la modificación he suprimido la segunda parte 
del artículo, porque no es recurso para el Gobierno en tiem-
po de guerra el aumento de los derechos de importación, 
una vez que ésta se suspende casi por completo al per-
turbarse el orden público.» 
E L H . SEÑOR V IVES: 
«Soy generalmente sobrio de discursos, porque reco-
nozco la verdad del adagio: quie7i mticho habla, mucho ye-
r r a ; así, sólo ocupo la atención del Consejo cuando tengo 
algún argumento nuevo que exponer. En el presente caso, 
me permito rectificar algunas razones del H. señor Ospi-
na en contra del articulo original del Proyecto. He sido 
por más de veinte años Administrador de Aduana, y esta 
larga práctica me ha enseñado que conviene que la Tari-
fa de Aduanas tenga la mayor duración posible, a fin de 
que el comerciante pueda hacer sus cálculos con la segu-
ridad de que ella no podrá alterarse inesperadamente, y 
tenga en cuenta para sus pedidos bases fijas, como son 
cl precio de las mercancías en el extranjero, el tipo de las 
letras de cambio en el país y los derechos invariables de 
Tai ifa. 
«El H. señor Ospina teme que se cierre la puerta 
de la reparación de los errores en que pueda incurrir el 
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Legislador al gravar los artículos importados; y nos ha 
citado el caso ocurrido hace seis años con los muebles de 
madera. El alto derecho impuesto a estos articulos no fue 
impremeditado,y tuvo por exclusivo objeto el proteger la 
industria del país; luego se vio la inconveniencia de la 
medida, pero sólo después de dos años se subsanó el error. 
«Observo también que es inútil establecer un año 
para la duración de una Tarifa, pues que no reuniéndose 
el Congreso anualmente, toda Tarifa tiene que durar dos 
años por lo menos.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO: 
«Diciendo la modificación que ningún cambio en la 
Tarifa tendrá aplicación sino un año después de estable-
cido, y no reuniéndose el Congreso cada dos años, es claro 
que mi intento ha sido establecer el principio de que toda 
Tarifa durará en vigor tres años cuando menos.» 
E L H . SEÑOR SA.MPER: 
« Yo habia propuesto que se adoptase para la mejor 
reglamentación de este Ramo el sistema siguiente: 
«Que el Gobierno empeñase la fe pública como ga-
rantía de que la Tarifa no sería alterada sino cada sinco 
años; que las alteraciones que se le introdujesen no comen-
zarían a regir sino 90 días- después de promulgada la 
ley que las estableciera; y que el monto de tales altera-
ciones se dividiese por cada articulo en diez mensualida-
des, a fin de hacer gradual el aumento o la rebaja de de-
rechos, para no perjudicar al comercio ni a los consumi-
dores con un brusco cambio de precios. 
« Después de oír las razones expuestas por el H. se-
ñor Ospina Camacho, y después de que él, al contestar 
el H. señor Vives, ha hecho ver que el término señalado 
en su proposición tiene más amplitud que la que le atri-
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huyeron algunos honorables Delegatarios, fijándose sólo 
en la redacción literal de ella, concuerdo con dicho señor 
Ospina en creer que el articulo original no presta suficien-
te seguridad al comercio, porque no es garantía para éste 
el que una Tarifa sea solamente estable, sino que sea bue-
na. La estabilidad de lo malo no puede en caso alguno 
ser garantía. Lo es, sí, la prohibición de hacer cambios 
repentinos en la Tarifa; y en este punto me apoyo en la 
opinión del II. señor Vives, que es muy respetable, por-
que él fue Administrador de la Aduana de Cartagena por 
muchos años, y en su calidad de tál tuvo que imponer 
multas que conmovieron a todo el comercio. A él tocó 
multar a la Compañía de vapores «Atlas» por fuertes 
importaciones de petróleo, que por haberse hecho con 
grandes precipitaciones a causa de estar al terminar el 
plazo señalado para que empezase a regir el aumento de 
derechos sobre este producto, se hicieron sin las forma-
lidades impuestas por la ley y por los reglamentos consu-
lares. 
« Tengo que rectificar la versión dada por el H. se-
ñor Vives al incidente relativo a introducción de mue-
bles de madera, que tuvo lugar hace seis años. El Con-
greso que expidió la ley de Aduanas puso los m7iebles 
de madera entre los articulos de la 3.-^  clase, que queda-
ban gravados con un derecho de diez centavos por kilo-
gramo. Luego, en un artículo final, se impuso un recargo 
de 25 por 100 sobre la ropa hecha, y resultaron los 77i7ie-
bles de madera incluidos en el recargo, y -en la 5.'^  clase, 
al publicarse la ley. Creyóse por algunos que era esto 
una falsificación, y por otros que era un error de impren-
ta : tanto los comerciantes como el Administrador ocu-
rrieron a la Cámara para que determinase con claridad 
a qué clase pertenecían. Varios Representantes certifica-
ron que las palabras en cuestión no eran del proyecto y 
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que probablemente se habian incluido allí por una equi-
vocación, visto lo cual el Poder Ejecutivo resolvió que 
siempre se entendiese que los muebles de madera perte-
necían a la 5.* clase (sesenta centavos) con más 25 por 
100 de recargo como derecho protector. 
« Por estas razones creo de necesidad que el Consejo 
dicte alguna regla fija qne dé garantías al comercio, pues 
de lo contrario pueden volverse a presentar casos de esta 
naturaleza y habrá que ocurrir.otra vez al Gobierno, a 
quien el legislador no puede someter el que corrija los 
errores y reforme las leyes. Lo más acertado es, por tan-
to, fijar un plazo de noventa dias para la ejecución de 
toda reforma de la Tarifa, y que ésta se efectúe después 
en diez meses, dividiendo en dos partes iguales todo 
aumento o disminución de derechos.» 
E L H . SEÑOR VIVES: 
«O no me he expresado bien, o el H. señor Samper 
no ha comprendido. Probablemente será lo primero. 
«Lo que dice el H. señor Samper es lo mismo que 
ya he dicho, respecto a los muebles de madera; y lo que 
él quiere, en materia de garantías para el comercio, es 
lo mismo que yo quiero, esto es : que se protejan sus in-
tereses, que son los mismos del Gobierno, para lo cual es 
de primera necesidad precaverlo contra las sorpresas de 
una nueva Tarifa. Bien sabido es que desde que el Con-
greso se reúne hay intranquilidad en los comerciantes 
por el temor que inspira la alteración de las leyes sobre 
la materia. Aceptaría la modificación del H. señor Ospi-
na Camacho, si dijera cuat7'o años; pero 7/710 nada más es 
un termo demasiado corto, y así, me permitiré proponer 
que se suspenda la discusión de este articulo, para con-
tinuarla el martes próximo, con presencia de S. S. el Se-
cretario del ramo.» 
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Tex to 
PROPOSICIÓN DEL H. SEÑOR PAÜL 
«Articulo para después del 194. Las disposiciones 
legislativas y ejecutivas sobre deuda pública interior no 
podrán ser alteradas sino cada dos años, y oyendo a los 
acreedores. 
« Esta disposición no limita las facultades extraordi-
narias del Gobiemo, cuando de ellas esté revestido.» 
Aprobada. 
PROPOSICIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
«Revócase la aprobación dada al artículo que aca-
ba de aprobarse.? 
Aprobada. 
Deba te 
SOBRE LA PROPOSICIÓN DEL H . SEÑOR P A Ú L 
El H. señor Pa7il: 
«He creído conveniente proponer este artículo por-
que las mismas razones alegadas por los honorables De-
legatarios que me han precedido en la palabra militan 
también en favor de los acreedores del Gobierno, que, 
como se sabe, lo son por unos once millones de pesos, 
y quienes tienen derecho a ser oídos y a saber lo que 
va a hacerse cuando se trata de sus intereses. Todos ellos 
están dispuestos a admitir lo que el Gobierno proponga, 
con tal de que se les dé la seguridad de que no se alte-
rará lo convenido. En la segunda parte e dejado a sal-
vo las facultades del Poder Ejecutivo para suspender la 
ley cuando las circunstancias lo exijan y él lo crea opor-
tuno.» 
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SOBRE LA MOCIÓN' DEL H . SEÑOR CARO 
El H. señor Caro: 
«Reconozco el fin altamente moral del articulo apro-
bado ; pero creo que debe reconsiderarse y negarse; por-
que su redacción no es legal. El término de dos años es 
arbitrario, y pudiera ser desfavorable, en ciertos casos, 
a los mismos acreedores. La obligación de oírlos, sin la 
de atenderlos, a nada conduce. Con este articulo las cosas 
seguirán como antes; lo cual sólo prueba que las dificul-
tades administrativas, nacidas de multitud de causas, no 
se remedian con un articulo constitucional. El legislador 
dicta disposiciones terminantes de fuerza obligatoria, o 
calla. Los consejos le están vedados.» 
Texto 
«Art. 196. En ningún caso será gravada la expor-
tación de productos nacionales.» 
MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR C A R O 
«En ningún caso podrá gravarse la exportación de 
productos del pais, ni el tráfico interior de artefactos na-
cionales.» 
SUBMODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR OSPINA 
«En ningún caso podrá gravarse la exportación de 
productos del país, ni el tráfico intarior de productos na-
cionales. 
«No queda comprendida en esta disposición la ex-
portación de metales preciosos.» 
« * 
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PROPOSICIÓN DEL H. SEÑOR SAMPER 
«Suspéndase la discusión de este artículo, y revó-
quese la aprobación dada a la anterior modificación.». 
Aprobado. 
Reconsiderados la modificación y el artículo original, 
fueron negados. 
Deba te 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR CARO 
El H. señor Caro: 
«No sé si este artículo debe de quedar o nó en la 
Constitución. Pienso que esta materia económica es de 
la competencia del Legislador. Pero si el artículo ha de 
quedar en la Constitución, y si el pensamiento es pro-
teger la industria nacional, la protección no ha de limi-
tarse a la industria extractiva, que lleva sus productos 
al extranjero, sino que debe extenderse a la fabril, cu-
yos productos se consumen en la República, en compe-
tencia con artefactos importados. Allanadas las fronteras 
que levantó la Federación dentro de la Patria, debe res-
tablecerse la libertad del tráfico.» 
SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H. SEÑOR OSPINA 
El H. se7'íor 0spi7ia Ca7nacho: 
«Estoy de acuerdo en todo con el pensamiento del 
H. señor Caro, y creo que para favorecer la industria 
del país no debe gravarse el tráfico interior de artefactos. 
«Pero por razones económicas que a nadie se ocul-
tan, debe exceptuarse de la regla general la exportación 
de metales preciosos, y en tal sentido me permito submo-
dificar el artículo.» 
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SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL H . SEÑOR SAMPER 
El H. señor Sa7nper: 
«Cuando redacté mi jjroyecto de Constitución intro-
duje en él algo sobre exportación; pero después me he 
persuadido de que no debe decirse nada sobre la mate-
ria. Viendo que podría subsistir la guerra fiscal entre los 
Estados, me pareció conveniente introducir medidas pro-
hibitivas para evitarla; pues los Estados de la Costa po.-
drían derivar su subsistencia del interior gravando ad 
libitu7n los efectos que éstos producen y exportan, y vice-
versa. 
« La Constitución de Rionegro prohibió imponer gra-
vámenes sobre las exportaciones en cualquier forma, aun 
en la de derechos de peajes; pero luego la Corte Supre-
ma y el Senado autorizaron a los Estados para gravar 
con derecho de tránsito toda clase de mercancías y arte-
factos. Ahora que vamos a crear un Gobierno unitario 
no podemos dejar tal facultad a las distintas entidades 
administrativas. La cuestión de saber si conviene o nó es-
tablecer derechos de exportación pertenece al dominio de 
la Economía política, y no al del Derecho constitucional. 
Los derechos de exportación gravan el comercio colom-
biano hasta el punto de no dejarlo competir con el ex-
tranjero, pues en realidad los impuestos no vienen a ser 
pagados sino por los comerciantes nacionales y no poi 
los de los países a donde se envían los artículos. La Eco-
nomía política es una ciencia que adelanta todos los días ; 
antes el texto de Juan Bautista Say se consideraba co-
mo la última palabra; y asi, era el texto de enseñanza; pero 
hoy ha envejecido, y la experiencia demuestra que ha que-
dado muy atrás. Puede suceder que llegue el caso de que 
convenga gravar algún articulo para impedir que salga, 
o por cualquier otro motivo de alta política, y no debe-
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mos dejar cerrado el paso para que así se haga ni para 
introducir otras reformas; sin embargo, si el honorable 
Consejo cree que debe introducirse algún artículo sobre 
esto, lo aceptaré respetuosamente, aun cuando mi opinión 
es que no debe dictarse regla alguna en la Constitución 
sobre la materia, sino dejarla a la discusión y buen jui-
cio de los Congresos futuros.» 
E L H . SEÑOR OSPINA CAMACHO: 
«Si me permití introducir la modificación que se dis-
cute, fue porque creí que hay casos en que es convenien-
te gravar la exportación de algunos artículos, como por 
ejemplo, la plata, que por su escasez actual estamos todos 
interesados en que no salga del país. Lo mismo pudiera 
suceder respecto de los demás metales preciosos, para 
impedir la exportación de los cuales sería un medio ade-
cuado gravarla de una manera considerable. Pero opino 
con el señor Samper que quizá seria oportuno suspender 
la discusión de este artículo y revocar la aprobación 
dada al anterior.» 
Los Relatores, 
- fulio Añez—A. González Toledo—Roberto de Narváez. 

